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Introducción 


I 


En  dos  ocasiones,  durante  las  administraciones  Errázuriz  y 
Riesco,  cúpole  al  autor  de  estas  "Anotaciones''  desempeñar  el 
cargo  de  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  e  intervenir  en  tal 
carácter,  así  como  en  el  de  Ministro  Plenipotenciario  en  México 
en  1901,  en  las  negociaciones  e  incidencias  diplomáticas  relacio- 
nadas con  los  problemas  internacionales  pendientes  con  el  Perú 
y  Bolivia. 

Nuestra  cancillería  puso  feliz  término  en  1904  a  la  situación 
transitoria  existente  entre  Chile  y  Bolivia  en  virtud  del  Pacto  de 
Tregua  de  4  de  Abril  de  1884,  mediante  la  celebración  del  tratado 
definitivo  de  Paz  firmado  con  ese  país  el  20  de  Octubre  de  aquel 
año. 

Pero,  no  ha  ocurrido  lo  mismo  con  la  cuestión  de  Tacna  y 
Arica  que  por  tantos  años  hemos  venido  debatiendo  con  el  Perú 
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sin  llegar  a  una  solución  del  problema,  no  obstante  los  esfuerzos 
hechos  en  muchas  ocasiones  para  adoptar  una  fórmula  que  per- 
mita dar  cumplimiento  a  la  estipulación  contenida  en  la  cláusula  3.a 
del  tratado  de  Ancón  con  respecto  a  la  suerte  definitiva  de  estos 
territorios. 

Diversas  causas  han  retardado,  con  grave  perjuicio  para  uno 
y  otro  país,  la  deseada  solución,  y  entre  ellas,  no  puede  silen- 
ciarse la  que  tiene  su  origen  en  la  inestabilidad  de  nuestro  gobier- 
no, en  las  frecuentes  crisis  ministeriales  que  entorpecen  el  estu- 
dio de  los  problemas  internacionales  e  interrumpen  la  continuidad 
de  nuestra  política  exterior  que  en  ocasiones  aparece  contradic- 
toria y  vacilante  en  sus  rumbos.  Esto  trae  como  consecuencia 
el  olvido  de  antecedentes  que  son  indispensables  para  fijar  el 
criterio  de  nuestra  cancillería  cuando  se  dejan  pasarlos  años  sin 
avanzar  en  las  soluciones  preparadas  por  actos  anteriores  inspi- 
rados en  un  plan  internacional  definido,  el  cual  aparece  después 
perturbado  o  malogrado  por  haber  transcurrido  un  largo  espacio 
de  tiempo  sin  que  se  hayan  adoptado  las  medidas  necesarias  para 
la  oportuna  realización  de  ese  plan. 

Después  de  tantos  años,  tenemos  todavía  sobre  el  tapete  de 
la  discusión  el  antiguo  problema  de  Tacna  y  Arica,  cuyo  estudio 
interesa  ahora  tanto  o  más  vivamente  que  antes  y  a  cuya  solución 
están  vinculados  grandes  intereses  nacionales,  el  prestigio  del 
país  y  valiosos  intereses  materiales,  económicos  y  de  todo  orden 
radicados  en  esa  región  y  que  ejercen  ya  positiva  influencia  en 
el  bienestar  interno  y  en  el  crédito  de  la  República  en  el  extran- 
jero. 

Los  inconvenientes  de  dejar  al  tiempo  la  terminación  del 
conflicto,  son  cada  día  mayores,  como  es  evidente  la  necesidad 
de  desarrollar  una  política  más  activa  y  eficaz  para  salir  cuanto 
antes  del  marasmo  en  que  se  enerva  la  defensa  de  nuestro  dere- 
cho y  de  las  legítimas  aspiraciones  de  incorporar  definitivamente 
al  territorio  nacional  los  departamentos  que  constituyen  la  fron- 
tera racional  y  necesaria  para  garantir  la  paz  futura  y  la  seguri- 
dad de  Chile  en  el  porvenir,  frontera  impuesta  no  por  exagera- 
ción de  los  derechos  de  la  victoria,  sino  por  la  ley  inexorable  de 
los  acontecimientos. 

Consideramos  por  esto  útil  y  oportuno   exponer   algunos 
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antecedentes  poco  conocidos  o  ignorados,  esclarecer  puntos  de 
interés  histórico  que  permitan  apreciar  con  exactitud  en  la  hora 
actual  hechos  ocurridos  en  época  ya  lejana,  y  contribuir,  así,  a 
ilustrar  la  opinión  pública  en  cuestiones  que  tan  gravemente 
afectan  nuestra  situación  internacional  y  la  posición  de  Chile  en 
el  continente  americano. 

Creo,  además,  cumplir  con  un  deber  patriótico  allegando  al 
estudio  de  nuestros  asuntos  internacionales  datos  e  informacio- 
nes que  pueden  contribuir  a  encausar  el  criterio  del  país  y  a  uni- 
formarlo en  estas  materias  en  el  sentido  que  nos  marcan  los 
intereses  superiores  de  la  patria,  sin  apartarnos  de  la  justicia  ni 
del  respeto  que  debemos  a  la  verdad  histórica  y  a  las  tradiciones 
de  honradez  y  rectitud  en  que  debe  inspirarse  siempre  nuestra 
política  exterior. 

II 
La  Hisión  Chacaltana 

A  principios  de  1900,  el  nuevo  gobierno  del  Perú,  que  entró 
a  presidir  el  señor  Eduardo  López  de  Romana,  acreditaba  como 
su  representante  en  Chile  al  señor  don  Cesáreo  Chacaltana. 

Aplazada  indefinidamente  en  la  Cámara  de  Diputados  chi- 
lena, desde  1898,  la  discusión  deljprotocolo  que  firmaron  en  San- 
tiago el  9  de  Abril  de  ese  año  los  señores  Billinghurst  y  Latorre, 
como  consecuencia  de  las  resistencias  insalvables  que  encontró 
allí  el  despacho  de  esa  convención  internacional,  hallábanse  vir- 
tualmente  paralizadas  las  negociaciones  referentes  a  la  celebra- 
ción del  plebiscito  estipulado  en  el  tratado  de  Ancón. 

La  designación  del  distinguido  hombre  público,  señor  Cha- 
caltana, figura  prominente  de  su  país,  como  Plenipotenciario  en 
Santiago,  revestía  especial  importancia  en  esos  momentos,  tanto 
por  la  actividad  que  nuevamente  se  imprimía  a  las  gestiones  di- 
plomáticas iniciadas  dos  años  antes,  cuanto  porque  en  esa  misma 
época  se  preparaba  en  Washington  por  el  Comité  de  las  repú- 
blicas americanas  el  programa  del  segundo  Congreso  Pan-Ame- 
ricano que  debía  reunirse  en  México  el  próximo  año.  Más 
adelante  explicaremos  la  importancia  y  relación  que  lo  referente 


al  Programa  del  Congreso  tenia  en  las  cuestiones  pendientes 
entre  los  países  convocados  a  esa  Conferencia  Internacional,  y 
especialmente  para  Chile. 

Al  mismo  tiempo  nuestro  Gobierno  acreditaba  como  Pleni- 
potenciario en  Lima  al  señor  don  Ángel  Custodio  Vicuña. 

Desde  el  primer  momento  la  misión  del  señor  Chacaltana 
quedó  caracterizada  por  el  manifiesto  propósito  de  exigir  un  pro- 
nunciamiento sobre  el  protocolo  Billinghurst-Latorre,  cuyo  re- 
chazo por  el  Congreso,  dada  la  imposibilidad  dentro  de  nues- 
tro mecanismo  constitucional- -de  introducir  modificaciones  en 
él,  no  podía  ofrecer  duda  alguna  al  gobierno  del  Perú,  y  también 
por  la  protesta  contra  todas  las  medidas  administrativas  y  de  or- 
den público  tomadas  por  nuestro  Gobierno  en  los  departamentos 
de  Tacna  y  Arica,  en  ejercicio  de  la  soberanía  que  el  Tratado  de 
Ancón  reconoció  a  Chile  mientras  una  votación  plebiscitaria  no 
modifique  el  régimen  establecido  en  ese  tratado.  Estas  medidas 
iban,  ciertamente,  encaminadas  a  hacer  mas  efectiva  la  acción 
del  Gobierno  en  dichos  territorios  y  a  poner  atajo  al  desconoci- 
miento que  de  la  soberanía  chilena  hacía  ostensiblemente  el  ele- 
mento peruano,  el  cual  mantenía  allí  una  propaganda  activa  en 
contra  de  nuestro  país. 

La  ardiente  discusión  que  sobre  estos  puntos  provocó  el 
Plenipotenciario  del  Perú,  quedó  iniciada  poco  después  de  la 
presentación  de  sus  credenciales,  en  Abril  de  1900,  en  sus  pri- 
meras conferencias  con  el  señor  Rafael  Errázuriz  Urmeneta,  a 
la  sazón  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  y  en  las  siguientes 
comunicaciones  que  le  dirigió  en  9  y  11  de  Octubre  del  mismo 
año: 


"Legación  del  Perú  en  Chile. —  Núm.  19. — Santiago,  9  de  Oc- 
tubre de  1900.-  Señor  Ministro:  Está  próximo  a  reunirse  el  Con- 
greso Nacional  de  Chile  en  sesiones  extraordinarias;  y  con  tal 
motivo  mi  Gobierno  abriga  la  fundada  esperanza  de  que  el  de 
V.  E.  se  dignará  incluir  entre  los  objetos  de  la  convocatoria,  el 
relativo  a  la  sanción  definitiva  del  protocolo  Billinghurst-Lato- 
rre. S.  E.  el  Presidente  de  la  República  en  su  Mensaje  de  1.°  de 
Junio  y  V.  E.  en  la  Memoria  respectiva,  tuvieron  a  bien   reco- 
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mendar  al  Honorable  Congreso,  en  los  términos  más  expresivos 
y  sinceros,  la  necesidad  de  poner  término  al  estado  de  indefinido 
aplazamiento  de  este  asunto. 

El  Honorable  Congreso,  acaso  por  contraerse  de  preferen- 
cia a  la  constitución  definitiva  de  su  nuevo  personal,  no  pudo 
ocuparse  del  asunto  en  el  corto  período  de  sus  sesiones  ordi- 
narias. 

Pero  nada  le  impedirá,  según  lo  espero,  a  la  Honorable  Cá- 
mara de  Diputados,  tratarlo  y  resolverlo  en  sus  sesiones  extraor- 
dinarias, con  la  elevación  en  que  no  dudo  se  inspiren  los  tras- 
cendentales acuerdos  de  ese  distinguido  Cuerpo. 

Reitero  a  V.  E.,  con  este  motivo,  las  seguridades  de  mi  más 
alta  y  distinguida  consideración. — (Firmado):  Cesáreo  Chacal- 
tana. — Al  Excmo.  señor  don  Rafael  Errázuriz  Urmeneta,  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores". 


"Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.— Santiago,  11  de  Octu- 
bre de  1900. — Núm.  912. — Señor  Ministro:  He  tenido  el  honorde 
recibir  la  atenta  nota  de  V.  E.  fecha  9  del  presente,  en  la  que  se 
sirve  manifestarme  que  su  Gobierno  abriga  la  esperanza  de  que 
el  de  Chile  incluirá  entre  los  asuntos  que  deben  ser  incluidos  en 
la  convocatoria  a  sesiones  extraordinarias  de  nuestro  Congreso 
Nacional,  el  protocolo  Billinghurst-Latorre. 

En  respuesta,  tengo  la  satisfacción  de  comunicar  a  V.E-  que 
el  expresado  protocolo  será  próximamente  incluido  en  la  convo- 
catoria y  que  mi  Gobierno  insistirá  en  el  deseo  manifestado  en 
los  documentos  a  que  V.  E.  alude,  y  hará  presente  al  Soberano 
Congreso  la  conveniencia  que  habría  en  pronunciarse  cuanto 
antes  sobre  un  asunto  que  tanto  atañe  al  mantenimiento  de  las 
buenas  relaciones  que  felizmente  existen  entre  nuestros  respec- 
tivos países. 

Entre  tanto,  quiera  el  señor  Ministro  aceptar  las  seguridades 
de  rni  más  distinguida  consideración. — (Firmado):  R.  Errázuriz 
Urmeneta. — A  S.  E.  el  señor  don  Cesáreo  Chacaltana,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  del    Perú  en  Chile". 
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Como  pudo  verse  después,  la  actitud  del  representante  del 
Perú  obedecía  a  un  premeditado  plan  que  tendía  a  crear  a  nues- 
tro país  una  situación  molesta  y  difícil  en  el  Congreso  de  Méxi- 
co, llevando  a  esta  Conferencia  Internacional  el  problema  del 
arbitraje  obligatorio  y  retrospectivo  como  medio  de  hacer  inter- 
venir a  los  demás  países  de  América  en  las  cuestiones  deriva- 
das de  la  Guerra  del  Pacífico,  para  imponer  a  Chile  una  solu- 
ción determinada. 

El  3  de  Noviembre  del  mismo  año  1900,  el  que  esto  escribe 
entraba  a  desempeñar  la  cartera  de  Relaciones  Exteriores,  como 
miembro  del  Gabinete  organizado  por  el  distinguido  y  respetado 
político,  don  Mariano  Sánchez  Fontecilla. 

El  día  14  del  indicado  mes,  el  Plenipotenciario  señor  Cha- 
caltana  ponía  en  mis  manos  la  extensa  comunicación  en  la  cual 
concretaba  todos  los  cargos  que  el  Gobierno  del  Perú  formulaba 
sobre  las  cuestiones  suscitadas  por  la  divergente  interpretación 
de  la  cláusula  3.a  del  Tratado  de  Ancón  y  dejaba  planteada  la 
discusión  en  términos  perentorios  y  precisos,  y  trabado,  así,  en- 
tre ambas  Cancillerías,  un  debate  franco  sobre  todos  los  puntos 
que  han  sido  materia  fundamental  de  los  desacuerdos  existentes 
hasta  ahora  con  respecto  al  problema  pendiente  con  ese  país. 

Dada  la  importancia  que  esta  discusión  tuvo  para  definir  lo 
que,  en  concepto  del  Perú  y  de  Chile,  respectivamente,  consti- 
tuye el  conjunto  de  derechos  y  expectativas  que  les  otorgó  el 
Tratado  de  Paz  que  suscribieron  en  1883,  y  la  conveniencia  de 
no  olvidar  esta  primera  etapa  del  largo  pleito  que  ambos  países 
iniciaron  después  de  la  frustrada  negociación  del  protocolo  Bi- 
llinghurst-Latorre,  que  hasta  ahora  impide  el  restablecimiento 
de  la  cordialidad  entre  ellos,  creemos  de  interés  reproducir  las 
notas  que  en  respuesta  a  las  apremiantes  comunicaciones  de  14 
de  Noviembre  y  3  de  Diciembre,  del  Plenipotenciario  señor 
Chacaltana,  dirigió  nuestra  Cancillería  a  este  activo  y  talentoso 
Diplomático. 


"Ministerio  de  Relaciones'Exteriores.— Núm.  1,153.— Santia- 
go, 18  de  Diciembre  de  19O0.^Señor  Ministro:  Tengo  el  honor 
deacusar  recibo  de  la  nota  de  V.  E.  de  15  del  actual,  en  la  que 
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V.  E.  pide  a  este  Departamento  que  dé  respuesta  a  su  anterior 
comunicación  de  14  de  Noviembre,  que  contiene  extensas  obser- 
vaciones sobre  diversas  medidas  adoptadas  por  el  Gobierno  de 
Chile  en  los  territorios  de  Tacna  y  Arica,  y  a  las  notas  de  V.  E. 
de  fecha  anterior  o  posterior  al  14  de  Noviembre  relativas  a  la 
proyectada  fijación  de  límites  entre  los  departamentos  de  Arica 
y  Pisagua. 

Ha  estado  lejos  del  ánimo  del  infrascrito  retardar  deliberada 
mente  su  respuesta  a  las  citadas  notas  de  V.  E.  ni  mucho  menos 
incurrir  en  la  descortesía  de  dejarlas  sin  respuesta  alguna. 

Sabe  V.  E.  que  el  Gobierno  atraviesa  desde  hace  algún  tiem- 
po por  circunstancias  un  tanto  anormales,  con  motivo  de  la  casi 
constante  ausencia  de  la  capital  de  S.  E.  el  Presidente  de  la 
República  y  de  las  frecuentes  modificaciones  que  ha  sufrido  el 
personal  del  Gabinete. 

Sabe  igualmente  V.  E.  que  a  la  fecha  en  que  V.  E.  dirigió  sus 
precitadas  notas,  o  se  hallaba  el  Gabinete  en  crisis  o  hacía  pocos 
días  que  el  infrascrito  tenía  a  su  cargo  la  cartera  de  Relaciones 
Exteriores. 

Por  último,  no  ignora  V.  E.  que  hace  más  de  diez  días  que 
presentaron  sus  renuncias  los  miembros  del  actual  Ministerio  y 
que  desde  entonces  sólo  han  podido  ocuparse  del  despacho  ur- 
gente y  diario  de  los  respectivos  Departamentos. 

En  estas  circunstancias,  que  no  ha  estado  en  manos  del  Go- 
bierno evitar  o  subsanar,  encontrará  V.  E.  la  verdadera  y  única 
explicación  de  la  falta  de  respuesta  que  V.  E.  observa  y  que  el 
infrascrito  también  deplora. 

Aun  cuando  habría  sido  fácil  tarea  la  de  exponer  a  V.  E. 
las  razones  que  justifican  y  aconsejan  la  adopción  de  las  medi- 
das de  carácter  administrativo  tomadas  por  el  Gobierno  en  los 
departamentos  de  Tacna  y  Arica,  sujetos  a  las  disposiciones 
legales  y  administrativas  que  rigen  en  los  demás  departamentos 
de  la  República,  no  ha  querido  este  Departamento  proceder  sin 
hacer  antes  un  estudio  detenido  de  cada  una  de  las  medidas  que 
V.  E.  ha  estimado  fuera  de  las  facultades  que  corresponden  a 
Chile  mientras  conserve  la  ocupación  de  aquellos  territorios  o 
contrarias  a  los  derechos  que  sobre  ellos  cree  tener  la  nación 
hermana. 
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Este  procedimiento  era  el  que  mejor  consultaba  el  propósito 
uc  tomar  debidamente  en  cuenta  las  observaciones  del  Gobierno 
de  V.  E.,  de  atender  todas  aquellas  que  el  Gobierno  pudiera 
aceptar  por  razones  de  cortesía,  de  equidad  o  de  deferencia  ha- 
cia el  Perú,  y  de  manifestar  y  comprobar  que  ninguna  de  las 
medidas  que  han  sido  materia  de  los  reclamos  formulados  por 
V.  E.,  revisten  el  carácter  de  hostilidad  o  de  violencia  que  se  les 
atribuye  ni  importan  absolutamente  una  excepción  en  e,l  régimen 
a  que  se  halla  sometida  la  administración  pública  del  país. 

Era,  por  tanto,  necesario  celebrar  acuerdos  en  Consejo  de 
Gabinete  con  relación  a  las  medidas  que  han  emanado  de  los 
diversos  Ministerios  y  dar  en  seguida  a  V.  E.  la  respuesta  que 
concordara  con  dichos  acuerdos. 

Esto  es  lo  que  no  ha  podido  hasta  ahora  obtener  este  Depar- 
tamento por  las  circunstancias  apuntadas  y  lo  que  le  obliga  a 
limitarse  por  ahora  a  dar  a  V.  E.  una  breve  explicación  del  in- 
voluntario retardo  que  ha  motivado  la  última  nota  de  V.  E. 

Al  terminar,  debo  reiterar  a  V.  E.,  en  términos  generales,  la 
seguridad  de  que  las  medidas  a  que  se  refieren  las  observacio- 
nes contenidas  en  la  nota  de  V.  E.  de  14  de  Noviembre,  no  en- 
vuelven otro  propósito  que  el  de  atender  convenientemente  a  la 
buena  marcha  administrativa  de  los  departamentos  de  Tacna  y 
Arica.  Por  lo  que  respecta  a  la  proyectada  fijación  de  límites 
entre  Arica  y  Pisagua,  debo  comunicar  a  V.  E.  que  los  respecti- 
vos antecedentes,  se  encuentran  en  el  Ministerio  del  Interior  y 
las  resoluciones  que  ese  Departamento  dicte  sobre  la  materia, 
tendrán  relación  solamente  con  el  régimen  interno  del  territorio 
chileno  u  ocupado  legítimamente  por  Chile. 

Tan  pronto  como  se  normalice  la  situación  del  Gobierno, 
este  Departamento  enviará  a  V.  E.  una  respuesta  detenida  y  de- 
tallada sobre  los  puntos  enunciados  en  las  notas  de  V.  E.  y 
espero  dejar  amplia  y  satisfactoriamente  contestadas  las  obser- 
vaciones que  en  ellas  se  aducen. 

Por  lo  demás,  tratándose  de  cuestiones  delicadas,  enojosas 
y  susceptibles  de  conducir  a  las  más  serias  desaveniencias,  como 
V.  E.  lo  cree,  el  infrascrito  no  estima  justificado  el  apremio  que 
envuelve  la  última  nota  de  V.  E.,  tanto  más  cuanto  que  la  Lega- 
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ción  del  Perú  tiene  cabal  conocimiento  de  las   circunstancias  a 
que  he  hecho  referencia  en  esta  comunicación. 

Renuevo  a  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  distinguida 
consideración.— (Firmado).— Emilio  Bello  C. — Al  Excmo.  señor 
Cesáreo  Chacaltana,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Pleni- 
potenciario del  Perú  en  Chile". 


"Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Santiago,  19  de  Enero 
de  1901. — Señor  Ministro:  Paso  a  dar  a  V.  E.  la  respuesta  reite- 
radamente solicitada  por  esa  Legación  sobre  diversas  medidas 
administrativas  adoptadas  por  el  Gobierno  de  Chile  en  los  de- 
partamentos de  Tacna  y  Arica. 

En  mi  anterior  comunicación,  de  fecha  18  de  Diciembre  úl- 
timo, dejé  constancia  de  las  razones  que  habían  impedido  dar 
una  inmediata  respuesta  a  fin  de  hacer  previamente  un  estudio 
detenido  de  los  antecedentes  de  cada  una  de  las  medidas  adopta- 
das por  los  diversos  Departamentos  de  Estado  y  que  han  sido 
materia  de  las  observaciones  de  V-  E. 

En  posesión  hoy  de  todos  esos  antecedentes,  cúmpleme  dar 
a  V.  E.  las  explicaciones  necesarias.  Me  halaga  la  confianza  de 
que  ellos  llevarán  al  ánimo  de  V.  E.  el  convencimiento  de  que 
los  actos  de  mi  Gobierno  obedecen  a  levantados  sentimientos 
de  rectitud  y  respeto  al  derecho  ajeno  y  se  inspiran  en  el  cum- 
plimiento estricto  de  sus  deberes,  entre  los  cuales  el  primero  de 
todos  es  la  defensa  y  el  amparo  del  propio  derecho. 

Con  fecha  9  de  Febrero  del  año  último,  el  Intendente  de 
Tacna  dictó  un  decreto  que  mereció  la  aprobación  del  Gobierno- 
por  el  cual  exigió  a  los  directores  de  establecimientos  particula- 
res de  instrucción  primaria  el  cumplimiento  de  la  disposición 
contenida  en  el  artículo  16,  título  III,  de  la  ley  de  24  de  Noviem- 
bre de  1860. 

En  vista  de  este  decreto, se  presentaron  numerosas  solicitu- 
des de  los  diversos  establecimientos  particulares  de  instrucción 
primaria  en  demanda  del  permiso  correspondiente  de  la  autori- 
dad administrativa  para  continuar  funcionando  legalmente. 

Sometidas  estas  solicitudes  con  todos  los  antecedentes  reía- 
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cionados  con  la  conducta  observada  por  los  preceptores  de  las 
escuelas  regentadas  por  peruanos  y  costeadas  o  subvencionadas 
por  el  P*rú,  a  la  consideración  del  Gobierno,  se  resolvió  por  el 
Departamento  de  Instrucción  Pública  negar  los  permisos  res- 
pectivos, teniéndose  para  ello  en  vista  poderosas  y  fundadas 
razones. 

El  artículo  1.°  de  la  Ley  de  24  de  Noviembre  de  1860  esta 
blece  que  "la  instrucción  primaria  se  dará  bajo  la  dirección  del 
Estado'. 

El  artículo  3.°  de  la  misma  ley  dispone  que  en  las  escuelas 
se  enseñe  la  historia  y  la  geografía  de  Chile.  Es  deber  del  Go- 
bierno cuidar  que  la  enseñanza  que  se  dé  en  las  escuelas  públi- 
cas y  particulares  en  nada  sea  contraria  a  la  Constitución  del 
Estado  que  consagra  el  principio  fundamental  de  la  soberanía 
nacional. 

Ahora  bien,  de  los  antecedentes  que  el  Gobierno  ha  reunido 
sobre  los  procedimientos  observados  en  las  escuelas  particula- 
res de  Tacna,  regentadas  por  preceptores  peruanos,  aparecen 
comprobados  hechos  que  revisten  suma  gravedad, algunos  délos 
cuales  importan  una  verdadera  infracción  de  la  ley  penal. 

Ha  podido  cerciorarse  el  Gobierno  de  que  en  casi  todas  las 
escuelas  particulares  que  existían  en  Tacna  no  se  enseñaba  ni 
la  historia  ni  la  geografía  de  Chile,  y  en  cambio,  se  inculcaba  en 
los  alumnos  sentimientos  de  odiosidad  en  contra  de  Chile,  se 
cantaban  solamente  los  himnos  peruanos  en  cuyos  versos  se 
califica  de  coyunda  brutal  la  ocupación  chilena  y  se  hacía  de  este 
modo  una  obra  de  propaganda  en  contra  de  nuestro  país  y  de 
desconocimiento  de  la  soberanía  nacional. 

Las  medidas  adoptadas  se  imponían,  por  consiguiente,  de  un 
modo  ineludible  a  la  acción  del  Gobierno  y  ellas  se  ajustan  por 
completo  a  las  facultades  administrativas  y  legales  del  Ejecutivo. 
No  importan  ellas  un  régimen  de  excepción,  porque  si  los  he- 
chos que  las  motivan  se  hubieran  producido  en  cualquier  otro 
departamento  de  la  República,  se  habría  adoptado  en  forma  aná- 
loga y,  obrando  con  mayor  rigor,  hasta  se  habría  requerido  la 
acción  del  ministerio  público  para  perseguir  la  responsabilidad 
criminal  de  los  que  pudieran  aparecer  culpables  de  atentados 
contra  la  soberanía  del  Estado. 
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No  importan  tampoco  las  medidas  dictadas  respecto  de  las 
escuelas  particulares  de  Tacna  un  desconocimiento  del  derecho 
que  toda  persona  tiene  para  ejercer  la  enseñanza  en  la  forma 
que  lo  tenga  a  bien,  siempre  que  se  respeten  y  se  observen  por 
ellas  las  disposiciones  legales  a  que  están  sujetos  los  habitantes 
de  esa  provincia.  El  Gobierno  no  ha  limitado  este  derecho  sino 
en  cuanto  tiene  la  obligación  de  velar  por  su  correcto  ejercicio. 

Por  lo  demás,  el  Gobierno  se  preocupa  de  atender  debida- 
mente a  las  necesidades  déla  instrucción  pública  en  Tacna  y 
Arica,  y  comprende  la  influencia  civilizadora  que  allí  como  en 
todas  partes  está  llamada  a  ejercer  en  el  adelanto  y  cultura  de 
esos  pueblos- 

A  este  propósito  ha  obedecido  el  envío  a  Tacna  y  Arica  de 
preceptores  bien  preparados,  la  creación  de  nuevas  escuelas  en 
condiciones  y  en  número  que  no  hagan  necesaria  la  iniciativa 
particular  ni  mucho  menos  la  ingerencia  de  otro  Gobierno  que  el 
de  Chile,  y  por  último,  la  creación  de  un  liceo  de  niñas  consul- 
tada en  la  Ley  de  Presupuestos  del  año  en  curso. 

A  estas  medidas  se  refería,  sin  duda,  mi  antecesor  el  señor 
Errázuriz  Urmeneta  cuando  expresó  V.  E.  que  mi  Gobierno  se 
preocupaba  de  crear  una  situación  definida  y  que  se  haría  un 
deber  en  activar  la  solución  a  fin  de  que  ella  fuere,  en  todo  caso 
inspirada  en  sentimientos  de  justicia  y  de  verdadera  armonía 
que  deben  presidir  las  relaciones  de  los  pueblos  amigos  y  ve- 
cinos. 


Han  sido  materia  de  diversas  y  repetidas  observaciones  de 
V.  E.  los  pasos  dados  por  este  Gobierno  para  definir  o  aclarar 
los  límites  de  los  departamentos  de  Arica  y  Pisagua  con  el  fin 
de  determinar  la  jurisdicción  de  las  autoridades  encargadas  de 
pronunciarse  sobre  las  cuestiones  de  interés  público  o  particu- 
lar de  que  respectivamente  deban  conocer. 

Estima  V.  E.  que  la  línea  divisoria  de  los  mencionados  de- 
partamentos tiene  un  carácter  internacional  por  hallarse  en  el 
punto  de  separación  del  territorio  de  Tarapacá  incorporado  de- 
finitivamente a  Chile  con  arreglo  al  Tratado  de  Paz  de  1883,  y 
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los  territorios  de  Arica  y  Tacna  cuya  suerte  definitiva  está  sujeta 
a  las  contingencias  de  un  plebiscito. 

Deduce  V.  E.  de  este  antecedente  la  conclusión  de  que  no  es 
dable  prescindir  en  la  ingerencia  del  Perú  en  la  fijación  del  lí- 
mite de  los  referidos  departamentos  aún  cuando  sea  para  fines 
de  administración  interior. 

No  desconoce  el  infrascrito  que  si  se  tratara  de  definir  el 
límite  entre  el  territorio  chileno  de  Tarapacá  y  los  territorios  de 
Tacna  y  Arica  para  el  efecto  de  determinar  hasta  donde  se  ex- 
tiende la  soberanía  de  Chile,  habría  llegado  el  caso  de  dar  inter- 
vención a  todos  los  Gobiernos  interesados  en  la  fijación  del  lí- 
mite. Pero,  dirigidas  como  están  las  medidas  adoptadas  por  este 
Gobierno  únicamente  a  resolver  dificultades  de  orden  interno 
que  se  relacionan  con  la  competencia  o  incompetencia  de  las 
autoridades  para  conocer  de  los  asuntos  que  correspondan  a  su 
jurisdicción;  y  siendo  todavía  reclamadas  estas  medidas  por  los 
particulares  a  quienes  interesa  hacer  valer  sus  derechos  en 
forma  legal,  no  habría  razón  para  atribuir  a  las  resoluciones  que 
adoptare  sobre  la  materia  el  Departamento  del  Interior  otro 
alcance  ni  otro  significado  que  el  de  una  medida  administrativa 
destinada  a  satisfacer  necesidades  del  buen  servicio  público  en 
los  departamentos  de  Tacna  y  Arica. 

Tampoco  podría  suponerse  que  la  aclaración  del  límite  que 
separa  a  dos  departamentos  de  la  República  por  medio  de  un 
decreto  supremo,  importa  una  medida  extraordinaria  que  sale  de 
nuestro  régimen  legal.  Los  decretos  dictados  anteriormente  so- 
bre esta  misma  materia  así  lo  comprueban. 

El  Tratado  de  Ancón  es  ley  de  la  República  de  Chile.  En  él 
se  fijaron  los  límites  de  las  provincias  de  Tarapacá  y  de  Tacna 
y  Arica  sometidas  a  la  legislación  chilena. 

Toda  medida  encaminada  a  determinar  el  radio  de  acción 
de  las  autoridades,  a  resolver  dificultades  o  conflictos  que  se 
suscitan  en  el  orden  interior  o  administrativo,  son  de  la  compe- 
tencia exclusiva  del  Gobierno  de  Chile  que  tiene  en  Tacna  y 
Arica  las  mismas  facultades  que  con  arreglo  a  la  legislación  del 
país  ejerce  en  el  resto  de  la  República. 

No  tratándose,  pues,  de  resolver  una  controversia  sobre  lí- 
mites con  el  Gobierno  del  Perú,  que  no  se  ha  suscitado,  sino  de 
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resolver  dentro  de  las  facultades  propias  del  Gobierno,  conflic- 
tos suscitados  en  el  orden  interno  o  administrativo,  no  cree  el 
infrascrito  que  haya  fundamento  para  atribuir  a  este  asunto  un 
carácter  internacional. 

Por  lo  demás,  debo  dejar  constancia  de  que  hasta  ahora  la 
cuestión  se  halla  en  estudio  en  el  Departamento  del  Interior  al 
cual  corresponde  su  resolución. 


Observa  también,  V.  E-,  como  actos  que  se  oponen  a  la  so- 
beranía del  Perú  en  Tacna  y  Arica  mientras  estos  territorios 
estén  solamente  ocupados  por  Chile,  las  concesiones  de  borate- 
ras  u  otras  substancias  minerales  así  como  el  arrendamiento  o 
venta  de  terrenos  salitreros  que  haga  el  Gobierno  con  arreglo  a 
las  leyes  vigentes  de  la  República. 

Cree  V.  E.  que  esta  clase  de  concesiones  sólo  pueden  otor- 
garse por  el  dueño  del  territorio,  por  el  que  ejerce  soberanía 
permanente  y  absoluta,  por  el  que  tiene  la  facultad  de  disponer 
del  suelo  y  de  sus  riquezas,  y  nó  por  los  simples  ocupantes,  a 
los  cuales  no  les  es  dado  ejercer  actos  de  señorío  completo,  no 
les  corresponde  el  derecho  de  comprometer  el  territorio  para  un 
porvenir  que  no  les  pertenece. 

Parece  olvidar  V.  E.  que  la  cláusula  3  del  Tratado  de  Ancón 
sometió  a  la  legislación  chilena  a  los  territorios  de  Tacna  y  Ari- 
ca y  que,  en  consecuencia,  imperan  allí  nuestras  leyes  sin  limi- 
tación alguna  y  en  la  misma  forma  que  en  las  demás  provincias 
de  la  República. 

V.  E.  considera  que  Chile  no  puede  ejecutar  actos  que  su- 
ponen el  ejercicio  completo  de  la  soberanía. 

Según  esta  teoría,  no  podría  este  Gobierno  administrar  jus- 
ticia, imponer  contribuciones,  ni  ejecutar  en  los  departamentos 
de  Tacna  y  Arica  ninguno  de  los  actos  que  corresponden  propia- 
mente al  ejercicio  de  la  soberanía  ni  podría,  por  tanto,  tomar  a 
su  cargo  los  servicios  administrativos  de  esos  territorios  que, 
en  tal  caso,  quedarían  abandonados  a  su  propia  suerte. 

Dentro  de  las  facultades  de  administrar  un  territorio  con 
arreglo  alas  leyes  del  país,  se  comprende  la  de  hacer  concesiones 
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de  minas  y  yacimientos  de  substancias  minerales  y  la  de  arren- 
dar y  disponer  délos  terrenos  fiscales  para  explotarlos,  culti- 
varlo o  colonizarlos.  Impulsar  el  progreso  y  el  desarrollo  de  la 
producción,  de  la  riqueza  y  del  comercio  en  los  territorios  so- 
metidos hoy  a  la  administración  y  a  las  leyes  de  Chile,  es  uno 
de  los  deberes  primordiales  del  Gobierno. 

¿Podrá  afirmarse  que  lo  que  quisieron  los  Gobiernos  que 
suscribieron  el  pacto  de  Ancón  fué  mantener  la  extagnación  en 
Tacna  y  Arica,  desatender  sus  necesidades,  sus  industrias,  su 
natural  y  progresivo  desarrollo?  ¿Y  qué  mal  puede  derivarse  de 
las  concesiones  para  la  explotación  o  beneficio  de  substancias 
minerales  que  todos  los  particulares  sin  distinción  de  naciona- 
lidades pueden  solicitar  en  Tacna  y  Arica  así  como  en  cualquier 
otro  departamento  de  Chile?  ¿Puede  haber  en  esto  algo  que 
contraríe  el  espíritu  y  la  letra  del  Tratado  de  Ancón,  o  que  mor- 
tifique en  lo  más  mínimo  el  sentimiento  nacional  del  Perú? 

No  lo  estima  así  el  infrascrito,  y  por  el  contrario,  considera 
que,  cualquiera  que  sea  la  suerte  definitiva  de  los  territorios 
cuya  nacionalidad  resolverá  el  plebiscito  estipulado,  es  deber 
que  Chile  sabrá  llenar  cumplidamente,  el  de  atender  por  todos 
los  medios  que  dentro  de  nuestro  régimen  legal  estime  adecua- 
dos, a  la  conveniente  administración  de  los  departamentos  de 
Tacna  y  Arica,  al  bienestar  de  sus  habitantes  y  a  la  prosperidad 
y  progreso  de  sus  territorios. 

Las  observaciones  que  V.  E.  formula  respecto  del  proyecto 
de  prolongación  del  ferrocarril  de  Arica  a  Tacna,  pendiente  de 
la  consideración  del  Congreso  y  tramitado  en  la  misma  forma 
que  todas  las  solicitudes  análogas,  así  como  las  objeciones  que 
a  V.  E.  merecen  los  importantes  proyectos  para  la  irrigación 
del  fértil  valle  de  Tacna  que  se  estudian  con  verdadero  interés 
por  este  Gobierno  y  cuya  realización  sería  el  mayor  de  los  bie- 
nes para  aquella  región,  quedan  suficientemente  contestadas  con 
las  razones  generales  que  acabo  de  aducir  en  los  párrafos  ante- 
riores. 

Creo  innecesario  agregar  que  el  proryecto  de  colonizar  los 
terrenos  hoy  incultos  del  valle  de  Tacna,  está  en  gran  parte  su- 
bordinado a  la  irrigación  del  mismo  valle  y  reviste  la  mayor 
importancia  para  el  porvenir  de  esa  localidad. 
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La  traslación  a  Tacna  del  asiento  de  la  1.a  Zona  Militar  y  de 
la  Corte  de  Apelaciones  que  funcionaba  en  Iquique,  ha  sido 
también  considerada  por  V.  E.  como  medida  extraordinaria  e 
inexplicable,  llamada  a  tener  una  influencia  indebida  en  los 
actos  que  habrán  de  verificarse  cuando  llegue  el  momento  de 
decidir  en  un  plebiscito  la  suerte  de  Tacna  y  Arica. 

Reconocida  por  V.  E.  la  facultad  constitucional  que  el  Eje- 
cutivo tiene  para  efectuar  esa  translación,  nada  tendría  que  agre- 
gar en  respuesta  a  las  observaciones  de  V.  E.  sino  creyera  con- 
veniente dejar  constancia  de  las  razones  de  buen  servicio  que 
han  aconsejado  la  medida  de  que  me  ocupo. 

Las  condiciones  de  clima  y  la  mayor  facilidad  de  recursos 
que  se  encuentran  en  Tacna,  hacen  más  conveniente  la  residen- 
cia de  tropas  en  ese  lugar  y  más  económico  su  abastecimiento. 

Esta  última  circunstancia  bastaría  por  sí  sola  para  justificar 
el  procedimiento  del  Gobierno.  Por  lo  demás,  no  ha  llegado  aún 
el  momento  de  proceder  a  la  votación  plebiscitaria  ni  puede 
mirarse  como  un  peligro  para  la  libertad  de  sufragio  la  presen- 
cia del  Ejército  allí  que  ahora  y  después  será  siempre  una  ga- 
rantía del  orden  y  tranquilidad  públicos,  como  lo  han  sido  en 
las  elecciones  que  en  toda  época  se  han  verificado  en  el  país. 

Lo  que  nuestras  leyes  prohiben  es  el  reclutamiento  o  acuar- 
telamiento de  la  guardia  nacional  o  de  los  constriptos  en  época 
de  elecciones,  pero  no  la  permanencia  de  fuerzas  del  Ejército 
en  los  lugares  donde  una  elección  se  verifica. 

Por  lo  que  respecta  a  la  translación  de  la  Corte  de  Justicia, 
me  bastará  recordar  a  V.  E.  que  ella  funcionó  antes  en  la  ciudad 
de  Tacna  y  que,  si  ahora  se  ha  dispuesto  nuevamente  que  tenga 
su  asiento  en  esa  ciudad,  ello  obedece  únicamente  a  razones  de 
buen  servicio  judicial. 

También  ha  llamado  la  atención  de  V.  E.  el  que  haya  rena- 
cido el  antiguo  proyecto  destinado  a  independizar  el  servicio 
eclesiástico  de  Tacna  y  Arica  de  la  diócesis  de  Arequipa  esta- 
bleciendo al  efecto  un  vicariato  apostólico. 

Reconoce  V.  E.  que  en  el  Perú  como  en  Chile  la  Iglesia 
Católica  vive  y  se  desarrolla  al  amparo  del  régimen  secular  del 
patronato. 

Establecido  este  principio,  sólo  resta  saber  a  cuál  de  los  dos 
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gobiernos  corresponde  el  ejercicio  del  patronato  para  la  pro- 
visión de  las  funciones  y  beneficios  eclesiásticos  en  el  territorio 
que  Chile  ocupa  con  arreglo  a  las  estipulaciones  del  Tratado  de 
Ancón. 

Si  el  pacto  de  Ancón  colocó  a  los  territorios  de  Tacna  y 
Arica  bajo  el  imperio  de  la  Constitución  y  de  las  leyes  chilenas, 
parece  indudable  que  el  Presidente  de  la  República  debe  ejercer 
allí  la  atribución  especial  que  le  acuerda  la  Constitución  del  Es- 
tado en  el  número  13  del  artículo  82  que  dice: 

"\¿.  Ejercer  las  atribuciones  del  patronato  respecto  de  las 
iglesias,  beneficios  y  personas  eclesiásticas,  con  arreglo  a  las 
leyes". 

El  hecho  de  que  el  Gobierno  no  haya  hecho  uso  hasta  hoy 
de  esta  facultad,  no  obstante  la  conducta  irregular  que  han  ob- 
servado los  funcionarios  eclesiásticos  de  Tacna  y  Arica  con  res- 
pecto a  Chile,  constituyéndose  los  elementos  más  activos  y 
constantes  de  propaganda  en  contra  de  los  intereses  y  derechos 
de  este  país,  no  desvirtúa  en  nada  la  facultad  constitucional  que 
le  corresponde  ejercitar  a  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
mientras  rijan  en  Tacna  y  Ática  la  Constitución  y  las  leyes  de 
Chile. 

Y  si  es  perfectamente  claro  el  derecho  que  tiene  el  gobier- 
no para  intervenir  en  la  provisión  de  funciones  y  beneficios 
eclesiásticos  en  aquel  territorio,  justifica  por  completo  el  propó- 
sito de  ponerlo  en  ejercicio  la  necesidad  de  poner  atajo  a  la  ac- 
titud asumida  por  los  curas  y  de  corregir  una  situación  que  es 
depresiva  del  prestigio  y  de  la  autoridad  que  el  Gobierno  debe 
mantener  en  los  departamentos  de  Tacna  y  Arica. 


Carece  de  fundamento  el  reclamo  de  V.  E.  respecto  de  lo 
ocurrido  con  motivo  de  la  celebración  del  aniversario  de  la  In- 
dependencia del  Perú. 

No  es  exacto  que  las  autoridades  de  Tacna  y  Arica  impidie- 
ran o  estorbaran  en  forma  alguna  la  celebración  del  28  de  Julio 
a  los  ciudadanos  peruanos. 

Lo  ocurrido  fué  lo  siguiente: 
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El  presidente  de  una  sociedad  obrera. invitó  al  Intendente  a 
una  fiesta  patriótica  que  debía  tener  lugar  en  el  Teatro  Munici- 
pal; pero,  como  en  el  programa  apareciere  por  dos  veces  el  can- 
to del  himno  a  Tacna,  en  que  se  califica  de  coyunda  brutal  la 
ocupación  chilena,  el  Intendente  manifestó  al  presidente  de 
aquella  sociedad  que  no  le  sería  posible  concurrir  a  dicha  fiesta 
y  que  sería  depresivo  de  su  dignidad  asistir  a  ella  si  no  se  cam- 
biaba el  himno  de  Tacna  por  la  canción   nacional  del   Perú. 

El  presidente  referido  contestó  que  consultaría  el  cambio 
propuesto,  a  los  miembros  del  Directorio  de  la  Sociedad,  obte- 
niendo por  respuesta  que,  "dados  los  inconvenientes  que  la  au- 
toridad oponía  a  la  fiesta,  desistían  de  celebrarla". 

Basta  exponer  estos  hechos  para  desvanecer  el  cargo  que 
se  ha  pretendido  hacer  a  las  autoridades  de  Tacna  y  que  V.  E. 
sin  duda  acoje  en  su  nota  de  14  de  Noviembre. 


Con  respecto  a  lo  que  V.  E.  llama  "liberticida  empresa  de 
acallar  la  voz  del  periodismo  en  aquellas  regiones",  cúmpleme 
únicamente  expresar  aquí  que  hasta  hoy  no  se  ha  adoptado  me- 
dida alguna  tendiente  a  reprimir  los  desbordes  de  la  prensa  pe- 
ruana en  la  provincia  de  Tacna,  no  obstante  de  que  el  Gobierno 
sabe  que  ella  está  subvencionada  por  el  Gobierno  del  Perú  y 
de  que  son  ya  demasiado  frecuentes  los  ataques  violentos  que 
dirige  al  Gobierno  de  Chile  y  a  las  autoridades  de  la  loca- 
lidad. 

Es  bien  extraño  que  V.  E.  formule  un  cargo  como  el  que 
acabo  de  analizar,  cuando  ni  siquiera  ha  podido  aplicarse  en 
Tacna  la  ley  a  que  se  halla  sometida  toda  la  prensa  de  Chile  y 
que  establece  el  jurado  que  debe  conocer  y  fallar  las  acusacio- 
nes por  delitos  de  imprenta. 


El  proyecto  de  ley  presentado  al  Congreso  para  rebajar  los 
derechos  de  la  Aduana  de  Arica,  tiene  por  objeto  único  y  exclu- 
sivo fomentar  el  comercio  de  aquel  territorio  y  beneficiar  y  hacer 
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más  fácil  la  vida  Je  sus  habitantes  Y  si  al  Gobierno  de  Chile  le 
interesa  cuidar  del  progreso  y  bienestar  de  los  habitantes  de 
Tacna  y  Arica,  es  de  presumir  que  a  lo  menos  igual  interés  ten- 
drá el  Gobierno  del  Perú.  No  divisa,  por  tanto,  el  infrascrito  na- 
da que  por  este  capítulo  pueda  servir  de  base  a  un  reclamo  del 
Gobierno  de  V.  E. 


Se  refiere  V.  E.  también  a  las  declaraciones  del  honorable 
representante  de  Chile  en  Bolivia  sobre  los  propósitos  de  Chile 
respecto  de  Tacna  y  Arica. 

No  creo  que  necesite  hacerme  cargo  de  las  declaraciones 
que  incidentalmente  haya  podido  hacer  el  Ministro  de  Chile  en 
Bolivia  en  una  comunicación  dirigida  al  Gobierno  ante  el  cual 
está  acreditado. 

V.  E.  no  podrá  dejar  de  convenir  en  que  solamente  las  de- 
claraciones de  la  Cancillería  de  Chile  por  sus  órganos  oficiales, 
pueden  servir  al  Gobierno  de  V.  E.  para  juzgar  de  los  propósitos 
y  de  la  política  del  Gobierno  de  Chile,  y  que  nuestro  represen- 
tante en  Bolivia  no  es  órgano  autorizado  respecto  de  las  cuestio- 
nes pendientes  con  el  Perú. 


Finalmente,  protesta  V.  E.  ante  esta  Cancillería  por  el  inde- 
finido aplazamiento  del  plebiscito  estipulado  en  el  Tratado  de 
Ancón,  por  el  retardo  que  ha  sufrido  el  despacho  del  protocolo 
Billinghurst-Latorre  y  por  los  propósitos  de  retardar  la  solución 
del  problema  de  Tacna  y  Arica  y  de  apoderarse  de  estos  territo- 
torios  que  V.  E.  atribuye  a  Chile. 

Las  explicaciones  contenidas  cn  esta  nota  respecto  de  cada 
uno  de  los  cargos  formulados  por  V.  E.,  manifiestan  claramente 
que  todas  las  medidas  administrativas  adoptadas  o  en  vías  de  ser 
aceptadas  por  mi  Gobierno  se  encuentran  dentro  de  las  faculta- 
des constitucionales  y  legales  del  Ejecutivo. 

Ninguna  de  las  medidas  importa  hostilidad  ni  desconocimien- 
to de  los  derechos  del  Perú  ni  contraría  las  estipulaciones  del 
Tratado  de  Ancón. 
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La  mayor  parte  de  ellas  están  encaminadas  a  impulsar  el 
adelanto  del  territorio,  a  procurar  la  felicidad  de  sus  habitantes 
y  a  asegurar  su  prosperidad  y  su  engrandecimiento  futuro. 

Por  estos  medios  legítimos,  aplicando  sus  leyes  y  mante- 
niéndose en  el  terreno  señalado  en  el  pacto  de  Ancón,  procura 
Chile  afianzar  sus  espectativas  al  dominio  definitivo  de  Tacna  y 
Arica. 

No  omitirá  esfuerzo  alguno  para  llenar  la  misión  que,  res- 
pecto de  esos  territorios,  le  impuso  el  Tratado  de  Paz,  en  forma 
que  lo  haga  acreedor  a  la  confianza  y  la  gratitud  de  los  habi- 
tantes. 

Respetando  los  derechos  y  las  expectativas  legítimas  del 
Perú,  mi  Gobierno  continuará  sirviendo  los  intereses  y  las  nece- 
sidades de  los  actuales  departamentos  de  Tacna  y  Arica  en  la 
medida  de  sus  fuerzas,  sin  que  logre  debilitar  su  acción  la  con- 
tingencia de  que  puedan  pasar  más  tarde  al  dominio  del  Perú 
con  todos  los  beneficios  que  en  ellos  haya  dejado  la  obra  bien 
intencionada  y  progresista  de  la  administración  chilena. 

No  ha  habido  por  parte  del  Gobierno  de  Chile  el  propósito 
de  aplazar  indefinidamente  la  solución  del  problema  de  Tacna  y 
Arica,  ni  podría  en  justicia  hacerse  este  cargo  por  el  Gobierno 
de  V.  E. 

La  celebración  del  protocolo  Billinghurst-Latorre  es  la  prue- 
ba más  concluyeme  de  que  este  Gobierno  ha  llevado  sus  buenos 
deseos  respecto  del  Perú  más  allá  de  lo  que  era  posible,  dentro 
del  marco  constitucional  en  que  debe  ejercitar  su  acción  para 
llegar  a  un  acuerdo  con  el  Gobierno  del  Perú. 

Sabe  V.  E.  que  el  referido  protocolo  encontró  resistencias 
invencibles  en  el  seno  de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados 
cuando  le  fué  sometido  a  su  consideración  en  1898  y  que  no  han 
sido  eficaces  los  esfuerzos  que  el  Gobierno  hizo  para  obtener  su 
aprobación. 

Aplazada  indefinidamente  la  discusión  del  protocolo,  diver- 
sas circunstancias  independientes  de  la  voluntad  del  Gobierno 
han  retardado  el  pronunciamento  de  aquella  rama  del  poder 
legislativo,  produciéndose  por  esta  causa  la  consiguiente  parali- 
zación de  las  negociaciones  subordinadas  a  la  sanción  de  dicho 
protocolo  por  el  Congreso  chileno. 
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I  1  acuerdo  reciente  adoptado  por  la  Cámara  de  Diputados  al 
tomar  nuevamente  en  consideración  el  protocolo  Billinghurst- 
I. atorre,  ha  puesto  término  a  una  situación  incierta  que  entor- 
pecía y  retardaba  las  gestiones  que  ambos  Gobiernos  deben  llevar 
adelante  para  resolver  el  problema  relacionado  con  los  territo- 
rios de  Tacna  y  Arica. 

La  Cámara  de  Diputados  no  ha  prestado  su  aprobación  al 
protocolo  del  16  de  Abril  de  1898  porgue  estima  que  debe  ser 
modificado  en  algunas  de  sus  disposiciones  y  ha  acordado  enviar 
los  antecedentes  al  Gobierno  para  que  éste  procure  introducir 
las  modificaciones  necesarias,  abriendo  con  este  objeto  nuevas 
negociaciones  con  la  Cancillería  del  Perú. 

En  este  estado  ha  quedado  colocada  la  cuestión  que  tanto 
interesa  y  preocupa  a  los  Gobiernos  de  Chile  y  del  Perú. 

No  será  justo  ni  conforme  a  lo  verdadero  inculpar  a  cual- 
quiera de  los  dos  Gobiernos  por  no  haber  llegado  todavía  a  una 
solución  definitiva  y  que  consulte  los  intereses  de  ambos  países. 

Es  de  esperar  que  los  buenos  propósitos  que  han  guiado  a 
las  Cancillerías  en  sus  anteriores  negociaciones,  se  mantendrán 
con  igual  espíritu  de  paz  y  de  armonía  en  las  gestiones  que  se 
habrán  de  iniciar  una  vez  más  para  buscar  el  acuerdo  que  per- 
mita dar  cumplimiento  leal  y  honrado  a  las  estipulaciones  del 
Tratado  de  Ancón. 

Empeñada  en  este  sentido  la  voluntad  de  los  Gobiernos,  no 
será,  en  concepto  del  infrascrito,  empresa  tan  difícil  la  de  llegar 
a  un  avenimiento  definitivo  que  sea  a  la  vez  el  primer  paso  para 
restablecer  sobre  la  base  de  una  estrecha  y  sincera  amistad  la 
cordialidad  de  relaciones  que  debe  existir  entre  pueblos  herma- 
nos llamados  a  hacer  unidos  el  camino  del  porvenir. 

Renuevo  a  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  distinguida  con- 
sideración.—(Firmado):  Emilio  Bello  C — Al  señor  Cesáreo 
Chacaltana,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
del  Perú". 


La  actitud  un  tanto  agresiva  del  representante  peruano,  re- 
flejada en  sus  comunicaciones  a  nuestra  cancillería,  correspondía 
al  propósito  de  extremar  las  quejas  y  reclamos  en  contra  de  Chile, 
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alejando  toda  gestión  práctica  de  acercamiento  entre  ambos  pue- 
blos que  fuese  objetivo  de  una  política  de  armonía  y  de  concor- 
dia preparatoria  de  soluciones  pacíficas  y  conciliadoras  de  los 
intereses  en  actual  conflicto. 

Puede  afirmarse  que  la  misión  del  Plenipotenciario  del  Perú 
tenía  por  fin  inmediato  formular  una  protesta  ruidosa  en  contra 
de  los  procedimientos  de  Chile  y  dejar  constancia  en  un  verda- 
dero proceso  público  de  las  reclamaciones  acumuladas  al  efecto 
para  los  designios  ulteriores  de  una  política  encaminada  a  buscar 
el  concurso  de  las  demás  naciones  americanas  bajo  el  difraz  de 
los  principios  del  arbitraje  amplio,  obligatorio  y  hasta  retros- 
pectivo. 

III 
Protocolo  Billinghurst-Latorre 

Hemos  manifestado  ya  que  la  misión  Chacaltana  se  con- 
cretó desde  un  principio  a  los  dos  objetivos  principales  a  que 
seguramente  obedecían  las  instrucciones  de  su  gobierno:  obte- 
ner o  exigir  un  inmediato  pronunciamiento  del  Congreso  chileno 
sobre  el  Protocolo  Billinghurst-Latorre,  y  simultáneamente,  for- 
mular las  protestas  por  todos  los  actos  ejecutados  por  "Chile  en 
Tacna  y  Arica,  como  se  deja  establecido  en  el  capítulo  anterior. 

Es  digno  de  anotarse  el  empeño  del  Plenipotenciario  peruano 
en  provocar  el  incidente  relativo  al  despacho  de  dicho  Protocolo 
sin  considerar  la  ninguna  utilidad  de  insistir  en  una  gestión  que 
no  podía  conducir  a  la  solución  práctica  de  las  dificultades  pen- 
dientes. En  su  primera  entrevista  con  el  que  esto  escribe,  ex- 
presó sin  ambages  que  era  objetivo  esencial  de  su  misión  obtener 
el  pronunciamiento  solicitado  desde  la  presentación  de  sus  cre- 
denciales. A  las  consideraciones  que  le  hiciera  sobre  la  incon- 
veniencia de  iniciar  sus  gestiones  en  un  terreno  ingrato  y  poco 
apropiado  para  buscar  soluciones  de  armonía  y  avanzar  con  éxi- 
to en  el  camino  del  avenimiento  a  que  debíamos  por  ambas  par- 
tes propender,  el  señor  Chacaltana  mantuvo  inexorable  su  exi- 
gencia sin  atribuir  mayor  importancia  a  la  circunstancia  de 
llegar  por  este  rumbo  a  hacer  más  difícil  la  situación  o  provocar 


—  26  — 

un  nuevo  y  más  grave  rompimiento  de  las  relaciones  diplomá- 
ticas de  ambos  países. 

No  era  esta,  sin  duda,  una  misión  de  paz.  Se  buscaba  el  mo- 
tivo de  una  nueva  ruptura  para  proseguir  el  plan  que  pronto  se 
pondría  en  ejecución  con  ocasión  de  la  reunión  de  la  Confe- 
rencia Internacional  de  México. 

Apremiada  y  obligada  por  la  intemperante  actitud  del  repre- 
sentante del  Perú,  nuestra  cancillería  se  vio  en  la  necesidad  de 
solicitar  de  la  Cámara  de  Diputados  el  pronunciamiento  sobre  el 
protocolo  cuya  discusión,  aunque  aplazada,  se  consideraba  termi- 
nada desde  1898.  Pero,  tomando  nota  de  que  la  exigencia  formu- 
lada por  el  Ministro  del  Perú,  se  dirigía  a  provocar  un  rechazo 
definitivo  de  aquella  negociación  y  nó  a  preparar  nuevos  acuer- 
dos que  la  hicieran  viable,  el  gobierno  estimó  prudente  instruir 
a  la  Comisión  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados de  la  actitud  asumida  por  el  señor  Chacaltana  en  estas  in- 
cidencias, a  fin  de  no  cooperar,  por  su  parte,  a  la  política  peli- 
grosa a  que  obedecían  las  gestiones  que  en  forma  de  apremio 
desarrollaba  ante  nuestra  cancillería  el  Gobierno  del  Perú. 

Impuesta  de  estos  antecedentes,  la  Comisión  presentó  a  la 
Cámara,  en  sesión  de  14  de  Enero  de  1901,  el  Proyecto  de 
Acuerdo  que  consultaba  una  fórmula  diplomática  para  dar  a  la 
negociación  pendiente  un  curso  más  en  armonía  con  los  propó- 
sitos que  abrigaba  nuestro  gobierno  en  orden  a  la  solución  que 
debía  darse  a  las  dificultades  que  habían  suscitado  algunas  de  las 
cláusulas  del  Protocolo,  sin  desechar  la  idea  primordial  de  buscar 
el  acuerdo  sobre  la  forma  de  realizar  la  votación  plebiscitaria 
consultada  en  el  Tratado  de  Ancón  para  definir  la  nacionalidad 
defiinitiva  de  los  territorios  de  Tacna  y  Arica. 

El  informe  de  la  Comisión,  consultando  estos  propósitos, 
indicaba  al  gobierno  la  conveniencia  de  abrir  nuevas  negociacio- 
nes, en  los  términos  siguientes: 

"Honorable  Cámara:  Desde  Agosto  de  1898  se  encuentra 
sometido  a  la  resolución  de  esta  Honorable  Cámara  el  protocolo 
ajustado  con  el  Gobierno  del  Perú  el  16  de  Abril  del  mismo  año, 
con  el  objeto  de  dar  cumplimiento  a  la  cláusula  3.a  del  Tratado 
de  Ancón. 

Numerosas  y  prolongadas  sesiones  dedicáronse  a  la  discu- 
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sión  de  dicho  pacto  y  como  término  de  aquellos  debates  se  llegó 
tan  sólo  en  sesión  de  24  de  Septiembre  a  aprobar  en  general  la 
idea  de  pactar  con  el  Perú,  para  convenir  en  las  bases  del  plebis- 
cito que  debe  resolver  en  definitiva  sobre  la  nacionalidad  de  Tac- 
na y  Arica;  pero,  la  viva  resistencia  de  que  fueron  objeto  algu- 
nas de  sus  estipulaciones,  dificultaron  su  despacho,  en  términos 
de  hacer  imposible  la  aprobación  solicitada  por  el  Ejecutivo,  sin 
introducir  en  aquél  modificaciones  que  habrían  de  ser  materia 
de  nuevas  negociaciones. 

Desde  aquella  fecha,  nada  se  ha  avanzado  en  la  discusión,  la 
cual  ha  continuado  suspendida  de  hecho,  hasta  el  momento  en 
que  ha  sido  requerido  nuevamente  el  pronunciamiento  de  la 
Honorable  Cámara  por  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

Vueltos  los  antecedentes  en  informe  a  vuestra  Comisión  de 
Relaciones  Exteriores,  ésta  cumple  con  el  deber  de  expresaros, 
que  estima  de  manifiesta  conveniencia  para  ambos  países  el  que 
sean  resueltas  directamente  por  los  respectivos  gobiernos  las 
cuestiones  de  primordial  importancia  que  el  protocolo  de  1898 
entrega  al  fallo  de  un  arbitro,  así  como  juzga  de  igual  modo  aten- 
dibles otras  de  las  observaciones  formuladas  en  los  anteriores 
debates,  que  su  mayor  parte  guardan  completa  armonía  con  las 
proposiciones  hechas  al  representante  al  Perú  por  el  señor  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  de  Chile  en  las  gestiones  preli- 
minares de  aquel  convenio. 

Por  lo  demás,  estando  ya  aprobada  en  general  la  idea  de 
pactar  con  el  Perú  para  convenir  las  bases  del  plebiscito,  estima 
la  Comisión  que  no  habría  objeto  útil  en  proseguir  en  la  discu- 
sión particular  del  Protocolo,  ya  que  las  modificaciones  que 
hubieran  de  proponerse  no  podrían  ser  incorporadas  en  él  sin 
que  previamente  fuesen  discutidas  y  aceptadas  por  ambos  gobier- 
nos en  gestiones  que  son  de  resorte  exclusivo  de  las  cancillerías. 

Para  no  entrabar  la  acción  del  Ejecutivo,  dentro  del  propó- 
sito de  facilitar  un  acuerdo  entre  ambos  países,  es  preferible 
enviar  los  antecedentes  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  a 
fin  de  que  inicie  nuevas  negociaciones  diplomáticas. 

En  este  concepto,  vuestra  Comisión  tiene  el  honor  de  pro- 
poneros el  siguiente 
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Proyecto  de  Acuerdo: 

"Teniendo  presentes  las  diversas  observaciones  formuladas 
en  el  debate  y  en  especial  la  conveniencia  de  que  sean  resueltos 
directamente  por  los  gobiernos  de  Chile  y  el  Perú  los  puntos 
que  el  Protocolo  de  16  de  Abril  de  1898  entrega  a  la  resolución 
de  un  arbitro,  la  Cámara  acuerda  que  se  envíen  los  antecedentes 
al  Ejecutivo,  a  fin  de  que  inicie  nuevas  gestiones  diplomáticas 
\  para  dar  cumplimiento  a  la  cláusula  3.a  del  Tratado  de  Ancón. 

Santiago,  14  de  Enero  de  1901.  Miguel Crachaga,  Francisco 
A.  Pinto,  Manuel  Salinas  y  Guillermo  Pinto  Agüero" 


Durante  la  discusión  de  este  proyecto  de  acuerdo,  los  dipu- 
tados señores  J.  Walker  Martínez,  Eduardo  Phillips,  Maximi- 
liano Ibáñez,  Eliodoro  Yáñez  y  Carlos  Robinet,  se  manifestaron 
partidarios  de  una  resolución  clara  en  el  sentido  de  rechazar  lisa 
y  llanamente  el  Protocolo  Billinghurst-Latorre,  en  contradicción 
con  la  opinión  que  manifestaron  los  miembros  de  la  Comisión 
informante  señores  Manuel  Salinas,  Miguel  Cruchaga  y  Guiller- 
mo Pinto  Agüero  y  otros  señores  diputados  que  terciaron  en  el 
debate. 

Requerida  la  opinión  del  Gobierno  sobre  el  particular,  el 
Ministro  del  ramo  hizo  las  siguientes  declaraciones: 

"El  señor  Bello  Codesido  (Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res).— Saben  los  honorables  diputados  que  al  solicitar  el  Gobier- 
no preferencia  para  este  Protocolo,  ha  querido  solo  provocar 
un  pronunciamiento  de  la  Honorable  Cámara.  Las  razones  que 
justifican  esta  actitud  son  de  todos  conocidas 

Desde  que  se  encuentra  pendiente  del  conocimiento  de  la 
Honorable  Cámara,  durante  dos  largos  años,  la  discusión  de  este 
protocolo,  toda  negociación  que  tienda  a  definir  la  situación  crea- 
da por  el  Tratado  de  Ancón  tendrá  que  tropezar  con  la  falta  de 
pronunciamiento  de  la  Cámara  respecto  de  un  protocolo  que  no 
podrá  ser  ley  sino  se  le  aprueba  por  esta  rama  del  Poder  Legis- 
lativo. 

El  Gobierno,  pues,  se  limita  a  buscar  este  pronunciamiento. 
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Llenado  este  propósito,  estima  secundaria  la  cuestión  de  proce- 
dimiento. 

Si  la  Honorable  Cámara  aprecia  los  fundamentos  que  la  Co- 
misión de  Relaciones.  Exteriores  ha  dado  para  proponer  un  proyec 
to  por  el  cual  se  acuerda  volver  los  antecedentes  al  Gobierno,  fun- 
damentos que  tienen  su  origen  en  el  hecho  de  no  haberse  podido 
discutir  en  detalle  el  protocolo,  ni  introducir  en  él  las  enmien- 
das que  se  crea  del  caso,  por  cuanto  justamente  esas  enmiendas 
habrán  de  ser  materia  de  las  negociaciones  de  ambos  gobiernos, 
si  la  Honorable  Cámara,  digo,  considera  aceptable  el  tempera- 
mento indicado  por  la  Comisión,  el  Gobierno  estimará  que  la 
aprobación  del  informe  que  se  discute  significa  habilitar  al  Eje- 
cutivo para  que  entre  en  nuevas  negociaciones  al  respecto. 

Producida  esta  resolución,  el  Gobierno  retirará  el  Protocolo 
del  conocimiento  del  Congreso.  Sería  innecesario  continuar  tra' 
mitándolo,  por  cuanto  aún  cuando  el  Senado  lo  reconsidera,  esa 
reconsideración  no  habría  de  influir  en  el  voto  que  emitiera  so- 
bre el  particular  la  Cámara  de  Diputados. 

Atribuyendo,  pues,  a  la  cuestión  de  procedimiento  una  impor- 
tancia secundaria,  el  Gobierno,  en  caso  de  aprobarse  el  proyecto 
de  acuerdo  propuesto,  dará  por  retirado  el  Protocolo  de  la  con- 
sideración de  la  Cámara. 


Yo  no  he  querido  indicar  a  la  Honorable  Cámara  que  acep- 
te éste  o  aquel  procedimiento;  por  el  contrario,  mi  ánimo  es  que 
se  pronuncie  con  entera  libertad;  y  no  pedirle  el  rechazo  del  Pro- 
tocolo, como  parece  haberlo  entendido  el  Honorable  Diputado 
por  Linares. 

Por  otra  parte,  puedo  agregar  que  lo  que  la  Honorable  Cá- 
mara ha  manifestado  en  ocasiones  anteriores,  ha  sido  que  este 
Protocolo  debe  modificarse.  Y  si  es  esta  la  opinión  que  hoy  do- 
mina y  si  en  este  sentido  se  propone  que  se  abran  nuevas  nego- 
ciaciones, bastará  expresarlo  para  que  el  Gobierno  sepa  cuál 
debe  ser  su  línea  de  conducta. 

Por  lo  demás,  el  rechazo  liso  y  llano  de  este  Protocolo  ven- 
dría a  herir  sin  necesidad  los  sentimientos  patrióticos  de  los 
funcionarios  que  intervinieron  en  su  ajuste  y  que  debieron  tener 
razones  poderosas  para  aceptarlo.  No  creo  que  sea  éste  el  mo- 


mentó  oportuno  de  hacer  de  nuevo  el   examen  a  fondo  de  las 
disposiciones  que  el  Protocolo  contiene." 


Finalmente,  la  Cámara  por  23  votos  contra  13,  aprobó  el 
proyecto  de  acuerdo  propuesto  por  la  Comisión  de  Relaciones 
Exteriores. 

No  tardó  el  representante  del  Perú,  que  parecía  aguardar 
con  impaciencia  la  resolución  de  la  Cámara  de  Diputados,  en 
acentuar  sus  protestas  y  sus  apreciaciones  sobre  la  política  de 
Chile,  procurando  sacar  el  mayor  provecho  posible  del  inciden- 
te diplomático  relacionado  con  el  Protocolo  Billinghurst-Latorre 
para  exhibir  a  nuestro  país  ante  las  demás  naciones  como  respon- 
sable único  de  los  retardos  en  la  solución  de  las  diñcultades  pen- 
dientes, y  además,  de  supuestos  atropellos  al  derecho,  a  la  justicia 
y  a  la  buena  fe  en  sus  relaciones  con  el  país  vencido  en  la  gue- 
rra de  1879. 

Refiriéndose  al  resultado  que  tuvo  en  la  Cámara  de  Diputa- 
dos la  cuestión  por  él  mismo  promovida  con  tan  marcado  empe- 
ño, expresaba  a  nuestro  Gobierno  en  una  extensa  comunicación, 
fechada  en  19  de  Enero,  la  apreciación  que  le  merecía  el  acuer- 
do adoptado  por  aquella  rama  del  Congreso  chileno,  en  términos 
calculados  para  fundar  en  ese  acuerdo  un  nuevo  y  más  severo 
cargo  contra  la  actitud  de  nuestro  país. 

Así  decía:  "Este  acuerdo  implica  el  rechazo  del  indicado 
pacto  en  su  parte  substancial  constituida  por  el  arbitraje  en  él  es- 
tipulado. Reviste  a  la  vez,  la  forma  de  un  procedimiento  dilato- 
rio, destinado  a  eludir  por  un  tiempo  más  la  realización  del  ple- 
biscito  

Frustrados  hasta  hoy  los  legítimos  anhelos  de  mi  patria,  la 
cual  persigue  incansablemente  desde  1892  la  realización  del  ple- 
biscito, debo  dejar  constancia  en  esta  oportunidad  de  los  esfuer- 
zos desplegados  por  mi  gobierno,  así  como  de  la  ineficacia  de 
sus  reiteradas  tentativas  para  llegar  con  el  de  V.  E.  a  un  acuerdo 
digno,  amistoso  y  perdurable.  El  Perú  necesita  y  desea  salvar 
ante  sí  mismo  y   ante   las   naciones   que  contemplan  apenadas 
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nuestras  tristes  e  interminables  disidencias,  todo  género  de  res- 
ponsabilidades." 


Y  terminaba  su  comunicación  formulando  airadamente  una 
protesta  que  era  como  el  final  de  la  misión  diplomática  que  lo 
había  traído  a  Chile  y  el  anuncio  de  la  presentación  de  su  carta 
de  retiro: 

"Mi  Gobierno  deplora  vivamente  la  desaprobación  del  Pro- 
tocolo Billighurst-Latorre,  con  la  cual  se  han  esterilizado  sus  es- 
fuerzos de  nueve  años  en  favor  de  una  solución  amistosa. 

Obedeciendo,  a  la  vez,  a  las  inspiraciones  de  su  política 
honrada  y  franca,  se  ve  obligado  a  formular  por  mi  conducto, 
con  este  motivo,  las  declaraciones  contenidas  en  la  presente 
nota,  cuyo  resumen  puede  presentarse  en  esta  forma: 

El  Perú  ha  hecho  en  nueve  años,  desde  1892  hasta  el  pre- 
sente, toda  clase  de  esfuerzos  para  llegar  a  una  solución  equita- 
tiva y  amistosa,  los  cuales  han  resultado  infructuosos  por  la  ne- 
gativa de  Chile  a  aceptarlos- 

Desde  el  28  de  Marzo  de  1894,  Chile  ocupa  de  hecho,  sin 
título  suficiente,  los  territorios  de  Tacna  y  Arica,  motivo  por  el 
cual  mi  gobierno  ha  desconocido  la  legalidad  de  esa  ocupación. 

Aun  en  el  supuesto  de  que  la  ocupación  mencionada  pudie- 
ra justificarse,  siempre  resultaría  Chile  reteniendo,  indebida  e 
indefinidamente,  una  parte  de  la  provincia  de  Tarata,  que  no  le 
fué  cedida  ni  perpetua  ni  temporalmente,  de  lo  cual  ha  reclama- 
do el  Perú  desde  hace  diecisiete  años  y  reclama  nuevamente 
ahora. 

Las  medidas  tomadas  respecto  de  Tacna  y  Arica,  con  el 
objeto  de  desviar  en  favor  de  Chile  la  corriente  de  sus  aspira- 
ciones, las  considera  mi  gobierno  contrarias  al  Tratado  de  An- 
cón, por  cuyo  motivo  ha  pedido  y  solicita  nuevamente  su  dero- 
gatoria. 

Cualquiera  que  sea  en  lo  sucesivo  el  procedimiento  del 
Gobierno  de  Chile  con  respecto  a  la  cláusula  3.a  de  dicho  Trata- 
do, el  Perú  no  está  dispuesto  a  ir  al  plebiscito,  en  condiciones 
que  impliquen  la  infracción  del  mismo. 

El  Perú  se  reserva,  en  fin,  el  derecho   de  rechazar  nuevas 
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negociaciones  sobre  el  plebiscito,  mientras  no  se  restablezca  en 
Tacna  y  Arica,  con  la  derogatoria  de  las  medidas  tomadas  res 
pecto  de  ellas,  la  situación  legal  existente  el  28  de  Marzo  de  1894. 

Abrigo  la  esperanza  de  que  al  meditar  con  calma  y  con  pro- 
pósito de  justicia  las  alegaciones  contenidas  en  esta  nota  y  en 
otras  de  la  misma  procedencia,  el  Gobierno  de  Chile,  con  el  con- 
curso de  la  notoria  ilustración  de  V.  E.,  deferirá  a  los  fundados 
reclamos  del  Perú,  a  fin  de  facilitar  un  arreglo  pronto  y  conve- 
niente. 

De  todos  modos,  mi  Gobierno,  en  resguardo  de  sus  legítimos 
derechos,  protesta  desde  ahora  no  aceptar,  en  orden  al  plebisci- 
to, las  consecuencias  de  actos  contrarios  al  Tratado  vigente  entre 
las  dos  naciones." 

En  la  respuesta  que  nuestra  Cancillería  dio  tanto  a  las  ob- 
servaciones sobre  los  procedimientos  administrativos  adoptados 
en  Tacna  y  Arica  cuanto  a  lo  que  el  representante  del  Perú 
llamó  el  rechazo  del  Protocolo  Billinghurst-Latorre,  se  decía,  en 
nota  del  18  de  Febrero  de  1901,  lo  siguiente: 

"Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.— Santiago,  18  de  Fe- 
brero de  1901. — Señor  Ministro:  Las  observaciones  contenidas 
en  la  nota  de  V.  E.,  de  30  de  Enero  último,  en  respuesta  a  la  que 
este  Departamento  dirigió  a  V.  E.  el  19  del  mismo  mes,  mani- 
fiestan el  sensible  desacuerdo  que  existe  entre  esa  Legación  y  el 
infrascrito  respecto  de  la  interpretación  o  inteligencia  de  las 
estipulaciones  del  Tratado  de  Paz  en  la  parte  que  se  refiere  a  los 
derechos  que  dicho  Tratado  confirió  a  Chile  sobre  los  territorios 
de  Tacna  y  Arica.  V.  E.  niega  al  Gobierno  de  Chile  el  derecho 
de  tomar  todas  aquellas  medidas  que  tienen  por  objeto  principal 
hacer  respetar  la  soberanía  del  Estado,  mantener  el  orden  y 
exigir  el  reconocimiento  de  su  autoridad  en  el  territorio  que 
ocupa  y  administra  en  virtud  de  un  Pacto  solemne.  V.  E.  estima, 
también,  que  no  le  es  lícito  al  Gobierno  de  Chile  dictar  resolu- 
ciones encaminadas  a  impulsar  el  progreso  de  los  territorios  que 
administra  con  título  incuestionable  y  a  servir  sus  necesidades 
más  sentidas,  y  trata  de  establecer  inaceptables  distingüendos 
entre  las  facultades  que  corresponden  al  soberano  de  un  país 
y  las  que  serían  propias  del  simple  ocupante  a  título  precario  o 
eventual. 
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Finalmente,  V.  E.  insiste  en  creer  que  el  derecho  de  ocupa- 
ción que  Chile  tiene  sobre  Tacna  y  Arica  expiró  legalmente  el 
28  de  Marzo  de  1804,  fecha  en  que  terminaron  los  diez  años 
señalados  en  el  Pacto  de  Ancón  para  la  celebración  del  ple- 
biscito. 

Esta  Cancillería  no  puede  aceptar  las  limitaciones  que  V.  E., 
en  nombre  de  su  Gobierno,  se  esfuerza  en  imponer  a  las  facul- 
tades que  dentro  del  espíritu  y  la  letra  del  Tratado  de  Ancón  co- 
rresponden legítimamente  a  Chile.  Sería  inoficioso  continuar 
debatiendo  la  legalidad  y  corrección  de  las  medidas  adoptadas 
por  este  Gobierno  en  Tacna  y  Arica  para  averiguar  si  ellas  deben 
o  nó  ser  revocadas. 

El  Gobierno  de  Chile  ha  ajustado  y  continuará  ajusfando 
su  conducta  a  las  disposiciones  del  Tratado  de  Ancón,  que  en 
todo  tiempo  ha  sabido  respetar  y  cumplir,  y  no  puede  revocar 
resoluciones  que  ha  dictado  con  sano  propósito  y  en  uso  de  fa- 
cultades que  no  es  posible  desconocer  y  que  le  incumbe  ejer- 
citar. 

No  habría  objeto  práctico  en  discutir  nuevamente  el  punto 
relativo  a  la  clausura  de  las  escuelas  de  Tacna  a  la  luz  de  las  dis- 
posiciones de  la  ley  de  24  de  Noviembre  de  1860. 

Si  en  esas  escuelas  se  hacía  propaganda  en  contra  de  Chile, 
si  se  inculcaban  en  sus  alumnos  sentimientos  de  odiosidad  en 
contra  de  este  país,  si  de  este  modo  se  desconocían  la  autoridad 
y  los  derechos  que  Chile  ejerce  allí,  bastan  estas  solas  conside- 
raciones para  justificar  una  medida  de  orden  público  que  el  Go- 
bierno tiene  el  deber  de  dictar  en  cualquier  parte  del  territorio 
nacional  en  que  se  produzcan  hechos  semejantes.  En  el  mismo 
caso  se  encuentran  todas  las  resoluciones  que  el  Gobierno  dic- 
tara respecto  de  otros  funcionarios  cuya  conducta  fuera  contra- 
ria al  orden  o  a  la  soberanía  del  Estado.  Las  demás  medidas  que 
V.  E.  llama  de  chilenización  y  que,  sin  embargo,  corresponden 
a  la  acción  propiamente  administrativa  del  Ejecutivo,  han  sido 
ya  analizadas  en  detalle  en  mi  comunicación  de  19  de  Enero  y 
explicadas  suficientemente.  No  obstante,  V.  E.  protesta  de  todas 
ellas  y  las  reclama  ante  esta  Cancillería  por  considerarlas  fuera 
de  los  límites  de  la  soberanía  restringida  y  precaria  que,  ajuicio 
de  V.  E.,  ejerce  Chile  en  los  departamentos  de  Tacna  y  Arica,  y 
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por  haber  cesado  legalmente  el  derecho  de  ocupación  que  le 
otorgó  el  Tratado  de  Paz  de  1SM.  Debo  ocuparme  separadamente 
de  esta  doble  objeción,  que  no  descansa  en  ninguna  de  las  cláu- 
sulas del  Tratado,  única  ley  que  rige  y  define  las  obligaciones  y 
derechos  de  los  países  que  lo  suscribieron  para  restablecer  en 
ellas  el  imperio  de  la  paz. 

Dos  importantes  concesiones  obtuvo  Chile  en  el  Tratado  de 
Paz  celebrado  con  el  Perú  con  respecto  a  los  territorios  que 
formaban  las  antiguas  provincias  peruanas  de  Tacna  y  Arica. 
La  primera  consistió  en  el  derecho  de  retener  en  su  poder  esos 
territorios  que  hasta  ese  momento  ocupaba  a  título  bélico,  y  la 
segunda,  en  la  facultad  de  administrarlos  con  arreglo  a  sus  pro- 
pias leyes,  las  cuales  debían  continuar  rigiendo  en  adelante  en 
lugar  de  las  leyes  del  Perú. 

Modificóse,  en  consecuencia,  radicalmente  la  condición  po- 
lítica y  legal  de  las  antiguas  provincias  peruanas  cuyo  régimen 
especial  quedó  determinado  de  un  modo  inequívoco  en  el  Tra- 
tado de  Ancón. 

Se  reconoció  en  este  célebre  Pacto  mayor  suma  de  derechos 
y  de  espectativas  en  favor  de  Chile,  desde  que  se  le  confería  la 
ocupación  del  territorio  y  la  administración  del  mismo  sin  otra 
limitación  que  la  de  gobernar  con  arreglo  a  sus  propias  leyes,  y 
se  reconoció  al  Perú  únicamente  la  espectativa  de  recuperar  las 
provincias  que  las  consecuencias  de  una  guerra  desgraciada  se- 
paraba del  dominio  de  su  autoridad  y  de  sus  leyes,  en  un  ple- 
biscito que  decidiría  en  definitiva  la  nacionalidad  de  esas  pro- 
vincias. 

Dado  este  antecente  fundamental,  es  incuestionable  y  evi- 
dente el  derecho  que  asiste  a  Chile  para  ejecutar  todos  los  actos 
políticos  y  administrativos  que  autorizan  las  leyes  nacionales. 
Y  si  las  leyes  chilenas  son  solamente  la  manifestación  y  el  ejer- 
cicio de  la  soberanía  de  Chile,  es  también  incuestionable  y  evi- 
dente que  no  se  trata  en  este  caso  de  una  soberanía  incompleta 
o  restringida,  no  obstante  la  circunstancia  de  hallarse  el  derecho 
de  Chile  subordinado  en  su  ejercicio  futuro  a  la  realización  de 
un  plebiscito. 

Es  indudable,  entonces,  que  según  el  régimen  establecido 
en  el  Tratado  de  Ancón,  Chile  conserva  su  carácter  de  soberano 
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de  Tacna  y  Arica  mientras  una  solución  plebiscitaria  no  mo- 
difique la  situación  actual. 

El  ejercicio  completo  de  la  soberanía  no  es  incompatible  con 
la  eventualidad  de  que  el  territorio  en  que  se  ejerce  pueda  pasar 
posteriormente  a  poder  de  otra  nación. 

Por  el  hecho  solo  de  quedar  el  territorio  de  Tacna  y  Arica 
sometido  a  la  legislación  chilena,  se  reconoció  el  ejercicio  de  la 
soberanía  de  Chile  sin  las  limitaciones  que  V.  E.  pretende  es- 
tablecer. 

Paso  ahora  a  examinar  el  punto  relativo  al  derecho  de  Chile 
para  continuar  ocupando  los  territorios  de  Tacna  y  Arica  con 
posterioridad  a  la  expiración  de  los  diez  años  señalados  en  el 
Tratado  de  Ancón  para  que  se  verificase  el  plebiscito. 

Según  la  interpretación  que  V.  E.  dá  a  la  cláusula  III  del 
Tratado  de  Paz,  los  diez  años  en  él  fijados  para  la  celebración 
del  plebiscito,  determinan  también  el  plazo  de  la  ocupación  chi- 
lena, y  cree  por  tanto  V.  E.  que  dicha  ocupación  ha  debido  cesar 
legalmente  el  28  de  Marzo  de  1894. 

Agrega  V.  E.  que  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de 
Chile  en  1894,  daba  esta  misma  interpretación  al  Tratado  cuando 
manifestaba  en  una  conferencia  celebrada  con  el  representante 
del  Perú  en  Santiago,  el  propósito  del  Gobierno  de  solicitar  del 
Perú  una  prórroga  del  referido  plazo,  prórroga  que  nunca  ha 
estado  dispuesto  a  aceptar  el  Gobierno  de  V.  E. 

Es  indudable  que  el  Tratado  de  Ancón  o  no  previo  el  caso 
en  que,  expirado  el  plazo  de  los  diez  años,  no  se  realizara  el 
plebiscito;  o  no  quiso  que,  en  tal  emergencia,  se  modificara 
la  situación  existente  en  los  territorios  cuya  ocupación  otorgó  a 
Chile. 

En  una  y  otra  hipótesis,  es  forzoso  llegar  a  la  conclusión  de 
que  nada  autoriza  la  exigencia  de  que  Chile  entregue  al  Perú 
los  territorios  que  sólo  puede  adquirir  en  virtud  de  una  votación 
plebiscitaria  que  le  sea  favorable  porque  esto  importaría  simple- 
mente dar  por  resuelta,  desde  luego,  en  su  favor,  la  cuestión  que 
hoy  debaten  las  Cancillerías  de  Chile  y  el  Perú  y  que  afecta 
grandes  intereses  de  uno  y  otro  país. 

Para  que  la  entrega  del  territorio  ocupado  por  Chile  se  pro- 
duzca, es  preciso  que  se  cumpla  la   condición  señalada  en  el 


Tratado,  es  preciso  determinar  previamente  la  nacionalidad 
definitiva  de  dicho  territorio,  o  bien,  es  preciso  que  exista  un 
nuevo  acuerdo  entre  los  Gobiernos  interesados  que  modifique 
las  disposiciones  del  Tratado  de  Paz. 

La  aceptación  de  la  teoría  que  V.  E.  sostiene,  significaría 
anular  o  dejar  sin  efecto,  o  por  lo  menos  alterar  sustancialmente 
esas  disposiciones,  suprimir  en  beneficio  exclusivo  del  Perú  las 
ventajas  que  ellas  dieron  a  Chile  para  afianzar  sus  espectativas 
al  dominio  definitivo  de  Tacna  y  Arica. 

En  efecto,  si  se  considera  cuál  ha  podido  ser  el  propósito 
que  tuvieron  en  vista  los  negociadores  del  Tratado  de  Ancón  al 
conceder  a  Chile  el  derecho  de  continuar  ocupando  el  territorio 
de  Tacna  y  Arica  y  de  administrarlo  con  arreglo  a  sus  leyes,  se 
comprenderá  fácilmente  que  no  podría  mi  país  despojarse  de 
estos  derechos  así  como  no  ha  excusado  las  obligaciones  que 
son  inherentes  a  su  ejercicio,  sin  que  una  disposición  expresa 
del  Tratado  de  Paz  lo  estableciera  o  sin  que  una  nueva  conven- 
ción tan  solemne  como  aquel  Tratado  así  lo  estatuyera. 

No  hay  constancia  en  el  archivo  de  esta  Cancillería  de  pro- 
posiciones como  las  que  V.  E.  atribuye  al  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  de  Chile  en  1894,  señor  Sánchez  Fontecilla,  para 
prorrogar  el  plazo  de  diez  años  fijado  en  el  Tratado  de  Paz. 
Haciendo  todo  honor  a  la  veracidad  de  V.  E.  y  a  la  exactitud  de 
sus  informaciones,  debo  suponer  o  que  se  trata  de  una  mala 
inteligencia  de  las  palabras  pronunciadas  en  una  conferencia 
por  el  señor  Sánchez  Fontecilla,  a  las  cuales  se  dio  un  alcance 
o  significado  diverso  del  que  tuvieron,  o  que  ellas  han  podido 
referirse  al  estudio  de  un  nuevo  arreglo  para  cambiar  la  fecha 
del  plebiscito  o  para  buscar  una  distinta  solución  del  proble- 
ma relacionado  con  el  cumplimiento  de  la  cláusula  III  del  Tra- 
tado de  Paz. 

Retiene,  pues,  Chile  en  su  poder  los  territorios  de  Tacna 
y  Arica  con  perfecto  derecho  y  con  justísima  razón.  El  plazo 
de  diez  años  fué  señalado  para  precisar  la  fecha  en  que  debería 
tener  lugar  el  plebiscito  y  nó  para  hacer  cesar  una  ocupación 
que  corresponde  a  Chile  mientras  no  se  produzca  un  fallo  ple- 
biscitario que  le  sea  adverso   y  que  no  puede  pasar  a  una  auto- 
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ridad  desconocida,  no  determinada   en   el   mismo   Tratado  que 
otorgó  dicha  ocupación. 

¿De  dónde  se  deriva,  entonces,  la  exigencia  del  Perú  para 
que  Chile  abandone  los  territorios  que  ocupa  con  arreglo  al 
Pacto  de  Ancón  y  para  que  vuelvan  ellos  al  dominio  peruano  sin 
el  título  indispensable  que  sólo  puede  otorgarle  la  voluntad  de 
sus  habitantes  manifestada  en  un  plebiscito? 

Pero  V.  E.  formula  todavía  un  nuevo  cargo  a  este  Gobieron 
y  debo  tomarlo  aquí  en  consideración  para  desvanecerlo  y  para 
dar  respuesta  al  mismo  tiempo  a  las  observaciones  de  la  nota  de 
V.  E.  de  19  de  Enero  próximo  pasado. 

Refiriéndose  V.  E.  al  acuerdo  adoptado  recientemente  por  la 
Honorable  Cámara  de  Diputados  de  Chile  respecto  del  Pro- 
tocolo Billinghurst-Latorre,  emite  V.  E.  un  juicio  tan  apasionado 
como  injusto  sobre  la  significación  de  ese  acuerdo  y  los  propó- 
sitos que  abriga  esta  Cancillería  respecto  del  problema  de  Tacna 
y  Arica. 

Debe  el  infrascrito  rechazar  enérgicamente  las  apreciacio- 
nes que  V.  E.  hace  sobre  los  procedimientos  de  este  Gobierno 
al  considerarlos  encaminados  a  poner  en  práctica  una  política 
dilatoria,  arbitraria  y  opuesta  a  todo  principio  de  equidad  y  de 
justicia. 

Funda  V.  E.  sus  afirmaciones  en  el  hecho  de  no  haber  sido 
sancionado  por  la  Cámara  de  Diputados  chilena  el  Protocolo 
ajustado  el  16  de  Abril  de  1898  por  los  Plenipotenciarios  señores 
Billinghurst  y  Latorre  para  llevar  a  efecto  el  plebiscito  estipu- 
lado en  el  Tratado  de  Paz  de  1883,  y  en  el  resultado  desfavo- 
rable que  tuvieron  las  anteriores  negociaciones  que  con  el 
mismo  objeto  se  celebraron  en  1892,  1893,  en  1894  y  en  años 
posteriores. 

No  hay  justicia  alguna  en  el  cargo  de  V.  E.  al  atribuir  a 
Chile  el  propósito  de  frustrar  todo  arreglo  que  tienda  a  una  so- 
lución pronta,  amistosa  y  equitativa  para  dejar  al  tiempo  la  obra 
de  incorporar  definitivamente  a  Chile  los  territorios  en  cuestión. 

Numerosos  antecedentes  existen  en  las  Cancillerías  de 
Chile  y  del  Perú  que  acreditan  los  esfuerzos  que  en  diversas 
ocasiones  ha  hecho  Chile  para  llegar  a  una  solución  honrosa 
para  ambos  pueblos. 
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Si  las  negociaciones  han  tenido  lento  desarrollo  y  a  veces 
interrupciones  considerables,  no  se  puede  esto  cargar  a  la  res- 
ponsabilidad de  Chile,  sino  explicarlo  lealmente  con  aconteci- 
mientos que  en  uno  y  otro  país  se  han  producido  con  indepen- 
dencia de  la  voluntad  de  los  Gobiernos. 

Y  si  las  mismas  negociaciones  no  han  llegado  a  un  término 
enteramente  satisfactorio  para  el  Perú,  ello  se  debe,  nó  a  las 
malas  intenciones  atribuidas  a  Chile,  sino  a  la  necesidad  que 
éste  tiene  de  resguardar  también  sus  intereses,  sus  derechos  y 
legítimas  espectativas. 

No  rehuye  mi  Gobierno  un  acuerdo  amistoso  ni  excusa  sus 
esfuerzos  para  procurar  una  pronta  solución  del  proplema  pen- 
diente. 

Ha  estado  siempre  dispuesto  a  buscar  el  camino  de  la  con- 
ciliación y  de  la  armonía,  y  en  este  terreno  ha  llegado,  como  he 
tenido  ya  la  oportunidad  de  manifestarlo  a  V.  E.,  más  allá  de  lo 
que  se  hallaba  al  alcance  de  sus  facultades  constitucionales. 

El  acuerdo  de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados  referente 
al  Protocolo  Billinghurst-Latorre,  después  de  la  prolongada  y 
agitada  discusión  a  que  dio  lugar  en  el  seno  de  ella  cuando  fué 
sometido  a  su  consideración  en  1898  y  de  la  resistencia  inven- 
cible que  opuso  entonces  a  su  aprobación,  no  ha  podido  sor- 
prender al  Gobierno  de  V.  E.  El  debía  ser  la  consecuencia  na- 
tural del  juicio  que  formó  esa  rama  del  Poder  Legislativo  sobre 
un  convenio  internacional  que,  en  su  concepto,  no  resguardaba 
suficientemente  los  intereses  del  país,  que  concedía  al  Perú  más 
de  los  que  legítimamente  podía  Chile  concederle. 

Su  alcance  no  ha  sido  otro  que  el  de  señalar  la  necesidad  de 
abrir  nuevas  negociaciones  y  estimular  la  acción  del  Gobierno 
a  fin  de  que  procure  introducir  en  este  Pacto  las  modificacio- 
nes indispensables  para  que  pueda  obtener  la  sanción  legislativa. 

Queda,  por  consiguiente,  demostrado  que  el  Gobierno  de 
Chile  ha  llevado  sus  buenos  propósitos,  respecto  del  Perú,  hasta 
celebrar  un  Pacto  que  era  completamente  favorable  a  los  inte- 
reses de  esta  Nación  y  que  no  es  justificado  el  cargo  que  V.  E. 
formula  sobre  las  intenciones  y  procedimientos  que  V.  E.  le 
atribuye. 
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Tarea  estéril  e  ingrata  sería  la  de  continuar  en  el  camino  de 
las  recriminaciones  y  cargos  recíprocos. 

Mi  Gobierno,  inspirándose  en  sentimientos  de  amistosa 
confraternidad  y  de  paz,  invita  al  de  V.  E.  a  apartarse  del  te- 
rreno áspero  y  odioso  en  que  desgraciadamente  ha  querido  V.  E. 
colocar  la  discusión  del  problema  relativo  a  la  forma  más  acer- 
tada y  correcta  en  que  deba  darse  cumplimiento  a  la  cláusula  III 
del  Tratado  de  Ancón. 

El  interés  y  la  conveniencia  de  ambos  pueblos  se  consul- 
tarán mejor  con  un  estudio  desapasionado  y  tranquilo  de  la  si- 
tuación real  que  a  cada  país  le  asignaron  las  convenciones  que 
pusieron  término  al  estado  de  guerra,  y  de  los  derechos  que 
cada  uno  de  ellos  debe  sostener  sin  dejarse  arrastrar  por  las 
exageraciones  del  sentimiento  patriótico  que,  siendo  merece- 
doras de  todo  respeto,  contribuyen  a  veces  a  perturbar  el  sereno 
criterio  de  los  hombres  de  Estado. 

En  el  terreno  de  la  equidad  y  de  la  justicia  habrán  de  en- 
contrar nuestras  respectivas  Cancillerías  el  acuerdo  que  permita 
a  ambos  países  solucionar  honrosamente  sus  dificultades  ac- 
tuales y  restablecer  entre  ellos  la  más  completa  y  franca  cordia- 
lidad de  relaciones. 

Renuevo  a  V.  E.  las  seguridades  de  mi  distinguida  conside- 
ración.—(Firmado): —  Emilio  Bello  Codesido. —  Al  Excmo. 
señor  don  Cesáreo  Chacaltana,  Enviado  Extraordinario  y  Minis- 
tro Plenipotenciario  del  Perú." 


Como  era  de  esperarlo,  dados  los  antecedentes  aquí 
expuestos  sobre  el  carácter  de  la  misión  Chacaltana  y  las  ins- 
trucciones terminantes  del  Gobierno  del  Perú,  a  que  obedecía 
en  su  breve  pero  bien  acentuada  actuación  entre  nosotros,  los 
incidentes  promovidos  por  el  Plenipotenciario  peruano,  debían 
llegar  pronto  a  su  término  inevitable:  la  ruptura  de  las  rela- 
ciones diplomáticas  entre  ambos  países,  sin  haberse  hecho  por 
parte  del  Perú  ni  el  más  mínimo  esfuerzo,  ni  la  más  pequeña 
manifestación  de  voluntad,  para  facilitar  nuevos  acuerdos  ins- 
pirados en  un  sincero  anhelo  de  paz  y  de  concordia. 
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Las  gestiones  del  Ministro  señor  Chacaltana  debían  conti- 
nuarse en  otro  escenario,  más  amplio,  con  mayores  elementos  y 
espectativas  de  éxito  para  la  política  del  Perú,  que  entonces  po- 
día unir  en  su  favor  la  acción  de  Bolivia,  con  quien  teníamos 
una  situación  incierta,  sujeta  a  las  contingencias  de  las  nego- 
ciaciones para  transformar  el  Pacto  de  Tregua  en  un  Tratado  de 
Paz,  y  la  acción  de  la  República  Argentina,  cuyas  relaciones  con 
Chile  atravesaban  en  esos  momentos  por  el  período  álgido  de 
nuestro  antiguo  litigio  de  límites. 

La  discusión  debía  proseguir  en  otra  forma  y  revestida  de 
una  aparente  campaña  de  principios  en  favor  de  la  paz  interna- 
cional en  la  2a  Conferencia  Internacional  Americana,  que  inició 
sus  sesiones  el  22  de  Octubre  de  1901,  en  la  capital  de  la  Repú- 
blica Mexicana. 

A  principios  de  Marzo  de  1901  el  autor  de  estas  Anotacio- 
nes dejaba  la  Cartera  de  Relaciones  Exteriores,  por  haber  sido 
honrado  con  el  nombramiento  de  Ministro  Plenipotenciario  de 
Chile  en  México,  por  iniciativa  espontánea  y  bondadosa  del  Pre- 
sidente don  Federico  Errázuriz,  quien  manifestó  especial  interés 
en  confiarle  una  misión  de  tanta  importancia  y  que  habría  de 
tener  muchos  puntos  de  contacto  con  los  incidentes  diplomáticos 
a  que  había  dado  lugar  la  Misión  Chacaltana. 

Con  fecha  13  de  Marzo,  don  Raimundo  Silva  Cruz,  llamado 
a  integrar  el  Gabinete,  en  el  carácter  de  Ministro  de  Relaciones, 
contestaba  en  los  siguientes  términos  la  última  comunicación 
del  señor  Chacaltana: 


"Señor  Ministro:  Casi  simultáneamente  con  la  de  9  del  co- 
rriente, en  que  V.  E.  solicita  una  audiencia  de  S.  E.  el  Presiden- 
te de  la  República,  para  presentar  su  carta  de  retiro,  se  ha  reci- 
bido la  comunicación  que  en  7  del  mismo  mes  V.  E.  dirige  a  este 
Ministerio  con  el  objeto  de  hacer  algunas  rectificaciones  a  la  que 
mi  honorable  antecesor  envió  a  esa  Legación  con  fecha  18  del 
mes  pasado. 

Refiriéndose  las  últimas  observaciones  de  V.  E.  a  un  asunto 
que,  según  lo  expresa,  se   encuentra   suficientemente   debatido 
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entre  esa  Legación  y  este  Ministerio,  debo  limitarme  a  dejar 
constancia,  una  vez  mas,  de  la  rectitud  de  propósitos  que  la  Can- 
cillería de  Chile  ha  observado  y  continuará  observando  en  lo  re- 
lativo al  cumplimiento  de  la  cláusula  3.a,  del  Tratado  de    Ancón, 

No  obstante  la  insistencia  de  esa  Legación  para  atribuir  a 
Chile  una  actitud  que  no  guarda  conformidad  con  su  derecho  ni 
con  las  extipulaciones  del  aludido  Tratado,  mi  Gobierno  estima 
que  ninguna  razón  existe  que  pueda  justificar  las  apreciaciones 
de  V.  E. 

Los  fundamentos  en  que  descansa  el  título  de  nuestro  país 
para  continuar  ocupando  los  territorios  de  Tacna  y  Arica  hasta 
que  se  verifique  el  plebiscito  que  debe  decidir  su  definitiva  na- 
cionalidad, así  como  las  que  han  servido  de  base  a  diversas  me- 
didas de  orden  administrativo,  se  hallan  expuestas  en  diversas 
comunicaciones  de  mi  honorable  antecesor,  especialmente  en  la 
de  19  de  Febrero  último  y  nada  encuentro,  en  la  reciente  de 
V.  E.,  que  no  haya  sido  tomada  en  debida  consideración  por 
aquellas. 

Dejóse  también  allí  testimonio  de  los  anhelos  que  este  Go- 
bierno sustenta  para  buscar  la  solución  pronta  y  amistosa  que 
habrá  de  poner  término  honroso  a  las  cuestiones  pendientes  y 
habrá  de  estrechar  los  lazos  que  ligan  al  Perú  y  Chile. 

Habría  sido  especialmente  grato  para  mí  tratar  con  V.  E. 
tan  interesante  materia  y  empeñarme  en  llevar  a  su  espíritu, 
como  al  de  su  ilustrado  Gobierno,  el  convencimiento  de  que  al 
mío  sólo  inspira  una  legítima  noción  de  los  derechos  del  pueblo 
chileno  y  el  mas  sincero  anhelo  de  que  ellos  no  se  encuentren 
en  contradicción  con  los  que  una  nación  hermana  cree  tener. 

Lamento,  por  eso,  que  el  próximo  y  sensible  alejamiento 
de  V.  E.  no  le  permita  cooperar  con  el  infrascrito  a  la  obra  de 
paz  y  cordialidad  que  representa  y  sirve  los  intereses  verdade- 
ros de  ambas  naciones. 

Renuevo  con  gusto  a  V.  E.,  etc.  —  (Firmado):  R.  Silva 
Cruz." 


Producido  el  retiro  de  la  Legación   del   Perú   en    Santiago, 
con  todo  su  personal,  la  Cancillería  peruana,  desempeñada  en- 
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tonces  por  don  Felipe  de  Osma,  dirigió  con  fecha  26  de  Mayo  de 
1901,  una  Circular  a  todas  las  Cancillerías  de  América  y  de  Eu- 
ropa, con  el  objeto  de  explicar  los  antecedentes  que  habían  moti- 
vado el  retiro  de  su  Legación  y  la  interrupción  de  las  relaciones 
diplomáticas  con  Chile.  Este  documento  reflejaba  exactamente 
el  plan  concebido  por  el  Perú  para  llevar  la  discusión  de  sus  di- 
ficultades con  nuestro  país  al  seno  del  Congreso  Pan-Americano 
de  México,  buscando  allí  apoyo  eficaz  para  condenar  la  política 
de  Chile  y  provocar  en  forma  indirecta  la  intervención  de  las 
demás'naciones  americanas  en  los  asuntos  del  Pacífico. 

III 
f\is¡ón  en  f\éxÍQO 

A  principio  de  Agosto  de  1901,  el  autor  de  estas  líneas  lle- 
gaba a  la  capital  mexicana  con  el  personal  de  la  Legación  a  su 
cargo,  y  presentaba  pocos  días  después  sus  credenciales  al  Go- 
bierno, que  entonces  presidía  el  General  don  Porfirio  Díaz. 

Desde  su  llegada  a  México,  el  Ministro  chileno  pudo  aper- 
cibirse de  la  propaganda  que  los  agentes  del  Perú  hacían  para 
preparar  la  opinión  en  contra  de  la  política  de  Chile  y  favore- 
cer los  planes  que  se  abrigaban  por  sus  enemigos,  a  fin  de  llevar 
a  las  discusiones  del  Congreso  Pan-Americano,  envueltas  en  el 
arbitraje  obligatorio,  las  cuestiones  pendientes  relacionadas  con 
los  pactos  que  pusieron  término  a  la  guerra  del  Pacífico. 

Sus  primeros  pasos  ante  la  Cancillería  de  México,  se  diri- 
gieron a  esclarecer  las  dificultades  a  que  había  dado  lugar  la  dis- 
cusión del  Programa  del  Congreso  en  el  seno  del  Comité  de  las 
Repúblicas  Americanas  que  funcionaba  en  Washington  y  al  cual 
se  había  encomendado  elaborarlo. 

Nuestro  distinguido  y  malogrado  representante  en  los  Esta- 
dos Unidos  en  esa  época,  don  Carlos  Moría  Vicuña,  había  reali- 
zado con  éxito  las  gestiones  necesarias  para  obtener  la  definición 
previa  del  Programa,  procurando  de  este  modo  evitar  la  inclu- 
sión en  él  de  los  asuntos  que  pudieran  promover  las  naciones 
interesadas  en  hostilizar  a  Chile. 

El  Comité  de  Washington,  tomando  en  cuenta  las  observa- 
ciones que  el  proyecto  de  Programa  había  sugerido  a  Chile, 
acordó,  en  su  reunión  del  6  de  Mayo   de  1901,   diversas  resolu- 
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ciones  sobre  los  artículos  1.°,  2.°  y  3."  de  dicho  programa,  esta- 
bleciendo respecto  del  artículo  2.°,  referente  al  "arbitramento", 
lo  siguiente:  "se  lo  quiere  prospectivo,  en  modo  alguno  retrospec- 
tivo El  Comité  se  abstiene  de  toda  idea  de  someter  en  ningún 
caso  cualquiera  cuestión  existente  como  parte  de  la  tentativa  de 
Programa  o  de  prejuzgar  de  cosas  existentes  en   la   actualidad". 

Definido  así,  en  forma  completamente  satisfactoria  para 
Chile  el  Programa  de  la  Conferencia  próxima  a  celebrarse,  se 
obtenía  la  garantía  exigida  por  nuestro  país  para  aceptar  la  invi- 
tación al  Congreso.  Pero,  naturalmente,  esto  no  podía  ser  del 
agrado  de  los  países  interesados  en  dejar  abierta  la  puerta  a  las 
cuestiones  que  afectaban  a  la  política  chilena  en  sus  divergen- 
cias con  los  países  vencidos  en  la  guerra  del  Pacífico,  y,  no  obs- 
tante lo  acordado  por  el  Comité  de  Washington  en  su  reunión 
de  6  de  Mayo,  se  intentó  derogar  poco  después  la  resolución 
adoptada  respecto  de  la  definición  del  Programa  solicitada  por 
Chile,  sobre  la  cual  descansaba  su  aceptación  para  concurrir  al 
Congreso. 

No  habiéndose  obtenido  la  derogación  del  acuerdo,  ni  tam- 
poco que  él  fuera  comunicado  a  todas  las  Repúblicas  America- 
nas invitadas  a  la  conferencia  de  México,  se  produjo  para  Chile 
una  situación  incierta  que  le  impedía  enviar  a  México  su 
respuesta  a  la  invitación  dirigida  por  este  país  a  todas  las 
naciones  del  continente,  que  debían  reunirse  en  la  capital  mexi- 
cana. 

Correspondió,  pues,  al  Ministro  de  Chile  en  México,  escla- 
recer el  punto  relacionado  con  la  definición  del  Programa  y  to- 
mar las  seguridades  de  que  no  se  llevarían  al  Congreso  cuestio- 
nes que  pudieran  suscitar  discusiones  enojosas  o  malograr  los 
resultados  de  esa  importante  reunión  de  los  países  americanos. 

Obtenidas  estas  seguridades,  Chile  contestó  favorablemen- 
te a  la  invitación  de  México  en  los  términos  que  se  indican  en  la 
comunicación  que  envió  con  fecha  27  de  Septiembre  de  1901  a 
la  Cancillería  Mexicana  y  que  se  reproducirá  más  adelante. 

Con  respecto  a  la  definición  del  programa  y  demás  inciden- 
cias relacionadas  con  ella,  daba  al  Ministerio,  en  nota  de  20  de 
Agosto,  las  siguientes  informaciones: 

México  20  de  Agosto. — Señor  Ministro:  Tan  pronto  como  fui 
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oficialmente  reconocido  por  este  Gobierno  en  mi  carácter  de  re- 
presentante de  Chile,  procuré  imponerme  de  la  situación  en  que 
se  hallaban  las  gestiones  relativas  al  programa  de  la  próxima 
Conferencia  Americana  que,  con  la  comunicación  dirigida  por  el 
Director  del  Comité  de  Washington  al  Embajador  de  México  en 
esa  ciudad  con  el  objeto  de  transmitirle  oficialmente  los  acuerdos 
de  dicho  Comité  sobre  ese  particular,  quedaban  desde  ese  mo- 
mento transladadas  a  este  país  y  subordinadas  a  la  acción  de  la 
Cancillería  Mexicana. 

Como  a  la  vez  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  se  dirigió 
a  su  Embajador  en  esta  ciudad  para  pedirle  que  pusiera  los  re- 
feridos 'acuerdos  en  conocimiento  del  Gobierno  de  México, 
aproveché  la  primera  oportunidad  para  tratar  de  este  asunto  con 
el  representante  americano,  General  Powell  Clayton. 

El  señor  Clayton  se  manifestó  bien  impresionado  en  favor  de 
la  política  y  de  la  actitud  que  Chile  ha  observado  en  presencia 
del  proyectado  Congreso  Pan-Americano  y  me  hizo  saber,  que 
en  cumplimiento  de  las  instrucciones  recibidas  de  su  Gobierno, 
había  dirigido  una  nota  a  la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores 
de  México,  acompañando  una  copia  del  acta  de  la  sesión  celebra- 
da el  6  de  Mayo  último  por  el  Comité  de  Washington  a  fin  de  que 
se  sirviera  el  Gobierno  de  México  comunicar  las  resoluciones  o 
acuerdos  a  que  dicha  acta  se  refiere  a  todos  los  Gobiernos  invi- 
tados a  la  Conferencia  de  Octubre. 

En  el  deseo  de  enviar  a  US.  sin  demora  las  informaciones 
necesarias  sobre  la  actitud  asumida  por  este  Gobierno  en  tan 
importante  asunto,  celebré  una  nueva  entrevista  con  el  señor 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  el  día  14  del  actual. 

Pregunté  al  señor  Mariscal  si  había  tomado  alguna  resolu- 
ción respecto  de  la  nota  del  Embajador  americano  en  que  comu- 
nicaba la  definición  dada  al  programa  del  Congreso  y  en  que 
pedía  fuera  transmitida  a  los  gobiernos  invitados. 

Creí  en  ese  momento  entender  al  señor  Ministro  que  aún 
no  había  contestado  al  señor  Embajador,  pero  que  lo  haría  en  el 
sentido  de  que  no  le  sería  posible  a  México  acceder  a  los  deseos 
expresados  por  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  en  la  nota 
aludida  por  las  razones  que  pasó  a  exponerme. 

Me  refirió  que,  aún  cuando  el  Gobierno  no  consideraba  acep- 
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table  ni  correcto  que  el  Comité  de  Washington  se  pronunciara 
sobre  la  definición  del  programa  propuesto  y  aún  cuando  los  in- 
cidentes ocurridos  en  la  sesión  que  dicho  Comité  celebró  el  día 
16  de  Mayo  modificaban  o  debilitaban  la  situación  creada  por  el 
acuerdo  adoptado  en  la  sesión  del  día  6  del  mismo  mes,  se  había 
pensado  en  un  principio  que  no  habría  inconveniente  en  acceder 
a  los  deseos  del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  y  que,  en  efec- 
to, se  tuvo  el  propósito  de  contestar  al  señor  Embajador  que  se 
transmitiría  el  acuerdo  a  los  Gobiernos  invitados,  dejando  al  mis- 
mo tiempo  constancia  de  que  México  no  se  pronunciaba  sobre  la 
controversia  a  que  había  dado  lugar  la  definición  del  programa. 
Pero  que,  en  esos  momentos  se  recibió  un  telegrama  del  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  Argentina  protes- 
tando en  términos  apasionados  del  mencionado  acuerdo  del  fi  de 
Mayo  e  invocando  la  neutralidad  de  México  en  este  grave  asun- 
to como  garantía  necesaria  para  concurrir  al  Congreso.  Que  el 
Perú  y  Bolivia  habían  hecho  iguales  manifestaciones,  anticipan- 
do la  posible  resolución  de  no  enviar  representantes  a  la  Confe- 
rencia en  caso  de  que  dicho  acuerdo  fuera  circulado  por  el  Go- 
bierno de  México. 

En  vista  del  apasionamiento  que  revelaba  la  actitud  de  estos 
tres  países,  me  agregó  el  señor  Ministro,  y  haciendo  honor  a  la 
cordura  que  caracteriza  a  Chile,  hemos  considerado  preferible 
no  dar  lugar  ni  pretexto  para  que  se  dude  de  la  imparcialidad  de 
México  y  hemos  pensado  que,  dejando  las  cosas  como  están  y 
entregando  a  la  prudente  apreciación  que  el  Congreso  mismo 
haga  de  la  cuestión  suscitada  sobre  el  programa  se  consultarán 
mejor  los  intereses  de  todos  y  los  deseos  de  que  concurran  a  la 
Conferencia  los  representantes  de  todas  y  de  cada  una  de  las 
Repúblicas  invitadas. 

En  seguida  el  señor  Mariscal,  guiado,  sin  duda,  por  el  pro- 
pósito de  inspirar  confianza  a  Chile  sobre  la  actitud  que  México 
asumirá  en  lo  relativo  al  arbitraje  y  queriendo  establecer  una 
marcada  diferencia  entre  la  conducta  que  México  se  ha  propues- 
to observar  en  cuanto  al  programa  del  Congreso  y  las  cuestiones 
a  que  ha  dado  lugar,  y  la  que  se  propone  observar  dentro  de  la 
Conferencia  en  cuanto  al  alcance  y  fuerza  que  deba  darse  al 
principio  del  arbitraje,  me  dio  a  conocer  francamente  su  opinión 
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contraria  al  arbitraje  obligatorio,  y  en  forma  confidencial,  me 
significó  que  México  sería  consecuente  con  los  compromisos  que 
había  contraído  en  la  Conferencia  de  La  Haya  al  suscribir  la 
Convención  para  el  arreglo  pacífico  de  las  diferencias  interna- 
cionales, y  que  la  delegación  de  México  a  la  próxima  Conferen- 
cia Americana  tenía  ya  preparado  sobre  esta  materia  un  proyecto 
análogo  al  de  La  Haya 

El  señor  Mariscal  se  manifestó,  igualmente,  contrario  a  la 
¡dea  que  se  discutan  en  el  Congreso  las  cuestiones  enojosas  que 
afectan  controversias  pendientes  y  que  hubieran  de  dividir  a  al- 
gunas de  las  Repúblicas  concurrentes. 

Teniendo  en  cuenta  que  todo  cuanto  acababa  de  expresarme 
el  señor  Ministro  se  refería  a  una  resolución  ya  tomada  por  el 
Gobierno  de  México  y  careciendo  de  instrucciones  para  indicar- 
le el  camino  que  en  vista  de  ello  seguiría  Chile,  me  limité  a  sig- 
nificarle que  lamentaba  que  se  hubiera  dado  mayor  importancia 
de  la  que  realmente  tiene  al  telegrama  del  Gobierno  Argentino 
y  a  las  manifestaciones  de  Perú  y  Bolivia.  Hice  notar  al  señor 
Mariscal  que  se  trataba  de  una  táctica  conocida  que  esos  países 
han  empleado  ya  con  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  para  sacar 
ventajas  del  temor  que  tienen  los  dos  países  invitantes  de  que 
no  concurran  al  Congreso  alguna  o  algunas  de  las  Repúblicas 
Americanas. 

Le  recordé  que  Chile  había  observado  una  actitud  lógica  y 
franca,  exigiendo  un  programa  definido  que  le  permitiera  asistir 
al  Congreso  en  la  seguridad  de  que  se  trataran  allí  de  las  cues- 
tiones que  miran  al  interés  general  de  la  América  y  nó  de  las 
que  sólo  pueden  referirse  a  los  intereses  particulares  de  algunas 
de  las  Repúblicas  empeñadas  en  obtener  el  apoyo  moral  del 
Congreso  para  solucionar  las  dificultades  que  tienen  con  nues- 
tro país. 

Por  último,  entré  en  algunas  consideraciones  para  demos- 
trar que  se  trataba  de  una  cuestión  de  simple  procedimiento  que 
en  manera  alguna  podría  comprometer  la  neutralidad  de  México 
y  que,  por  lo  demás,  no  era  posible  dejar  de  comunicar  un  acuer- 
do de  la  naturaleza  y  de  la  importancia  del  que  adoptó  el  Comité 
de  Washington  el  día  6  de  Mayo,  sin  que  quedaran  burladas  las 
garantías  obtenidas  por  Chile  respecto  del  programa. 
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A  esto  me  contestó  el  señor  Mariscal  que  el  mismo  Comité 
podría  encargarse  de  transmitir  el  acuerdo  tantas  veces  aludido, 
pero  que  el  Gobierno  de  México  se  abstendría  de  hacerlo  por  las 
razones  ya  expuestas. 

Terminada  mi  entrevista  con  el  señor  Ministro  de  Relacio- 
nes Exteriores,  fui  a  ver  al  señor  Embajador  de  los  Estados  Uni- 
dos a  quien  referí  lo  que  el  señor  Mariscal  me  había  declarado 
y  le  expuse  las  dificultades  injustificadas  a  que  daría  lugar  la  ne- 
gativa de  México  para  transmitir  el  acuerdo  del  6  de  Mayo  a  las 
naciones  invitadas. 

En  amistosa  conversación  el  señor  Embajador  me  expresó 
su  sentimiento  de  que  el  Gobierno  de  México  se  hubiera  dejado 
impresionar  por  la  amenaza  de  la  Argentina,  Perú  y  Bolivia,  y, 
atribuyendo  toda  la  importancia  que  tiene  la  tramitación  de  ese 
acuerdo,  me  agregó  que  no  creía  difícil  obtener  que  el  Gobierno 
de  los  Estados  Unidos  o  el  mismo  Comité  de  Washington  lo 
trasmitiera  a  los  países  invitados. 

Estas  informaciones  las  comuniqué  a  US.  en  mi  telegrama 
N.°  7  de  14  del  presente,  que  reproduzco  a  continuación. 

"Confirmo  telegrama  fecha  6. 
Conferencié  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  objeto  de  ave- 
riguar si  Gobierno  había  tomado  resolución  respecto  nota  del 
Embajador  americano  comunicando  definición  programa  y  pi- 
diendo comunicarlo  Gobiernos  invitados.  Confidencialmente  de- 
claró haber  recibido  apasionado  telegrama  Ministro  Relaciones 
Exteriores  argentino  protestando  dicho  acuerdo  y  reclamando 
imparcialidad. 

Iguales  manifestaciones  Perú  y  Bolivia.  Gobierno  temeroso 
inasistencia  dichas  Repúblicas  no  transmitirá  acuerdo  6  Mayo, 
contestará  evasivamente  petición  Embajador,  justificando  actitud 
y  sugiriendo  probablemente  tramitación  sea  hecha  por  Comité. 
Reservadamente  expresó  delegación  mexicana  tiene  preparado 
proyecto  convención  arbitraje  análogo  La  Haya.  Reiteró  opinión 
favorable  arbitraje  facultativo  y  propósito  evitar  discusiones  de- 
sagrables  Congreso. 

Aguardo  las  instrucciones  de  US.  sobre  este  importante 
asunto  para  ajustar  a  ella  mis  procedimientos. 
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Dios  guarde  a  US.— Emilio  Bello  C.  —  Al  señor  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  de  Chile." 


Kntre  tanto,  se  hacía  necesario  contrarrestar  la  propaganda 
del  Perú  y  precisar  la  verdadera  situación  en  que  se  encontraban 
los  diversos  países  que  estarían  representados  en  el  Congreso, 
así  como  la  actitud  de  ellos  en  cuanto  a  las  principales  cuestio- 
nes incluidas  en  el  programa. 

Fué  esta  la  tarea  a  que  consagró  toda  su  atención  y  sus  es- 
fuerzos el  representante  de  Chile  en  los  meses  que  precedieron 
a  la  reunión  del  Congreso,  cuyas  sesiones  se  iniciaron  el  22  de 
Octubre  de  ese  año. 

En  nota  dirigida  al  Departamento  de  Relaciones  con  fecha  9 
de  Agosto,  decía  a  este  respecto: 


'México,  9  de  Agosto. 


A  mi  llegada  a  esta  capital,  pude  cerciorarme  de  la  necesi- 
dad imperiosa  que  nuestro  país  tiene  de  contrarrestar  la  activa 
propaganda  que  en  su  contra  hacen  los  agentes  a  quienes  los 
enemigos  de  Chile  la  han  confiado. 

Actualmente  se  encuentra  en  México  uno  de  estos  agentes 
que,  con  el  título  de  Cónsul  General  del  Perú,  no  ha  cesado  en 
hacer  publicaciones  apasionadas  sobre  la  cuestión  de  Tacna  y 
Arica  y  sobre  la  actitud  de  Chile  con  respecto  a  la  próxima  Con- 
ferencia Internacional  Americana. 

Estas  publicaciones  y  las  noticias  contradictorias,  en  general 
encaminadas  a  tergiversar  los  hechos  y  a  crear  a  Chile  una  at- 
mósfera antipática  y  desfavorable,  que  con  suma  frecuencia  se 
transmiten  telegráficamente  desde  Buenos  Aires  a  los  diarios 
más  serios  de  Europa  y  Estados  Unidos  y  que  reproduce  la  pren- 
sa de  este  país,  nos  habían  creado  aquí  una  situación  inconve- 
niente que  era  menester  corregir  cuanto  antes. 

La  prensa  de  esta  ciudad,  que  se  ha  mostrado  uniformemente 
amable  y  atenta  para  el  representante  de  Chile,  trató  desde  el 
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primer  momento  de  obtener  informaciones  ciertas  sobre  los 
asuntos  del  Congreso  Pan-Americano  que  son  aquí  de  palpitante 
actualidad. 

El  Mexican  Herald  diario  bastante  acreditado  e  imparcial  que 
se  publica  en  inglés,  manifestó  vivo  interés  en  averiguar  exacta- 
mente cuál  era  la  actitud  asumida  por  nuestro  país  en  lo  relativo 
a  su  concurrencia  al  Congreso  y  a  las  materias  que  serán  objeto 
de  sus  deliberaciones. 

Al  efecto,  intentó  hacerme  un  reportaje  que  sólo  acepté  en 
condiciones  que  aseguraran  la  fidelidad  de  mis  declaraciones 
respecto  de  puntos  concretos,  que  me  fueron  formulados  por  es- 
crito. 

Estimé  oportuno  hacer  una  simple  exposición  de  los  hechos, 
que  habían  sido  intencionalmente  tergiversados  en  la  prensa, 
y  dar  a  conocer  con  claridad  la  situación  producida  en  Washing- 
ton en  cuanto  al  programa  del  Congreso  y  a  su  definición. 

Acompaño  a  esta  comunicación  el  referido  reportaje  en  in- 
glés y  la  traducción  reproducida  en  uno  de  los  diarios  semi-ofi- 
ciales  de  México. 

Debo  llamar  de  un  modo  especial  la  atención  de  Ud.  a  la 
necesidad  de  emprender  aquí  un  activo  y  constante  trabajo  en  la 
prensa,  tanto  para  destruir  el  trabajo  de  los  adversarios  como 
para  atraernos  la  opinión  y  simpatías  de  esta  sociedad  en  cuyo 
seno  se  van  a  reunir  los  delegados  de  las  distintas  Repúblicas 
Americanas. 


Contestando  a  las  preguntas  formuladas  por  el  Mexican  Herald, 
tuve  oportunidad  de  hacer  las  siguientes  declaraciones  con  rela- 
ción a  la  actitud  de  Chile  en  lo  concerniente  al  Congreso  Pan- 
Americano: 
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POLÍTICA   CHILENA 


ENTREVISTA  CON  EL  MINISTRO   DE   CHILE  EN  MÉXICO 

SU    OPINIÓN    SOBRE    EL    PAÍS    Y    SU    GOBIERNO 

El  enviado  de  un  diario  de  la  capital,  ha  celebrado  con  el  se- 
ñor Bello  Codecido,  Ministro  de  Chile  en  México,  una  intere- 
sante entrevista,  formulando  para  mayor  claridad,  las  siguientes 
preguntas: 

1.a  ¿Tiene  Ud.,  señor  Ministro,  inconveniente  en  decirme  si 
Chile  estará  o  nó  representado  en  el  Congreso  Pan-Americano 
que  se  reunirá  en  esta  ciudad,  en  el  mes  de  Octubre  próximo? 
2.a  ¿A  qué  circunstancia  se  debe  que  hasta  la  fecha  Chile  no 
haya  tenido  a  bien  aceptar  la  invitación  del  Gobierno  mexicano, 
para  asistir  a  dicho  Congreso? 

3.a  ¿Cuáles  son  los  puntos  del  programa  del  Congreso  que 
desea  Chile  sean  definidos  o  aclarados  de  una  manera  inequívo- 
ca, antes  de  darle  su  asentimiento  y  de  aceptar  la  invitación  para 
el  repetido  Congreso? 

4.a  ¿Cuál  es  la  actitud  del  Gobierno  de  Chile  con  respecto 
al  arbitraje,  considerado  en  tesis  general? 

5.a  ¿Tiene  pendiente  Chile  en  estos  momentos,  alguna  cues- 
tión con  otras  de  las  Repúblicas  americanas,  la  cual  no  está 
anuente  el  Gobierno  de  Chile  en  someter  al  arbitraje? 

6.a  Una  vez  arreglado  el  programa  del  Congreso,  según  los 
deseos  del  Gobierno  chileno,  ¿estará  o  nó  anuente  o  conforme 
en  hacerse  representar  en  el  Congreso? 

7.a  ¿Cuál  es  la  actual  situación  de  Chile  en  materia  de  finan- 
zas, comercio,  etc.? 

8a  ¿Cuáles  son  los  sentimientos  que  se  abrigan  en  Chile 
respecto  de  México,  su  Presidente  y  su  Gobierno? 

9.a  ¿Qué  impresión  se  ha  formado  el  señor  Ministro,  en  su 
corta  permanencia,  de  México,  su  capital,  etc.,  etc.? 

El  señor  Ministro  se  expresó  en  estos  o  parecidos  términos: 

No  tengo  ningún  inconveniente  en  satisfacer  los  deseos  ma- 
nifestados. 
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Con  todo  gusto  contestaré  las  preguntas  que  Ud.  se  ha  ser- 
vido dirigirme  y  que  se  relacionan  con  cuestiones  que,  en  gene- 
ral, han  sido  mal  apreciadas  por  la  prensa,  a  causa  de  defi- 
ciencia de  informaciones  fidedignas.  Estimo  que  todo  lo  que 
tienda  a  ilustrar  el  criterio  público  y  a  esclarecer  las  noticias 
contradictorias  que  constantemente  se  comunican  a  la  prensa  de 
Europa  y  América,  evitará  que  se  altere  la  verdad  de  los  hechos 
y  que  se  formen  juicios  equivocados  o  apasionados  sobre  asuntos 
delicados,  que  afectan  a  la  política  internacional  de  las  Repúbli- 
cas Sud-americanas. 

En  el  deseo  de  apartarme  del  terreno  de  las  apreciaciones 
personales  y  de  limitarme  únicamente  a  suministrar  los  datos  e 
informaciones  que  hasta  este  momento  tengo  sobre  los  puntos 
a  que  se  refieren  las  preguntas  respecto  de  la  actitud  asumida 
por  el  Gobierno  de  Chile,  en  presencia  de  la  invitación  para 
concurrir  a  una  segunda  Conferencia  Pan-Americana,  me  basta- 
rá hacer  a  Ud.  una  ligera  relación  de  los  antecedentes  que  exis- 
ten sobre  tan  interesante  materia,  para  dejar  contestadas  las  pre- 
guntas 1.a,  2.a,  3.a  y  6.a,  formuladas  por  Ud. 


En  8  de  Febrero  de  1900,  el  Departamento  de  Estado  de 
Washington  dirigió  una  circular  a  los  diversos  Gobiernos  ameri- 
canos, invitándolos  para  la  celebración  de  una  segunda  Confe- 
rencia Internacional,  con  los  mismos  fines  y  propósitos  de  interés 
común  y  de  confraternidad  americana,  que  el  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos  tuvo  en  vista  al  tomar  iniciativa  para  la  reunión 
del  primer  Congreso  Pan-Americano. 

El  14  de  Abril  del  mismo  año,  los  representantes  de  las  Re- 
públicas americanas  acreditadas  en  Washington,  fueron  convo- 
cados por  orden  del  Departamento  de  Estado,  a  una  reunión 
plena,  que  tuvo  lugar  en  la  sala  de  sesiones  del  Comité  Ejecuti- 
vo de  la  Unión  de  las  Repúblicas  americanas.  En  esa  reunión  se 
trató  de  preparar  los  preliminares  y  el  programa  del  futuro  Con- 
greso Americano;  pero  como  hasta  ese  momento  no  había  habido 
el  tiempo  necesario  para  que  los  diversos  Gobiernos  impartieran 
sus  instrucciones   a   sus   respectivos   representantes,  se  acordó 
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encargar  al  Comité  Ejecutivo  de  la  Unión  de  Repúblicas  Ameri- 
canas, quelo  forman:  el  Secretario  de  Estado,  que  lo  preside,  y  los 
Ministros  del  Ecuador,  Costa  Rica,  Colombia  y  Bolivia,  la  redac- 
ción de  un  proyecto  de  Programa,  con  la  expresa  declaración  de 
que  este  proyecto  sería  sometido  a  los  diversos  Gobiernos  invi- 
tados, para  que  hicieran  a  su  respecto  las  observaciones  que 
creyeran  conveniente. 

* 

•  • 

Consecuente  con  su  actitud  anterior  y  con  el  propósito  de 
evitar  que  se  lleven  al  Congreso  Pan-Americano,  cuestiones  eno- 
josas que  provoquen  discusiones  estériles  y  que  destruyan  la 
armonía  necesaria  para  llegar  a  conclusiones  prácticas,  de  inte- 
rés general  para  todos  los  países  que  a  él  concurran,  el  Gobier- 
no de  Chile,  una  vez  impuesto  del  proyecto  del  programa  redac- 
tado por  el  Comité  Ejecutivo  de  la  Unión  de  Repúblicas  Ameri- 
canas, manifestó  el  deseo  de  que  fuera  definido  o  esclarecido  en 
los  puntos  que  le  parecían  excesivamente  amplios  o  vagos  e 
indefinidos  antes  de  dar  su  respuesta  a  la  invitación  que  había 
recibido  para  concurrir  al  Congreso- 

Esta  actitud  del  Gobierno  de  Chile  era  perfecta,  lógica  y  na- 
tural, si  se  toma  en  cuenta  el  acuerdo  celebrado  en  la  reunión 
del  14  de  Abril,  y  que  el  mismo  Comité  Ejecutivo,  en  comunica- 
ción dirigida  el  26  de  Mayo  a  los  representantes  de  las  diversas 
Repúblicas  Americanas,  acreditadas  en  Washington,  califica  de 
tentativa  de  programa,  que  ha  elaborado  a  fin  de  que  sea  some- 
tido a  la  consideración  de  los  distintos  Gobiernos  y  se  hagan  por 
ellos  las  observaciones  que  tengan  a  bien. 

Cumpliendo  con  instrucciones  del  Gobierno,  el  Ministro  de 
Chile  en  Washington  se  dirigió  al  Comité  Ejecutivo  de  la  Unión 
de  las  Repúblicas  Americanas,  pidiendo  la  definición  de  tres 
puntos  vagos  del  proyecto  de  programa. 

* 

*  * 

El  proyecto  de  programa  es  como  sigue: 
I.  Puntos  estudiados  por  la  Conferencia  anterior,  que  la  nue- 
va Conferencia  decida  reconsiderar; 
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II.  Arbitramento; 

III.  Corte  Internacional  de  Reclamaciones; 

IV.  Medios  de  protección  a  la  industria,  agricultura  y  comer- 
cio, etc.,  etc. 

El  Gobierno  de  Chile  estimó  que  las  tres  primeras  cláusulas 
de  este  proyecto  de  programa,  por  su  vaguedad  y  amplitud,  no 
consultaban  la  conveniencia  de  evitar  dificultades  y  cuestiones 
enojosas,  para  lo  cual  se  requiere  un  programa  perfectamente 
definido  y  determinado  de  antemano. 

En  vista  de  las  observaciones  formuladas  por  Chile,  el  Co- 
mité Ejecutivo  se  reunió  el  6  de  Mayo  último  y  tomó,  por  unani- 
midad de  los  presentes,  un  acuerdo  por  el  cual  se  declaraba:  con 
respecto  al  número  primero  del  programa,  que  entre  los  puntos 
estudiados  por  la  Conferencia  anterior,  con  excepción  del  Arbi- 
traje, que  es  la  materia  del  artículo  segundo  de  la  tentativa  de 
programa,  no  surgió  ninguna  cuestión  enojosa,  y  que,  en  conse- 
cuencia, no  había  temor  de  que  surgieran  en  la  segunda  Confe- 
rencia, si  decidía  considerar  alguno  de  ellos;  con  respecto  al 
número  segundo  del  programa,  que  el  arbitraje  se  entendía  úni- 
camente prospectivo,  para  lo  futuro,  para  las  diferencias  que  sur- 
jan entre  las  Repúblicas  Americanas,  con  posterioridad  a  la  rati- 
ficación del  respectivo  tratado  de  Arbitraje  que  la  Conferencia 
adopte,  y  en  manera  alguna  retrospectivo;  y  con  respecto  al  nú- 
mero tercero,  que  la  Corte  Internacional  de  Reclamaciones  sería 
de  naturaleza  igual  a  las  Comisiones  Mixtas  Internacionales,  que 
ya  se  han  establecido  por  diversas  Convenciones,  para  resolver 
las  reclamaciones  presentadas  por  ciudadanos  de  una  República, 
contra  el  Gobierno  de  otra,  por  daños  sufridos  en  sus  personas 
o  propiedades,  a  consecuencia  de  actos  ejecutados  por  las  autori- 
dades civiles  o  militares  del  Gobierno  reclamado. 

Definido  en  esta  forma  el  proyecto  de  programa  por  la  mis- 
ma autoridad  encargada  de  formularlo,  el  Gobierno  de  Chile  ex- 
presó su  franca  aceptación  para  concurrir  al  Congreso  en  las 
condiciones  del  programa  así  definido,  reservándose  el  derecho 
de  retirar  esa  aceptación,  si  dicho  programa  fuere  modificado 
posteriormente. 
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Diversas  gestiones  se  han  hecho  con  posterioridad  al  acuer- 
do adoptado  por  el  Comité  Ejecutivo,  con  fecha  (i  de  Mayo  últi- 
mo por  el  representante  de  Bolivia,  miembro  de  dicho  Comité, 
que  no  concurrió  a  la  referida  sesión,  para  obtener  la  derogación 
de  ese  acuerdo,  sin  conseguirlo. 

Por  lo  expuesto,  se  vé  claramente  que  existen  dos  corrien- 
tes con  relación  al  programa  del  Congreso:  La  una  representada 
por  el  Comité  Ejecutivo,  Chile  y  las  demás  naciones  que  desean 
que  el  Congreso  se  ocupe  de  cuestiones  de  interés  general  para 
todas  las  Repúblicas  Americanas,  eliminando  las  cuestiones  eno- 
josas que  las  dividen  y  que  podrían  frustrar  el  éxito  de  la  segnu- 
da  Conferencia  Pan-Americana;  la  otra,  que  pretende  dejar 
abierta  una  puerta,  para  que  surjan  en  el  seno  del  Congreso, 
esas  cuestiones  enojosas,  con  fines  exclusivamente  políticos. 

He  aquí  la  relación  descarnada  de  los  antecedentes  que  es- 
tán actualmente  en  conocimiento  de  las  Cancillerías  de  todos 
los  países  invitados  al  Congreso  de  México  y  que,  no  teniendo 
el  carácter  de  reservados,  hay  conveniencia  en  que  sean  conoci- 
dos por  el  público  para  restablecer  la  verdad,  tan  frecuentemen- 
te adulterada  por  las  noticias  mal  intencionadas  y  de  fuente 
interesada,  que  se  transmiten  por  el  cable  a  los  diversos  órganos 
de  la  prensa  europea  y  americana. 

• 
*  « 

Contestando  ahora  a  las  interrogaciones  de  Ud.,  marcadas 
con  los  números  4  y  5,  debo  expresar  sin  entrar  en  detalles  que 
haría  demasiado  extenso  este  reportaje,  que  Chile  es  tal  vez 
el  país  que  más  pruebas  prácticas  ha  dado  de  su  aceptación  y 
respeto  al  principio  del  arbitraje. 

Numerosos  tratados  ha  celebrado  en  los  que  se  someten  al 
fallo  de  una  potencia  amiga,  las  dificultades  o  cuestiones  que  les 
sirven  de  base-  Bastará  recordar  que  este  recurso  se  ha  aplicado, 
entre  otros  muchos  casos,  para  resolver  las  reclamaciones  for- 
muladas con  motivo  de  los  actos  militares  que  tuvieron  lugar 
durante  la  guerra  que  en  1879  sostuvo  Chile  contra  Perú  y  Bo- 
livia, y  las  reclamaciones  a  que  dio  lugar  la  guerra  civil  de  1891; 
que  actualmente  funciona  en  Lausanne  el  tribunal  arbitral  cons- 
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tituído  por  Chile,  con  arreglo  a  una  de  las  estipulaciones  del  tra- 
tado de  paz  celebrado  con  el  Perú  en  1884;  que  hasta  hace  poco  ha 
estado  funcionando  en  Washington  el  tribunal  constituido  por  el 
pacto  celebrado  entre  Estados  Unidos  y  Chile,  para  resolver  to- 
das las  reclamaciones  de  ciudadanos  americanos  contra  Chile,  y 
de  chilenos  contra  Estados  Unidos,  desde  la  época  de  la  inde- 
pendencia; finalmente  que  el  litigio  sobre  límites  que  durante 
medio  siglo  han  sostenido  las  Repúblicas  de  Chile  y  Argentina, 
ha  sido  entregada  al  fallo  de  S.  M.  Británica. 

No  se  puede,  por  consiguiente,  en  justicia  ni  con  verdad, 
atribuir  a  Chile  el  propósito  de  rehuir  sistemáticamente  el  arbi- 
traje y  de  rechazar  este  principio  humanitario  y  benéfico,  que 
se  le  supone  gratuitamente. 

Lo  que  Chile  no  puede  aceptar,  es  que  se  haga  del  arbitraje 
un  arma  política  en  su  contra,  para  imponerle  la  revisión  de  ac- 
tos que  tienen  el  carácter  de  hechos  consumados,  y  que  le  otor- 
gan legítimos  e  incuestionables  derechos  derivados  de  las  victo- 
rias que  con  sus  enormes  sacrificios  alcanzó  en  una  guerra  que 
él  no  provocó  y  que,  por  el  contrario,  procuró  evitar,  proponien- 
do en  tiempo  oportuno,  el  recurso  salvador  del  arbitraje,  como 
consta  de  la  comunicación  que  en  3  de  Enero  de  1879,  dirigió  el 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  a  la  Cancille- 
ría de  Bolivia,  cuando  surgió  el  conflicto  que  poco  después  dio 
lugar  a  la  guerra  que  sostuvo  contra  las  Repúblicas  de  Bolivia  y 
Perú,  aliadas  de  antemano  para  combatirlo. 


Con  relación  a  la  situación  financiera  y  comercial  de  Chile, 
me  es  satisfactorio  imponer  a  Ud.  que  ha  mejorado  notablemen- 
te en  los  últimos  años,  debido  a  la  política  de  severa  economía 
que  ha  observado  el  Gobierno,  al  desarrollo  que  se  ha  dado  a  la 
construcción  de  ferrocarriles  y  diversas  obras  públicas  llamadas 
a  facilitar  las  comunicaciones  y  el  acarreo  de  nuestros  variados 
productos,  y  al  equilibrio  que  se  ha  mantenido  constantemente 
en  el  presupuesto  de  entradas  y  gastos  de  la  nación. 

La  tranquilidad  que  han  traído  los  últimos  pactos  internacio- 
nales, que  alejan  por  completo  la  posibilidad  de  conflictos  que  se 
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creían  inminentes,  la  forma  correcta  y  regular  en  que  acaba  de 
realizarse  uno  de  los  actos  más  trascendentales  de  la  vida  nacio- 
nal, la  elección  presidencial,  demuestran  que  el  país  ha  entrado 
en  un  período  de  reconstitución  política  y  administrativa,  que  le 
permitirá  consagrarse  al  trabajo  y  a  todo  lo  que  puede  asegurar 
su  bienestar  y  su  progreso. 

La  operación  de  la  conversión  metálica,  interrumpida  por 
diversas  causas  en  1898,  deberá  realizarse  sin  inconvenientes  a 
principios  del  próximo  año,  contando  ya  el  Gobierno  con  todos 
los  recursos  necesarios  para  llevarla  a  cabo. 

La  exportación  por  los  puertos  de  la  República,  durante  el 
último  año,  alcanza  a  $  167.674,335,  con  un  aumento  de  $  17  mi- 
llones 220,325  sobre  el  año  anterior;  y  la  importación  durante  el 
mismo  año  asciende  a  la  suma  de  $  128.538,142. 


Con  especial  agrado  contesto  a  las  dos  últimas  preguntas 
de  Ud. 

Chile  se  halla  ligado  a  México,  no  solamente  por  los  lazos  que 
unen  a  los  pueblos  que  tienen  un  mismo  origen,  que  descienden 
de  una  misma  raza,  sino  por  los  sentimientos  y  simpatías  de  una 
amistad  tradicional  jamás  interrumpida. 

La  honrosa  misión  que  se  me  ha  confiado,  tiene  por  objeto 
hacer  cada  vez  más  estrechas  y  cordiales  las  relaciones  que  exis- 
ten entre  México  y  Chile,  y  procurar  que  conduzcan  a  acuerdos 
prácticos  que  acerquen  a  los  dos  países,  estableciendo  entre  ellos 
corrientes  comerciales  y  de  mutuos  intereses,  con  provecho  recí- 
proco para  la  prosperidad  de  ambos  pueblos. 

El  prestigio  universal  de  que  goza  el  actual  jefe  de  esta  na- 
ción, Excmo.  General  don  Porfirio  Díaz,  y  su  Gobierno,  me 
excusan  de  expresar  el  aprecio  y  profunda  estimación  que  hay 
en  Chile  por  tan  distinguida  personalidad  y  por  los  hombres  que 
lo  acompañan  en  su  incansable  tarea  de  impulsar  el  progreso  y 
engrandecimiento  de  su  país. 

Al  llegar  por  primera  vez  a  este  simpático  pueblo,  he  recibi- 
do la  impresión  más  favorable,  tanto  por  las  atenciones  e  inme- 
recidos homenajes  que  me  han  dispensado  la  prensa  y  distingui- 
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das  personas  de  la  sociedad,  en  los  cortos  días  que  llevo  de 
residencia  aquí,  cuanto  porque  debía  serme  particularmente  grato 
el  conocimiento  de  una  nación  amiga,  que  tanto  interés  despier- 
ta por  su  historia  y  por  su  actual  progreso. 

La  hermosa  capital,  en  que  se  admiran  a  la  vez  los  monu- 
mentos que  recuerdan  la  civilización  de  otros  siglos,  de  tipo 
clásico  y  característico  de  una  de  las  grandes  metrópolis  de  la 
época  colonial,  y  los  adelantos  de  la  época  moderna,  su  clima 
suave  y  benigno,  sus  bellos  paseos  y  su  pintoresco  y  animado 
aspecto,  hacen  de  la  ciudad  de  México  una  de  las  residencias 
más  agradables  para  el  extranjero. 

Y  para  concluir  con  esta  larga  relación,  debo  expresar  mis 
agradecimientos  a  quien  me  ha  proporcionado  la  oportunidad  de 
expresar  con  absoluta  franqueza  y  sinceridad,  los  verdaderos 
sentimientos  que  inspiran  la  política  internacional  de  Chile  y  la 
muy  amistosa  que  abriga  particularmente  para  la  nación  mexi- 
cana. 

* 

Entre  tanto  y  no  obstante  las  seguridades  tomadas  por  nues- 
tro país  para  evitar  que  se  llevaran  a  las  discusiones  del  Con- 
greso, directa  o  indirectamente,  las  cuestiones  relacionadas  con 
su  política  sobre  las  dificultades  pendientes  con  el  Perú  y  Boli- 
via,  no  era  para  nadie  un  misterio  ei  complot  que  se  preparaba 
para  dar  a  la  cuestión  del  arbitraje  un  alcance  y  significación 
que  habría  necesariamente  de  perturbar  la  armonía  y  encender 
la  atmósfera  de  las  deliberaciones  del  Congreso  de  México. 

Numerosos  antecedentes  permitían  establecer  con  claridad  y 
anticipación  el  plan  que  se  cernía  como  una  amenaza  para  la 
tranquilidad  en  que  deberían  desarrollarse  las  funciones  de  una 
Asamblea  Internacional  convocada  con  altos  fines  de  unión  y 
cordialidad  entre  los  países  americanos. 

El  representante  de  Chile  en  México  creyó  de  su  deber  de- 
belar estos  intentos  de  perturbación  y  prevenir  los  inconvenien- 
tes que  se  producirían  en  el  Congreso  si  se  pretendía  crear  a 
nuestro  país  una  situación  injustificada  e  inaceptable  bajo  todo 
punto  de  vista. 
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Con  este  objeto  inició  una  serie  de  publicaciones  sobre  el 
aspecto  especial  que  tenía  la  cuestión  del  arbitraje,  como  tema 
principal  del  programa  de  la  segunda  Conferencia  Pan-America 
na.  Estas  publicaciones  forman  una  serie  de  cinco  artículos  que 
aparecieron  en  uno  de  los  diarios  de  México  y  que,  reunidos  en 
un  folleto,  circularon  ampliamente  en  esa  capital  antes  de  la 
reunión  del  Congreso. 

Estimamos  de  interés  incluirlos  en  estas  "anotaciones",  dán- 
doles cabida  en  el  capítulo  siguiente. 


IV 


La  cuestión  del  Arbitraje 


EL  ASPECTO  POLÍTICO  DEL    ARBITRAJE 


Ningún  punto  del  programa  de  la  próxima  Conferencia  In- 
ternacional Americana  ha  sido  objeto  de  más  constantes  y  varia- 
das apreciaciones  en  la  prensa,  en  folletos  y  en  publicaciones  de 
todo  género,  que  el  referente  al  arbitraje. 

Es  digno  de  atención  que  los  demás  temas  del  mismo  pro 
grama,  aquellos  que  se  refieren  al  desarrollo  industrial  y  comer- 
cial de  las  Repúblicas  americanas,  a  su  progreso  material  y  a  la 
adopción  de  medidas  de  interés  común,  encaminadas  a  estable- 
cer procedimientos  uniformes  en  materias  de  Aduanas,  comuni- 
caciones, estadística,  reglamentos  consulares,  extradición,  pesos 
y  medidas,  marcas  de  fábricas,  privilegios  de  invención,  etc., 
permanezcan  olvidados  y  relegados  a  segundo  término  como 
cuestiones  de  escaso  interés. 

Se  observa  un  raro  empeño,  y  a  veces  un  calor  inusitado, 
en  concretar  la  discusión  al  tema  del  arbitraje,  como  si  éste  fue- 
ra el  objeto  único  de  la  Conferencia  y  la  sola  preocupación  de 
algunas  de  las  naciones  invitadas,  que  tan  activamente  trabajan 
por  demostrar  la  excelencia  de  este  principio,  la  necesidad  de 
darle  en  el  Congreso  Pan-Americano  la  mayor  amplitud  y  has- 
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ta  imponerlo  con  los  caracteres  de  obligatorio  y  retrospectivo 
como  único  medio  de  asegurar  la  paz  y  la  tranquilidad  en  Amé- 
rica, y  a  la  vez  como  garantía  para  concluir  con  un  supuesto  im- 
perialismo que  para  esas  mismas  naciones  se  levanta  como  un 
fantasma  amenazador,  allá  en  los  confines  de  la  América  del 
Sur. 

Se  ha  querido,  pues,  sacar  la  discusión  del  terreno  estricta- 
mente jurídico  que  le  corresponde;  no  se  trata  ya  de  preparar 
conclusiones  que,  reuniendo  el  voto  unánime  de  los  delegados 
de  los  diversos  países,  queden  revestidas  de  la  fuerza  y  de  la 
autoridad  necesarias  para  que  ellas  tengan  aplicación  práctica  y 
provechosa;  no  hay  interés  en  que  la  Conferencia  discuta  un 
proyecto  de  arbitraje  general  para  prevenir  los  conflictos  que  en 
el  futuro  puedan  producirse  entre  las  naciones  americanas  y 
evitar  en  lo  posible  la  guerra;  se  quiere  que  el  arbitraje  sirva 
para  remover  hechos  consumados,  para  solucionar  dificultades 
y  definir  derechos  sin  consideración  a  la  situación  excepcional 
en  que  los  colocó  una  contienda  armada,  con  las  ventajas  que  ella 
dio  al  vencedor,  con  los  sacrificios  que  impuso  al  vencido.  Y  de 
este  modo,  en  lugar  de  acuerdos  para  el  porvenir  que  son  los 
únicos  aceptables  por  todos,  porque  no  hay  ni  puede  haber  áni- 
mo preconcebido  ni  intereses  creados  tratándose  de  hechos  que 
no  se  han  producido  ni  se  conocen,  se  busca  en  el  arbitraje  un 
arma  política,  un  recurso  eficaz  para  cambiar  los  resultados  des- 
favorables de  una  guerra  anterior,  y  con  apasionado  e  interesa- 
do criterio,  se  trata  de  perturbar  la  opinión  y  de  encaminar  la 
discusión  a  un  terreno  odioso,  al  terreno  de  los  intereses  mera- 
mente políticos. 

Es  indudable  que  si  en  una  conferencia  a  la  cual  se  invita  a 
los  diversos  países  para  afianzar  la  paz  y  la  confraternidad  entre 
ellos,  se  llevan  discusiones  de  carácter  político,  se  promueven 
cuestiones  enojosas  que,  por  afectar  intereses  ya  creados,  provo- 
can la  discordia  y  renuevan  antiguas  controversias,  no  solamen- 
te se  contrarían  los  sanos  y  levantados  propósitos  de  los  países 
invitantes,  sino  que  se  manifiesta  de  antemano  la  voluntad  de 
frustrar  los  resultados  del  Congreso. 

No  han  procedido  así  los  países  más  civilizados  del  globo 
cuando  se  han  congregado  para  prevenir  los  confliclos  que  en- 


-  60  — 

tre  ellos  puedan  suscitarse  y  para  adoptar  los    medios   pacíficos 
de  resolver  las  diferencias  internacionales. 

Un  ejemplo  reciente,  que  no  deben  perder  de  vista  las  Re- 
públicas americanas,  suministra  la  Conferencia  de  la  Paz  reuni- 
da en  La  Haya  hace  apenas  dos  años,  a  solicitud  deS.  M.  el  Em- 
perador de  Rusia,  y  en  la  cual  estuvieron  representados  todos 
los  países  del  mundo,  con  excepción  de  las  naciones  del  Centro 
y  Sud-América  y  la  República  del  Transvaal. 

El  arbitraje  y  la  mediación  fueron  allí  adoptados  con  el  vo- 
to de  los  Estados  Unidos  y  México — precisamente  con  el  voto 
de  los  dos  países  americanos  que  concurrieron  a  esa  Conferen- 
cia y  que  son  los  invitantes  al  próximo  Congreso  Pan-America- 
no—como  regla  general  para  prevenir  los  conflictos  futuros  y 
evitar  la  guerra  entre  las  diversas  naciones  y  como  un  recurso 
facultativo  que  debe  generalizarse  en  lo  posible  con  tan  huma- 
nitarios fines- 
Si  alguno  o  algunos  de  los  países  representados  en  La  Haya 
hubiera  pretendido  buscar  en  los  acuerdos  de  la  Conferencia  un 
apoyo  moral  para  su  propia  situación  o  ejercer  presión  sobre 
otra  nacionalidad,  para  imponerle  una  solución  determinada  so- 
bre determinados  asuntos,  es  evidente  que  la  discordia  se  habría 
producido  en  su  seno  y  que  los  generosos  esfuerzos  del  Empera- 
dor de  Rusia  se  habrían  malogrado  por  la  obra  interesada  y  ex- 
clusivista de  los  que  así  hubieran  contrariado  sus  nobles  de- 
signios. 

Y  es  digno  de  observarse  que  en  aquella  memorable  Confe- 
rencia fueron  las  naciones  débiles  las  que  más  celosas  se  mos- 
traron de  su  soberanía  y  las  que  con  mayor  energía  resistieron 
el  arbitraje  obligatorio,  en  el  que  veían  un  peligro  de  ser  siem- 
pre supeditadas  por  las  más  fuertes. 

Citaremos  a  este  respecJo  la  declaración  que  los  represen- 
tantes de  Turquía  hicieron  al  tiempo  de  aprobarse  la  Conven- 
ción para  el  arreglo  pacífico  de  los  conflictos  internacionales. 

El  delegado  otomano,  Turkhan  Pacha,  hizo  la  siguiente  de- 
claración a  nombre  de  su  Gobierno:  "La  Delegación  otomana, 
considerando  que  este  trabajo  de  la  Conferencia,  que  ha  sido 
una  obra  de  alta  lealtad  y  humanidad,  destinada  únicamente  a 
afirmar  la  paz  general,  salvaguardiando  los  intereses  y  los  dere- 
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chos  de  cada  uno,  declara,  en  nombre  de  su  Gobierno,  que  se 
adhiere  al  conjunto  del  proyecto  que  acaba  de  ser  aprobado  en 
las  condiciones  siguientes:  I.  Es  formalmente  entendido  que  el 
recurso  a  los  buenos  oficios  y  a  la  mediación,  a  las  comisiones 
de  investigación  y  al  arbitraje,  es  puramente  facultativo  y  no  po- 
drá en  ningún  caso  revestir  el  carácter  de  obligatorio  o  degene- 
rar en  intervención.  II.  El  Gobierno  imperial  juzgará  por  sí  mis- 
mo los  casos  en  que  sus  intereses  le  permitirán  admitir  estos 
medios,  sin  que  su  abstención  o  su  negativa  a  recurrir  a  ellos 
puedan  considerarse  por  los  Estados  signatarios  como  un  proce- 
dimiento poco  amistoso. 

Es  subentendido  que  en  ningún  caso  los  medios  de  que  se 
trata  podrán  tener  aplicación  en  cuestiones  de  orden  interior." 

Los  Estados  Unidos,  por  su  parte,  hicieron  una  importante 
declaración  que  es  útil  recordar  en  estos  momentos  y  que  está 
concebida  en  los  siguientes  términos: 

"La  Delegación  de  los  Estados  Unidos  de  América,  al  fir- 
mar la  Convención  para  el  arreglo  pacífico  de  los  conflictos  in- 
ternacionales, tal  como  ha  sido  propuesta  por  la  Conferencia  In- 
ternacional de  la  Paz,  hace  la  declaración  siguiente: 

"Nada  de  lo  contenido  en  esta  Convención  puede  interpre- 
tarse de  manera  de  obligar  a  los  Estados  Unidos  a  apartarse  de 
su  política  tradicional,  en  virtud  de  la  cual  ellos  se  abstienen  de 
intervenir,  de  ingerirse  o  de  inmiscuirse  en  las  cuestiones  polí- 
ticas o  en  la  política  o  en  la  administración  interior  de  un  Esta- 
do extranjero.  Es  bien  entendido  igualmente  que  nada  en  la 
Convención  podrá  ser  interpretado  como  implicando  un  aban- 
dono de  los  Estados  Unidos  de  América  de  su  actitud  tradicio- 
nal con  respecto  a  las  cuestiones  puramente  americanas." 

En  los  interesantes  trabajos  del  Comité  encargado  del  estu- 
dio e  informe  sobre  la  Convención  para  el  arreglo  pacífico  de 
los  conflictos  internacionales  tomaron  parte:  S-  E.  Mr.  Staal, 
Embajador  de  Rusia  en  Londres,  Delegado  y  Presidente  de  la 
Conferencia. 

M.  Van  Karnebeek,  antiguo  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, Miembro  de  la  segunda  Cámara  de  los  Estados  Genera- 
les, Delegado  de  los  Países  Bajos  y  Vice-presidente  de  la  Con- 
ferencia. 
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M.  León  Bourgeois,  Primer  Delegado  de  Francia,  antiguo 
Presidente  del  Consejo,  Miembro  de  la  Cámara  de  Diputados. 

El  Conde  de  Nigra,  Primer  Delegado  de  Italia,  Embajador 
en  Viena  y  Senador  del  Reino. 

Sir  Julián  Pauncefote,  Delegado  de  Inglaterra,  Embajador 
en  Washington. 

Le  chevalier  Descamps,  Delegado  de  los  Paires  Bajos  y  Pre- 
sidente del  Comité. 

El  Barón  d'Estournelles  de  Constant,  Delegado  de  Francia, 
Ministro  Plenipotenciario  y  Miembro  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, Secretario  del  Comité. 

Mr-  Asser,  Delegado  de  los  Países  Bajos,  Miembro  del  Con- 
sejo de  Estado. 

Mr.  E.  W.  Holls,  Delegado  de  los  Estados  Unidos. 

Mr.  Henri  Lammasch,  Delegado  de  Austria-Hungría,  Profe- 
sor de  la  Universidad  de  Viena. 

Mr.  Martens,  Delegado  de  Rusia,  Miembro  permanente  del 
Ministerio  Imperial  de  Relaciones  Exteriores  y  Consejero  pri- 
vado. 

Mr.  Edouard  Odier.  Delegado  de  Suiza,  Consejero  Na- 
cional. 

Dr.  Zorn,  Delegado  científico  de  Alemania,  Consejero  pri- 
vado de  Justicia,  Profesor  de  la  Universidad  de  Konigsberg. 

El  espíritu  y  significación  de  las  conclusiones  que  sirvieron 
de  base  al  acuerdo  más  importante  que  recuerdan  los  anales  de 
la  historia  de  los  Congresos  Internacionales  del  último  siglo,  es- 
tán consignados  en  la  siguiente  declaración  del  informe  magis- 
tral presentado  a  la  Conferencia  de  La  Haya  por  el  Comité  en- 
cargado del  estudio  del  tema  referente  a  los  medios  pacíficos  pa- 
ra el  arreglo  de  los  conflictos  internacionales. 

"El  mantenimiento  de  la  paz  general  por  el  leal  concurso 
"  de  los  esfuerzos  de  todos;  los  buenos  oficios  y  la  mediación 
"  erigidos  en  un  poderoso  instrumento  de  conservación  o  de  res- 
"  tablecimiento  de  las  relaciones  pacíficas;  las  Comisiones  In- 
"  ternacionales  de  Investigación  reglamentada  en  condiciones 
"  que  resguarden  la  libertad  y  que  den  importantes  garantías;  la 
"  justicia  arbitral  ampliamente  reconocida  sin  ser  impuesta;  una 
"  Corte  permanente  de  arbitraje  constituida  y  unida   al    Bureau 
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"  Internacional  de  La  Haya  y  a  un  Consejo  permanente  compues- 
?  to  de  Representantes  Diplomáticos  de  las  Potencias;  el  proce- 
"  dimiento  arbitral  precisado  y  generalizado  en  sus  puntos  fun- 
"  damentales:  tal  obra  responde  seguramente  a  las  aspiraciones 
"  de  nuestro  siglo." 

He  aquí  condensado  en  pocas  palabras  el  máximum  alcanza- 
do por  las  naciones  más  poderosas  y  más  civilizadas  de  la  tierra 
en  el  terreno  de  las  aspiraciones  de  paz  y  de  humanidad.  He 
aquí  la  obra  que  la  ciencia  y  la  experiencia  han  podido  realizar 
al  iniciarse  el  nuevo  siglo  en  bien  de  la  armonía  universal,  con- 
ciliando  las  nobles  tendencias  del  idealismo  con  las  imperiosas 
exigencias  de  la  vida  real.  He  aquí,  por  fin,  la  consagración  de 
los  principios  de  la  civilización  actual  en  la  forma  en  que  es  po- 
sible darles  aplicación  práctica. 

Todo  cuanto  salga  de  la  prudente  y  discreta  situación  en  que 
la  gran  Conferencia  Internacional  de  La  Haya  ha  dejado  situa- 
do el  problema  de  la  paz  de  las  naciones,  será  obra  estéril  y  qui- 
mérica; y  todo  intento  para  desnaturalizar  los  fines  que  se  persi- 
guen por  los  países  que  concurren  de  buena  fe  a  un  Congreso 
Internacional  como  el  que  próximamente  se  reunirá  en  la  ciudad 
de  México,  por  más  que  aparezca  revestido  de  anhelos  genero- 
sos y  de  buenos  deseos,  debe  mirarse  con  desconfianza  por  los 
que  sinceramente  aspiran  a  la  realización,  en  América,  de  los 
progresos  que  el  Derecho  Internacional  alcanzó  en  La  Haya. 


II 
Chile  y  el  arbitraje 

Hemos  analizado  en  un  artículo  anterior  el  aspecto  político 
que  presenta  el  arbitraje,  considerado  como  un  medio  coercitivo 
y  obligatorio  para  solucionar  las  dificultades  pendientes  o  deri- 
vadas de  actos  pasados  que  dividen  a  algunas  de  las  naciones 
convocadas  a  la  segunda  Conferencia  Americana. 

Los  países  interesados  en  llevar  al  seno  del  Congreso  la 
discusión  de   estas   dificultades   y   en   obtener  conclusiones   o 
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acuerdos  que  les  permitan  satisfacer  sus  particulares  propósitos, 
han  emprendido  una  activa  campaña  para  presentar  a  Chile  co- 
mo el  enemigo  declarado  del  arbitraje  y  como  la  única  nación 
que  resiste  la  aplicación  de  la  justicia  arbitral  en  toda  su  am- 
plitud. 

En  una  palabra,  las  Repúblicas  del  Perú  y  Bolivia,  vencidas 
en  la  guerra  a  que  provocaron  a  Chile  en  1879,  pretenden  en- 
contrar en  la  teoría  del  arbitraje  obligatorio  y  retrospectivo  un 
medio  de  modificar  en  su  favor  la  situación  creada  por  el  Trata- 
do de  Paz  celebrado  con  la  primera  en  1883  y  por  el  Pacto  de 
Tregua  celebrado  con  la  segunda  en  1884. 

A  la  sombra  de  las  rivalidades  y  de  las  emulaciones  que  ha 
podido  despertar  el  triunfo  de  Chile  sobre  dos  naciones  debili- 
tadas, más  por  la  anarquía  interna  que  las  ha  minado,  que  por 
los  desastres  a  que  las  arrastró  su  alianza  ofensiva  y  secreta  en 
contra  de  Chile;  y  en  la  confianza  de  que  el  tiempo  ha  hecho  ol- 
vidar las  verdaderas  causas  y  los  verdaderos  antecedentes  de  la 
guerra  del  Pacífico,  buscan  anhelosas  el  apoyo  o  más  bien  dicho 
la  intervención  de  las  demás  Potencias  americanas  en  los  asun- 
tos que  aún  ventilan  con  su  antiguo  vencedor. 

Pero,  cuando  estas  intenciones  se  ocultan  bajo  el  ropaje 
engañador  de  los  principios  y  de  las  aspiraciones  de  paz  que 
debemos  suponer  comunes  a  todos  los  pueblos  americanos,  hay 
conveniencia  en  hacer  un  poco  de  luz  sobre  lo  que  es  hoy  mate- 
ria de  ardiente  discusión,  de  juicios  más  o  menos  apasionados  y 
de  apreciaciones  encontradas. 

Para  nadie  es  un  misterio  que  en  el  próximo  Congreso  Pan- 
Americano  se  producirán  dos  corrientes  diversas  con  respecto 
al  alcance  que  deba  darse  al  arbitraje  en  las  cuestiones  america- 
nas: la  una  encabezada  por  el  Perú,  Bolivia  y  probablemente  la 
República  Argentina,  que  se  esforzará  por  establecer  el  arbitraje 
obligatorio  y  retrospectivo,  es  decir,  el  arbitraje  necesario  para 
dejar  comprendidas  en  él  las  cuestiones  que  actualmente  venti- 
la Chile  con  las  dos  primeras;  la  otra  que,  seguramente,  se  ins- 
pirará en  un  sincero  espíritu  de  confraternidad  y  de  armonía  y 
buscará  las  soluciones  que  tiendan  a  establecer  acuerdos  unáni- 
mes y  prácticos,  evitando  la  discordia  y  los  temas  que  puedan 
producirla. 
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La  primera  de  estas  dos  corrientes  es  sin  duda  la  más  acti- 
va, la  que  con  mayor  tesón  trabaja  en  estos  momentos  por  con- 
quistar adeptos  y  simpatías. 

Conviene  ahora  examinar  con  qué  fundamento  se  trata  de 
hacer  triunfar  en  el  Congreso  la  idea  del  arbitraje  obligatorio,  o 
sea  el  medio  que  se  ha  considerado  más  eficaz  para  modificar 
los  resultados  de  la  guerra  del  Pacífico  y  arrebatar  a  Chile  los 
derechos  y  expectativas  que  legítimamente  le  corresponden,  re- 
conocidos en  forma  solemne  en  los  arreglos  internacionales  que 
pusieron  término  a  esa  memorable  contienda. 

Se  afirma  que  Chile  es  enemigo  del  arbitraje. 

Si  se  registran  los  pactos  internacionales  en  que  este  país 
ha  sido  parte,  desde  la  época  de  su  independencia,  se  encontrará 
la  demostración  concluyente  de  la  inexactitud  de  tal  afirmación. 
Se  verá,  por  el  contrario,  que  la  solución  arbitral  está  incorpo- 
rada definitivamente  en  la  política  exterior  chilena  y  que  ella 
constituye  ya  una  fórmula  tradicional  en  los  actos  de  su  Canci- 
llería, como  pasamos  a  probarlo. 

En  1823,  cuando  el  Perú  luchaba  todavía  contra  la  dominación 
española,  y  solicitaba  el  auxilio  de  Chile  para  defender  la  causa 
de  la  independencia,  gravemente  amenazada  después  del  desas- 
tre de  Moquegua,  se  celebró  en  Santiago,  el  26  de  Abril  de  ese 
año,  entre  el  Ministro  Chileno  D.  Mariano  Egaña  y  el  Plenipo- 
tenciario peruano  D.  José  de  Larrea  y  Loredo  un  Tratado  cuyo 
artículo  12  dispone: 

"Aún  cuando  los  artículos  de  este  Tratado  se  han  procura- 
do concebir  en  términos  claros  y  precisos,  sin  embargo,  si  con- 
tra lo  que  es  de  esperar  ocurriera  alguna  duda,  las  partes  contra- 
tantes procurarán  resolverla  amigablemente,  tomando  por  base 
general  que  el  Gobierno  de  Chile  no  ha  querido  ni  creído  co- 
rrespondiente a  su  dignidad,  ni  al  interés  que  tiene  en  la  causa 
de  la  independencia,  formar  un  objeto  de  lucro  o  sacar  ventajas 
de  los  auxilios  que  presta  al  Perú;  pero  que  tampoco  es  ni  debe 
ser  su  ánimo  gravarse  con  la  cesión  que  hace  del  empréstito, 
así  como  no  son  las  intenciones  del  Perú  recrecer  en  manera 
alguna  los  sacrificios  hechos  constantemente  en  su  beneficio 
por  la  República  de  Chile,  su  amiga  y  aliada.  Si  bajo  este  su- 
puesto las  dudas  no  se  conciliaren  amigablemente,  se  someterán 
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a  la  decisión  del  Director  Supremo  de  las  Provincias  Unidas  del 
Río  de  la  Plata  o  Gobernador  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
de  Su  Majestad  el  Emperador  del  Brasil,  del  Presidente  de  los 
Estados  Unidos  de  Norte-América  o  del  Presidente  de  Colom- 
bia, por  el  orden  con  que  van  nombrados;  y  de  la  decisión  que 
cualquiera  de  éstos  pronunciare,  las  antedichas  partes  contratan- 
tes no  reclamarán  en  manera  alguna." 

En  el  primer  tratado  de  Paz  y  Amistad  celebrado  entre 
Chile  y  la  República  Argentina  en  1855,  encontramos  ya  estipu- 
lado el  arbitraje  para  solucionar  las  dificultades  que  pudieran 
surgir  entre  ambos  países  en  materia  de  límites. 

El  artículo  30  de  dicho  Tratado  dice: 

"Ambas  partes  contratantes  reconocen  como  límites  de  sus 
respectivos  territorios  los  que  poseían  como  tales  al  tiempo  de 
separarse  de  la  dominación  española  el  año  1810,  y  convienen 
en  aplazar  las  cuestiones  que  han  podido  o  puedan  suscitarse 
sobre  esta  materia  para  discutirlas  después  pacífica  y  amigable- 
mente, sin  recurrir  jamás  a  medidas  violentas,  y  en  caso  de  no 
arribar  a  un  completo  arreglo,  someter  la  decisión  al  arbitraje  de 
una  nación  amiga." 

En  1858,  el  Rey  de  los  belgas  fué  designado  Arbitro  entre 
Chile  y  los  Estados  Unidos  para  definir  una  desaveniencia  produ- 
cida entre  ambos  países  en  1821,  con  motivo  de  la  venta  ordenada 
por  el  Almirante  Cochrane  de  las  mercaderías  que  tenía  a  su  bor- 
bo  el  buque  americano  "Macedonia".  El  15  de  Mayo  de  1863  el 
arbitro  falló  en  contra  de  Chile,  obligándolo  a  restituir  el  valor 
de  una  parte  de  las  mercaderías  tomadas,  más  los  intereses. 

En  1866,  el  Gobierno  de  Chile  hizo  toda  clase  de  esfuerzos 
para  inducir  a  España  a  que  aceptara  el  arbitraje  para  la  solución 
de  la  contienda  en  que  ambos  países  estaban  empeñados  a  la 
sazón. 

En  1873  los  Estados  Unidos  de  Norte-América  y  Chile  some- 
tieron al  fallo  arbitral  del  encargado  de  Negocios  de  Italia  la 
cuestión  suscitada  con  motivo  de  la  detención  de  la  fragata 
"Good  Return",  efectuada  por  las  autoridades  chilenas  en  el 
puerto  de  Talcahuano,  en  1832. 

En  el  protocolo  complementario  del  tratado  de  Límites  cele- 
brado entre  Chile  y  Bolivia  en  1874  se  establece  en  el  artículo 
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segundo:  "Todas  las  cuestiones  a  que  diere  lugar  la  inteligencia 
y  ejecución  del  Tratado  de  6  de  Agosto  de  1874  deberán  some- 
terse al  arbitraje." 

El  mismo  Tratado  designa  a  S.  M.  el  Emperador  del  Bra- 
sil como  arbitro  para  fijar,  en  caso  de  duda,  la  verdadera  y  exac- 
ta ubicación  del  asiento  minero  de  Caracoles. 

Antes  de  que  la  infracción  de  este  Tratado  por  parte  del 
Gobierno  de  Bolivia  produjera  la  guerra  con  esta  Nación,  Chile 
agotó  los  medios  conciliatorios  para  evitar  el  rompimiento  y  pro- 
puso el  arbitraje,  según  consta  de  la  nota  que  en  3  de  Enero  de 
1879  dirigió  la  Cancillería  chilena  a  Bolivia,  en  la  que  se  expresa 
lo  siguiente: 

"El  Gobierno  de  Bolivia  ha  podido  creer  que  la  contribución 
aludida  no  es  contraria  al  Tratado  de  1874;  el  de  Chile  mantiene 
una  opinión  contraria.  De  aquí  fluye  natural  y  lógicamente  la 
necesidad  de  una  discusión  tranquila  y  amigable  para  arribar  a 
un  acuerdo  común;  y  si  ello  no  fuere  posible,  habría  llegado  la 
oportunidad  de  entregar  el  punto  controvertido  al  fallo  de  una 
Potencia  amiga,  dando  así  cumplimiento  a  lo  dispuesto  en  el 
artículo  2.°  del  Protocolo  anexo  al  Tratado  referido." 

En  1875,  el  enojoso  incidente  a  que  dio  lugar  la  liquidación 
de  las  cuentas  pendientes  entre  los  Gobiernos  de  Chile  y  del 
Perú  por  los  gastos  hechos  por  las  escuadras  aliadas  en  la  gue- 
rra con  .España,  fué  definido  por  el  arbitraje  del  Ministro  Pleni- 
potenciario de  los  Estados  Unidos  en  el  primero  de  esos  países. 
La  sentencia  arbitral  impuso  al  Perú  la  obligación  de  pagar  a 
Chile  la  suma  de  $  476,000,  más  los  intereses  del  6"  o,  a  contar 
desde  la  fecha  del  Convenio. 

En  el  Tratado  de  Límites  celebrado  entre  Chile  y  la  Repú- 
blica Argentina  en  1881,  para  definir  una  de  las  más  graves 
cuestiones  que  han  dividido  a  los  dos  países,  se  consagró  en  la 
forma  más  amplia  el  principio  del  arbitraje.  El  artículo  6  esta- 
bleció: "Los  Gobiernos  de  Chile  y  de  la  República  Argentina 
ejercerán  pleno  dominio  y  a  perpetuidad  sobre  los  territorios  que 
respectivamente  les  pertenecen,  según  el  presente  arreglo.  Toda 
cuestión  que,  por  desgracia,  surgiere  entre  ambos  países,  ya  sea 
con  motivo  de  esta  transacción,  ya  sea  de  cualquiera  otra  causa, 
será  sometida  al  fallo  de  una  Potencia  amiga,  quedando  en  todo 
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caso  como  limite  inconmovible  entre  las  dos  Repúblicas  el  que 
se  expresa  en  el  presente  arreglo.'' 

En  los  años  1882,  1883  y  1884,  el  Gobierno  de  Chile  suscri- 
bió Convenciones  de  arbitraje  con  los  Gobiernos  de  Francia, 
Italia,  Inglaterra,  Alemania,  Austria-Hungría,  Bélgica  y  Suiza,  para 
resolver  las  reclamaciones  de  subditos  extranjeros  derivadas  de 
la  guerra  entre  Chile  y  la  Alianza  Perú-Boliviana.  En  cada 
una  de  estas  Convenciones  se  estipuló:  "Un  Tribunal  Arbitral  o 
Comisión  Mixta  Internacional  decidirá,  en  la  forma  y  según  los 
términos  que  se  establecen  en  esta  Convención,  todas  las  recla- 
maciones que,  con  motivos  de  los  actos  y  operaciones  ejecutados 
por  las  fuerzas  de  mar  y  tierra  de  la  República  en  los  territorios 
del  Perú  y  Bolivia  durante  la  presente  guerra,  se  han  deducido 
por  ciudadanos  •  con  el  patrocinio  de  la  Legación  de  en  Chile 
dentro  del  plazo  que  se  indicará  más  adelante." 

En  el  Tratado  de  Ancón  de  20  de  Octubre  de  1883,  que  puso 
término  a  la  guerra  con  el  Perú,  se  estableció  el  arbitraje  para 
resolver  la  liquidación,  legitimidad  y  validez  de  los  títulos  de  los 
acreedores  del  Perú  que  tuvieren  opción  al  depósito  constituido 
en  Londres  por  la  venta  de  un  millón  de  toneladas  de  guano, 
efectuada  en  conformidad  al  decreto  del  Gobierno  de  Chile  de  9 
de  Febrero  de  1882  incorporado  en  dicho  tratado.  Se  estableció 
igualmente  la  constitución  de  un  Tribunal  Arbitral  para  fijar  las 
imdemnizaciones  que  se  debieran  por  el  Perú  a  los  chilenos  que 
hubieran  sufrido  perjuicios  con  motivo  de  la  guerra,  el  cual  sería 
nombrado  inmediatamente  después  de  ratificado  el  Tratado  en  la 
misma  forma  establecida  en  las  Convenciones  celebradas  entre 
Chile  y  varias  Potencias  europeas  a  que  se  ha  hecho  referencia. 

El  primero  de  estos  tribunales  funciona  desde  hace  algunos 
años  en  Lausanne.  El  último  no  se  ha  constituido  aún,  a  pesar 
de  las  justísimas  solicitudes  de  los  damnificados  chilenos. 

Igual  estipulación  consigna  el  artículo  4."  del  Pacto  de  Tre- 
gua celebrado  con  Bolivia  el  4  de  Abril  de  1884,  respecto  de  las 
indemnizaciones  adeudadas  a  nacionales  chilenos  cuyos  bienes 
fueron  secuestrados  por  las  autoridades  bolivianas. 

En  la  Convención  Postal  que  suscribió  Chile  en  unión  de 
casi  todas  las  naciones  del  mundo,  en  el  Congreso  reunido  en 
Lisboa  el  21  de  Marzo  de  1885,  se  estableció  que  los  desacuerdos 
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entre  dos  o  más  miembros  de  la  Unión,  se  resolvieran  por  juicio 
arbitral. 

Idéntica  estipulación  se  consigna  en  la  Convención  Universal 
de  Correos  adoptada  en  el  Congreso  de  Viena  de  4  de  Julio  de 
1891   promulgada  como  ley  chilena  el  14  de  Diciembre  de  1893. 

Los  Gobiernos  de  Estados  Unidos  y  de  Chile  por  Convenio 
celebrado  en  Santiago  el  7  de  Agosto  de  1892,  resolvieron  some- 
ter a  un  Tribunal  arbitral  el  fallo  de  los  reclamos  hechos  por 
ciudadanos  de  cualquiera  de  los  dos  países  contra  el  Gobierno 
del  otro,  provenientes  de  actos  cometidos  por  las  autoridades  ci- 
viles o  militares  de  cualquiera  de  ellos. 

Con  motivo  de  las  reclamaciones  extranjeras  deducidas  a 
causa  de  los  actos  y  operaciones  ejecutados  por  las  fuerzas  de 
mar  y  tierra  de  Chile  durante  la  guerra  civil  de  1891,  se  celebra- 
ron por  este  país  diversas  Convenciones  de  arbitraje  con  las  Po- 
tencias europeas,  con  el  fin  de  someterlas  al  examen  y  fallo  dé 
un  Tribunal  Arbitral.  Algunas  de  estas  reclamaciones  fueron  ob- 
jeto de  transacciones  y  arreglos  directos  provocados  por  los 
mismos  interesados. 

El  largo  proceso  a  que  dio  lugar  la  antigua  controversia  de 
límites  que  Chile  ha  sostenido  con  la  República  Argentina  y  que 
tanto  ha  contribuido  para  que  esta  nación  se  haya  apartado  de  la 
neutralidad  y  de  la  imparcialidad  que  le  correspondía  observar 
en  los  asuntos  del  Pacífico,  encontró  el  más  honroso  término  en 
los  acuerdos  de  17  de  Abril  de  1896  y  22  de  Septiembre  de  1898, 
por  los  cuales  ambos  Gobiernos  someten  sus  diferencias  al  fallo 
arbitral  de  S.  M.  Británica. 

En  el  primero  de  dichos  acuerdos  se  estableció:  "Si  ocurrie- 
ren divergencias  entre  los  peritos  al  fijar  en  la  cordillera  de  Los 
Andes  los  hitos  divisorios  al  Sur  del  paralelo  26  grados,  52  mi- 
nutos y  45  segundos,  y  no  pudieran  allanarse  amigablemente 
por  acuerdo  de  ambos  Gobiernos,  quedarán  sometidos  al  fallo 
del  Gobierno  de  Su  Majestad  Británica,  a  quien  las  Partes  Con- 
tratantes designan,  desde  ahora,  con  el  carácter  de  arbitro  en- 
cargado de  aplicar  estrictamente,  en  tales  casos,  las  disposicio- 
nes del  Tratado  y  Protocolo  mencionados  (Tratado  de  1881  y 
Protocolo  de  1893),  previo  el  estudio  del  terreno  por  una  comi- 
sión que  el  arbitro  designará". 
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En  el  acia  de  22  de  Septiembre  de  1898  se  deja  constancia 
del  siguiente  convenio:  "En  vista  de  las  anteriores  declaraciones 
contradictorias  que  plantean  una  cuestión  que  sólo  el  arbitro 
puede  resolver,  y  no  habiendo  sido  posible  arribar  a  arreglo  al 
guno  directo,  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chi- 
le y  el  señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotencia- 
rio de  la  República  Argentina  convinieron,  en  nombre  de  sus 
respectivos  Gobiernos,  en  remitir  al  de  S.  M.  Británica  copia  de 
la  presente  acta,  de  las  actas  de  los  peritos  leídas  y  de  los  Trata- 
dos y  acuerdos  internacionales  vigentes  para  que  con  sujeción  a 
la  base  segunda  del  compromiso  de  17  de  Abril  de  1896,  resuel- 
va las  divergencias  de  que  se  ha  dejado  constancia  precedente- 
mente." 

Por  un  Protocolo  celebrado  entre  los  mismos  países  el  2  de 
Noviembre  de  1898,  se  acordó  someter  la  cuestión  de  límites,  en 
la  parte  comprendida  en  el  territorio  de  la  Puna  de  Atacama,  al 
fallo,  primeramente,  de  una  Conferencia  de  delegados  chilenos 
y  argentinos  que  debía  reunirse  con  tal  objeto  en  Buenos  Aires 
el  1.°  de  Marzo  de  1899,  y  si  dicha  Conferencia  no  llegare  a  un 
arreglo,  a  la  decisión  de  una  comisión  de  tres  arbitros,  uno  en 
representación  de  cada  Gobierno  y  un  tercero  que  debía  de  ser 
el  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  los 
Estados  Unidos  acreditado  a  la  sazón  en  la  República  Ar- 
gentina. 

Conocido  es  el  resultado  que  dio  este  arbitraje  para  Chile, 
por  el  cual  perdió  sus  derechos  a  la  casi  totalidad  de  la  Puna  de 
Atacama. 

Numerosas  y  variadas  han  sido  las  negociaciones  que  se 
han  hecho  por  las  Cancillerías  de  Chile  y  el  Perú  para  dar  cum- 
plimiento a  la  cláusula  III  del  Tratado  de  Ancón,  por  la  cual  se 
concedió  a  Chile  el  derecho  de  ocupar  y  de  administrar  con 
arreglo  a  sus  leyes  las  antiguas  provincias  peruanas  de  Tacna  y 
Arica,  debiendo,  al  cabo  de  diez  años,  efectuarse  un  plebiscito 
que  decidiera  la  definitiva  nacionalidad  de  esos  territorios. 

En  Abril  de  1898  se  suscribió  por  ambos  Gobiernos  el  Pro- 
tocolo llamado  Billinghurst-Latorre  con  el  objeto  de  determinar 
las  bases  en  que  tendría  lugar  el  plebiscito. 

El  artículo  I  de  este  Protocolo  dice:    "Quedan   sometidos  al 
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fallo  del  Gobierno  de  S.  M.  la  Reina  Regente  de  España,  a  quien 
las  Altas  Partes  Contratantes  designan  con  el  carácter  de  arbi- 
tro, los  puntos  siguientes:  "I.  Quiénes  tienen  derecho  a  tomar 
parte  en  la  votación  plebiscitaria  destinada  a  fijar  el  dominio  y 
soberanía  definitivos  de  los  territorios  de  Tacna  y  Arica,  deter- 
minando los  requisitos  de  nacionalidad,  sexo,  edad,  estado  civil, 
residencia  o  cualesquiera  otros  que  deban  reunir  los  votantes. 
II.  Si  el  voto  plebiscitario  debe  ser  público  o  secreto." 

Este  acuerdo  internacional,  celebrado  en  momentos  en  que 
el  Gobierno  de  Chile  servía  con  sincero  entusiasmo  una  política 
de  acercamiento  al  Perú  y  de  generosidad  mal  comprendida  y 
correspondida  por  esta  nación,  fué  enérgicamente  resistido  en  el 
Congreso  chileno. 

Dos  poderosas  razones  tuvo  el  Congreso  para  no  sancionar 
ese  arreglo  inspirado  una  vez  más  en  los  amistosos  propósitos 
hacia  el  Perú  y  en  el  deseo  de  poner  término  a  las  dificultades 
pendientes  con  ese  país. 

En  primer  lugar,  se  estimó  inaceptable  la  idea  de  poner  en 
duda  y  de  someter  a  la  apreciación  de  un  tercero,  por  respetable 
y  digno  que  fuera,  el  derecho  de  los  ciudadanos  chilenos  domi- 
ciliados en  Tacna  y  Arica  a  tomar  parte  en  la  votación  plebisci- 
taria. 

Se  consideró,  por  otra  parte,  que  la  actitud  permanente- 
mente hostil  del  Perú  no  justificaba  la  excesiva  condescendencia 
del  Gobierno  de  Chile  para  aceptar  todas  las  condiciones  im- 
puestas por  el  negociador  peruano. 

No  pudiendo  el  Congreso,  con  arreglo  al  régimen  constitu- 
cional chileno,  introducir  modificaciones  en  el  pacto  sometido  a 
su  aprobación,  se  limitó  a  devolver  los  antecedentes  al  Ejecu- 
tivo, a  fin  de  que  se  abriesen  nuevas  negociaciones  y  se  tomaran 
en  cuenta  las  observaciones  producidas  en  el  seno  de  la  Repre- 
sentación Nacional. 

En  este  rápido  resumen  encontrará  la  opinión  imparcial  la 
historia  verdadera,  fundada  en  hechos  positivos,  de  las  negocia- 
ciones diplomáticas  en  que  Chile  ha  aplicado  invariablemente  el 
principio  del  arbitraje. 

Difícil  será  que  ninguna  otra  nación  del  continente  ameri- 
cano pueda  exhibir   mayores   pruebas   de   una  aceptación   más 
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franca  y  explícita  Je  esc  principio  que  las  que  se  contienen  en  los 
pactos  que  dejamos  enumerados. 

Sin  embargo,  se  pretende  que  el  Congreso  Pan-Americano 
de  Octubre  próximo  consagre  el  arbitraje  obligatorio  para  com- 
peler a  Chile  a  hacer,  por  fuerza  de  la  imposición,  lo  que  libre  y 
espontáneamente,  en  uso  de  las  facultades  que  corresponden  a 
una  nación  soberana,  ha  sido  su  norma  invariable  de  conducta 
en  las  cuestiones  internacionales. 


III 


EL  ARBITRAJE  OBLIGATORIO  EN  AMÉRICA 


Cuando  se  proclama  por  algunas  de  las  jóvenes  naciones  de 
Sud-América,  algunas  de  las  cuales  no  han  logrado  constituirse 
aún  en  forma  estable  y  definitiva,  la  necesidad  de  que  el  próxi- 
mo Congreso  Pan-Americano  dedique  todos  sus  esfuerzos  a  es- 
tablecer en  forma  permanente  y  obligatoria  el  arbitraje  para  las 
cuestiones  pasadas,  presentes  y  futuras  de  la  América,  parece 
que  se  hubieran  reunido  en  este  Continente,  en  mayor  número 
que  en  los  demás  Continentes  de  la  tierra,  esos  espíritus  altruis- 
tas que,  como  los  filósofos,  idealistas  y  filántropos,  trabajan  ince- 
santemente por  el  bien  de  la  humanidad. 

Se  creería  que  el  problema  de  la  paz  universal  y  de  la  con- 
fraternidad de  los  pueblos  está  próximo  a  tener  la  más  feliz  e 
inesperada  solución  en  el  Congreso  Pan-Americano  que  se  reu- 
nirá en  breve. 

Las  ideas  de  Kant,  Rousseau  y  de  otros  filósofos  y  pensado- 
res para  fundar  la  paz  perpetua  en  una  federación  de  los  pueblos 
libres,  el  proyecto  que  concibió  el  libertador  Bolívar  para  cons- 
tituir la  Gran  Confederación  Americana,  habrían  encontrado  en 
América  el  momento  propicio  para  su  anhelada  realización. 

Entre  tanto,  el  horizonte  internacional  continúa  en  este  Con- 
tinente obscurecido  por  las  negras  y  amenazadoras  nubes  de  la 
discordia,  de  los  intereses  encontrados,  de  las  rivalidades  polí- 
ticas y  hasta  de  las  guerras  fratricidas. 
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Es  que  la  teoría  del  arbitraje  permanente  y  obligatorio  re- 
viste en  América  caracteres  especiales  que  es  útil  analizar  con 
entera  franqueza  para  que  se  haga  completa  luz  sobre  una  mate- 
ria que  tanto   preocupa  la  atención  pública  en  estos  momentos. 

Abandonaremos  la  discusión  teórica  y  jurídica  de  los  prin- 
cipios en  que  descansa  la  aspiración  generosa  y  humanitaria  de 
evitar  los  conflictos  armados  de  las  naciones  por  medio  de  la 
aplicación  constante  y  permanente  de  la  justicia  arbitral. 

En  este  terreno,  sería  difícil  encontrar  una  opinión  que  no 
estuviera  conforme  con  la  tendencia  civilizadora  a  que  obedecen 
los  esfuerzos  que  en  la  época  moderna  se  hacen  para  generali- 
zar el  arbitraje  e  incorporarlo  en  el  derecho   público  universal. 

No  discutiremos  tampoco  si  hay  o  nó  conveniencia  en  esta- 
blecer el  arbitraje  permanente,  porque  a  este  respecto  no  cabe 
duda  ni  discusión. 

En  cuanto  a  la  aplicación  práctica  de  esa  solución  en  forma 
obligatoria  para  todas  las  cuestiones  que  se  han  suscitado  o  que 
se  susciten  entre  los  diversos  países,  no  necesitamos  de  mucho 
esfuerzo  para  manifestar  que  ella  ha  sido  hasta  hoy  imposible  y 
utópica,  porque  a  lo  menos  en  el  estado  actual  de  la  sociedad,  el 
sentimiento  de  la  soberanía  y  de  la  independencia,  que  todos  los 
pueblos  de  la  tierra  conservan  y  defienden  como  el  más  sagrado 
de  los  tesoros,  se  sobrepone  a  toda  otra  consideración  y  es  abso- 
lutamente incompatible  con  la  idea  de  delegación  anticipada  e 
inconsciente  que  supone  el  arbitraje  pactado  en  general  para 
toda  clase  de  cuestiones  habidas  y  por  haber. 

El  profesor  Jorge  Bry,  decano  de  la  Facultad  de  Derecho  de 
la  Universidad  de  Aix-Marseille,  dice  en  su  obra  de  Derecho  In- 
ternacional recientemente  publicada: 

"Es  preciso,  sin  embargo,  no  alimentar  grandes  ilusiones 
y  creer  que  el  arbitraje  se  impondrá  en  todas  las  circunstancias 
como  un  medio  necesario  y  siempre  aceptado  por  las  naciones. 
Cuando  el  honor  está  comprometido,  o  cuando  la  independencia 
de  un  país  y  la  integridad  de  su  territorio  están  amenazadas,  hay 
poca  esperanza  de  evitar  un  conflicto,  dejando  a  una  Potencia 
amiga  el  cuidado  de  juzgar  los  intereses  superiores  de  un  Estado. 
No  se  puede,  pues,  en  presencia  del  estado  actual  de  los  espíri- 
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tus,  pensar  en  imponer  el  arbitraje  como  regla  obligatoria,  gene- 
ral y  permanente". 

El  profesor  Henry  Bonfils,  de  la  facultad  de  Derecho  de 
Toulouse,  dice  también  en  su  interesante  tratado  de  Derecho 
Internacional  Público: 

"Algunos  pensadores,  entusiastas  e  ilusionados, querrían  en 
sus  quiméricas  esperanzas,  que  todas  las  cuestiones  litigiosas, 
producidas  entre  dos  o  más  Estados  fueran  sometidas  a  un  tri- 
bunal arbitral.  Ellos  ven  en  el  arbitraje  un  medio  de  allanar  todos 
los  conflictos  y  de  asegurar  el  respeto  del  Derecho,  como  una 
panacea  universal  en  materia  internacional.  Es  este  un  error 
grave  y  una  peligrosa  ilusión. 

"Para  que  sea  objeto  de  una  sentencia  expedida  por  jueces 
o  por  arbitros  voluntarios,  un  litigio  debe  ser  netamente  deter- 
minado y  de  naturaleza  tal  que  pueda  ser  resuelto  y  concluido 
por  dicha  sentencia.  Este  carácter  falta  a  un  gran  número  de 
litigios  internacionales".  "El  arbitraje,  dice  Calvo,  puede  ex- 
tenderse a  toda  especie  de  desacuerdos  o  debates  internacionales, 
excepto  a  aquellos  en  los  cuales  el  honor  o  la  dignidad  nacional 
están  directamente  en  juego  y  que  nacen  de  un  sentimiento  ín- 
timo, por  decirlo  así  personal,  respecto  del  cual  un  tercer  Estado 
no  podría  constituirse  en  juez".  "Es,  dice  Montague  Bernard, 
un  expediente  del  mayor  valor  para  terminar  las  controversias 
internacionales;  pero  no  es  aplicable  ni  en  todos  los  casos  ni  en 
todas  las  circunstancias;  y  los  casos  y  circunstancias  en  que 
puede  aplicarse  no  admiten  ninguna  definición  precisa". 

"No  es  casi  admisible,  escribe  M.  Geffcken,  que  un  Estado 
someta  a  un  arbitraje  las  cuestiones  concernientes  a  su  poder  y 
su  honor.  El  arbitraje  no  es  aplicable  sino  en  los  casos  en  que 
las  pretensiones  contradictorias  pueden  ser  formuladas  jurídica- 
mente y  estos  casos  son  los  menos  numerosos  y  los  menos  im- 
portantes". "Numerosas  mociones,  agrega  Bonfils,  se  han  pro- 
puesto desde  1873  en  los  Parlamentos  de  distintos  países.  Unas 
se  han  limitado  a  recomendar  vagamente  el  recurso  facultativo 
del  arbitraje  para  la  solución  de  litigios  internacionales.  Otras 
más  precisas  han  invitado  a  los  Gobiernos  a  estipular  en  todo 
tratado  que  las  dificultades  a  que  puedan  dar  lugar  serán  some- 
tidas, sin  apelación  posible,  a  la  decisión  de  arbitros.  Así  se  pro- 
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pusieron  mociones  al  Parlamento  francés  el  21  de  Enero  de  1887 
y  el  21  de  Abril  de  1888,  por  M.  Frederic  Passy  y  varios  de  sus 
colegas;  al  Parlamento  italiano,  el  24  de  Noviembre  de  1873,  por 
Mancini,  proposición  prudente  cuyo  valor  práctico  expuso  clara- 
mente el  sabio  jurisconsulto;  al  Parlamente  inglés,  el  8  de  Julio 
de  1873,  por  M.  H.  Richard,  que  pedía  la  institución  de  un  siste- 
ma de  arbitraje  internacional  permanente  y  general.  A  pesar  de 
las  objeciones  de  Mr.  Gladstone,  la  moción  fué  votada.  La  Reina, 
por  deferencia  al  Parlamento,  dio  una  respuesta  evasiva  e  iró- 
nica Después  de  afirmar  que  siempre  había  procurado  poner 
fin  a  las  diferencias  internacionales  por  el  juicio  imparcial  de 
Potencias  amigas,  la  Reina  agrega:  "continuaré  observando  esta 
conducta  tomando  en  cuenta  el  tiempo  y  las  circunstancias, 
siempre  que  parezca  posible  hacerlo  útilmente". 

El  mismo  autor,  ocupándose  de  la  posibilidad  de  constituir 
un  tribunal  internacional  permanente,  se  expresa  en  estos  tér- 
minos: 

"Si  la  organización  de  la  comunidad  internacional  bajo  la 
forma  de  confederación  de  Estados  es  realizable  en  la  práctica, 
¿no  se  puede  limitar  esta  organización  al  establecimiento  de  un 
tribunal  internacional?  Animados  del  laudable  deseo  de  eliminar 
la  guerra  de  la  humanidad,  muchos  filósofos,  publicistas  y  aún 
juristas  han  pensado  en  que  la  paz  sería  seguramente  conquis- 
tada si  todos  los  Estados  civilizados  se  entendieran  para  cons- 
tituir un  tribunal  permanente,  asegurando  el  respeto  y  la  sanción 
de  las  reglas  del  Derecho  Internacional. 

"Entre  estos  autores,  cuyas  variadas  concepciones  no  se 
pueden  exponer  aquí,  los  unos  quieren  una  jurisdicción  perma- 
nente, pero  solamente  para  ciertas  materias  especiales  y  deter- 
minadas (Bulmerincy,  Holtzendorff,  Travers,-Twis,  Moynier); 
otros  sugieren  el  establecimiento  de  un  tribunal  internacional 
general,  pero  cuyas  sentencias  no  tendrían  sino  un  valor  moral 
(Bentham,  de  Laveleye);  otros  piden  un  tribunal  cuyas  decisiones 
sean  seguidas  de  una  sanción  eficaz,  y  varios  entre  éstos,  vuelven 
por  una  pendiente  natural  a  la  idea  de  la  Confederación 

"El  Conde  Kamarowsky,  profesor  en  Moscow,  animado  de 
un  verdadero  amor  a  la  humanidad,  de  un  ardiente  deseo  de  paz, 
con  una  convicción  que  se  respeta  sí  no  se  la  comparte,  ha  escri- 
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to  una  muy  notable  obra  en  favor  del  establecimiento  de  un 
tribunal  internacional  Pero  las  conclusiones  son  insuficientes. 
El  autor  se  detiene  en  el  punto,  el  más  delicado  es  verdad,  el  más 
difícil,  la  organización  del  poder  sancionador,  encargado  de  apli- 
car las  medidas  coercitivas.  El  edificio  no  está  acabado 

"M.  Pasquale  Fiore  trata  de  quimera,  no  pudiendo  realizarse 
en  la  práctica,  todo  proyecto  de  tribunal  internacional.  Para 
hacer  posible  su  establecimiento,  la  humanidad  debería  primera- 
mente estar  organizada  bajo  la  forma  de  un  Estado  Universal  o 
de  una  Confederación  de  Estados,  organización  tan  quimérica 
como  los  sueños  de  Tomás  Morus.  El  Derecho  Internacional 
debería  estar  codificado,  concepción  irrealizable. 

"¿Cómo  se  procedería  contra  el  Estado  que  rehusara  some- 
terse a  la  sentencia  del  tribunal?  ¿no  podría  su  resistencia  ser 
justificada,  o  al  contrario,  absoluta  y  puramente  arbitraria?  La 
guerra  que  el  establecimiento  del  tribunal  internacional  tendría 
por  objeto  evitar,  ¿no  aparecería  en  el  acto? 

"M.  F.  de  Martens  piensa  que  los  proyectos  de  estableci- 
miento de  un  tribunal  internacional  tienen  menos  probabilidades 
de  éxito  que  aquellos  de  la  paz  perpetua.  "Si  debe  existir  un  tri- 
bunal internacional,  no  hay  ninguna  razón  para  eliminar  la  idea 
de  un  Congreso  como  institución  legislativa  permanente  Es 
dudoso  que  la  creación  de  un  ejército  permanente  internacional, 
encargado  de  apoyar  la  ejecución  de  los  decretos  del  Tribunal, 
sea  posible." 

La  Conferencia  de  La  Haya,  que  expresó,  puede  decirse,  la 
última  palabra  en  la  materia,  que  estudió  todas  las  ideas  y  pro- 
yectos conocidos,  llegó  a  conclusiones  que  guardan  completa  con- 
formidad con  las  respetables  opiniones  que  dejamos  citadas 

Los  esfuerzos  que  allí  se  hicieron  para  establecer  el  arbitraje 
obligatorio  en  determinados  casos,  tampoco  encontraron  el  apoyo 
de  todas  las  Potencias.  El  Dr.  Zorn,  Delegado  de  Alemania,  hizo 
en  nombre  de  su  Gobierno  una  enérgica  resistencia  al  principio 
mismo  del  arbitraje  obligatorio  y  declaró  que  la  obligación  del 
arbitraje  no  podía  ser  admitida  en  tesis  general  por  la  Conferen- 
cia y  debía  solamente  ser  objeto  de  convenciones  particulares 
entre  los  Estados. 

Con  respecto  a  la  organización  de  un  tribunal  permanente 
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de  arbitraje,  Alemania  objetó  primeramente  el  principio  y  en 
segundo  lugar  la  posibilidad  de  realizarlo  La  organización  de  un 
arbitraje  permanente  sería  una  restricción  de  la  soberanía  del 
monarca  y  de  la  independencia  de  la  Nación.  Un  arbitraje  conve- 
nido entre  dos  naciones  respecto  de  una  cuestión  concretamente 
determinada,  es  una  cosa  bien  diversa  de  un  arbitraje  que  liga  a 
una  nación  para  un  porvenir  indeterminado.  Un  monarca  que 
deriva  su  título  del  Derecho  Divino,  no  puede  ni  por  un  instante 
dimitir  una  parte  de  su  soberanía,  que  es  el  derecho  de  conducir 
los  destinos  de  la  nación  en  una  circunstancia  crítica.  El  Empe- 
rador alemán  no  se  obligaría  a  someterse  a  la  decisión  de  jueces 
que  él  no  ha  nombrado,  sobre  casos  que  aún  no  se  han  produ- 
cido." El  Dr.  Zorn  observaba  además,  que  es  fácil  designar  un 
juez  vitalicio,  pero  que  es  imposible  prever  cómo  se  conducirá. 

La  Conferencia,  consultando  el  respeto  a  la  libertad  de  acción 
que  las  naciones  se  reservan  en  cada  caso,  adoptó  la  institución 
de  la  Corte  permanente  de  arbitraje,  "accesible  en  todo  tiempo  y 
funcionando  salvo  estipulación  contraria  de  las  partes,  en  con- 
formidad a  las  reglas  de  procedimiento  insertas  en  la  presente 
Convención."  (1) 

Puede,  en  resumen,  establecerse  lo  que  ya  está  consagrado 
por  los  hechos.  El  arbitraje  obligatorio  puede  estipularse  volun- 
tariamente por  dos  o  más  países  en  Convenciones  particulares, 
como  en  el  caso  del  artículo  23  de  la  Convención  Postal  Univer- 
sal de  4  de  Julio  de  1891  y  el  del  Tratado  de  arbitraje  general  y 
permanente  pactado  entre  Italia  y  la  República  Argentina  el  23  de 
Julio  de  1898. 

Pero  jamás  podrá,  dentro  del  actual  orden  de  cosas  existen- 
tes en  el  mundo,  imponerse  de  antemano,  como  regla  general  y 
absoluta  para  todas  las  cuestiones  pendientes  o  que  en  el  futuro 
se  susciten,  porque  ningún  país  puede  renunciar  al  derecho 
anexo  a  la  soberanía  de  resolver  con  entera  libertad  sobre  si  las 
circunstancias  le  permiten  o  nó  someterse  a  la  decisión  de  un 
tercero. 

Esta  es  la  situación  real  del  problema  que  tan  fácilmente 
creen  resuelto  en  América  algunos  de  los  países  que  han  levan- 
tado en  alto  el  pendón  del  arbitraje  obligatorio. 
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Los  antecedentes  que  a  la  ligera  hemos  expuesto  servirán, 
sin  duda,  para  explicar  el  por  qué  del  fracaso  de  todos  los  inten- 
tos para  poner  en  práctica  estos  levantados  ideales  en  favor  de  la 
paz  de  los  pueblos,  y  por  qué  no  fué  coronado  con  el  éxito  el  pro- 
yecto de  Bolívar  para  constituir  la  Confederación  Americana, 
que  entonces  tenía  una  base  sólida  y  común:  la  lucha  por  la  inde- 
pendencia. 

Cabe  ahora  preguntar,  si  es  éste  el  verdadero  aspecto  del 
arbitraje  obligatorio,  ¿será  él  sancionado  por  las  naciones  que 
concurran  al  Congreso  Pan-Americano  en  la  forma  de  imposi- 
ción en  que  lo  desean  algunas  de  las  Repúblicas  invitadas? 

No  es  nuestro  propósito  insistir  en  este  tema  que  nos  1  le- 
varía a  dar  mucha  extensión  a  nuestros  razonamientos- 
Para  llegar  al  resultado  práctico  que  aquí  nos  proponemos, 
preferiremos  buscar  en  otras  fuentes  de  información  los  verda- 
deros móviles  y  propósitos  que  se  ocultan  tras  el  decantado  arbi- 
traje en  las  cuestiones  americanas. 


IV 


QUIÉNES  Y  POR  QUÉ    PIDEN  EL   ARBITRAJE  OBLIGATORIO, 
PERMANENTE  Y  RETROSPECTIVO. 


Después  de  las  consideraciones  generales  que  hemos  creído 
útil  exponer  en  el  artículo  anterior,  cumple  a  nuestro  intento 
plantear  netamente  esta  cuestión:  ¿quiénes  y  por  qué  piden  el 
arbitraje  en  América?  ¿quiénes  y  por  qué  lo  resisten? 

La  historia  del  plan  político  ideado  por  algunas  naciones 
hermanas  para  combatir  a  Chile,  promoviendo  declaraciones  en- 
caminadas exclusivamente  a  dar  intervención  en  los  asuntos  de 
la  guerra  del  Pacífico  a  las  demás  naciones  del  Continente,  es 
tan  antigua  como  los  hechos  que  produjeron  esa  guerra  en  1879. 

El  Gobierno  de  Colombia  había  celebrado  una  Convención 
de  arbitraje  con  el  representante  de  Chile  en  Bogotá  el  3  de  Sep- 
tiembre de  1880.  Según  ella,  las  controversias  o  dificultades  de 
cualquiera  especie  que  pudieran  suscitarse  entre  ambas  nació- 
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nes,  debieran  ser  sometidas  a  arbitraje.  En  cada  caso  concreto 
se  designaría  el  arbitro  que  habría  de  fallarlas  y,  si  no  hubiera 
acuerdo,  el  arbitro  sería  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de 
América.  Esta  Convención  debía  ratificarse  en  Bogotá  o  en  San- 
tiago el  3  de  Diciembre  de  1881,  o  antes  si  fuere  posible. 

Fundado  el  Gobierno  de  Colombia  en  la  obligación  de  pro- 
curar la  celebración  de  Convenciones  análogas  con  los  otros 
países  americanos  y  en  la  de  atender  al  desenvolvimiento  de  los 
intereses  que  podían  estimarse  generales  y  comunes  al  Conti- 
nente, invitó  a  las  Repúblicas  de  Chile,  Santo  Domingo,  Perú, 
Costa  Rica,  México,  Nicaragua,  Argentina,  Guatemala,  Salvador, 
Bolivia,  Uruguay,  Paraguay,  Ecuador  y  Honduras,  para  que  en- 
viasen representantes  autorizados  a  un  Congreso  Americano 
que  debiera  reunirse  en  Panamá  el  1.°  de  Diciembre  de  1881. 

"Pudo  creerse  muy  sinceramente,  dice  la  Memoria  de  Rela- 
ciones Exteriores  de  Chile  de  1882,  que  esa  idea  fuera  útil  a  la 
paz  y  al  progreso  de  la  América  Española.  Mas  las  simpatías  o 
antipatías  que  los  beligerantes  del  Pacífico  habían  despertado  en 
las  Repúblicas  Americanas  estaban  llamadas  a  producirse  como 
un  elemento  perturbador  en  el  seno  del  Congreso,  si  antes  no 
hubiera  terminado  nuestra  formidable  guerra' . 

Por  razones  que  caen  de  su  propio  peso,  el  Gobierno  de 
Chile,  que  en  esos  momentos  sostenía  con  el  mejor  éxito  la  lu- 
cha armada  a  que  fué  provocado  por  la  Alianza  Perú-Boliviana, 
no  ratificó  la  Convención  de  arbitraje  celebrada  con  Colombia 
y  logró  frustrar  la  celebración  de  un  Congreso  en  el  que  se  tra- 
taba de  imponerle  la  renuncia  a  toda  pretensión  para  anexarse 
una  parte  del  territorio  peruano,  como  legítima  indemnización 
de  guerra  e  inevitable  medida  de  seguridad  en  el  porvenir. 

De  los  propósitos  que  a  este  respecto  abrigaban  otras  na- 
ciones, deja  clara  constancia  la  nota  que  en  respuesta  a  la  invi- 
tación de  Colombia  dirigió  el  Gobierno  argentino  en  30  de  Di- 
ciembre de  1880.  En  ella  se  decía:  "Erigidas  las  antiguas  Colonias 
españolas  en  naciones  libres  y  soberanas,  proclamaron  como 
base  de  su  derecho  público  la  independencia  de  cada  uno  de 
ellos  y  la  integridad  del  territorio  que  ocupaban  . .  Estos  princi- 
pios fueron  las  bases  indisolubles  de  la  solidaridad  americana  .. 
Ellos  deben  ser  escritos  en  la  primera  página  de  la  Conferencia 
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que  se  proyecta  Necesario  es  desautorizar  explícitamente  las 
tentativas  de  anexiones  violentas  o  de  conquista 

En  el  proyectado  Congreso  de  Panamá  se  levantaba,  pues, 
el  principio  del  mantenimiento  Integral  de  los  territorios  de  las 
Repúblicas  Americanas,  condenando  de  antemano  las  anexiones 
violentas  o  de  conquista,  cualesquiera  que  fueren  los  resultados 
de  la  guerra  que  en  esos  momentos  sostenían  tres  Repúblicas 
del  Pacífico. 

Se  reveló  desde  entonces  la  tendencia  apasionada  de  dar  al 
arbitraje  una  amplitud  incompatible  con  la  soberanía  de  cada 
nación  y  un  carácter  esencialmente  político. 

Como  pruebas  del  diverso  criterio  con  que  estos  asuntos 
eran  apreciados  por  los  espíritus  imparciales,  citaremos  la  opi- 
nión que  el  Gobierno  de  México  expresaba  al  de  Colombia  con 
fecha  1.°  de  Agosto  de  1881: 

"Cree  mi  Gobierno,  decía,  si  no  nos  equivocamos,  el  mismo 
actual  distinguidísimo  canciller  mexicano  señor  Mariscal,  que 
puede  ser  sabio  y  político  estipular  el  arbitramento  con  determi- 
nado País,  para  determinados  asuntos  y  en  circunstancias  conoci- 
das; pero  limitándose  a  hablar  de  México,  porque  ni  le  incumbe, 
ni  puede  analizar  ¡as  condiciones  especiales  de  las  otras  Repú- 
blicas, cree  también  que  será  más  aventurado  que  útil  contraer 
a  perpetuidad  la  obligación  de  apelar  al  arbitraje,  con  todos  los 
países  latinos  de  América,  para  toda  clase  de  asuntos  y  en  cual- 
quiera circunstancias.  El  porvenir,  señor  Ministro,  es  muy  exten- 
so, y,  por  desgracia,  su  vasta  extensión  impenetrable." 

En  el  mismo  año  de  1882  circuló  la  invitación  del  Gobierno 
de  los  Estados  Unidos  para  la  primera  Conferencia  Internacional 
Americana  que  debía  reunirse  el  22  de  Noviembre  de  ese  año 
en  la  ciudad  de  Washington. 

A  pesar  de  que  en  la  referida  invitación  se  dejaba  especial 
constancia  de  que  los  Estados  Unidos  al  hacerla  "no  asumían  el 
carácter  de  consejero  ni  intentaban  por  medio  de  la  voz  del  Con- 
greso aconsejar  ninguna  determinada  solución  de  cuestiones 
pendientes  que  pudieran  en  ese  momento  dividir  a  cualesquiera 
de  los  países  de  la  América,  no  pudiendo  tales  cuestiones  llevar- 
se al  Congreso,  y  de  que  su  misión  era  más  elevada,  la  de  pro- 
veer a  los  intereses  de  todos  en  el  futuro,  no  la  de  arreglar  las 
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diferencias  individuales  del  presente,"  las  razones  que  dio  Chile 
para  considerar  importuna  y  extemporánea  la  reunión  de  un 
Congreso  convocado  en  nombre  de  los  intereses  generales  y 
permanentes  de  la  América,  en  los  momentos  de  un  conflicto  se- 
mi-continental  no  solucionado,  decidieron  al  Gobierno  invitante 
a  diferir  el  proyectado  Congreso  para  una  época  más  propicia 
para  alcanzar  el  logro  de  los  elevados  fines  que  con  su  realiza- 
ción se  perseguían- 

Ya  entonces  manifestaba  Chile  su  desconfianza  en  el  éxito 
de  estas  Conferencias  y  expresaba  en  estos  términos  su  bien  fun- 
dado excepticismo: 

"En  su  corta  vida  de  pueblo  libre,  Chile  ha  ^dado  hartas 
pruebas  de  su  ardiente  adhesión  al  ideal  político  que  ahora  se 
propone  como  tarea  alas  deliberaciones  del  Congreso  Americano 
en  proyecto. 

Sería  inútil  hacer  recordar  a  V.  S.,  que  sobradamente  cono- 
ce los  precedentes  a  que  aludimos,  la  enunciación  en  detalle  de 
todos  los  pactos  internacionales  en  que  aquel  principio  ha  sido 
consagrado  por  Chile- 

Por  desgracia,  palpamos  hoy,  de  la  manera  más  ruda  y 
práctica,  el  desencanto  de  nuestras  generosas  aspiraciones. 

También  existía,  dominando  a  nuestras  relaciones  interna- 
cionales con  los  pueblos  mismos  que  hoy  son  nuestros  enemi- 
gos, el  principio  salvador  del  arbitramento.  Y  bien  sabe  V-  S. 
cuan  sinceros  y  cuan  infructuosos  esfuerzos  hizo  Chile  por 
compeler  a  Bolivia  al  respetuoso  cumplimiento  de  esta  cláusula 
de  un  pacto  solemne  que  habría  debido  evitarnos  las  calamida- 
des de  la  guerra  en  que  nos  vimos  compelidos  a  entrar. 

No  se  extrañará,  por  cierto,  que,  aleccionados  con  un  re- 
ciente desencanto  y  en  presencia  de  la  burla  y  del  desconoci- 
miento de  un  pacto  solemne  y  concreto,  como  el  que  acabamos 
de  recordar,  no  estuviéramos  dispuestos  a  prestar  una  fé  sin 
cautela  y  sin  reserva  a  la  eficacia  de"  este  género  de  Convencio- 
nes, que  por  su  propia  índole  y  naturaleza  no  tienen  otra  garan- 
tía de  cumplimiento  que  una  alta  y  severa  concepción  de  mora- 
lidad entre  sus  signatarios." 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile  agregaba  en 
su  circular  de  12  de  Mayo  de  1882  a  las  Legaciones  de  la  Repu- 
lí 
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blica  en  América  las  siguientes  consideraciones  a  propósito  de 
la  expectativa  de  producir  un  acuerdo  de  carácter  continental 
que  pudiera  ser  incorporado  al  derecho  público  positivo  ame- 
ricano. 

"Como  demostración  y  justificación  inconcusa  de  esta  doc- 
trina, no  tendrá  V.  S.  más  que  recordar  al  Gobierno,  ante  el 
cual  se  encuentra  acreditado,  el  memorable  dictamen  que  el 
Congreso  mismo  de  los  EE  UU-  de  Norte  América  adoptó  por 
unanimidad  en  1838,  discutiendo  la  petición  que  la  titulada 
"Sociedad  de  Paz  de  Nueva  York"  había  sometido  a  su  reso- 
lución. 

Aquella  Sociedad,  a  imitación  de  otras  análogas  institucio- 
nes humanitarias  formadas  desde  tres  siglos  a  esta  parte  en  el 
mundo  civilizado,  había  recabado  del  Congreso  de  Representan- 
tes de  los  EE.  UU.  que  provocase  a  todos  los  países  cultos  del 
mundo  para  establecer  un  alto  tribunal  de  arbitramento,  provisto 
de  un  código  de  reglas  obligatorias,  ante  el  cual  habrían  de  so- 
meterse todas  las  dificultades  internacionales,  sin  limitación  al- 
guna. Según  refiere  Woolsey  en  la  5  a  edición  de  su  Derecho  In- 
ternacional (Nueva  York,  1879,)  la  Cámara  de  Representantes, 
después  de  oír  un  extenso  y  muy  justificado  informe  de  la  Co- 
misión de  Negocios  Internacionales  rechazó  la  petición  de  la 
"New  York  Peace  Society,"  fundándose  capitalmente  en  que  sin 
el  acuerdo  unánime  de  las  naciones  nada  podría  hacerse  de  se- 
rio y  de  compulsivo  en  esta  materia,  bastando  que  un  solo  país 
declinase  su  aceptación  para  que  la  empresa  se  frustrara  por 
completo. 

"Y  después  de  transcribir  la  resolución  de  la  Cámara  de 
Representantes  con  sus  fundamentos,  el  notable  autor  citado 
añade  de  su  propia  cuenta: 

"En  efecto,  los  fallos  de  un  tribunal  de  esta  naturaleza  no 
sólo  serían  nugatorios,  sin  el  sometimiento  de  todos  los  compro- 
metidos, sino  que  podrían  prestarse  a  los  peores  resultados.  Difí- 
cilmente se  concibe  que  una  nación  poderosa  y  soberana  se 
allane  a  someter  los  principios  vitales  de  su  política  a  ningún 
Tribunal  de  arbitramento.". 

Considerando  bajo  el  doble  aspecto  de  los  principios  y  de 
los  intereses  que  se  oponen  a  su  aplicación  sincera  y  eficaz,  la 
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idea  de  reunir  a  las  naciones  americanas  en  Congresos  desti- 
nados a  echar  las  bases  de  una  política  esencialmente  americana 
por  medio  de  acuerdos  generales  y  obligatorios  que  alejen  toda 
posibilidad  de  conflicto  entre  ellas,  Chile  expresaba  en  1882  con 
leal  franqueza  su  opinión  contraria  a  las  concepciones  pura- 
mente idealistas  de  proyectos  irrealizables  por  su  naturaleza  y 
señalaba  a  la  vez  los  peligros  de  aceptar  sin  reservas  este  género 
de  Convenciones  en  que  entraban  en  juego  las  pasiones  provo- 
cadas por  la  lucha  de  encontrados  intereses  y  los  propósitos 
ocultos  de  buscar  soluciones  determinadas  a  la  sombra  de  los 
generosos  sentimientos  de  confraternidad  y  de  paz  a  que  siem- 
pre obedecen  los  Congresos  Internacionales. 

En  1889  dictó  el  Congreso  de  Estados  Unidos  una  ley  auto- 
rizando al  Presidente  de  ese  país  para  invitar  a  los  diversos  Go- 
biernos de  las  Repúblicas  de  México,  Centro  y  Sud-América, 
Haití,  Santo  Domingo  y  el  Imperio  del  Brasil  a  unirse  a  los 
Estados  Unidos  para  celebrar  una  Conferencia  que  tendría  lugar 
en  Washington  en  la  época  que  le  pareciera  oportuna  dentro  del 
año  1889,  con  el  objeto  de  discutir  y  recomendar  a  la  adopción 
de  sus  respectivos  Gobiernos  algún  plan  de  arbitraje  para  el 
arreglo  de  los  desacuerdos  y  cuestiones  que  puedan  en  lo  futuro 
suscitarse  entre  ellos;  tratar  materias  relacionadas  con  el  incre- 
mento del  intercambio  mercantil  y  de  los  medios  de  comunica- 
ción directa  entre  dos  países;  estimular  aquellas  relaciones  co- 
merciales que  pueden  ser  recíprocamente  provechosas  para 
todos,  y  asegurar  mercados  más  extensos  a  los  productos  de  cada 
uno  de  los  referidos  países. 

Renacía,  en  virtud  de  la  ley  citada,  el  proyectado  Congreso 
Americano  a  que  se  refirió  la  circular  de  invitación  que  en  1882 
fué  dirigida  por  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  y  a  que  he- 
mos aludido  anteriormente. 

Desgraciadamente,  no  se  circunscribió  esta  vez  la  invitación 
al  punto  primordial  de  evitar  en  lo  futuro  las  guerras  entre  las 
naciones  de  América,  excluyendo  en  absoluto  las  cuestiones  pa- 
sadas y  pendientes,  sino  que  se  dio  al  programa  una  amplitud 
inconveniente,  llamada  a  dar  cabida  a  proposiciones  que  debían 
necesariamente  esterilizar  la  labor  del  Congreso  y  que  contra- 
riaban su  elevada  y  pacificadora  misión. 
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Sabido  es  que  Chile  concurrió  a  la  Conferencia  de  Was- 
hington de  1880,  recelando  de  la  acción  que  allí  se  trataría  de 
ejercer  en  su  contra  por  naciones  interesadas  en  provocar  de- 
claraciones que  afectaran  de  algún  modo  la  situación  creada 
por  los  pactos  que  pusieron  término  a  la  guerra  del  Pacífico;  si 
bien  es  cierto  que  no  se  cuidó  de  tomar  las  garantías  necesa- 
rias para  que  no  se  desnaturalizaran  intencionadamente  las  fun- 
ciones que  el  Congreso  estaba  llamado  a  desempeñar  en  bien  de 
los  intereses  generales  de  América. 

Los  propósitos  de  armonía  y  confraternidad  sirvieron  en 
aquella  ocasión  para  encubrir  la  mal  disimulada  hostilidad  en 
contra  de  Chile  que  impulsaron  a  la  Argentina,  Perú  y  Bolivia  a 
trabajar  por  el  triunfo  de  declaraciones  que,  aunque  fueron  sim- 
plemente consignadas  en  un  proyecto  de  Tratado  de  arbitraje 
que  suscribieron  los  representantes  de  nueve  de  las  dieciocho 
naciones  concurrentes  y  que  no  fué  ratificado  por  ninguno  de  los 
Gobiernos  invitados,  han  quedado  como  prueba  irrecusable  de 
que  no  son  tan  inocentes  los  Congresos  Internacionales  cuando 
no  dominan  en  ellos  la  sinceridad  y  la  unidad  de  propósitos,  que 
son  su  única  base  sólida  y  su  sola  garantía  de  éxito. 

El  proyecto  de  Tratado,  no  ratificado  hasta  el  presente,  es- 
tableció: 

"Art.  I.  Las  Repúblicas  del  Norte,  Centro  y  Sud-América, 
y  las  de  Haití  adoptan  el  arbitraje  como  principio  de  Derecho 
Internacional  Americano  para  la  solución  de  las  diferencias, 
disputas  o  contiendas  entre  dos  o  más  de  ellas. 

Art.  II.  El  arbitraje  es  obligatorio  en  todas  las  cuestiones 
sobre  privilegios  diplomáticos,  límites,  territorios,  indemnizacio- 
nes, derechos  de  navegación  y  validez,  inteligencia  y  cumpli- 
miento de  Tratados. 

Art.  III.  Es  igualmente  obligatorio,  con  la  limitación  del 
artículo  siguiente,  en  todas  las  demás  cuestiones  no  enunciadas 
en  el  artículo  anterior,  cualesquiera  que  sean  su  causa,  natura- 
leza u  objeto. 

Art.  IV.  Se  exceptúan  únicamente  del  artículo  que  precede, 
aquellas  cuestiones  que,  a  juicio  exclusivo  de  alguna  de  las  na- 
ciones interesadas,  comprometen  su  propia  independencia.  En 
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este  caso,  el  arbitraje  será  voluntario  de  parte  de  dicha  nación  y 
obligatorio  para  la  otra  parte. 

Art.  V.  Quedan  comprendidas  dentro  del  arbitraje  las  cues- 
tiones pendientes  en  la  actualidad  y  todas  las  que  se  susciten  en 
adelante,  aún  cuando  provengan  de  hechos  anteriores  al  presen- 
te Tratado. 

Art.  VI.  No  pueden  renovarse,  en  virtud  de  este  Tratados 
las  cuestiones  sobre  que  las  partes  tengan  celebrados  ya  arreglos 
definitivos-  En  tales  casos,  el  arbitraje  se  limitará  exclusivamen- 
te a  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  validez,  inteligencia  y 
cumplimiento  de  dichos  arreglos." 

Se  aprobó,  además,  un  proyecto  de  tratado  complementario 
del  anterior,  que  tiene  la  particularidad  de  estar  destinado  espe- 
cialmente a  condenar  los  triunfos  que  Chile  obtuvo  sobre  el 
Perú  y  Bolivia  e  invertir  los  papeles  de  vencedor  y  vencido  en 
nombre  de  los  principios  más  avanzados  del  derecho  interna- 
cional y  del  amor  a  la  paz  americana. 

El  anatema  pronunciado  entonces  en  contra  de  Chile  y  el 
desconocimiento  de  sus  derechos  de  vencedor,  consagrados  en 
pactos  solemnes  e  irrevocables,  fueron  establecidos  en  la  forma 
siguiente: 

"I.  El  principio  de  conquista  queda  eliminado  del  derecho  pú- 
blico americano  durante  el  tiempo  que  esté  en  vigor  el  Tratado 
de  arbitraje. 

II.  Las  cesiones  de  territorio  que  se  hicieren  durante  el 
tiempo  que  subsista  el  Tratado  de  arbitraje,  serán  nulas  si  se 
hubieran  verificado  bajo  la  amenaza  de  la  guerra  o  la  presión 
de  la  fuerza  armada. 

III.  La  Nación  que  hubiese  hecho  tales  cesiones  tendrá  de- 
recho para  exigir  que  se  decida  por  arbitramento  acerca  de  la 
validez  de  ellas. 

IV.  La  renuncia  del  derecho  de  recurrir  al  arbitraje,  hecha 
en  las  condiciones  del  artículo  2.°,  carecerá  de  valor  y  eficacia." 

Podría  afirmarse,  y  con  verdad,  que  la  primera  Conferencia 
americana,  frustrada  en  sus  fines  primordiales,  proporcionó  a  los 
adversarios  de  Chile  la  oportunidad  para  tenderle  una  burda 
celada,  que  en  adelante  habría  de  prevenirlo  y  ponerlo  en  guar- 
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dia  contra  los  sentimentales  acuerdos  internacionales  para  ase- 
gurar la  paz  y  confraternidad  americanas. 

Esta  historia  tan  reciente,  de  hechos  que  deben  recordarse 
porque  constituyen  una  experiencia  siempre  provechosa,  de- 
muestra hasta  qué  punto  han  sido  justificadas  la  desconfianza  y 
la  resistencia  de  Chile  para  concurrir  a  la  consagración  de  prin- 
cipios muy  hermosos  en  teoría,  pero  que  se  prestan  admirable- 
mente para  favorecer  una  política  conocida  y  sistemática  de 
algunas  naciones  que,  animadas  únicamente  de  propósitos  hosti- 
les hacia  Chile,  han  sido  y  serán  el  obstáculo  principal  para  que 
los  Congresos  americanos  realicen  una  obra  beneficiosa  y  prác- 
tica en  favor  de  la  armonía,  de  la  prosperidad  y  del  progreso  de 
los  pueblos  del  Continente. 

Hemos  visto  ya  cómo  en  la  proyectada  Conferencia  de  Pa- 
namá de  1882,  y  en  la  conferencia  de  Washington  se  reveló  en 
forma  inequívoca  el  plan  de  obligar  a  Chile  a  renunciar  a  las 
anexiones  territoriales  que  obtuvo  como  resultado  de  sus  victo- 
rias sobre  la  alianza  Perú-Boliviana. 

Han  transcurrido  doce  años  desde  que  se  intentó,  sin  resulta- 
do, esta  odiosa  y  descabellada  imposición. 

Al  presente  ha  quedado  eliminado  de  los  debates  america- 
nos el  pretendido  derecho  de  conquista  y  nadie  discute  el  dere- 
cho con  que  Chile  incorporó  a  su  territorio  la  provincia  de  Tara- 
pacá,  así  como  nadie  niega  a  la  Alemania  el  título  con  que  ad- 
quirió la  Alsacia  y  la  Lorena. 

Pero  se  ha  planteado,  juntamente  con  iniciarse  las  gestio- 
nes para  celebrar  una  segunda  Conferencia  Americana,  la  cues- 
tión de  Tacna  y  Arica,  o  sea  la  cuestión  que  Chile  debate  en  la 
actualidad  para  resolver  la  nacionalidad  definitiva  de  esos  terri- 
torios ocupados  por  Chile  en  virtud  del  tratado  de  Paz  celebrado 
con  el  Perú  en  1883. 

No  entraremos  a  examinar  en  detalle  los  antecedentes  de 
este  problema  internacional,  cuya  solución  corresponde  a  dos 
naciones  soberanas,  ligadas  por  un  pacto  solemne,  que  libremen- 
te estipularon. 

Hacemos  a  él  referencia  simplemente  por  la  influencia  que 
en  estos  momentos  ejerce  en  la  política  de  algunas  de  las  nacio- 
nes que  concurrirán  al  Congreso  de  México  y  por  haberse  de 
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nuevo  levantado  la  amenaza  de  una  imposición  a  Chile  bajo  el 
pretexto  de  consagrar  un  principio  salvador,  base  inconmovible 
de  la  paz  y  de  confraternidad  entre  los  países  que  estarán  repre- 
sentados en  el  Congreso:  el  arbitraje  permanente,  obligatorio  y 
retrospectivo. 

Abandonadas  las  declaraciones  sobre  el  derecho  de  conquis- 
ta, se  pretende,  por  las  mismas  naciones  que  antes  concibieron 
la  idea  de  anular  la  cesión  territorial  de  Tarapacá.  realizar  un 
nuevo  plan  político  en  virtud  del  cual  las  cuestiones  pendientes 
entre  Chile,  el  Perú  y  Bolivia  quedarían  sometidas  a  un  tribu- 
nal arbitral,  y  entregadas,  por  consiguiente,  a  la  apreciación  y 
fallo  de  las  demás  Potencias  americanas. 

Este  y  no  otro  es  el  alcance  que  tiene  el  arbitraje  obligato- 
rio que  el  Perú,  Bolivia  y  la  Argentina  proclaman  como  cues- 
tión capital  en  el  próximo  Congreso  Pan-Americano. 

Se  comprenderá  ahora  por  qué  son  estos  países  los  partida" 
rios  ardientes  del  arbitraje  obligatorio,  y  cuáles  los  propósitos 
que  los  inducen  a  plantear  este  problema  en  las  actuales  circuns- 
tancias. 

Se  comprenderá,  así  mismo,  por  qué  Chile  ha  comenzado 
por  exigir  un  programa  concreto  y  definido  para  concurrir  al 
Congreso,  y  por  qué,  aparte  de  las  razones  que  se  oponen  al 
principio  mismo  del  arbitraje  obligatorio  y  permanente,  tiene 
especiales  motivos  para  resistir  la  campaña  que,  para  darle  ca- 
bida en  las  discusiones  de  la  Conferencia,  hacen  los  represen- 
tantes de  la  política  que  podríamos  llamar  antichilena. 

Y  no  se  diga  que  exageramos  y  que  se  trata  de  conjeturas 
más  o  menos  apasionadas  o  infundadas. 

Muy  poco  después  de  conocida  la  invitación  dirigida  a  las 
diversas  naciones  de  América  por  la  Cancillería  de  Washington 
en  Febrero  de  1900,  para  la  celebración  de  una  segunda  Confe- 
rencia Internacional,  se  tuvo  noticia  de  la  aparición  de  un  folleto 
escrito  por  el  conocido  hombre  público  peruano  don  Alejandro 
Garland,  que  se  hacía  circular  reservadamente  en  el  Perú. 

En  este  folleto  se  exponía  un  meditado  plan  para  imponer  a 
Chile  el  arbitraje  en  determinadas  condiciones  en  la  cuestión  de 
Tacna  y  Arica.  El  primer  empeño  debía  dirigirlo  la  Cancillería 
peruana  a  obtener  la  intervención  directa  de  los  Estados  Unidos, 


88  — 


y  si  esto  no  fuera  posible,  debían  concretarse  los  esfuerzos  del 
Perú  a  conseguir  que  el  Congreso  Pan-Americano,  por  medio 
de  acuerdos  y  declaraciones  especialmente  preparadas  al  efecto, 
ejerciese  una  eficaz  presión  moral  sobre  Chile  y  prestase  una 
protección  igualmente  eficaz  a  la  causa  del  Perú. 

La  primera  parte  de  este  interesante  plan  se  estrelló  con  la 
declaración  que  los  Estados  Unidos  han  hecho  en  diversas  oca- 
siones, y  reiterada  especialmente  en  la  Conferencia  de  La  Hays» 
de  no  intervenir  en  las  cuestiones  de  los  países  de  América  a 
menos  de  ser  solicitada  su  mediación  por  las  naciones  interesa 
das,  declaración  que  reprodujimos  en  nuestro  primer  artículo. 

Ha  quedado  en  pie  la  segunda  parte  para  presentarla  al 
Congreso  de  México  bajo  el  disfraz  del  arbitraje  obligatorio, 
permanente  y  retrospectivo. 

"Siguiendo  el  ejemplo  de  las  naciones  europeas — dice  el 
señor  Garland— nuestra  Cancillería  debería  esforzarse  por  lle- 
var a  la  decisión  de  un  Congreso  Americano  la  splución  radical 
del  problema  que  nuestros  enemigos  llaman  "La  solución  o  li- 
quidación de  la  guerra  del  Pacífico."  El  modo  de  alcanzar  este 
resultado  debe  ser  la  preocupación  constante  de  los  hombres  di- 
rigentes del  país  y  de  todo  peruano  que  no  sea  indiferente  al 
porvenir  de  su  patria." 

No  hay,  por  consiguiente,  que  buscar  en  las  autorizadas 
opiniones  de  los  tratadistas  solamente  las  fuentes  que  deben 
servir  para  el  estudio  del  problema  del  arbitraje  que  hoy  se 
plantea.  Hemos  sostenido  que  este  problema  reviste  en  Améri 
ca  un  carácter  especial  que  debe  examinarse  a  la  luz  de  los  he- 
chos y  de  la  realidad. 

Abrigamos  la  esperanza  de  que  los  antecedentes  que  deja- 
mos expuestos  contribuirán  a  esclarecer  una  de  las  cuestiones 
que  más  interesan  a  la  opinión  en  vísperas  de  la  presencia  en 
esta  histórica  capital  de  los  representantes  de  las  naciones  con- 
gregadas por  dos  países  que  están  a  la  cabeza  de  la  América  y 
que  habrán  de- ejercer  positiva  influencia  en  el  sentido  de  pro- 
curar los  acuerdos  y  resoluciones  que  mejor  consulten  la  ar- 
monía de  intereses  y  el  bienestar  de  los  pueblos  americanos. 
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V 


EL  PROGRAMA  DEL   CONGRESO    PAN-AMERICANO 

Grande  importancia  tiene  todo  cuanto  se  relaciona  con  el 
programa  de  una  Conferencia  Internacional,  en  el  que  se  deter- 
minan los  asuntos  que  habrán  de  ser  objeto  de  sus  delibera- 
ciones. 

La  tiene  de  un  modo  especial  tratándose  de  un  Congreso 
Americano,  porque  una  triste  experiencia  nos  ha  demostrado 
que  hay  siempre  una  corriente  interesada  en  dar  cabida  en  estos 
programas  a  cuestiones  que  afectan  situaciones  determinadas, 
que  tienden  a  resolver  controversias  pendientes,  a  renovar  he- 
chos consumados,  a  satisfacer  aspiraciones  de  predominio  o  a 
crear  intereses  políticos  en  favor  de  unos  con  desmedro  de  los 
derechos  de  los  demás. 

No  es  posible  prescindir  de  la  política  propia  y  peculiar  de 
las  diversas  nacionalidades  y  acoger  sin  una  prudente  reserva  la 
idea  de  reunir  a  los  pueblos  de  un  Continente  para  tratar  de  sus 
comunes  intereses,  prevenir  los  conflictos  del  porvenir  y  buscar 
los  medios  de  asegurar  la  paz  y  el  bienestar  entre  ellos. 

Si  fuera  posible  armonizar  la  situación  de  todos  los  países 
de  la  América,  si  fuera  dable  borrar  el  recuerdo  de  las  luchas 
que  los  han  dividido  y  eliminar  las  pasiones  que  agitan  a  las  na- 
ciones como  a  los  individuos,  sería  tarea  fácil  la  de  congregarlos 
con  una  sola  y  misma  aspiración  para  servir  el  propósito  único 
del  interés  común  y  de  la  común  felicidad. 

Desgraciadamente  no  es  esta  la  realidad  de  las  cosas.  De 
aquí  nace  la  necesidad  de  establecer  previamente  como  base  in- 
dispensable para  la  celebración  de  un  Congreso  Internacional  y 
a  la  vez  como  garantía  de  éxito,  la  confección  de  un  programa 
claro  y  preciso  que  permita  a  cada  nación  apreciar  con  exactitud 
el  espíritu  que  domina  en  su  conjunto  y  el  alcance  que  se  dará 
a  los  diversos  temas  en  él  propuestos. 

Cada  Gobierno  se  encuentra  en  el  deber  de  decidir  su  acep- 
tación o  su  negativa  para  hacerse  representar  en  este  género  de 
Asambleas,  tomando   como  base   de   su   resolución   el   conocí- 
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miento  previo  del  programa  que  se  le  propone,  porque  éste  cons- 
tituye la  garantía  de  que  no  se  habrán  de  tratar  otras  cuestiones 
que  las  que  en  él  se  enumeran  y  de  que  quedarán  excluidas  las 
que  con  diversa  índole  pudieran  promoverse  con  menoscabo  de 
los  derechos  de  alguna  o  algunas  de   las  naciones  concurrentes. 

El  programa  de  un  Congreso  Internacional  es,  pues,  el  ante- 
cedente sobre  que  descansa  la  actitud  que  cada  Cancillería  asu- 
me en  presencia  de  una  invitación  para  concurrir  en  determi- 
nadas condiciones  y  con  objetivos  bien  definidos  a  la  discusión 
y  estudio  de  problemas  de  interés  general  y  de  conveniencia  re- 
cíproca. 

No  puede  este  programa  alterarse  o  modificarse  en  forma 
alguna,  sin  el  asentimiento  de  la  unanimidad  de  las  naciones 
invitadas,  porque  se  destruiría  la  base  fundamental  de  la  convo- 
catoria y  se  cambiarían  más  o  menos  sustancialmente  las  condi- 
ciones en  que  los  respectivos  Gobiernos  acordaron  su  acepta- 
ción, retrotrayéndose  las  cosas,  en  tal  emergencia,  a  la  situación 
en  que  se  encontraban  en  el  momento  de  la  invitación. 

Esta  es  la  regla  uniformemente  observada  y  la  que  lógica- 
mente debe  regir  en  los  actos  internacionales  de  este  carácter. 

Así  lo  entendió  la  Cancillería  Imperial  Rusa  cuando  expre- 
saba en  su  circular  de  invitación  a  las  Potencias  que  concu- 
rrieron a  la  Conferencia  de  la  Paz  de  La  Haya: 

"Queda  bien  entendido  que  todas  las  cuestiones  concer- 
nientes a  las  relaciones  políticas  de  los  Estados  y  al  orden  de 
cosas  establecidas  por  los  Tratados,  como  en  general  todas  las 
cuestiones  que  no  estén  comprendidas  en  el  programa  adoptado 
por  los  Gabinetes,  deberán  ser  excluidas  absolutamente  de  las 
deliberaciones  de  la  Conferencia." 

Próximo  ya  el  momento  en  que  iniciará  sus  tareas  la  Con- 
ferencia Internacional  de  México,  interesa  recordar  la  historia 
de  su  programa  y  las  gestiones  diplomáticas  que  han  tenido  por 
objeto  precisar  su  alcance  y  significación. 

Ha  sido  práctica  más  o  menos  constante  que  la  nación  que 
toma  la  iniciativa  para  promover  y  preparar  la  reunión  de  un 
Congreso  Internacional,  indique  en  su  invitación  a  las  demás 
Potencias  el  objeto  primordial  a  que  obedece  su  iniciativa  y  ex- 
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ponga  concretamente  las  materias  que  serán  sometidas  al  estu- 
dio y  consideración  de  los  Gobiernos  invitados. 

Pero  este  procedimiento,  susceptible  de  variar  según  las 
circunstancias,  no  ha  sido  observado  en  el  caso  que  nos  ocupa. 
El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  que  de  tiempo  atrás  ha  to- 
mado la  iniciativa  para  celebrar  periódicamente  estas  Conferen- 
cias americanas,  quiso,  sin  duda,  evitar  los  inconvenientes  que 
ofrece  la  presentación  de  un  programa  propio  que,  como  sucedió 
en  la  primera  Conferencia  de  Washington,  pudiera  suscitar  difi- 
cultades entre  las  Repúblicas  Sud-Americanas  y  frustrar  el  buen 
éxito  del  Congreso. 

La  Cancillería  de  Washington  ha  manifestado  en  esta  vez  su 
decidido  propósito  de  entregar  a  la  libre  discusión  y  resolución 
de  las  Repúblicas  Americanas  todo  lo  concerniente  al  programa 
de  la  Conferencia. 

Funciona,  como  se'sabe,  en  Washington  la  Unión  Interna- 
cional de  las  Repúblicas  Americanas,  que  la  forman  los  Repre- 
sentantes Diplomáticos  americanos  residentes  en  esa  ciudad  y 
que  preside  el  Secretario  de  Estado  de  Relaciones  Exteriores  de 
los  Estados  Unidos. 

A  la  reunión  a  que  fueron  convocados  los  miembros  de  la 
dicha  Unión  Internacional  por  el  Secretario  de  Estado,  Mr.  John 
Hay,  el  14  de  Abril  de  1900,  se  sometió  la  cuestión  del  programa 
de  la  Conferencia  propuesta  por  el  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos  en  la  circular  que  con  fecha  8  de  Febrero  del  mismo  año 
dirigió  a  los  Representantes  de  las  distintas  Repúblicas  Ameri- 
canas, para  someterles  la  idea  enunciada  en  los  siguientes  tér- 
minos en  el  Mensaje  anual  del  Presidente  de  la  República  a  las 
Cámaras  Legislativas: 

"Parece  conveniente  que  las  diversas  Repúblicas  sean  invi- 
tadas a  celebrar  en  una  fecha  próxima  otra  Conferencia  en  la 
capital  de  un  país  distinto  de  los  Estados  Unidos,  que  ya  han 
gozado  este  honor." 

En  la  citada  reunión  se  acordó,  a  indicación  del  Embajador 
de  México,  señor  Azpíroz,  encomendar  la  redacción  de  un  pro- 
yecto de  programa  al  Comité  Ejecutivo  de  representantes  ame- 
ricanos, compuesto  a  la  sazón  del  Secretario  de  Estado,  que  lo 
preside,  y  de  los  señores  Eduardo  Wilde,  Representante  de  la 


República  Argentina;  Joaquín  B.  Calvo,  Representante  de  Costa 
Rica;  Clímaco  Calderón,  Representante  de  Colombia;  Antonio 
Lazo  Arriaga,  Representante  de  Guatemala,  y  del  Director  de  la 
Oficina,  Mr.  \V.  W.  Rockhill. 

Este  acuerdo  se  produjo  en  vista  de  que  ninguno  de  los  Re- 
presentantes americanos  había  recibido  instrucciones  de  sus 
Gobiernos  para  proceder  en  lo  relativo  al  programa  de  la  pro- 
yectada Conferencia,  y  quedó,  por  lo  tanto,  claramente  estable- 
cido que  el  Comité  Ejecutivo  presentaría  un  proyecto  de  pro- 
grama a  fin  de  someterlo  a  la  consideración  de  los  Gobiernos 
invitados. 

En  reunión  celebrada  el  23  de  Mayo  de  1900  por  los  miem- 
bros del  Comité  Ejecutivo  de  la  Unión  Internacional  de  Re- 
públicas Americanas,  y  a  la  que  asistieron  los  señores  Joaquín 
B.  Calvo,  Antonio'  Lazo  Arriaga  y  Eduardo  Wilde,  el  señor 
Calvo  dio  cuenta  del  trabajo  encomendado  al  Comité  en  la  reu- 
nión de  14  de  Abril,  presentando  al  efecto  el  siguiente 

Dictamen  de  la  Comisión  Ejecutiva  de  la  Unión  de  laa 
Repúblicas  Americanas: 

"El  programa  de  la  primera  Conferencia  Internacional  Ame- 
ricana fué  tan  amplio,  que  puede  decirse  que  comprende  todo  y 
acaso  más  de  lo  que  puede  llegar  a  resolverse  en  beneficio  co- 
mún de  las  Repúblicas  Americanas. 

No  hay  asunto  alguno  nuevo,  en  concepto  de  la  Comisión 
Ejecutiva,  que  pueda  proponerse  a  la  consideración  y  estudio  de 
la  futura  Conferencia,  que  directa  o  indirectamente  no  pueda 
referirse  a  alguna  de  las  ocho  partes  de  aquel  programa. 

Aunque  la  influencia  de  la  primera  Conferencia  no  se  haya 
manifestado  en  hechos  concretos  y  transcendentales,  no  puede 
negarse  que  ella  ha  sido  de  alguna  importancia.  En  primer  tér- 
mino, podría  señalarse  como  resultado  suyo  la  mayor  armonía  e 
inteligencia  que  reina  entre  las  Repúblicas  Americanas.  Los  re- 
sultados prácticos,  aunque  escasos  en  número,  no  dejan  de  tener 
alguna  significación.  Actualmente  existe,  y  mejora  de  día  en  día, 
la  oficina  de  las  Repúblicas  Americanas,  que  sirve  de  órgano  a 
la  unión  de  estas  Repúblicas;  en  1891  se  celebró  en  Washington 
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la  Conferencia  Monetaria  Americana;  s  e  hicieron  los  estudios 
del  trazo  para  una  vía  férrea  inter-continental,  y  se  formó  y  está 
impresa  en  tres  idiomas  una  nomenclatura  comercial. 

La  Comisión  Ejecutiva  opina  que  la  nueva  Conferencia 
elija,  entre  los  asuntos  que  consideró  la  anterior,  aquellos  que 
en  la  actualidad  tengan  mayor  importancia  y  que  estudie  los 
nuevos  que  se  le  sometan,  y  propone  por  su  parte  el  siguiente 

PROGRAMA: 

1.°  Puntos  estudiados  por  la  Conferencia  anterior,  que  la 
nueva  Conferencia  decida  reconsiderar. 

2.°  Arbitramento. 

3.°  Corte  Internacional  de  Reclamaciones. 

4.°  Medios  de  protección  a  la  industria,  agricultura  y  co- 
mercio. Desarrollo  de  las  comunicaciones  entre  los  países  de  la 
Unión.  Reglamentos  consulares  de  puertos  y  aduanas,  Estadís- 
ticas. 

5.°  Reorganización  de  la  Oficina  Internacional  de  las  Repú- 
blicas Americanas. 

Washington,  22  de  Mayo  de  1901. 


PROGRAMA    DE    LA    PRIMERA    CONFERENCIA 

Primero. — Medidas  que  tiendan  a  conservar  la  paz  y  a  fo- 
mentar la  prosperidad  de  los  diversos  Estados  Americanos. 

Segundo. — Medidas  encaminadas  a  la  formación  de  una 
unión  aduanera  americana  que  fomente,  en  cuanto  sea  posible  y 
provechoso,  el  comercio  recíproco  entre  las  naciones  ameri- 
canas. 

Tercero. — El  establecimiento  de  comunicaciones  frecuentes 
y  regulares  entre  los  puertos  de  los  diferentes  Estados  Ameri- 
canos. 

Cuarto. — La  adopción,  por  cada  uno  de  los  Estados  indepen- 
dientes de  América,  de  un  sistema  uniforme  de  disposiciones 
aduaneras  que  deben  observarse  para  la  importación  y  exporta- 
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ción  de  mercaderías  y  para  el  pago  de  los  derechos  e  impuestos 
de  puerto,  estableciendo  método  igual  en  todos  los  países  para  la 
clasificación  y  avalúo  de  las  mercaderías,  y  para  la  forma  en  que 
deben  hacerse  las  facturas,  así  como  también  idénticos  precep- 
tos en  materias  de  sanidad  y  cuarentena. 

Quinto.  La  adopción  de  un  sistema  uniforme  de  pesos  y 
medidas  y  de  leyes  que  protejan  los  derechos  adquiridos  bajo 
patentes  o  privilegios  de  invención,  y  marcas  de  fábrica,  y  la 
propiedad  literaria,  de  modo  que  los  derechos  de  los  ciudadanos 
de  cada  país  sean  respetados  en  todos  los  demás,  así  como  tam- 
bién de  disposiciones  idénticas  sobre  extradición  de  criminales. 

Sexto. —  La  adopción  por  cada  uno  de  los  Gobiernos  de  una 
moneda  común  de  plata  que  sea  de  curso  forzoso  en  las  transac- 
ciones comerciales  recíprocas  de  los  ciudadanos  de  todos  los 
Estados  de  América. 

Séptimo— Un  convenio  sobre  un  plan  definitivo  de  arbitraje 
para  todas  las  cuestiones,  disputas  y  diferencias  que  existan  o 
puedan  suscitarse  entre  los  diferentes  Estados  Americanos,  a  fin 
de  que  todas  las  dificultades  y  cuestiones  entre  tales  Estados 
puedan  terminarse  pacíficamente  y  evitarse  guerras,  y  la  reco- 
mendación a  los  Gobiernos  respectivos  para  que  lo  adopten. 

Octavo. — Y  las  demás  materias  relacionadas  con  la  prospe- 
ridad de  los  diversos  Estados  representados  en  la  Conferencia, 
que  cualquiera  de  ellos  estime  oportuno  someter  a  discusión. 


COMISIONES 

I.  La  Comisión  Ejecutiva. 

II.  La  Comisión  de  Unión  Aduanera. 

III.  Comisión  de  Comunicación  por  el  Atlántico. 

IV.  Comisión  de  Comunicación  por  el  Pacífico. 

V.  Comisión  de  Comunicaciones  por  el  Golfo  de  México  y 
el  Mar  Caribe. 

VI.  Comisión  de  Comunicaciones  por  Ferrocarril. 
VIL  Comisión  de  Reglamentos  de  Aduanas. 
VIII.  Comisión  de  Derechos  de  Puertos. 
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IX.  Comisión  de  Pesas  y  Medidas. 

X.  Comisión  de  Reglamentos  Sanitarios. 

XI.  Comisión  de  Patentes  y  Marcas  Comerciales. 

XII.  Comisión  de  Extradición. 

XIII.  Comisión  de  Convención  Monetaria. 

XIV.  Comisión  de  Bancos. 

XV.  Comisión  de  Derecho  Internacional. 

XVI.  Comisión  de  Bienestar  General. 

XVII.  Comisión  de  Reglamento. 

XVIII.  Comisión  de  Credenciales. 

MINUTA    DE    LAS    RESOLUCIONES 

Recomendación  1.a— La  Comisión  de  Pesas  y  Medidas  emi- 
tió dictamen  favorable  y  la  Conferencia  recomendó  la  adopción 
del  sistema  métrico  decimal  a  las  Naciones  representadas  en  ella 
que.no  hubieran  adoptado  ya. 

Recomendación  2.a— La  Comisión  de  Comunicaciones  por 
Ferrocarril  recomendó  y  la  Conferencia  expresó  opinión  favo- 
rable a  la  construcción  de  un  ferrocarril  inter-continental  y  a 
que  la  vía  se  declare  neutral  a  perpetuidad. 

El  Gobierno  de  Washington  organizó  la  Comisión  que  se 
recomienda  en  este  acuerdo  de  la  Conferencia  y  los  estudios  de 
una  vía  se  hicieron  y  constan  en  extenso  e  importante  informe 
impreso  el  año  próximo  pasado,  habiendo  los  Gobiernos  intere- 
sados contribuido  a  los  gastos  en  proporción  a  la  población  res- 
pectiva. 

Recomendación  3.a— La  Comisión  Aduanera  emitió  dos  dic- 
támenes: el  de  la  mayoría,  en  que  se  recomienda  la  negociación 
de  tratados  parciales  de  reciprocidad  comercial  con  una  o  más 
de  las  Naciones  Americanas,  con  quienes  les  conviniere  con- 
cluirlos, bajo  las  bases  que  fueren  aceptables  en  cada  caso,  con 
el  objeto  de  promover  su  bienestar  común;  y  el  de  la  minoría, 
en  que  se  propuso  un  acuerdo  rechazando  el  proyecto  de  una 
Liga  Aduanera  entre  las  Naciones  de  América. 

La  Conferencia  adoptó  el  primero  de  dichos  dictámenes. 

Recomendación  4.a — La  Comisión  de  Comunicaciones  en  el 
Atlántico  propuso  el  establecimiento  de  una  o  más   líneas   de 
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navegación  a  vapor  entre  los  puertos  de  los  Estados  Unidos  y 
los  del  Brasil  y  Río  de  la  Plata,  y  la  Conferencia  aceptó,  por 
unanimidad,  la  resolución  presentada. 

Recomendación  5.4  La  Comisión  de  Comunicaciones  en  el 
Pacífico  propuso,  y  la  Conferencia  acordó,  recomendar  a  los 
países  interesados  que  fomenten  entre  sí,  sobre  bases  que  se  in- 
dican, las  comunicaciones  marítimas,  telegráficas  y  postales  por 
dicho  Océano- 

Recomendación  6.a  — La  Comisión  de  Comunicaciones  en  el 
Golfo  de  México  y  en  el  Mar  Caribe  propuso,  y  la  Conferencia 
adoptó,  una  resolución  en  que  recomienda  a  los  Gobiernos  res- 
pectivos que  ayuden  al  establecimiento  de  un  servicio  de  prime- 
ra clase  por  buques  a  vapor  entre  los  diversos  puertos  del  Golfo 
y  Mar  indicados. 

Recomendación  7.a— La  Comisión  de  Reglamento  de  Aduana 
dio  informe  favorable  sobre  una  proposición  del  señor  Delegado 
de  México  don  Matías  Romero,  para  la  adopción  de  una  norruen- 
clatura  común  en  orden  alfabético  de  mercaderías  extranjeras 
que  se  importen;  y  la  Conferencia  adoptó  por  unanimidad  la  pro- 
posición. 

El  trabajo  de  compilación  de  esta  nomenclatura  se  llevó  a 
efecto  por  la  Oficina  de  las  Repúblicas  Americanas,  y  se  impri- 
mió en  inglés,  español  y  portugués.  En  las  aduanas  de  los  Esta- 
dos Unidos  está  adoptada  para  el  servicio  esta  nomenclatura. 

Recomendación  S.a — Para  la  clasificación,  examen  y  avalúo 
de  las  mercancías,  forma  de  los  manifiestos,  recibo,  declaracio- 
nes e  imposición  de  derechos  de  Aduana,  la  Comisión  propuso 
y  la  Conferencia  acordó  recomendar  que  se  adopten  métodos  fá- 
ciles, expeditos  y  uniformes  haciendo  a  estos  respectos  indica- 
ciones tanto  de  fondo  como  de  forma;  y  de  igual  manera  acerca 
de  los  avisos  y  prácticas  en  los  casos  en  que  se  presenten  enfer- 
medades contagiosas. 

Recomendación  9.a— La  Oficina  de  las  Repúblicas  America- 
nas fué  creada  por  un  acuerdo  de  la  Conferencia,  en  vista  del 
informe  favorable  de  la  misma  Comisión  de  Reglamentos  de 
Aduanas.  Relativamente  a  Derechos  Consulares,  la  Comisión 
propuso,  y  la  Conferencia  acordó  recomendar  que  se  adopte 
una  clasificación  uniforme  de  los  actos  en  que  pueden  interve- 
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nir  los  agentes  consulares,  y  se  fije  el  máximun  de  los  derechos 
respectivos,  especialmente  de  los  que  se  refieren  a  la  navega- 
ción y  al  comercio. 

Recomendación  1 1. — La  Comisión  de  Reglamentos  Sanita- 
rios dio  informe  favorable,  y  la  Conferencia  acordó  recomendar 
que  se  adopten  las  disposiciones  de  la  Convención  Sanitaria  In- 
ternacional de  Río  Janeiro  de  1887,  o  las  del  proyecto  de  Con- 
vención-Sanitaria del  Congreso  de  Lima  de  1888. 

Recomendación  12.—  La  Comisión  de  Patentes  y  Marcas  de 
Fábricas  propuso  y  fué  adoptado  por  la  Conferencia  que  se  re- 
comiende la  adhesión  a  los  Tratados  sobre  Propiedad  Literaria 
y  Artística,  sobre  Patentes  de  Invención  y  sobre  Marcas  de  Co- 
mercio y  de  Fábricas  celebrados  por  el  Congreso  Sud-America- 
no  de  Montevideo. 

Recomendación  13. — La  Comisión  de  Extradición  indicó  y 
la  Conferencia  acordó,  recomendar  el  Tratado  de  Derecho  Penal 
Internacional  ajustado  por  el  Congreso  Sud-Americano  de  Mon- 
tevideo; y  que  los  países  que  no  hubieren  celebrado  Tratado  de 
extradición  con  los  Estados  Unidos  de  América,  que  lo  celebren. 

Recomendación  14. — La  Comisión  de  Convención  Monetaria 
Internacional  Americana  sometió  a  la  Conferencia  dos  dictáme- 
nes: uno  de  la  mayoría  en  que  recomienda  que  se  establezca  una 
Unión  Monetaria  Internacional  Americana;  que  como  base  de 
esta  Unión  se  acuñe  una  moneda  internacional  de  plata,  de  cur- 
so legal  en  los  países  respectivos;  y  que  para  dar  cumplimiento 
a  esta  recomendación,  se  reúna  una  Comisión  Monetaria  en 
Washington,  compuesta  de  un  delegado  por  cada  Nación,  para 
determinar  la  cantidad,  valor,  proporción  y  relación  con  respecto 
al  oro  de  dicha  moneda.  En  el  dictamen  de  la  minoría  se  reco- 
mienda que  en  vez  de  acuñar  una  moneda  internacional  de  plata, 
México  y  los  Estados  Unidos  de  Centro  y  Sud-América  remitan 
a  la  Tesorería  de  los  Estados  Unidos,  en  depósito,  la  plata  en 
barras,  y  por  el  valor  en  oro  de  este  metal,  reciban  billetes  emi- 
tidos por  el  Gobierno  de  Washington.  La  Conferencia  acordó 
consignar  una  opinión  análoga  a  la  propuesta  en  el  dictamen  de 
la  mayoría,  pero  sustituyendo  la  moneda  de  plata  por  "una  o  más 
monedas  internacionales  uniforme  en  peso  y  ley,  y  que  puedan 
usarse  en  todos  los  países  representados  en  la  Conferencia." 
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La  Comisión  Monetaria,  recomendada  en  esta  resolución  de 
la  Conferencia,  se  reunió  en  Washington  en  el  mes  de  Enero  de 
1891,  pero  sus  trabajos  no  alcanzaron  otro  resultado  que  una  ex- 
presión del  deseo  de  que  se  reúna  otra  Comisión  Monetaria  que 
pueda  llegar  a  un  acuerdo  para  uniformar  el  sistema  monetario 
de  las  naciones  americanas  con  provecho  de  todas  y  cada  una 
de  ellas. 

Recomendación  15.— La  Comisión  de  Bancos  presentó  dos 
dictámenes,  y  en  consecuencia  recomendó  dos  distintas  resolu- 
ciones, a  saber: 

La  propuesta  por  la  mayoría,  que  dice:  La  Conferencia  re- 
comienda a  los  Gobiernos  en  ella  representados,  otorguen  con- 
cesiones favorables  al  desarrollo  de  operaciones  bancarias  inter- 
americanas, y  muy  especialmente  las  que  sean  conducentes  al 
establecimiento  de  un  Banco  Internacional  Americano,  con  fa- 
cultad de  establecer  sucursales  o  agencias  en  los  demás  países 
representados  en  esta  Conferencia. 

Y  la  propuesta  por  la  minoría,  para  que  "se  recomiende  a 
los  Gobiernos  representados  en  la  Conferencia  que  estimulen 
los  cambios  de  productos  entre  sus  respectivos  países,  acordan- 
do al  comercio  todas  las  facilidades  conducentes  a  ese  fin,  y  ob- 
viando las  dificultades  que  embaracen  las  operaciones  de  las  ins- 
tituciones de  crédito  destinadas  a  servirlo." 

La  Conferencia  adoptó  la  resolución  propuesta  por  la  ma- 
yoría. 

Recomendación  16. — La  Comisión  de  Derecho  Internacio- 
nal propuso  y  la  conferencia  resolvió  que  se  recomiende  a  los 
Gobiernos  representados  en  ella,  que  no  hayan  adoptado  todavía 
los  tratados  de  Derecho  Internacional  Privado  Civil,  Comercial 
y  Procesal  del  Congreso  de  Montevideo,  de  1888,  que  expresen 
si  se  adhieren  a  ellos  en  el  término  de  un  año,  e  igualmente  que 
se  recomiende  la  adopción  del  principio  de  que  la  legalización  de 
los  documentos  se  considere  hecha  en  debida  forma,  cuando  se 
practique  con  arreglo  a  las  leyes  del  país  de  la  procedencia,  y 
estén  autenticados  por  agente  diplomático  o  consular  que  en  di- 
cho país  tenga  acreditados  el  Gobierno,  en  cuyo  territorio  han 
de  surtir  sus  efectos. 

Recomendación  17. — Acerca  de  Reclamaciones  e  Interven- 
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ción  Diplomática,  la  Comisión  estuvo  dividida.  En  el  dictamen 
de  la  mayoría  se  recomienda  que  se  reconozcan  como  principios 
de  Derecho  Internacional  Americano  los  siguientes: 

1.°  Los  extranjeros  gozan  de  todos  los  derechos  civiles  de 
que  gozan  los  nacionales,  y  pueden  hacer  uso  de  ellos  en  el  fon- 
do, la  forma  o  procedimiento  y  en  los  recursos  que  den  lugar, 
absolutamente  en  los  mismos  términos  que  dichos  nacionales. 

2.°  La  nación  no  tiene  ni  reconoce  a  favor  de  los  extranje- 
ros ningunas  otras  obligaciones  o  responsabilidades  que  las  que 
a  favor  de  los  nacionales  se  hallen  establecidas  en  iguales  casos 
por  la  Constitución  y  las  leyes. 

El  dictamen  de  la  minoría  mantiene  que  no  se  debe  dismi- 
nuir el  derecho  o  la  facultad  de  una  nación  para  proteger  por 
medio  de  una  reclamación  diplomática  los  derechos  e  intereses 
de  sus  ciudadanos 

La  resolución  de  la  mayoría  fué  adoptada  por  todas  las  dele- 
gaciones, con  excepción  de  la  de  los  Estados  Unidos  que  votó 
por  la  negativa  y  la  de  Haití  que  se  abstuvo  de  votar. 

Recomendación  18. — Sobre  el  asunto  de  la  navegación  de 
los  ríos,  hubo  también  división  de  opiniones. 

En  el  dictamen  de  la  mayoría  se  recomendó  declarar: 

1."  Que  los  ríos  que  separan  diversos  Estados  o  corran  por 
sus  territorios  quedan  abiertos  a  la  libre  navegación  de  las  na- 
ciones ribereñas;  y 

2.°  Que  esta  declaración  no  afecta  el  dominio  ni  la  sobera- 
nía de  cada  una  de  las  naciones  ribereñas,  así  en  tiempo  de  paz 
como  de  guerra. 

En  el  de  la  minoría,  suscripto  por  Mr.  Trescott,  Delegado  de 
los  Estados  Unidos,  se  recomienda  que  se  deje  a  la  prudencia 
de  las  potencias  ribereñas  efectuar  arreglos  sabios  o  amistosos  de 
las  diferencias  que  pudieran  surgir,  considerando  esto  preferible 
a  establecer  principios  generales. 

Con  excepción  de  la  de  Venezuela,  que  se  abstuvo  de  votar, 
todas  las  delegaciones  latino-americanas  votaron  en  favor  de  las 
recomendaciones  propuestas  por  la  mayoría,  exceptuando  la  de 
Nicaragua,  que  votó  por  la  negativa  con  la  de  los  Estados  Unidos. 

Recomendación  19. — La  Comisión  de  Bienestar  General 
propuso,  y  la  Conferencia  adoptó,  una  declaración  en  favor  de 
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la  solución  pacífica  de  las  diferencias  internacionales,  y  reco- 
mendó la  celebración  de  un  tratado  uniforme  de  arbitraje  sobre 
bases  que  se  indican  en  la  resolución. 

Sobre  arbitraje  con  potencias  europeas,  la  Conferencia  con- 
firmó el  dictamen  de  la  Comisión,  en  un  acuerdo  en  que  tam- 
bién recomienda  el  arbitraje  para  la  decisión  de  las  disputas  en- 
tre las  Repúblicas  de  América  y  las  nacioues  de  Europa. 

Relativamente  al  Derecho  de  Conquista,  la  Comisión  de 
Bienestar  General  propuso  una  resolución  en  la  cual  se  encare- 
ce a  los  Gobiernos  representados  en  la  Conferencia,  que  adop- 
ten las  siguientes  declaraciones: 

1.a  El  principio  de  Conquista  queda  eliminado  del  Derecho 
Público  Americano,  durante  el  tiempo  que  esté  en  vigor  el  Tra- 
tado de  Arbitraje. 

2.a  Las  cesiones  de  territorio  que  se  hicieren  durante  el 
tiempo  que  subsista  el  Tratado  de  Arbitraje,  serán  nulas  si  se 
hubiere  verificado  bajo  la  amenaza  de  la  guerra,  o  la  presión  de 
la  fuerza  armada. 

3a  La  nación  que  hubiere  hecho  tales  cesiones  tendrá  dere- 
cho para  exigir  que  se  decida  por  arbitramento  acerca  de  la  vali- 
dez de  ellas. 

4.a  La  renuncia  del  derecho  de  recurrir  al  arbitraje,  hecha 
en  las  condiciones  del  artículo  2.",  carecerá  de  valor  y  eficacia. 

El  voto  de  todas  las  delegaciones  fué  unánime,  con  excep- 
ción de  la  de  Chile,  que  se  abstuvo  de  votar. 


El  dictamen  fué  aprobado  por  los  tres  miembros  presen- 
tes del  Comité  Ejecutivo. 

El  señor  Ministro  de  Colombia,  miembro  del  Comité,  no 
concurrió  por  hallarse  en  viaje  a  Europa. 

El  señor  Secretario  de  Estado  Hay  no  concurrió,  siguiendo 
el  propósito  manifestado  por  este  Gobierno  de  dejar  el  arreglo 
de  los  preliminares  del  Congreso  a  la  iniciativa  de  las  otras  Re- 
públicas Americanas. 

Los  miembros  de  la  Unión  Internacional  de  las  Repúblicas 
Americanas  volvieron  a  reunirse  el  13  de  Junio  de   1900  con  el 
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objeto  de  designar  la  capital  americana  en  que  tendrían  lugar  las 
sesiones  de  la  Conferencia.  Asistieron  a  la  reunión:  el  Secre- 
tario de  Estado  de  los  Estados  Unidos;  Don  Manuel  Azpíroz, 
Embajador  de  México;  Don  Joaquín  B.  Calvo,  Ministro  de  Costa 
Rica;  Don  Antonio  Lazo  Arriaga,  Ministro  de  Guatemala;  Don 
Eduardo  Wilde,  Ministro  de  la  República  Argentina;  Don  J.  N. 
Leger,  Ministro  de  Haití;  Don  Carlos  Moría  Vicuña,  Ministro 
de  Chile;  Don  Manuel  Alvarez  Calderón,  Ministro  del  Perú; 
Don  Luis  F.  Corea,  Ministro  de  Nicaragua;  Don  Rafael  Zaldívar, 
Ministro  del  Salvador;  Don  Luis  Cuervo  Márquez,  Encargado 
de  Negocios  de  Colombia;  Don  Augusto  F.  Pulido,  Encargado 
de  Negocios  de  Venezuela;  Mr.  John  Stewart,  Cónsul  General 
del  Paraguay;  Don  Felicísimo  López,  Cónsul  General  del  Ecua- 
dor; Mr.  W.  W.  Rockhill,  Director  de  la  Oficina  de  la  Unión. 

Conocido  es  el  resultado  a  que  se  arribó  en  dicha  reunión, 
en  la  que  se  acordó  designar  a  la  ciudad  de  México  como  lugar 
de  las  sesiones  del  Congreso  con  el  voto  de  todos  los  represen- 
tantes americanos,  excepción  hecha  de  los  representantes  del 
Perú  y  de  la  República  Argentina,  que  votaron  por  la  ciudad  de 
Buenos  Aires. 

Por  lo  expuesto  se  ve  que  el  Gobierno  invitante,  que  pasaba 
a  serlo  el  Gobierno  de  México  después  de  la  reunión  de  13  de 
Junio  a  que  acabamos  de  referirnos,  no  había  tomado  más  inter- 
vención en  la  confección  del  programa  que  la  que  había  corres- 
pondido a  cada  una  de  las  Repúblicas  Americanas  al  concurrir 
al  acuerdo  de  confiar  al  Comité  de  Washington  la  redacción  de 
un  proyecto  de  programa,  que  en  esa  fecha  estaba  ya  sometido 
al  estudio  de  los  respectivos  Gobiernos. 

Los  representantes  diplomáticos  que  componen  la  Unión 
Internacional  de  Repúblicas  Americanas,  ante  quienes  se  pro- 
puso la  cuestión  de  preparar  el  programa  de  la  Conferencia,  re- 
solvieron, como  se  ha  manifestado,  delegar  sus  facultades  en  la 
Comisión  Ejecutiva,  reservando  naturalmente,  y  de  un  modo 
expreso,  el  derecho  de  cada  Gobierno  para  pronunciarse  sobre 
el  proyecto  que  dicha  Comisión  debía  someterles. 

Por  su  parte,  el  Gobierno  de  México,  al  cual  no  le  ofreció 
ninguna  observación  el  proyecto  de  programa  presentado  por  el 
Comité,  lo  acompañó  a  su  circular  de  invitación  de  15  de  Agosto 
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de  1900,  sin  que  ello  importara  modificación  alguna  en  el  proce- 
dimiento adoptado,  esto  es,  quedando  siempre  el  proyecto  de 
programa  subordinado  a  la  apreciación  que  de  él  hicieran  los 
Gobiernos  invitados. 

Con  fecha  26  de  Mayo  de  1900,  el  Director  del  "Bureau"  de 
las  Repúblicas  Americanas  había  dirigido  a  los  respectivos  re- 
presentantes en  Washington  la  siguiente  comunicación: 

"Señor  Ministro:  Por  orden  del  Comité  Ejecutivo  de  la 
Unión  Internacional  de  Repúblicas  Americanas,  tengo  el  honor 
de  acompañar  a  Vd.  copia  de  la  tentativa  de  programa  de  la 
proyectada  Conferencia  Internacional  Americana  preparada  por 
el  Comité  en  conformidad  a  la  resolución  adoptada  en  la  reunión 
preparatoria  de  los  representantes  diplomáticos  de  los  países  de 
la  Unión  el  14  de  Abril  de  1900. 

Según  los  términos  de  dicha  resolución,  el  programa  incluso 
es  para  someterlo  a  la  consideración  de  los  diversos  Gobiernos 
de  la  Unión  y  para  que  ellos  hagan  las  sugestiones  (suggestions) 
que  les  merezca.— (Firmado).—  W.  W-  Rockhill,  Director." 

Todos  los  Gobiernos  tuvieron  como  antecedente  para  de- 
cidir sobre  su  concurrencia  al  Congreso  Internacional  de  México, 
el  proyecto  o  tentativa  de  programa  que  les  fué  sometido  por  el 
Comité  de  Washington  y  quedaron  en  libertad  de  hacer  a  su 
respecto  las  observaciones  que  estimaran  convenientes. 

Las  diversas  Cancillerías,  una  vez  impuestas  del  proyecto 
de  programa,  que  sólo  fué  objeto  de  observaciones  por  parte  de 
Chile,  procedieron  a  enviar  sus  respuestas  al  Gobierno  de 
México. 

Hemos  expuesto  en  el  curso  de  esta  publicación  las  consi- 
deraciones especiales  que  Chile  tiene  para  no  concurrir  sin  re- 
servas y  sin  garantías  a  estas  reuniones  de  confraternidad  ame- 
ricana. 

No  necesitamos,  por  consiguiente,  repetirlas  aquí  para  jus- 
tificar la  actitud  que  este  país  creyó  conveniente  asumir  en 
presencia  de  un  programa  excesivamente  amplio  y  vago,  que 
dejaba  abierta  la  puerta  para  que  se  promovieran  cuestiones  ex- 
trañas a  los  fines  naturales  de  la  Conferencia  y  encaminadas  a 
crearle  una  situación  odiosa  y  desagradable. 

Haciendo  uso  de  la  acción   que  le  correspondía  ejercitar, 
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impartió  instrucciones  a  su  Ministro  en  Washington,  señor 
Moría  Vicuña,  a  fin  de  que  procurase,  de  la  misma  autoridad  o 
corporación  que  fué  facultada  para  formular  el  proyecto  de  pro- 
grama, la  definición  de  los  puntos  de  dicho  programa,  cuya  va- 
guedad lo  hacía  a  primera  vista  inaceptable,  y  suspendió  entre 
tanto  su  respuesta  definitiva  a  la  invitación  del  Gobierno  de 
México. 

En  cumplimiento  de  las  instrucciones  recibidas,  el  señor 
Moría  Vicuña  dirigió  con  fecha  30  de  Abril  de  1901,  la  siguiente 
comunicación  al  Director  del  "Bureau"  de  las  Repúblicas  Ame- 
ricanas: 

"Señor  Director:  En  26  de  Mayo  de  1900,  usted  me  dirigió 
la  siguiente  circular  (la  que  más  arriba  hemos  reproducido).  La 
tentativa  de  programa  de  la  proyectada  Conferencia  Interna- 
cional Americana  acompañada  a  dicha  circular  contiene  cinco 
temas,  como  sigue: 

1.  Puntos  estudiados  por  la  Conferencia  anterior,  que  la 
nueva  Conferencia  decida  reconsiderar. 

2.  Arbitramento. 

3.  Corte  Internacional  de  Reclamaciones. 

4.  Medios  de  protección  a  la  industria,  agricultura  y  co- 
mercio. Desarrollo  de  las  comunicaciones  entre  los  países  de  la 
Unión.  Reglamentos  Consulares  de  puertos  y  aduanas.  Estadís- 
ticas. 

5.  Reorganización  de  la  Oficina  Internacional  de  las  Repú- 
blicas Americanas. 

El  Gobierno  de  Chile,  en  su  respuesta  al  Ministro  de  los 
Estados  Unidos  de  América  en  Santiago,  fechada  el  21  de  Mayo 
de  1900,  estableció  que  estaría  dispuesto  a  concurrir  a  la  proyec- 
tada Conferencia  Americana,  siempre  que  con  arreglo  a  su  progra- 
ma no  asuma  la  adopción  de  resoluciones  de  carácter  retroactivo, 
arrogándose  el  conocimiento  de  cuestiones  pendientes  o  pasa- 
das, en  las  cuales  alguna  de  las  Repúblicas  invitadas  y  concu- 
rrentes pueda  tener  interés.  Esta  condición  tiene  por  objeto 
evitar  el  peligro  de  que  se  susciten  cuestiones  enojosas  entre 
esas  Repúblicas. 

El  Gobierno  de  Chile  tuvo  el  agrado  de  recibir  la  tentativa 
de  programa  de  la  proyectada  Conferencia  Americana  formu- 
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lada  por  el  Comité  Ejecutivo  de  la  Unión  Internacional  de  Re- 
públicas Americanas,  lo  tomó  cuidadosamente  en  consideración 
y  expuso  las  observaciones  que  consideró  conveniente  hacer, 
según  la  expresa  invitación  del  Comité  Ejecutivo,  en  una  comu- 
nicación dirigida  con  fecha  1."  de  Octubre  de  1900  al  Ministro 
de  Chile,  la  cual,  siguiendo  instrucciones,  fué  elevada  a  la  con- 
sideración del  Departamento  de  Estado  de  Washington  el  23  de 
Noviembre  de  1900. 

En  esa  comunicación,  el  Gobierno  de  Chile  observa  que  la 
primera  proposición  de  la  tentativa  de  programa  es  demasiado 
amplia,  y  sugiere  la  conveniencia  y  aún  la  necesidad  de  limitarla 
a  cuestiones  expresamente  mencionadas,  a  fin  de  evitar  el  pe- 
ligro de  divergencias  de  opinión  en  la  Conferencia. 

El  Gobierno  de  Chile  observa  asimismo  que  los  términos 
de  la  segunda  y  tercera  proposiciones  de  la  tentativa  de  progra- 
ma son  demasiado  vagos  e  indefinidos  y  entrañan  el  mismo  pe- 
ligro que  la  primera  proposición. 

El  Gobierno  de  Chile,  por  consiguiente,  en  respuesta  a  la 
circular  dirigida  el  26  de  Mayo  de  1900  por  el  Director  de  la 
Oficina  de  las  Repúblicas  Americanas  a  nombre  del  Comité  Eje- 
cutivo a  los  diversos  representantes  de  dichas  Repúblicas  en 
Washington,  concluye  expresando  el  siguiente  deseo:  "Que  sería 
muy  conveniente  que  el  Comité  Ejecutivo  de  las  Repúblicas 
Americanas,  procediera  a  definir  de  una  manera  precisa  los  ar- 
tículos 1,  2  y  3  de  su  tentativa  de  programa."  El  Gobierno  de 
Chile  expresamente  declara  que  una  vez  impuesto  de  qué  modo 
se  reciben  las  observaciones  que  hace  al  programa  podrá  dar 
una  respuesta  definitiva  a  la  invitación  a  la  segunda  Conferencia 
Americana  que  se  le  ha  hecho. 

Sírvase,  por  lo  tanto,  señor  Director,  someter  esta  comuni- 
cación a  la  consideración  del  Comité  Ejecutivo  de  las  Repúblicas 
Americanas,  a  fin  de  que  adopte  la  resolución  más  conveniente 
en  atención  a  los  deseos  manifestados  por  el  Gobierno  de  Chile. 
— (Firmado).— Carlos  Moría  Vicuña." 

En  virtud  de  la  anterior  solicitud  dirigida  por  el  Gobierno 
de  Chile,  el  Comité  Ejecutivo  de  Washington  celebró  una  reu- 
nión el  6  de  Mayo  del  presente  año,  a  fin  de  tomar  en  conside- 
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ración  las  observaciones  que  a  ese  Gobierno  había  sugerido  el 
proyecto  de  programa  presentado  por  el  Comité. 

Del  importante  acuerdo  adoptado  en  aquella  reunión  da 
cuenta  el  siguiente  oficio  dirigido  al  señor  Ministro  de  Chile  en 
Washington  por  el  señor  William  C.  Fox,  acting  director  del 
"Bureau"  de  las  Repúblicas  Americanas. 

"Washington,  Mayo  6  de  1901.  — Señor  Ministro:  Refirién- 
dome respetuosamente  a  mi  comunicación  de  Mayo  2,  tengo  el 
honor  de  informar  a  usted  que  esta  mañana,  a  las  1 1,  el  Comité 
Ejecutivo  de  la  Unión  Internacional  de  Repúblicas  Americanas 
celebró  una  sesión  en  el  Departamento  de  Estado,  con  asistencia 
de  Mr.  David  H i  11,  Secretario  de  Estado  interino,  actuando  como 
Presidente;  Don  Carlos  Martínez  Silva,  Ministro  de  Colombia; 
Don  Joaquín  Bernardo  Calvo,  Ministro  de  Costa  Rica;  Don  Luis 
Felipe  Carbo,  Ministro  del  Ecuador,  y  del  infrascrito,  Director 
interino  de  la  Oficina  de  Repúblicas  Americanas. 

Tuve  ocasión  de  presentar  al  Honorable  Comité  la  comuni- 
cación que  me  hizo  usted  el  honor  de  dirigirme  con  fecha  30  de 
Abril.  Después  de  considerarla  debidamente,  el  Comité  adoptó 
por  unanimidad  ciertas  resoluciones  a  su  respecto  y  me  dio  ins- 
trucciones para  que  enviase  a  usted  una  copia  de  ellas,  lo  que 
tengo  el  honor  de  hacer. 

Renovándole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta 
consideración,  tengo  el  honor  de  ser  su  obediente  servidor.— 
(Firmado). —  William  C.  Fox,  Director  interino." 


Resoluciones 

De  conformidad  a  la  resolución  propuesta  por  S.  E.  el  Em- 
bajador de  México,  señor  Azpíroz,  y  adoptada  en  la  sesión  de  los 
representantes  de  los  países  que  forman  la  Unión  de  las  Repú- 
blicas Americanas,  celebrada  el  14  de  Abril  de  1900,  el  Comité 
Ejecutivo  sometió  la  tentativa  de  programa  ala  consideración  de 
los  Gobiernos  respectivos,  invitándolos  a  que  formulasen  las 
observaciones  que  juzgasen  convenientes  respecto  del  proyec- 
tado programa. 
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Dicha  resolución  es  del  tenor  siguiente: 

"El  Comité  Ejecutivo  de  la  Unión  Internacional  de  las  Re- 
públicas Americanas,  tomando  en  cuenta  todas  las  cuestiones 
tratadas  en  esta  sesión,  queda  autorizado  para  preparar  un  pro- 
yecto de  los  asuntos  que,  a  su  juicio,  deban  someterse  a  la  Con- 
ferencia Internacional  Americana. 

El  Comité  Ejecutivo  informará,  tan  pronto  como  sea  posi- 
ble, a  los  representantes  de  los  países  que  forman  la  Unión  In- 
ternacional de  Repúblicas  Americanas,  acerca  del  resultado  de 
su  trabajo,  a  fin  de  que  sea  comunicado  a  los  gobiernos  respec- 
tivos con  el  objeto  de  que  se  impartan  por  ellos  las  intrucciones 
necesarias  si  la  invitación  es  aceptada." 

El  Comité  Ejecutivo  tiene  ahora  que  considerar  una  comu- 
nicación oficial  en  que,  por  el  órgano  de  S.  E.  el  Ministro  de 
Chile,  señor  Moría  Vicuña,  el  Gobierno  de  esa  República  mani- 
fiesta que  los  artículos  1.",  2."  y  3.°  de  la  tentativa  de  programa 
son  vagos  e  indeterminados  y  que  deben  ser  definidos  con  más 
precisión,  a  fin  de  evitar  el  peligro  de  que  se  susciten  en  la  Con- 
ferencia cuestiones  enojosas  cuya  discusión  comprometería  la 
armonía,  la  universalidad  y  los  resultados  de  dicha  Conferencia- 
Esta  sugestión  no  implica  modificación  ni  exclusión  de  ninguno 
de  los  puntos  propuestos  en  la  tentativa  de  programa,  sino  que 
se  solicita  una  explicación  o  definición  que  el  Comité  Ejecutivo 
está  naturalmente  dispuesto  a  tomar  en  consideración  y  decidir. 

El  Comité  Ejecutivo,  al  redactar  la  tentativa  de  programa, 
deliberadamente  se  abstuvo  de  entrar  en  los  detalles,  dejando 
que  éstos  fueran  sugeridos  por  los  Gobiernos  invitados,  porque 
juzgó  que  ese  sería  el  medio  más  conducente  de  asegurar  las 
tres  condiciones  indispensables:  la  concurrencia  universal  de 
las  Repúblicas  Americanas,  la  armonía  en  sus  deliberaciones  y 
el  logro  de  resultados  prácticos,  para  alcanzar  los  cuales  era  ne- 
cesaria la  concurrencia  unánime  de  todas  las  Repúblicas  repre- 
sentadas. 

Animado  por  este  espíritu,  el  Comité  Ejecutivo  era  y  es  de 
opinión,  que  en  el  programa  de  la  segunda  Conferencia  Interna- 
cional Americana,  no  se  incluyan  cuestiones  enojosas  que  pue- 
dan causar  diferencias  entre  las  Repúblicas  invitadas  para  traba- 
jar en  común  por  el  bien  de  todas. 
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El  Comité  Ejecutivo,  en  consecuencia,  resuelve  contestar 
la  solicitud  del  Gobierno  de  Chile  en  los  términos  siguientes: 

Art.  1.°  Puntos  estudiados  por  la  primera  conferencia  que 
la  segunda  conferencia  decida  considerar. 

Entre  los  temas  estudiados  por  la  primera  Conferencia,  con 
excepción  del  arbitraje  internacional,  que  forma  el  tema  del  ar- 
tículo 2.°  de  la  tentiva  de  programa,  no  hubo  cuestión  alguna 
que  suscitara  discusiones  enojosas  en  la  primera  Conferencia, 
y  por  lo  tanto,  no  hay  peligro  de  que  la  segunda  Conferencia  es- 
coja los  que  quiera  entre  los  temas  que  decida  considerar. 

Art.  2."  Arbitramento.  — Se  le  quiere  prospectivo,  en  modo 
alguno  retrospectivo,  para  las  diferencias  que  puedan  suscitarse 
entre  las  Repúblicas  Americanas  en  una  fecha  posterior  a  la  del 
cambio  de  ratificaciones  del  Tratado  de  Arbitraje  que  la  Confe- 
rencia adopte.  El  Comité  Ejecutivo  naturalmente  se  abstiene  de 
toda  idea  de  someter  en  ningún  caso  cualquiera  cuestión  exis- 
tente como  parte  de  la  tentativa  de  programa  o  de  prejuzgar  de 
cosas  existentes  en  la  actualidad.  El  artículo  en  sí  mismo  susti- 
tuye el  artículo  7.°  deí  programa  de  la  primera  Conferencia. 

Art.  3.°  Corte  internacional  de  reclamaciones.— Una  corte 
de  la  naturaleza  de  las  Comisiones  mixtas  internacionales  crea- 
das por  Convenciones  internacionales,  con  jurisdicción  para 
considerar  y  decidir  las  reclamaciones  presentadas  por  ciudada- 
nos de  una  República  contra  el  Gobierno  de  otra  República  por 
injurias  a  las  personas  o  perjuicios  a  su  propiedad,  debidos  a  la 
acción  de  las  autoridades  civiles  o  militares  del  Gobierno  de- 
mandado." 


A  este  feliz  resultado  llegaron  las  gestiones  hecha  por  Chile 
para  obtener  un  programa  definido,  que  evitará  que  se  desnatu- 
ralicen las  tareas  del  Congreso  y  que  se  lleven  a  su  seno  cues- 
tiones que  afecten  intereses  determinados  o  que  puedan  pertur- 
bar la  armonía  y  la  cordialidad  que  deben  reinar  en  reuniones 
de  este  carácter. 

A  estas  gestiones  sucedieron  otras  que  el  representante  de 
Bolivia  en  Washington,  secundado  por  el  representante  del 
Perú,  hizo  en  sentido  diametralmente  opuesto. 
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La  campaña  emprendida  por  ambos  representantes  para 
anular  el  acuerdo  adoptado  por  el  Comité  de  Washington  el  ti  de- 
Mayo,  que,  por  su  importancia  y  los  bien  inspirados  propósitos 
que  lo  motivaron,  está  llamado  a  asegurar  el  éxito  del  Congreso, 
sólo  dio  por  resultado  poner  en  evidencia  que  hay  naciones  inte- 
resadas en  mantener  un  programa  vago  e  indeterminado,- con- 
firmando así  las  justas  aprensiones  del  Gobierno  de  Chile, — y 
en  impedir  que  el  Congreso  ofrezca  como  plan  para  sus  trabajos 
y  sus  deliberaciones  un  programa  concreto  en  el  cual  sólo  pue- 
dan tener  cabida  los  temas  de  interés  general  y  común  para  el 
desarrollo  y  consolidación  de  las  relaciones  políticas  y  comercia- 
les de  los  pueblos  de  la  América. 

El  representante  de  Bolivia,  miembro  del  Comité  de  Was- 
hington, que  no  concurrió  al  acuerdo  del  6  de  Mayo  por  encon- 
trarse ausente,  provocó  una  nueva  reunión  del  Comité,  la  que 
tuvo  lugar  el  16  del  mismo  mes.  En  ella  propuso  la  derogación 
de  dicho  acuerdo,  fundándose  en  que  el  Comité  carecía  de  facul- 
tades para  pronunciarse  sobre  la  solicitud  del  Gobierno  de  Chile. 

El  Secretario  de  Estado,  por  su  parte,  propuso  que  se  decla- 
rase inamovible  y  obligatorio  para  el  Congreso  lo  acordado  por 
el  Comité,  a  menos  que  todos  los  países  invitados  convinieran 
en  modificar  el  programa  propuesto.  Agregó  el  señor  Secretario 
de  Estado  que  la  circunstancia  de  haber  comunicado  el  Go- 
bierno de  Chile  que  aceptaba  la  definición  dada  al  referido  pro- 
grama y  que  en  vista  de  él  concurriría  a  la  Conferencia,  daba  a 
lo  obrado  el  carácter  de  hecho  consumado. 

Los  esfuerzos  del  representante  de  Bolivia  le  conquistaron 
la  adhesión  de  uno  de  los  miembros  del  Comité,  y  llegado  el  mo- 
mento de  la  votación,  no  se  arribó  a  solución  alguna  por  haberse 
negado  a  dar  su  voto  dirimente  el  señor  Secretario  de  Estado, 
cuya  opinión,  por  lo  demás,  era  conocida  y  perfectamente  explí- 
cita como  autor  de  la  proposición  a  que  hemos  hecho  referencia. 

Debemos  felicitarnos  de  que  se  haya  logrado  despejar  la 
situación  incierta  y  nebulosa  que  rodeaba  a  la  Conferencia  y 
que  las  gestiones  que  produjeron  la  definición  de  su  programa 
hayan  contribuido  a  fijar  de  antemano  el  marco  de  prudencia 
dentro  del  cual  debe  ejercitarse  su  acción  en  beneficio  del  pro- 
greso, de  la  prosperidad  y  de  la  paz  de  la  América. 
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VI 
El  Congreso  de.  /AéxiQo 

Tuvimos  la  honra  de  compartir  la  labor  que  nuestro  Go- 
bierno encomendó  a  sus  Delegados  al  Congreso  de  México  con 
los  distinguidos  diplomáticos  y  meritorios  ciudadanos  señores 
Alberto  Blest  Gana,  Augusto  Matte  y  Joaquín  Walker  Martínez. 
El  concurso  de  sus  luces,  de  su  experiencia  y  de  su  esclarecido 
talento,  puestos  al  servicio  del  país  en  una  de  las  misiones  más 
delicadas  y  difíciles,  permitieron  resguardar  honrosamente  la 
dignidad  de  la  República  y  poner  a  salvo  los  principios  en  que 
descansa  la  política  de  toda  nación  soberana  e  independiente. 

Fué  el  Congreso  Pan-Americano  de  México  una  reunión  de 
gran  transcendencia  para  la  política  americana  futura  y,  parti- 
cularmente, ejerció  positiva  influencia  en  el  curso  posterior  de 
las  cuestiones  que  Chile  debatía  con  sus  vecinos. 

Hasta  entonces  podía  creerse  que  existía  un  vínculo  entre 
los  países  que  tenían  intereses  en  contradicción  con  el  nuestro 
y  que  su  acción  se  ejercitaba  unida  contra  el  adversario  común. 
Esto  explica  que  las  dificultades  que  se  presentaron  para  Chile 
en  el  Congreso  tuvieran  un  mismo  origen  y  tendieran  al  mismo 
fin:  el  de  buscar  acuerdos  o  declaraciones  de  una  .mayoría,  que 
menoscabaran  la  situación  de  independencia  que  Chile  se  reser- 
vaba para  ventilar  las  cuestiones  pendientes  con  esos  países. 

Esta  política  de  hostilidades,  ajena  a  la  índole  de  un  Con- 
greso Americano,  encontró  allí  su  tumba,  y  puede  afirmarse  que 
este  fué  el  secreto  del  éxito  del  Congreso  de  México  y  la  garan- 
tía para  los  Congresos  posteriores  celebrados  en  Río  Janeiro  y 
en  Buenos  Aires.  Frustrado  el  plan  concebido  por  los  adversa- 
rios de  Chile  para  producir  en  México  una  censura  de  la  Amé- 
rica en  contra  de  su  política,  quedó  en  realidad  condenada  la 
política  de  aquéllos  y  triunfante  la  política  de  paz  que  descansa 
en  la  justicia,  en  el  respeto  mutuo  y  en  el  libre  ejercicio  de  la 
soberanía  que  es  el  fundamento  inconmovible  del  honor  y  la 
dignidad  de  las  naciones. 

Como   estaba   previsto,   no  se  dieron  tregua  los  adversa- 
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rios  de  nuestro  país,  en  aquel  entonces,  en  sus  gestiones  para 
imponer  el  arbitraje  obligatorio  como  resolución  oficial  del  Con- 
greso o  de  la  mayoría  de  él,  y  para  inducir  a  la  Conferencia  a 
extender  su  acción  a  los  conflictos  pendientes. 

En  la  primera  sesión  ordinaria  del  Congreso,  el  Delegado 
argentino  señor  García  Merou,  promovió  un  incidente  calculado 
para  abrir  la  puerta  a  la  intervención  de  la  Conferencia  en  las 
cuestiones  o  conflictos  pendientes  entre  algunos  de  los  países 
americanos.  Refiriéndose  a  las  dificultades  que  en  esos  momen- 
tos amenazaban  la  paz  entre  las  Repúblicas  de  Colombia  y  Ve- 
nezuela, sometió  al  voto  de  la  Conferencia  una  proposición  que 
aparecía  suscrita  por  los  Delegados  de  Argentina,  Perú,  Bolivia, 
Brasil,  Uruguay  y  Paraguay. 

Dicha  proposición  decía: 

"Considerando: 

Que  la  paz  es  la  primera  condición  de  bienestar  y  de  pro- 
greso de  los  pueblos; 

Que  la  armonía  entre  los  Estados  representados  en  esta 
Conferencia,  es  indispensable  para  que  sus  trabajos  tengan  un 
resultado  apetecido; 

Que  la  Conferencia,  invocando  el  origen  común,  las  tradi- 
ciones históricas  y  la  solidaridad  de  intereses  de  las  Repúblicas 
de  Colombia  y  Venezuela,  juzga  oportuno  dirigir  una  palabra 
amistosa  y  deferente  a  los  Gobiernos  de  los  mencionados  países, 
a  fin  de  prevenir  cualquier  doloroso  conflicto  que  en  las  circuns- 
tancias actuales  pudiera  alterar  las  cordiales  relaciones  entre  es- 
tas Repúblicas  hermanas; 

Resuelve: 


1.°  Manifestar  su  deseo  de  que  los  Gobiernos  de  las  refe- 
ridas Repúblicas,  inspirándose  en  los  sentimientos  anteriormente 
expresados,  lleguen  a  un  arreglo  equitativo  y  fraternal  de  sus 
actuales  dificultades; 

2.°  Autorizar  al  Presidente  de  la  Conferencia  para  que 
transmita  por  cable  a  los  referidos  Gobiernos  esta  resolución,  con 
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la  esperanza  de  que  sea  acogida  con  el  mismo   espíritu  de  cor- 
dialidad y  deferencia  que  la  han  inspirado." 

La  Delegación  de  Chile  creyó  de  su  deber  observar  que  esta 
proposición  aún  cuando  fuese  muy  bien  inspirada,  tendía  a  extra- 
limitar  la  acción  del  Congreso. 

Informando  al  Departamento  sobre  este  incidente,  la  Lega- 
ción envió  el  siguiente  telegrama: 

"México,  23  de  Octubre.  -Al  principiar  segunda  sesión  des- 
tinada acordar  reglamento,  Delegado  argentino  presentó  propo- 
sición manifestar  deseos  que  Colombia  y  Venezuela  lleguen 
arreglo  dificultades.  Nosotros  sin  combatir  fondo  y  para  no 
sentar  precedente  pedimos  aplazamiento  hasta  aprobación  regla- 
mento. Se  acordó  discusión  inmediata  por  un  voto  mayoría,  por 
no  haber  dado  importancia  algunos  delegados  a  manifestación 
propuesta.  Moción  fué  aceptada,  absteniéndose  Colombia,  Ve- 
nezuela, Haití,  y  nosotros  por  razón  de  procedimiento." 

En  comunicación  posterior,  dando  cuenta  de  las  respuestas 
recibidas  de  los  Gobiernos  de  Venezuela  y  Colombia,  decía  lo 
siguiente: 

"México,  29  de  Noviembre  de  1901. — Señor  Ministro:  En  el 
telegrama  de  esta  Legación  de  fecha  27  del  corriente,  número  42, 
di  cuenta  a  US.  del  contenido  de  las  respuestas  enviadas  por  los 
Gobiernos  de  Colombia  y  Venezuela  al  Congreso  Pan-Ameri- 
cano, en  los  siguientes  términos: 

"México,  Noviembre  27  de  1901.— Michile.—  Santiago.  -N.° 
43. — Hoy  sesión  secreta  leyéronse  contestaciones  Colombia  Ve- 
nezuela. Ultima  contiene  diatriba  agresiva  contra  Colombia. 
Declara  además  que  voto  Conferencia  no  entre  en  programa 
reunión.  Telegrama  Colombia  agradece  cortesmentente  invita- 
ción y  comunica  que  divergencias  están  sometidas  mediación 
Chile.  Mala  impresión  producida  telegrama  Venezuela  deter- 
minó Presidente  suspender  sesión.  Reabierta  presentó  Chile 
moción  conciliadora  para  archivar  telegramas  sin  abrir  discusión 
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puesto  había  mediación  pendiente.  Aceptóse  unánimemente.  Se- 
sión pública  Delegación  argentina  leyó  disertación  sobre  arbi- 
traje amplio,  obligatorio  y  retroactivo,  no  estando  en  debate  ma- 
teria arbitraje.  Declaró  siempre  había  sostenido  misma  teoría. — 
Bello." 

Habiendo  pedido  copia  de  los  referidos  telegramas  en  con- 
formidad al  acuerdo  adoptado  por  la  Conferencia  a  indicación 
de  la  Delegación  de  Chile,  acompaño  a  US.  el  texto  de  las  res- 
puestas mencionadas  y  de  la  moción  presentada  por  el  señor 
Blest  Gana  en  nombre  de  la  delegación  chilena. 

Llamo  la  atención  de  US.  al  desenlace  que  ha  tenido  este 
incidente  promovido  por  el  delegado  argentino,  señor  García 
Merou,  en  la  primera  sesión  ordinaria  de  la  Conferencia,  con  el 
propósito  manifiesto  de  dar  intervención  a  este  Congreso  en  las 
dificultades  pendientes  entre  algunos  países  de  América  y  de 
sentar  un  precedente  favorable  a  la  política  que  sostienen  en  ma- 
teria de  arbitraje  los  adversarios  de  Chile. 

Ha  quedado  plenamente  justificada  la  actitud  asumida  en 
esa  sesión  por  los  delegados  de  Chile  al  oponerse  a  un  acuerdo 
que  salía  de  la  acción  propia  de  esta  Conferencia  Internacional 
y  tendía  a  extralimitar  sus  funciones. 

El  papel  de  mediador  que  hoy  tiene  Chile  en  la  controver- 
sia de  Colombia  y  Venezuela  que  motivó  aquel  precipitado 
acuerdo,  lo  coloca  en  una  situación  prestigiosa,  ejercitando  una 
influencia  práctica  y  eficaz  en  obsequio  del  restablecimiento  de 
la  paz  y  de  la  cordialidad  entre  esos  países,  que  contrasta  grande- 
mente con  el  rol  desairado  que  les  cabe  a  los  que  pretendieron 
inducir  a  la  Conferencia  a  tomar  una  indebida  intervención  en 
las  dificultades  que  actualmente  dividen  a  esas  dos  Repúblicas 


Dios  guarde  a  US. 

Emilio  Bello  C. 

Al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile. 
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Para  la  mejor  explicación  y  comprobación  de  los  anteceden- 
tes relacionados  con  la  concurrencia  de  Chile  a  este  Congreso 
en  determinadas  condiciones,  estimo  conveniente  reproducir  a 
continuación  la  nota  que  dirigí  con  fecha  3  de  Octubre  al  Minis- 
terio de  Relaciones  Exteriores,  desempeñado  en  ese  momento 
por  el  señor  Eliodoro  Yáñez,  como  miembro  del  primer  Gabine- 
te del  Presidente  Riesco: 

"México,  3  de  Octubre  de  1901. 

Señor  Ministro:  El  día  19  del  mes  último,  después  de  mani- 
festar a  US.  mis  congratulaciones  por  haber  sido  llamado,  a  for- 
mar parte  del  gabinete  con  que  se  ha  iniciado  la  administración 
del  Excmo.  señor  Riesco,  expresaba  a  US.  la  urgencia  de  procu- 
rar una  pronta  resolución  del  Gobierno  respecto  a  la  concurren- 
cia de  nuestro  país  al  Congreso  Pan-Americano  que  en  pocos 
días  más  abrirá  sus  sesiones  en  esta  capital,  y  decía  en  mi  des- 
pacho telegráfico  de  esta  fecha:  "Cumplo  deber  encarecer  pron- 
ta resolución  contestación  Chile  a  Gobierno  México  y  desig- 
nación delegados.  Retardo  creará  molesta  situación  con  este 
Gobierno." 

Lo  avanzado  del  tiempo  y  la  circunstancia  de  ser  Chile  la 
única  nación  que  no  había  dado  su  respuesta  definitiva  al  Gobier- 
no mexicano,  hacían  necesaria  una  inmediata  decisión  de  nues- 
tra Cancillería  a  fin  de  poner  término  a  una  incertidumbre  que 
nada  aconsejaba  mantener  por  más  tiempo. 

La  situación  con  este  Gobierno  comenzaba  a  hacerse  un 
tanto  embarazosa,  pues  la  falta  de  respuesta  por  parte  de  Chile, 
si  bien  atenuada  con  la  presencia  de  una  Legación  aquí  y  con 
las  reiteradas  explicaciones  que  el  infrascrito  ha  tenido  oportu- 
nidad de  dar  a  este  respecto,  no  permitía  obrar  con  entera  fran- 
queza en  un  asunto  en  que  está  interesado  el  prestigio  y  podría 
decirse  el  amor  propio  del  Gobierno  de  México  sin  contar  con 
la  seguridad  de  la  buena  acogida  que  por  nuestra  parte  daríamos 
a  la  invitación  para  la  próxima  Conferencia. 

Bien  comprendía  el  infrascrito  que  la  demora  para  adoptar 
una  resolución  definitiva  e  instruir  a  esta  Legación  del  estado 
en  que  se  encontraba  este  delicado  asunto  después  de  las  últimas 
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gestiones  practicadas  con  relación  al  Programa  del  Congreso,  se 
debía  en  gran  parte  a  las  circunstancias  de  verificarse  en  esos 
momentos  el  cambio  de  administración  en  el  país. 

Por  esta  misma  razón,  recibí  con  verdadera  complacencia  la 
contestación  que  US.  se  apresuró  a  darme  en  su  telegrama  del 
25  de  Septiembre  concebido  en  los  términos  siguientes: 

"Nombrados  Delegados  Matte,  Blest-Gana,  Walker.—  Hoy 
solicito  autorización  Comisión  Conservadora  acreditar  US.  igual 
carácter. 

Walker  lleva  poderes  cuatro  Delegados.— Salió  Valparaíso 
16.  Habiéndose  comunicado  oficialmente  acuerdo  6  Mayo  y  co- 
nocida opinión  Gobierno  México  por  telegrama  Agosto  27  pue- 
de US.  dar  curso  instrucciones  telegrama  Agosto  27,  comuni- 
cando US.  aceptación  Chile  por  no  poder  este  Ministerio  comu- 
nicar directamente— Gestione  US.  activamente  ante  Delegados 
demás  naciones  inclinándolos  no  se  malogre  Congreso  suscitan- 
do cuestión  enojosa  sobre  arbitraje  retroactivo  que  Chile  no 
acepta  ni  Congreso  puede  imponerle. — Fdo. —  Yáñez." 

Permítame  US.  reiterar  aquí  mi  reconocimiento  por  la  es- 
pecial atención  que  respecto  de  mi  persona  contenía  el  primer 
telegrama  que  recibía  de  US.  y  que  ponía  inmediato  y  oportuno 
remedio  a  la  situación  delicada  en  que  me  había  colocado  un  ol- 
vido, probablemente  involuntario  del  honorable  antecesor  de  US. 

En  efecto  la  designación  que  ya  se  había  hecho  de  los  Dele- 
gados de  Chile  al  Congreso  de  México,  omitiendo  el  nombre 
del  Ministro  acreditado  en  este  país,  creaba  al  infrascrito  una 
situación  incompatible  con  el  prestigio  de  que  debe  estar  rodea- 
do todo  representante  diplomático. 

Casi  al  mismo  tiempo  de  recibirse  en  esta  Legación  el  an- 
terior telegrama  de  US.,  se  publicó  en  la  prensa  de  esta  capital, 
la  noticia  de  haber  llegado  a  Nueva  York  los  Delegados  chilenos 
señores  Matte  y  Blest-Gana. 

Me  apresuré,  por  tanto,  a  conferenciar  con  el  señor  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores  para  poner  en  su  conocimiento  la 
respuesta  del  Gobierno  de  Chile  y  la  designación  de  Delegados, 
en  conformidad  con  las  instrucciones  que  acababa  US.  de  impar- 
tirme, ofreciéndole  confirmar  y  precisar  por  escrito  los  términos 
de  dicha  repuesta. 
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En  esta  entrevista  reiteré  al  señor  Mariscal  que  Chile  con- 
curriría al  Congreso  en  las  condiciones  del  programa  definido 
por  acuerdo  del  Comité  de  Washington  de  6  de  Mayo  cuya  co- 
municación oficial  le  había  sido  ya  hecha. 

El  señor  Ministro,  insistiendo  en  su  distinta  manera  de 
apreciar  el  procedimiento  adoptado,  me  significó  que  el  Gobier- 
no de  México  no  consideraba  al  Comité  de  Washington  con  atri- 
buciones suficientes  para  definir  el  programa  que  se  había  en- 
viado a  las  diversas  Repúblicas  con  la  circular  de  invitación  de 
este  Gobierno  al  Congreso  ni  para  imponer  sus  decisiones  al 
Congreso  de  un  modo  obligatorio.  Pero,  que  se  hallaba  de  acuer- 
do con  esa  definición,  porque  su  opinión  era  contraria  a  que  se 
diera  al  arbitraje  una  extensión  inaceptable,  imponiéndolo  con 
los  caracteres  de  obligatorio  para  toda  clase  de  cuestiones  y 
con  alcance  retrospectivo;  como  era  también  contraria  a  que  se 
llevara  a  las  deliberaciones  del  Congreso  asuntos  enojosos  que 
pudieran  dividir  a  algunas  de  las  naciones  concurrentes,  destru- 
yendo la  cordialidad  y  la  armonía  que  debe  existir  en  esta  clase 
de  reuniones,  amistosas  y  pacíficas,  y  no  de  luchas. 

Dejó,  pues,  establecido  que  la  diferencia  sólo  se  refería  al 
procedimiento  y  que,  en  cuanto  al  fondo  mismo  de  las  cuestio- 
nes contempladas  en  el  acuerdo  del  Comité  de  Washington,  no 
había  diferencia  sensible  entre  la  actitud  que  a  su  respecto  ha- 
bía asumido  Chile  y  la  que  México  asumiría  dentro  del  Con- 
greso. 

Las  declaraciones  del  señor  Ministro  me  dejaron  compren- 
der que  este  Gobierno  está  bien  dispuesto  para  llegar  a  una  in- 
teligencia con  el  Gobierno  de  Chile  a  fin  de  proceder  de  acuer- 
do en  las  sesiones  del  Congreso  y  evitar  toda  dificultad  respecto 
del  programa. 

A  este  propósito  encamino  ahora  mis  esfuerzos  ante  esta 
Cancillería.  Me  halaga  la  confianza  de  llegar  a  un  resultado  sa- 
tisfactorio con  la  cooperación  de  los  señores  Delegados  chilenos 
para  obtener  el  concurso  del  mayor  número  posible  de  Delega- 
dos de  los  demás  países. 

En  el  deseo  de  interpretar  con  fidelidad  el  pensamiento  de 
US.  en  cuanto  a  los  puntos  principales  de  la  respuesta  de  Chile 


-     116  - 

al  Gobierno  de  México,  dirigí  a  US.  el  día  25  de  Septiembre  el 
siguiente  telegrama: 

"Para  cumplir  fielmente  intrucciones  US.,  consulto  siguien- 
te respuesta  a  México:  Chile  acepta  invitación  en  condiciones 
de  programa  definido  acuerdo  6  Mayo,  reservando  retirarse  si 
dicho  programa  fuere  modificado  por  Congreso  sin  acuerdo  uná- 
nime. Agradezco  honrosa  designación  Delegado  que  US.  me 
anuncia,  necesaria  para  conservar  con  prestigio  cargo  que  de- 
sempeño." 

US.  tuvo  a  bien  impartirme  las  importantes  y  precisas  ins- 
trucciones que  contiene  el  telegrama  de  ese  Departamento  del 
día  26,  que  dice: 

"Envíe  nota  cordial  aceptando  invitación  y  anunciando  con- 
currencia para  tratar  materias  indicadas  programa  6  Mayo  co- 
municadas oficialmente.  Haga  alusión  a  garantías  que  nos  da 
opinión  manifestada  Gobierno  México  en  notas  a  Embajador 
americano- — Indique  que  éxito  Congreso  en  bien  de  relaciones 
políticas  y  comerciales  americanas  depende  de  no  tratar  cuestio- 
nes enojosas  que  afecten  pactos  anteriores. — Resérvese  derecho 
proceder  como  estimemos  conveniente  si  Congreso  tratara  cues- 
tión extraña  a  ese  Congreso  o  pretende  afectar  nuestro  derecho 
de  nación  soberana. — (Fdo.)—  Yáñez." 

Dando  cumplimiento  a  las  anteriores  instrucciones,  dirigí 
con  fecha  27  al  señor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores  la 
comunicación  que  en  copia  acompaño  a  US.  y  cuyo  envío  anun- 
cié a  US.  en  telegrama  de  esa  misma  fecha  que  reproduzco  a 
continuación: 

"Hoy  dirigí  nota  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  con- 
forme instrucciones  US.— En  conferencia  celebrada  ayer,  el 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  manifestó  que  México  no  re- 
conocía facultad  Comité  para  definir  programa,  pero  que  estaba 
conforme  con  definición  dada.— Esto  permite  esperar  se  produz- 
ca inteligencia  con  este  Gobierno  para  proceder  de  acuerdo  en 
Congreso. — Delegados  Matte,  Blest  ayer  en  Nueva  York. — Nin- 
gún otro  Delegado  presente  México  todavía." 
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Creo  oportuno  imponer  a  US.  de  que  el  señor  Presidente  de 
esta  República,  no  acostumbra  conferenciar  con  los  Ministros, 
Diplomáticos  aquí  acreditados  y  que  su  acción  como  Jefe  del 
Estado  en  los  asuntos  internacionales  la  ejercita  por  intermedio 
del  señor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores  que  es  quien  está 
en  relación  directa  e  inmediata  con  el  cuerpo  Diplomático. 

Esto  no  obstante,  me  pareció  conveniente  solicitar  una 
audiencia  del  Excmo.  General  don  Porfirio  Díaz  a[fin  de  ratificarle 
en  una  amistosa  entrevista  la  aceptación  del  Gobierno  de  Chile, 
la  designación  de  sus  Delegados  y  los  propósitos  de  cordialidad 
hacia  México  que  en  parte  principal  habían  influido  para  con- 
currir a  la  Conferencia  que  aquí  se  reunirá. 

Quise  también  aprovechar  la  oportunidad  de  recordar  a 
S.  E.  las  razones  que  Chile  había  tenido  para  exigir  un  progra- 
ma definido  y  que,  al  mismo  tiempo,  le  habían  impedido  dar 
una  inmediata  respuesta  al  Gobierno  de  México. 

Acompañado  del  señor  Mariscal  acudí  a  la  cita  que  el  señor 
Presidente  me  dio  para  el  día  30  de  Septiembre. 

En  la  muy  amistosa  conversación  que  sostuve  con  S.  E., 
dejé  cumplido  el  objeto  de  mi  visita  y  me  fué  satisfactorio  en- 
contrar de  parte  del  señor  General  Díaz  la  más  favorable  acogi- 
da. El  señor  Presidente  me  expresó  sus  simpatías  por  Chile  y 
me  dijo  que  consideraba  perfectamente  justificada  su  actitud, 
confirmando  explícitamente  la  opinión  de  este  Gobierno  de  que 
el  Congreso  debiera  ocuparse  exclusivamente  de  las  cuestiones 
que  pudieran  tratarse  con  espíritu  tranquilo  y  desapasionado. 

En  el  mismo  día  dirigí  a  US.  el  siguiente  telegrama: 

"Conferencié  Presidente  de  la  República  para  ratificar  en 
términos  amistosos  aceptación  Chile  y  designación  Delegados. — 
Confirmó  opinión  México  no  tratar  Congreso  cuestiones  que 
provoquen  discusiones  enojosas. — Si  lo  estima  oportuno,  podría 
publicarse  respuesta  a  Chile  en  que  consta  opinión  México." 

Comprendiendo  la  influencia  que  podría  ejercer  en  el  ánimo 
de  los  Delegados  de  las  demás  naciones  la  opinión  de  México  en 
lo  relativo  a  las  cuestiones  que  deben  tratarse  en  el  Congreso, 
y  lo  mucho  que  facilitaría  la  tarea  de  los  representantes  de  Chi- 
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le  para  obtener  adhesiones  a  esta  opinión,  hice  a  US.  la  consulta 
que  contiene  la  última  parte  del  telegrama  transcrito.  Al  hacer- 
lo, he  pensado  que  la  publicación  de  la  respuesta  de  Chile  se 
haría  en  todo  caso  previo  acuerdo  con  este  Gobierno. 

Termino  expresando  a  US.  que,  mientras  me  quepa  el  ho- 
nor de  desempeñar  esta  Legación,  continuaré  poniendo  todos 
mis  esfuerzos  para  servir  eficazmente  los  intereses  del  país  en 
conformidad  a  las  intrucciones  de  ese  Departamento,  confiado 
hoy  a  la  clara  inteligencia  y  al  patriotismo  de  US. 

Dios  guarde  a  US. 

Emilio  Bello  C." 


Conforme  con  las  instrucciones  recibidas,  el  Ministro  de 
Chile  envió  a  la  Secretaría  de  Relaciones  de  México  la  nota  en 
la  cual  expresaba  a  nombre  de  su  Gobierno  la  aceptación  de 
Chile  para  concurrir  al  Congreso  y  comunicaba  la  designación 
de  los  Delegados  que  lo  representarían  en  esa  Conferencia  In- 
ternacional Americana. 

Dicha  nota  dice  así: 

"México,  27  de  Septiembre  de  1901. 

Señor  Ministro:  Circunstancias  relacionadas  con  la  trami- 
tación a  que  dio  lugar  la  aclaración  o  definición  del  programa  de 
la  Conferencia  Internacional  que  se  reunirá  próximamente  en 
esta  ciudad,  habían  venido  retardando,  como  V.  E.  sabe,  la  res- 
puesta del  Gobierno  de  Chile  a  la  invitación  que  el  Gobierno  de 
México  dirigió  a  las  diversas  Repúblicas  Americanas. 

Debiendo  la  resolución  que  Chile  adoptase  a  este  respecto, 
descansar  en  el  conocimiento  previo  del  programa  de  los  asun- 
tos en  que  se  ocuparía  la  Conferencia,  y  habiéndole  sugerido 
algunas  observaciones  el  proyecto  de  programa  sometido  a  los 
Gobiernos  por  el  Comité  Ejecutivo  de  la  Unión  de  Repúblicas 
Americanas  que  funciona  en  Washington,  encargado   de   elabo- 
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rarlo,  hubo  mi  Gobierno  de  aguardar  el  resultado  de  las  ges- 
tiones que  encomendó  al  señor  Ministro  de  Chile  allí  acreditado, 
a  fin  de  obtener  la  definición  de  los  puntos  del  referido  programa 
que  estimaba  vagos  o  indeterminados. 

Mi  Gobierno  ha  recibido  ya  comunicación  oficial  del  acuer- 
do adoptado  sobre  el  particular  por  el  referido  Comité  y,  por 
consiguiente,  se  halla  en  aptitud  de  expresar  su  respuesta  al 
de  V.  E. 

En  conformidad  a  las  instrucciones  que  me  ha  impartido  el 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  cumplo  gustoso  con  el 
encargo  de  manifestar  a  V.  E.  que  Chile  acepta  la  invitación 
para  concurrir  a  la  Segunda  Conferencia  Americana,  animado 
de  los  mejores  propósitos  para  tratar  con  levantado  espíritu  de 
las  materias  indicadas  en  el  programa  que  el  referido  Comité  de 
Washington  acordó  en  su  sesión  de  6  de  Mayo  último. 

Mira  mi  Gobierno  con  particular  complacencia  que  la  reu- 
nión del  Congreso  tenga  lugar  en  la  capital  de  la  Nación  mexi- 
cana, a  la  que  le  unen  sentimientos  de  sincera  cordialidad  y  de 
la  más  franca  y  leal  amistad. 

Estima,  asimismo,  que  la  opinión  manifestada  por  el  Go- 
bierno de  V.  E.  en  el  sentido  de  que  el  Congreso  se  ocupe  ex- 
clusivamente en  las  cuestiones  que  sea  posible  discutir  con 
ánimo  sereno  y  desapasionado,  permite  confiar  en  sus  felices 
resultados,  ya  que  el  éxito  de  este  Congreso  y  su  provechosa 
influencia  en  bien  de  las  relaciones  políticas  y  comerciales  de  la 
América,  dependerán  en  parte  principal  de  que  no  se  lleven  a 
sus  deliberaciones  cuestiones  extrañas  a  sus  nobles  y  altos  fines, 
que  puedan  dividir  a  las  naciones  concurrentes  o  que  afecten 
pactos  anteriores  ya  perfeccionados,  no  sujetos  a  ulterior  revi- 
sión o  examen. 

Si,  contra  lo  que  es  de  esperar  y  de  desear,  llegaran  a  tra- 
tarse en  el  Congreso  esas  cuestiones  no  incluidas  en  el  programa 
referido,  mi  Gobierno  se  reserva  toda  la  libertad  necesaria  para 
proceder  en  la  forma  que  mejor  convenga  a  los  derechos  de 
Chile  como  Nación  soberana  e  independiente. 

Me  es  grato  participar  a  V.  E.  que  el  Gobierno  de  Chile  ha 
designado  a  los  señores  Augusto  Matte,  Alberto  Blest  Gana, 
Joaquín  Walker  Martínez  y  al  infrascrito,  para  que   concurran 
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en  el  carácter  de  Delegados  al  Congreso  Pan-Americano  que  en 
breve  abrirá  sus  sesiones  en  esta  capital. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi   más  alta  y  dis- 
tinguida consideración.- (Firmado). —  Emilio  Bello  C." 


El  Congreso  inició  sus  sesiones  el  23  de  Octubre. 

No  entra  en  los  propósitos  de  esta  publicación,  hacer  una 
relación  detallada  de  las  discusiones  y  resoluciones  de  este  Con- 
greso, lo  que  le  daría  proporciones  que  no  corresponden  a  los 
modestos  límites  de  estas  "Anotaciones". 

Deseo  simplemente  referirme  a  la  cuestión  del  arbitraje 
que,  como  se  ha  dicho  antes,  involucraba  las  cuestiones  que 
afectaban  la  política  de  Chile  en  aquellos  momentos. 

México  trató  de  evitar  la  controversia  que  necesariamente 
esta  cuestión  provocaría  en  el  Congreso,  si  no  se  presentaba  una 
fórmula  conciliadora  como  base  de  discusión. 

La  Delegación  mexicana  preparó,  con  este  fin,  un  proyecto 
de  arbitraje  en  el  cual  se  eliminaba  su  carácter  retrospectivo  y 
se  reconocía  a  cada  nación  el  derecho  de  eliminar  determinadas 
cuestiones  pendientes  al  tiempo  de  aceptar  la  Convención  de 
arbitraje. 

Considero  de  verdadero  interés  dar  a  conocer  la  historia  del 
proyecto  mexicano,  la  cual  se  encontrará  en  las  informaciones 
que  la  Legación  de  Chile  en  México  enviaba  al  Departamento 
de  Relaciones  Exteriores. 

En  nota  de  30  de  Octubre  de  1901,  decía: 

"México,  30  de  Octubre  de  1901. 

Señor  Ministro:  Cúmpleme  dar  cuenta  a  US.  de  dos  impor- 
tantes conferencias  a  que  fui  invitado  por  el  señor  José  Liman- 
tour,  Ministro  de  Hacienda  de  esta  República,  en  los  días  21  y 
22  del  presente  mes. 

En  la  primera  de  ellas,  me  significó  el  señor  Limantour  sus 
deseos  de  hablarme  sobre  uno  de  los  asuntos  más  importantes 
que  habrá  de  tratar  la  Conferencia  Internacional   de  México,  el 
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referente  al  arbitraje.  Comenzó  por  explicarme  su  intervención 
en  estas  cuestiones  que  son  de  la  incumbencia  de  la  Secretaría 
de  Relaciones  Exteriores,  manifestándome  que  le  había  cabido 
una  parte  activa  en  las  deliberaciones  que  sobre  tan  importante 
materia  habían  tenido  lugar  en  los  Consejos  de  Gobierno,  y  aún 
en  la  redacción  de  las  bases  que  se  dieron  a  la  Delegación  mexi- 
cana para  presentar,  con  arreglo  a  ellas,  un  proyecto  de  Con- 
vención sobre  arbitraje  a  la  consideración  del  Congreso.  Dióme 
en  seguida  a  conocer  las  opiniones  que  habían  predominado  en 
el  seno  del  Gobierno  en  lo  relativo  al  alcance  y  amplitud  que 
debiera  darse  al  arbitraje  en  el  indicado  proyecto.  Según  lo  que 
me  expresó  el  señor  Ministro,  el  Gobierno  de  México  se  propo- 
nía presentar  a  la  Conferencia  un  proyecto  que,  sin  aceptar  el 
arbitraje  obligatorio  y  permanente  para  todas  las  cuestiones  que 
puedan  surgir  entre  las  Repúblicas  Americanas,  diera  en  parte 
satisfacción  a  la  tendencia  de  aquellos  que  se  esfuerzan  porque  el 
Congreso  de  México  llegue  en  materia  de  arbitraje  a  conclu- 
siones que  signifiquen  un  nuevo  progreso  con  relación  a  lo  que 
se  ha  obtenido  en  otros  Congresos  Internacionales  en  el  camino 
de  prevenir  los  conflictos  armados  entre  las  naciones. 

Inspirándose  en  este  propósito  y  en  el  deseo  de  evitar  una 
discusión  enojosa  sobre  el  programa  del  Congreso,  en  la  que 
necesariamente  habría  de  producirse  la  grave  divergencia  res- 
pecto del  arbitraje,  el  Gobierno  de  México  tenía  preparado  un 
proyecto  moderado  y  encaminado  a  conciliar  en  lo  posible  las 
diversas  tendencias  y  opiniones  de  los  países  aquí  congregados 
para  presentarlo  como  base  de  discusión,  como  el  verdadero 
programa  para  los  trabajos  de  la  Conferencia,  creyendo  de  este 
modo  procurar  la  armonía  y  la  cordialidad  entre  los  miembros 
del  Congreso,  necesaria  para  asegurar  el  éxito  de  sus  labores. 

Terminó  el  señor  Limantour  expresándome  que  el  proyecto 
que  en  concepto  de  este  Gobierno  consultaba  mejor  las  ideas 
apuntadas,  era  el  presentado  a  la  Conferencia  de  La  Haya  por  el 
Gobierno  Imperial  ruso,  el  cual,  aunque  no  tuvo  la  aprobación 
de  aquella  célebre  asamblea  por  no  haber  reunido  la  unanimidad 
de  los  votos  de  las  naciones  en  ella  representadas,  contenía  al- 
gunas innovaciones  que,  sin  dar  una  amplitud  inaceptable  al 
principio  del  arbitraje  obligatorio,  limitaban  su  establecimiento 
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a  cuestiones  determinadas  que  han  sido  ya  sometidas  en  forma 
obligatoria  a  la  justicia  arbitral  por  algunos  países,  y  que  impor- 
taría un  paso  más  dado  en  el  camino  de  realizar  la  nobilísima 
aspiración  de  la  paz  universal.  Las  grandes  conquistas  del  de- 
recho internacional  y  del  progreso  humano,  se  han  alcanzado, 
dijo  el  señor  Limantour,  con  actos  que  en  su  principio  no  han 
tenido  gran  transcendencia  ni  significación,  pero  que  han  prepa- 
rado poco  a  poco  el  terreno  para  reformas  de  mayor  impor- 
tancia. 

Cuidó  el  señor  Limantour  de  manifestarme  que  la  conversa- 
ción a  que  me  había  invitado,  revestía  un  carácter  simplemente 
amistoso  y  privado,  y  que  obedecía  al  deseo  de  allanar  y  preve- 
nir posibles  dificultades  al  iniciarse  las  tareas  del  Congreso. 

Comprendo,  dije  al  señor  Ministro,  el  buen  espíritu  que  ha 
movido  a  Ud.  al  invitarme  a  este  cambio  de  ideas  y  no  puedo 
menos  que  felicitarme  y  de  agradecerle  que  me  haya  procurado 
la  oportunidad  de  discutir  esta  delicada  cuestión,  porque  en  este 
momento  podemos  ambos  contribuir,  al  propósito  de  México,  que 
es  también  el  de  Chile,  de  prevenir  dificultades  que  más  tarde 
pudieran  esterilizar  la  labor  del  Congreso  o  crear  situaciones 
enojosas  y  desagradables. 

No  puedo  ocultar  la  sorpresa  que  me  causa,  agregué,  todo 
cuanto  se  ha  servido  Ud.  comunicarme  respecto  del  proyecto  que 
en  materia  de  arbitraje  se  propone  presentar  al  Congreso  el  Go- 
bierno de  México. 

Había  tenido  oportunidad  de  tratar  detenidamente  este  asun- 
to con  el  señor  Mariscal,  y  había  obtenido  de  él  declaraciones 
muy  satisfactorias,  que  me  apresuré  a  transmitir  a  mi  Gobierno. 
En  lo  concerniente  al  arbitraje  obligatorio,  me  ha  significado  en 
reiteradas  ocasiones  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
que  México  no  lo  acepta  ahora  como  no  lo  ha  aceptado  antes, 
y  que  su  actitud  en  el  Congreso  Pan-Americano,  así  como  sus 
instrucciones  a  la  delegación  que  en  él  debe  representarlo,  se 
ajustarán  a  las  conclusiones  de  la  Conferencia  de  La  Haya  que 
suscribió  con  las  demás  naciones  que  concurrieron  a  dicha  Con- 
ferencia. 

Me  ha  declarado,  además,  el  señor  Mariscal  que  la  delega- 
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ción  mexicana  presentará  un  proyecto  análogo  al  aprobado  en 
La  Haya. 

Yo  he  dado,  por  consiguiente,  a  mi  Gobierno  las  segurida- 
des de  que  existe  completo  acuerdo  entre  Chile  y  México  en 
cuanto  a  la  extensión  y  alcance  que  debe  darse  al  arbitraje. 

No  ignora,  por  lo  demás,  el  señor  Ministro  que  el  Gobierno 
de  Chile  ha  expresado  con  franqueza  y  claridad  las  condiciones 
en  que  ha  aceptado  la  invitación  para  concurrir  a  este  Congreso 
y  que  ha  tomado  las  garantías  necesarias  para  que  no  se  lleven 
a  sus  debates,  encubierto  con  el  arbitraje  obligatorio,  las  cues- 
tiones o  dificultades  pendientes  entre  algunas  Repúblicas  ameri- 
canas, que  no  pueden  ni  deben  tratarse  en  un  Congreso  del  ca- 
rácter que  tiene  el  Congreso  de  México. 

El  problema  del  arbitraje,  dije,  puede  ser  considerado  con 
dos  criterios  diferentes,  según  se  atienda  a  la  cuestión  de  princi- 
pio o  a  la  cuestión  de  interés  político  de  actualidad.  En  el  primer 
caso,  es  posible  creer  que  todas  las  naciones  del  orbe  lleguen  al- 
gún día  a  ponerse  de  acuerdo  para  entregar  todas  sus  diferencias 
al  fallo  arbitral,  y  muy  nobles  y  generosos  serán  los  esfuerzos 
que  se  hagan  en  este  sentido. 

Pero,  aún  en  este  terreno  elevadísimo  de  los  principios,  cabe 
disentir  de  los  que  sostienen  la  teoría  del  arbitraje  obligatorio, 
por  cuanto  este  importa  una  limitación  inaceptable  del  derecho 
sagrado  de  la  soberanía  que  actualmente  se  empeñan  en  res- 
guardar todas  las  naciones  que  tienen  conciencia  de  sus  dere- 
chos de  nación  soberana  e  independiente. 

Ahora,  si  se  atiende  al  aspecto  que  presentan  la  política  in- 
ternacional americana  y  las  cuestiones  que  agitan  y  dividen  a 
algunas  de  las  Repúblicas  del  continente,  si  se  observa  que  se 
levanta  la  bandera  del  arbitraje  obligatorio  con  propósitos  mera- 
mente políticos,  con  la  intención  de  promover  en  el  seno  del 
Congreso  esas  mismas  cuestiones  que  son  materia  de  controver- 
sia actual  entre  los  países  concurrentes,  ¿quién  podría  confiar 
en  los  buenos  resultados  del  arbitraje  propuesto  como  medida  de 
imposición  y  de  hostilidad  de  unos  países  respecto  de  otros? 

En  el  proyecto  del  Gobierno  imperial  ruso  presentado  a  la 
Conferencia  de  La  Haya,  se  proponía  como  principio  general  el 
arbitraje  facultativo,  y  como  excepción,  se  le  hacía  obligatorio 
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para  algunas  cuestiones  de  importancia  secundaria  que  se  enu- 
meraban taxativamente  y  respecto  de  las  cuales  se  creía  que 
ninguna  nación  tendría  dificultad  para  aceptar  de  antemano  que 
fuesen  objeto  de  un  juicio  arbitral,  como  en  los  casos  de  las 
convenciones  postales,  sanitarias,  sobre  ferrocarriles,  telégra- 
fos, etc. 

Pero  no  se  estimó  prudente  limitar  la  acción  de  los  Gobier- 
nos en  caso  alguno  ni  comprometer  el  principio  general  para  al- 
canzar una  conquista  que  vale  poco  con  relación  al  principio  que 
con  ella  se  lastima. 

¿Cree  el  señor  Limantour  que  por  alcanzar  esa  pequeña 
conquista  valdría  la  pena  de  poner  en  peligro  el  éxito  del  Con- 
greso de  México? 

Por  otra  parte,  si  el  proyecto  de  la  Delegación  mexicana  so- 
bre arbitraje  tiene  por  objeto  presentar  una  base  de  discusión, 
un  programa  que  evite  la  discusión  sobre  la  cuestión  de  fondo 
que  se  ha  suscitado  al  tratarse  de  definir  el  proyecto  de  progra- 
ma que  se  envió  a  los  países  invitados,  si  es  éste  el  sano  y  le- 
vantado propósito  que  persigue  el  gobierno  de  México  al  tomar 
esta  iniciativa,  es  evidente  que  dicho  proyecto  debe  alejar  toda 
posibilidad  de  que  surja  desde  el  momento  de  su  presentación  la 
dificultad  que  trata  de  salvar. 

El  señor  Limantour,  me  reiteró  que  México  no  aceptaba  el 
arbitraje  obligatorio  y  permanente  para  todas  las  cuestiones  que 
se  susciten  entre  los  diversos  países,  pero  que  esta  declaración 
no  excluía  la  idea  de  limitarlo  a  ciertas  y  determinadas  cuestio- 
nes, dejando  además  a  salvo  el  derecho  de  cada  nación  para  eli 
minar,  al  tiempo  de  suscribir  el  respectivo  proyecto,  las  cuestio- 
nes que  no  deseaba  someter  a  arbitraje,  indicándolas  de  un  modo 
expreso. 

Me  agregó  que  el  Gobierno  mexicano  mantenía  su  propósi- 
to de  evitar  toda  cuestión  desagradable  en  el  Congreso  y  que  es- 
taba dispuesto  a  aceptar  las  indicaciones  que  tendieran  a  este 
fin,  como  lo  demostraba  la  conversación  que  sostenía  con  el  in- 
frascrito para  tomar  en  cuenta  las  ideas  y  observaciones  que  le 
hiciera  sobre  el  particular. 

Como  hasta  ese  momento  discurríamos  sobre  las  ideas  ge- 
nerales de  un  proyecto  cuyos  términos  no  me  era  dable  apreciar 
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exactamente  sin  tenerlo  a  la  vista,  hice  notar  al  señor  Ministro 
que  para  darle  una  opinión  más  fundada  necesitaba  conocer  el 
texto  mismo  del  proyecto. 

Accediendo  a  esta  insinuación  pasó  en  seguida  a  leerme  los 
artículos  pertinentes  del  referido  proyecto. 

Pude  desde  el  primer  momento  observar  que  existía  entre 
el  proyecto  del  Gobierno  mexicano  y  el  proyecto  ruso,  una  dife- 
rencia sustancial.  Mientras  este  último  establece  como  principio 
general  el  arbitraje  facultativo  y  como  excepción  el  arbitraje 
obligatorio  para  determinados  asuntos,  el  proyecto  cuya  lectura 
acababa  de  oir  establecía  como  principio  general  el  arbitraje  obli- 
gatorio y  como  excepción  el  arbitraje  facultativo  para  determi- 
nadas materias. 

Observé  inmediatamente  al  señor  Ministro  este  cambio  fun- 
damental y  le  anticipé  desde  luego  mi  opinión  de  que  semejante 
proyecto  sería  rechazado  por  Chile. 

Siendo  la  hora  avanzada,  ofrecí  al  señor  Limantour  ponerme 
de  acuerdo  con  mis  colegas  de  la  Delegación  de  Chile  para  ex- 
presarle una  opinión  más  concreta  en  nuestra  próxima  entrevista, 
que  quedó  acordada  para  el  día  siguiente. 

En  la  tarde  del  mismo  día  me  reuní  con  los  señores  Blest 
Gana,  Matte  y  Walker  Martínez  para  darles  cuenta  de  mi  con- 
ferencia con  el  señor  Limantour  y  de  estudiar  de  acuerdo  con 
ellos  la  respuesta  que  debiera  darle  sobre  el  asunto  que  me  había 
sido  consultado. 

Comprendimos  que  el  paso  dado  por  el  señor  Ministro  de 
Hacienda,  obedecía  al  propósito  de  sondear  en  forma  privada  la 
actitud  de  Chile  en  lo  relativo  al  grave  problema  del  arbitraje, 
buscando  un  camino  extra-oficial  que  hiciera  más  fácil  una  con- 
sulta que  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  no  se  halla- 
ba en  situación  de  hacer  después  de  las  declaraciones  producidas 
por  su  parte  y  por  parte  del  infrascrito  en  las  gestiones  que  pre- 
cedieron a  la  aceptación  de  nuestro  Gobierno  para  concurrir  al 
Congreso  de  México  y  en  la  respuesta  definitiva  dada  con  arre- 
glo a  las  instrucciones  de  US.,  a  este  Gobierno. 

Tomando  en  cuenta  la  necesidad  de  mantener  en  la  forma 
más  esplícita  las  declaraciones  hechas  por  Chile  en  esta  materia 
y  de  acentuar  con  firmeza  la  actitud    asumida   por  nuestro  Go- 
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bierno  en  presencia  de  la  reunión  de  este  Congreso  Internacio- 
nal Americano,  convinimos  en  que  yo  analizaría  con  toda  clari- 
dad, al  señor  Limantour,  los  fundamentos  de  la  respuesta  dada 
por  Chile  al  Gobierno  de  México  y  le  declararía  la  resolución  de 
mantenernos  dentro  del  terreno  que  nos  señalaban  esa  respuesta 
y  las  instrucciones  que  en  consonancia  con  ella  nos  habían  sido 
impartidas. 

En  mi  segunda  entrevista  con  el  señor  Ministro  de  Hacien- 
da, comencé  por  expresarle  la  profunda  extrañeza  que  a  los  de- 
legados chilenos  había  causado  la  noticia  del  proyecto  que  el 
Gobierno  mexicano  había  preparado  en  materia  de  arbitraje  y 
que  tan  poco  en  armonía  se  hallaba  con  las  declaraciones  del  se- 
ñor Mariscal  que  en  no  poca  parte  habían  influido  en  el  ánimo 
del  Gobierno  de  Chile  para  decidir  su  aceptación  a  la  invitación 
de  México- 

El  señor  Limantour  me  observó  que  en  nada  se  había  modifi- 
cado la  actitud  deferente  hacia  Chile  de  parte  del  Gobierno  de 
México,  como  lo  probaba  el  hecho  de  ser  a  los  representantes  chi- 
lenos a  quiénes  primeramente  sometía  el  proyecto  de  arbitraje 
con  el  ánimo  de  tomar  en  especial  consideración  las  observacio- 
nes que  tuvieran  a  bien  hacerle  y  dejando  abierta  la  puerta  para 
introducir  en  dicho  proyecto  las  reformas  que  fuera  posible  acep- 
tar dentro  del  propósito  de  buscar  la  fórmula  conciliatoria  de  las 
corrientes  extremas  del  Congreso  en  materia  tan  delicada. 

Reiteré  al  señor  Limantour  que  Chile  concurría  al  Congre- 
so confiado  en  dos  declaraciones  fundamentales:  La  primera  for- 
mulada por  la  autoridad  que  fué  encargada  de  elaborar  el  pro- 
grama de  la  Conferencia  en  el  sentido  de  que  el  arbitramento  no 
envolvería  en  ningún  caso  un  ataque  a  la  soberanía  e  indepen- 
dencia de  las  naciones  concurrentes,  haciéndolo  extensivo  a  las 
cuestiones  o  dificultades  actuales  o  pasadas  o  derivadas  de  actos 
o  tratados  anteriores;  y  la  segunda,  formulada  por  el  Gobierno 
de  México  en  el  sentido  que  solo  deberán  tratarse  en  el  Congre- 
so las  cuestiones  que  puedan  discutirse  con  ánimo  sereno  y 
desapasionado. 

En  cuanto  al  principio  del  arbitraje  obligatorio,  le  manifesté 
que  Chile  lo  rechazaba  en  absoluto,  porque  no  existe  ninguna 
razón  bastante  poderosa  que  le  aconseje  sacrificar  o  limitar  sus 
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derechos  de  nación  soberana.  Y  en  cuanto  al  arbitraje  con  carác- 
ter retrospectivo,  Chile  no  acepta  siquiera  que  él  pueda  ser  dis- 
cutido por  el  Congreso,  porque  ha  exigido  y  obtenido  en  tiem- 
po oportuno  que  este  punto  quede  excluido  del  programa  de  la 
Conferencia. 

Esta  actitud  de  nuestra  Cancillería  corresponde  a  su  políti- 
ca respetuosa  de  los  derecho  de  las  demás  naciones,  pero,  a  la 
vez,  firme  en  la  defensa  y  resguardo  de  los  más  sagrados  intere- 
ses de  nuestro  país. 

Concurriremos  con  lealtad  y  animados  de  los  mejores  propósi- 
tos a  la  obra  de  interés  general  que  corresponde  a  este  Congreso 
Americano;  pero  rechazaremos  todo  aquello  que  tienda  a  extra- 
limitar  su  acción,  a  desnaturalizar  sus  fines,  o  a  crearnos  una 
situación  molesta. 

Manifestóme  el  señor  Limantour  que  estimaba  como  yo  que 
la  labor  del  Congreso  debía  concretarse  a  las  cuestiones  de  in- 
terés común,  eliminando  todo  motivo  de  discordia  o  de  división; 
que  sólo  debían  buscarse  conclusiones  que  contaran  con  la  una- 
nimidad de  los  países  congregados;  y  terminó  expresándome  que 
bastaría  la  oposición  de  uno  de  ellos  para  impedir  la  adopción 
de  un  proyecto  como  el  de  que  tratábamos. 

Convino  en  procurar  que  él  fuera  reconsiderado  por  el  Go- 
bierno mexicano  para  conformarlo  más  exactamente  a  los  térmi- 
nos en  que  está  concebido  el  proyecto  ruso,  pero  insistiendo  en 
la  conveniencia  de  dar  cabida  al  arbitraje  obligatorio  en  la  forma 
establecida  en  dicho  proyecto  para  darle  un  carácter  conciliato- 
rio al  que  presentase  la  Delegación  de  México. 

En  conclusión,  manifesté  al  señor  Limantour  que  la  presen- 
tación del  proyecto  ruso  como  base  de  discusión,  si  el  Gobierno 
de  México  creía  conveniente  insistir  en  él,  no  afectaba  a  las  ba- 
ses fundamentales  del  programa  aceptado  por  Chile  si  se  con- 
servaba la  forma  en  que  fué  presentado  al  Congreso  de  La 
Haya;  pero  que  nuestra  Delegación  se  reservaría  no  aceptarlo  en 
la  parte  que  establecía  una  limitación  del  arbitraje  facultativo, 
dándole  carácter  obligatorio  en  determinados  casos. 

El  señor  Limantour  quedó  de  comunicarme  la  resolución 
que  sobre  la  materia  adoptase  este  Gobierno. 

He  tratado  de  transmitir  a  US.  con  la  mayor  fidelidad  posi- 
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ble  las  ideas  cambiadas  en  forma  amistosa  y  estrictamente  con- 
fidencial en  las  interesantes  entrevistas  que  he  celebrado  con  el 
señor  Ministro  de  Hacienda.  Estas  han  tenido  una  importancia 
considerable  para  conocer  la  actitud  de  México  en  la  cuestión 
más  delicada  y  de  mayor  entidad  de  las  que  se  tratarán  en  la 
Conferencia  actualmente  reunida  en  esta  ciudad. 

Por  lo  que  dejo  expuesto,  verá  US.  que  este  Gobierno,  co- 
locado en  la  situación  de  armonizar  en  lo  posible,  las  diversas 
tendencias  y  opiniones,  se  esfuerza  en  encontrar  la  fórmula  que 
mejor  refleje  su  imparcialidad  y  su  deseo  de  satisfacer  todas  las 
aspiraciones. 

Y  si  bien  esta  política  del  Gobierno  mexicano,  justificada 
•por  la  circunstancia  de  ser  el  que  hospeda  en  su  capital  a  todos 
los  representantes  de  la  América,  no  puede  serle  del  todo  favo- 
rable, hay  que  reconocer  que  este  Gobierno  observa  una  defe- 
rencia especial  hacia  Chile  cuando  busca  el  acuerdo  de  sus  re- 
presentantes para  proceder  en  la  cuestión  del  arbitramento  y 
ofrece  las  seguridades  de  no  contrariar  ninguna  de  las  exigen- 
cias fundamentales  de  nuestro  Gobierno  para  mantener  su  re- 
presentación en  el  Congreso. 

Dios  guarde  a  US. 

Emilio  Bello  C. 

Al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile. 


Las  informaciones  sobre  el  Proyecto  mexicano  relativo  al 
arbitraje  suministradas  al  Ministerio  de  Relaciones  de  Chile  por 
su  Legación  en  México  se  encontrarán  en  el  telegrama  de  fecha 
6  de  Noviembre  de  1901  y  nota  de  14  del  mismo  mes  que  se  re- 
producen a  continuación: 

"N.°  32.     México,  14  de  Noviembre  de  1901. 

Señor  Ministro:  El  día  6  del  actual  se  dio  lectura  en  sesión 
secreta  del  Congreso  Pan-Americano  al  proyecto  sobre  Media- 
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ción,  Buenos  Oficios,  Comisiones  Internacionales  de  Investiga- 
ción y  Arbitraje,  presentado  por  la  Delegación  mexicana. 

En  el  mismo  día  dirigí  a  US.  un  telegrama  en  el  que  tras- 
cribí la  parte  sustancial  del  capítulo  referente  al  arbitraje,  el 
más  importante  del  proyecto  y  el  único  que  contiene  disposi- 
ciones diversas  del  que  aprobó  la  Conferencia  de  La  Haya,  to- 
mado como  base  por  la  referida  Delegación. 

Incluyo  hoy  el  texto  íntegro  del  proyecto  y  las  dos  exposi- 
ciones de  motivos  de  que  fué  acompañado. 

Con  fecha  7  di  a  US.  algunas  informaciones  sobre  este 
proyecto,  en  los  términos  que  indica  el  telegrama  siguiente: 

"México,  6  de  Noviembre  de  1901. 

Michile  —  Santiago.— N.°  34. 

Hoy  leyóse  sesión  secreta  proyecto  Delegación  mexicana 
sobre  arbitraje.  Títulos  referentes  mediación  y  Corte  Arbitraje 
análogo  La  Haya.  Capítulo  justicia  arbitral  establece  regla  ge- 
neral arbitraje  obligatorio  para  controversias  no  resueltas  vía 
diplomática,  siempre  que  a  juicio  exclusivo  de  algunas  de  las 
naciones  interesadas  no  afecten  independencia  ni  honor  nacio- 
nal. Igualmente  para  controversias  pendientes  que  en  el  mo- 
mento de  firmar  o  ratificar  tratados  no  fueren  objeto  de  salvedad 
especial  de  parte  de  alguna  de  las  naciones  interesadas.  No  se 
considerarán  comprometidos  honor  ni  independencia  en  contro- 
versias suscitadas  en  casos  daño  pecuniario  sufridos  por  un  país 
por  actos  de  otros,  ni  en  casos  interpretación  o  cumplimiento 
tratados  sobre  protección  internacionales  grandes  arterias  circu- 
lación universal  o  intereses  intelectuales  o  morales  de  algunas 
de  las  partes  contratantes,  ni  los  celebrados  para  poner  en  vigor 
principios  derecho  internacional  privado,  civil  o  penal  ni  los  de 
reciprocidad  comercial  y  monetarios,  ni  los  relativos  régimen 
aguas  internacionales  y  pesca,  ni  las  de  límites  siempre  que 
controversias  se  refieran  a  cuestiones  meramente  técnicas.  En 
controversias  que  afecten  honor  nacional,  establécese  arbitraje 
facultativo  para  nación  ofendida  y  obligatorio  para  ofensora.  Es- 
tablécese como  sanción  para  nación  que  no  se  someta  al  laudo 
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arbitral  o  se  niegue  aceptar  arbitraje  en  casos  obligatorios  la 
censura  pública  de  las  demás  naciones  extrañas  al  conflicto  sin 
considerarla  actos  de  hostilidad  respecto  país  censurado.  Pro- 
yecto fija  ciudad  Quito  asiento  Tribunal  Arbitral.     Helio." 


Completando  las  anteriores  informaciones  y  ampliando  las 
que  contiene  el  oficio  de  esta  Legación  de  fecha  30  de  Octubre, 
en  que  di  cuenta  detallada  a  US.  de  mis  conferencias  con  el 
señor  Limantour,  Ministro  de  Hacienda,  paso  a  exponer  a  US. 
algunos  antecedentes  y  datos  que  permitirán  a  ese  Departamento 
apreciar  el  alcance  y  verdadero  espíritu  del  proyecto  de  Arbi- 
traje, patrocinado  e  inspirado  por  el  Gobierno  de  México  para 
presentarlo  como  base  de  discusión  a  la  Conferencia  Interna- 
cional aquí  reunida. 

Como  lo  he  comunicado  a  US.  en  mi  oficio  y  telegrama  ci- 
tados, el  proyecto  de  la  Delegación  mexicana  fué  objeto  de  es- 
pecial y  previa  consulta  a  la  Delegación  de  Chile  por  intermedio 
del  infrascrito  en  las  dos  entrevistas  a  que  fué  invitado  por  el 
señor  Ministro  de  Hacienda,  y  aún  cuando  con  posterioridad  a 
ellas,  el  proyecto  se  sometió  nuevamente  al  estudio  y  conside- 
ración del  Consejo  de  Ministros  y  los  Delegados  de  México  a 
fin  de  tomar  en  cuenta  nuestras  observaciones,  quedó  aprobado 
definitivamente,  con  ligeras  variantes  de  forma,  en  los  mismos 
términos  en  que  estaba  redactado  cuando  me  lo  dio  a  conocer  el 
señor  Limantour.  Las  razones  que  obraron  en  el  ánimo  del  Go- 
bierno mexicano  para  no  introducir  modificaciones  en  el  pro- 
yecto que  lo  ajustaran  más  exactamente  a  los  términos  del  apro- 
bado en  la  Conferencia  de  La  Haya,  han  obedecido  siempre  al 
propósito  de  buscar  un  terreno  de  conciliación  o  de  transacción 
de  las  encontradas  tendencias  y  opiniones  que  dividen  al  Con- 
greso en  el  grave  y  delicado  tema  del  arbitraje. 

Contemplando  este  objetivo  primordial,  el  Gobierno  de 
México  ha  llegado  hasta  sacrificar  en  parte  sus  propias  opiniones 
a  fin  de  colocarse  en  un  temperamento  medio  entre  las  corrien- 
tes extremas. 

Conoce  US.  por  mis  informaciones  anteriores  y  por  la  ac- 
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titud  que  este  Gobierno  ha  asumido  desde  antiguo  y,  reciente- 
mente, en  la  Conferencia  de  La  Haya,  que  México  es  contrario 
al  principio  general  del  arbitraje  obligatorio  y  contrario  también 
al  arbitraje  con  carácter  retrospectivo. 

Ha  creído,  sin  embargo,  que  su  situación  como  gobierno  in- 
vitante y  la  deferencia  que  debe  a  todas  las  opiniones  represen- 
tadas en  este  Congreso,  le  imponían  el  deber  de  buscar  en  lo 
posible  una  fórmula  que  pudiera  reunir  la  unanimidad  o  casi 
unanimidad  de  los  votos  de  la  Conferencia. 

Ha  creído,  igualmente,  que  cerrada  la  puerta  a  toda  tenta- 
tiva para  promover  las  cuestiones  del  Pacífico,  por  el  reconoci- 
miento a  cada  nación  del  derecho  de  eliminar  de  un  modo  ex- 
preso todas  las  cuestiones  pendientes,  se  daba  satisfacción  com- 
pleta a  las  exigencias  de  Chile  y  se  facilitaba  su  adhesión  al 
proyecto,  ya  que,  estableciendo  éste  el  arbitraje  obligatorio  para 
el  futuro  y  con  limitaciones  tan  amplias  como  la  de  sustraer  de 
todo  arbitraje  los  conflictos  que  afecten  el  honor  y  la  dignidad 
nacionales  quedaban  en  el  fondo  consultados  los  deseos  y  los 
intereses  de  nuestro  país. 

No  obstante,  pues,  las  declaraciones  que  tuve  la  oportunidad 
de  hacer  al  señor  Limantour  en  el  sentido  de  que  Chile  rechaza 
en  absoluto  el  arbitraje  obligatorio,  y  como  consecuencia  de  este 
principio  general,  se  reserva  toda  la  libertad  que  le  corresponde 
como  nación  soberana  para  decidir  con  entera  independencia 
cuando  pueda  someter  a  arbitraje  sus  dificultades,  sean  actuales 
o  futuras,  el  Gobierno  mexicano  se  halaga  con  la  idea  de  que, 
•no  habiendo  discrepancia  de  fondo,  habremos  de  encontrar  una 
fórmula  que  nos  permita  aceptar  el  conjunto  del  proyecto  de  ar- 
bitraje presentado  por  la  Delegación  mexicana. 

Es  opinión  general  entre  los  representantes  de  la  Argentina, 
Perú  y  Bolivia  de  que  el  proyecto  en  cuestión  ha  inclinado  la 
balanza  en  favor  de  los  intereses  chilenos  y  hasta  han  llegado  a 
expresar  que  él  ha  sido  preparado  de  acuerdo  con  Chile. 

Según  informaciones  privadas  que  he  recogido  en  estos  úl- 
timos días,  los  Delegados  del  Perú  han  sostenido  y  sostienen  to- 
davía una  viva  discusión  con  los  Delegados  mexicanos  y  con  este 
Gobierno  a  propósito  de  arbitraje,    manifestándose  contrariados 
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hasta  el  extremo  de  insinuar  su  deseo  de  retirarse  de  la  Confe- 
rencia. 

Esta  actitud  de  nuestros  adversarios,  nos  ha  inducido  a  los 
miembros  de  la  Delegación  chilena  a  no  manifestar  una  desa- 
probación explícita  del  proyecto  mexicano,  sino  a  buscar  pru- 
dentemente el  mejor  medio  de  introducir  en  él  las  modifica- 
ciones indispensables  de  acuerdo  con  US. 

Puedo  en  conclusión,  afirmar  a  US.  que  el  proyecto  a  que 
me  refiero  no  envuelve  ninguna  hostilidad  ni  siquiera  una  con- 
tradicción sustancial  a  las  declaraciones  ni  a  la  política  de  nues- 
tro país,  y  que,  más  bien,  contiene  en  el  fondo  la  justificación  de 
nuestra  actitud  al  concurrir  con  ciertas  reservas  a  este  Con- 
greso Pan-Americano. 

Dios  guarde  a  US. 

Emilio  Bello  C. 

Al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile." 


"México,  12  de  Diciembre  de  1901. 

Señor  Ministro:  Se  halla  US.  impuesto  por  la  correspon- 
dencia telegráfica  que  de  acuerdo  con  los  demás  miembros  de  la 
Delegación  de  Chile  he  mantenido  con  el  Departamento,  del 
curso  accidentado  y  sujeto  a  frecuentes  e  inesperados  cambios 
que  ha  venido  siguiendo  la  cuestión  del  arbitraje,  que  constituye 
hasta  hoy  el  asunto  más  grave  e  importante  de  los  sometidos  a 
la  Conferencia  Internacional  Americana. 

Sin  perjuicio  de  las  informaciones  que  a" este  respecto  reci- 
birá US.  de  la  Delegación  en  las  comunicaciones  que  directa- 
mente envía  al  Ministerio,  estimo  de  mi  deber  no  retardar  las 
que  sobre  esta  misma  importante  materia  puedo  suministrar  a 
US.  y  que  tienen  relación  con  gestiones  que  me  ha  cabido  de- 
sempeñar últimamente. 

Poco  después  de  instalada  la  Comisión  de  Arbitramento  en- 
cargada de  estudiar  e   informar  el  proyecto  de   la  Delegación 
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mexicana,  que  sirve  de  base  de  discusión  por  ser  el  único  pro- 
yecto de  arbitraje  presentado  a  la  Conferencia,  surgió  la  idea  del 
nombramiento  de  una  Sub-Comisión  patrocinada  por  la  Dele- 
gación de  los  Estados  Unidos  de  acuerdo  con  nuestros  Dele- 
gados. 

Esta  resolución  estaba  encaminada  a  hacer  más  expeditas  las 
labores  de  la  Comisión  y  a  facilitar  la  manera  de  llegar  a  un 
acuerdo  entre  las  distintas  corrientes  y  tendencias  en  que  se 
halla  dividida  la  opinión  del  Congreso. 

La  iniciativa  tomada  por  la  Delegación  de  los  Estados  Uni- 
dos al  proponer  el  nombramiento  de  una  Sub-Comisión,  corres- 
pondía al  propósito  de  modificar  el  proyecto  mexicano  en  el 
sentido  de  conformarlo  a  las  conclusiones  del  proyecto  aprobado 
por  la  Conferencia  de  La  Haya,  que  es  lo  que  dicha  Delegación 
acepta  y  sostiene,  aunque  no  asume  todavía  una  actitud  bien 
definida  al  respecto. 

Desde  ese  momento,  el  problema  del  arbitraje  ha  tomado  un 
nuevo  rumbo  y  la  situación  presenta  un  aspecto  mucho  más  fa- 
vorable. 

La  actitud  de  los  Estados  Unidos  en  contra  del  arbitraje 
obligatorio,  manifiesta  desde  luego  que  el  proyecto  mexicano  no 
fué  presentado  de  acuerdo  con  sus  representantes  y  que  no  con- 
tará con  su  apoyo. 

Por  otra  parte,  la  influencia  que  en  ésta  como  en  cualquiera 
otra  materia  ejercerá  la  opinión  de  los  Estados  Unidos,  permite 
creer  que  el  Congreso  no  llegará  a  sancionar  el  arbitraje  en  la 
forma  amplia  y  obligatoria  que  se  ha  pretendido  darle. 

Sin  aparecer  en  oposición  abierta  contra  el  proyecto  some- 
tido a  la  Conferencia,  la  Delegación  chilena  ha  esperado  pru- 
dentemente que  se  despeje  la  situación  y  que  se  produzca  en 
otras  Delegaciones  la  resistencia  a  admitir  compromisos  obliga- 
torios en  materia  de  arbitraje.  De  este  modo  ha  logrado  demos- 
trar que  no  son  los  intereses  políticos  de  Chile  los  que  se  oponen 
a  la  consagración  del  arbitraje  obligatorio  como  principio  del 
derecho  internacional  americano,  sino  que  existen  graves  difi- 
cultades para  que  se  pongan  de  acuerdo  en  tan  delicado  asunto 
todas  las  naciones  de  un  continente. 

En  el  deseo  de  allanar  el  camino  a  una  solución  satisfactoria 
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y  de  evitar  que  se  insista  en  considerar  la  cuestión  del  arbitraje 
como  el  problema  fundamental  y  único  que  ha  motivado  la  reu- 
nión de  este  Congreso,  la  Delegación  chilena  ha  procurado  des- 
viar la  atención  de  la  Conferencia  a  otros  asuntos  de  importan- 
cia práctica  y  general,  presentando  diversos  proyectos  a  las 
Comisiones  que  deben  dictaminar  en  lo  relativo  al  Tribunal  de 
Equidad  o  de  Reclamaciones,  al  Ferrocarril  Pan-Americano, 
Banco  Pan-Americano  y  Ejercicio  de  Profesiones  Liberales  y 
Relaciones  Literarias,  y  ha  sostenido  la  necesidad  de  firmar  Con- 
venciones que  signifiquen  una  obra  positiva  en  bien  de  los  inte- 
reses americanos  cual  corresponde  a  un  Congreso  de  Plenipo- 
tenciarios convocado  con  tal  objeto. 

En  vista  del  nuevo  rumbo  que  seguían  los  acontecimientos, 
estimé  oportuno  acercarme  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores a  fin  de  cambiar  ideas  sobre  la  situación  y  de  manifes- 
tarle el  deseo  de  conformar  nuestra  conducta  al  anhelo  de  con- 
tribuir por  nuestra  parte  a  la  conveniente  armonía  de  procedi- 
miento para  procurar  una  solución  que,  prestigiando  la  labor  y 
los  resultados  del  Congreso,  evite  las  dificultades  y  divergencias 
que  suscita  el  debate  sobre  el  arbitraje. 

Recordando  las  Conferencias  celebradas  anteriormente  con 
el  señor  Mariscal  y  sus  declaraciones  respecto  al  arbitraje,  le 
manifesté  la  extrañeza  que  había  causado  a  la  Delegación  chi- 
lena la  presentación  del  proyecto  mexicano  en  el  cual  se  con- 
signa como  regla  general  el  arbitraje  obligatorio  para  la  solución 
de  los  conflictos  entre  las  naciones  de  América,  planteando  así 
la  cuestión  que  más  divide  a  los  países  invitados  a  esta  Confe- 
rencia y  que  necesariamente  habría  de  dar  lugar  a  los  más  pro- 
fundos desacuerdos. 

Observé  al  señor  Ministro  que  el  propósito  de  conciliar  las 
distintas  opiniones  y  de  satisfacer  en  parte  todas  las  aspiraciones 
que  inspiró  el  proyecto  referido,  se  había  realizado  por  el  hecho 
de  haber  traído  cierta  calma  a  los  espíritus  y  producido  la  sere- 
nidad necesaria  para  entrar  desapasionadamente  al  estudio  y  dis- 
cusión de  un  asunto  que  se  había  querido  revestir  por  algunos 
con  los  caracteres  de  una  odiosa  cuestión  política. 

Llenado  este  primer  objetivo,  quedaba  en   pié  la  dificultad 
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de  producir  un  acuerdo  allí  donde  el  acuerdo,  a  lo  menos  por 
ahora,  no  es  posible. 

Refiriéndose  a  sus  anteriores  declaraciones,  el  señor  Ma- 
riscal me  expresó  que  tal  vez  no  había  sido  bien  comprendido 
cuando  me  declaró  que  México  no  aceptaba  el  arbitraje  obliga- 
torio y  que  la  Delegación  mexicana  propondría  un  proyecto  aná- 
logo al  de  La  Haya,  porque  entonces  había  cuidado  de  decirme 
que  se  procuraría  dar  un  pequeño  paso  sobre  lo  acordado  en 
la  Conferencia  de  La  Haya. 

Como  en  realidad  en  aquella  oportunidad  no  entramos  en 
detalles,  dije  al  señor  Mariscal,  sólo  conservo  recuerdo  de  la 
declaración  general  de  que  el  proyecto  mexicano  sería  análogo 
al  de  La  Haya. 

Con  todo,  lo  cierto  es  que  el  proyecto  presentado  ha  ido 
mucho  más  lejos  de  lo  que  era  posible  esperar,  aún  en  la  inteli- 
gencia de  que  él  propondría  un  pequeño  paso  adelante  con  res- 
pecto a  las  conclusiones  aprobadas  en  La  Haya. 

Hemos  creído,  replicó  el  señor  Mariscal  que  eliminadas  las 
cuestiones  pendientes  y  limitado  el  arbitraje  obligatorio  con  res- 
tricciones casi  indeterminadas,  que  dejan  una  considerable  la- 
titud de  acción  a  los  diversos  países,  no  encontraría  el  proyecto 
mayores  resistencias  ya  fuese  conservando  su  forma  original  o 
con  algunas  modificaciones  de  escasa  importancia. 

De  las  propias  declaraciones  del  señor  Mariscal,  así  como 
de  la  prescindencia  que  ha  observado  desde  que  fué  presentado 
el  proyecto  mexicano,  se  desprende  que  no  ha  habido  completa 
uniformidad  de  opiniones  entre  los  miembros  del  Gobierno  y  de 
la  Delegación  de  México  en  este  asunto,  y  que  el  señor  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  ha  sido  partidario  del  temperamento 
más  moderado  y  prudente  en  esta  materia. 

Entrando  a  considerar  la  situación  tal  como  se  presenta  en 
este  momento,  el  señor  Ministro,  haciéndose  eco  de  las  impre- 
siones dominantes  en  el  Gobierno  de  México,  manifestó  la  viva 
contrariedad  que  le  causaba  la  actitud  de  los  Estados  Unidos  y  la 
resolución  de  mantener  el  proyecto  presentado,  cualquiera  que 
fuese  la  suerte  que  corriera  aún  cuando  se  formase  una  mayo- 
ría en  contra  de  él. 

Observé  entonces  al  señor  Ministro  que   semejante  resolu- 
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ción  conduciría  únicamente  al  lamentable  fracaso  del  Congreso, 
ya  que  daríamos  ante  el  mundo  el  triste  ejemplo  de  aparecer 
divididos  y  en  la  imposibilidad  de  armonizar  los  intereses  ame- 
ricanos. 

Esta  no  puede  ser  la  aspiración  de  México,  agregué,  ni  la 
de  los  que  deseamos  sinceramente  que  este  Congreso  arribe  a 
un  feliz  resultado  y  a  conclusiones  prácticas  en  beneficio  de  toda 
la  América. 

El  mal  está  en  querer  resolver  un  problema  para  el  cual 
ni  la  Europa  ni  la  América  están  preparadas  y  en  desconocer  el 
hecho  de  que  no  existe  acuerdo  para  establecer  el  arbitraje  obli- 
gatorio. 

¿Para  qué  insistir  en  una  cuestión  que  nos  aleja  y  divide  y 
por  qué  abandonar  las  que  pueden  unir  y  estrechar  las  rela- 
ciones de  los  países  que  se  han  congregado  en  México  con  el 
objeto  de  hacer  obra  de  provecho  general  y  recíproco? 

Lo  natural  sería  detenerse  allí  donde  falta  el  acuerdo  y  dejar 
para  una  oportunidad  más  propicia  las  resoluciones  que  no  pue- 
den hoy  reunir  la  unanimidad  que  se  requiere  para  que  tengan 
el  prestigio  y  la  fuerza  de  que  deben  quedar  revestidas  todas  las 
resoluciones  de  un  Congreso  Internacional. 

La  Delegación  de  Chile  desea  cooperar  eficazmente  a  este 
propósito  y  se  esfuerza  en  dar  a  otros  asuntos  de  interés  para 
todas  las  naciones  de  América  la  importancia  que  realmente  tie- 
nen, porque  estima  un  deber  primordial  contribuir  a  hacer  fruc- 
tíferas las  labores  del  Congreso  y  considera  que  no  conducen  a 
este  resultado  las  discusiones  estériles  que  provocan  divergen- 
cias y  contradicciones  más  o  menos  apasionadas. 

Existen,  por  ejemplo,  proyectos  como  el  Ferrocarril  Inter- 
continental que  tiende  a  estrechar  las  relaciones  de  los  distintos 
pueblos  americanos,  a  crear  entre  ellos  vínculos  de  intereses 
que  son  los  más  sólidos  y  duraderos,  a  facilitar  sus  comunica- 
ciones, a  desarrollar  su  comercio,  su  industria,  etc. 

¿No  sería  honroso  para  este  Congreso  dejar  preparada  o 
iniciada  una  obra  tan  considerable  y  de  tanta  significación  para 
América? 

El  proyecto  de  Corte  de  Reclamaciones  para  resolver  las 
dificultades  más  frecuentes  y  que  muchas  veces  son  el  origen  de 
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los  más  graves  conflictos  ¿no  sería  una  cuestión  interesante, 
digna  de  ser  considerada  por  el  Congreso  como  de  importancia 
más  inmediata  que  la  de  buscar  declaraciones  más  o  menos  pla- 
tónicas sobre  arbitraje? 

Y  si  por  este  camino  podría  buscarse  la  armonía  y  el  acer- 
camiento entre  los  países  aquí  reunidos,  a  la  vez  que  prestigiar 
la  acción  de  este  Congreso  ¿por  qué  no  se  enmendaría  el  rumbo 
para  concretar  los  trabajos  de  la  Conferencia  a  proyectos  de  po- 
sitiva importancia,  como  los  que  acabo  de  mencionar,  aplazando 
el  problema  del  arbitraje  para  una  ocasión  más  favorable? 

Asintió  el  señor  Mariscal  a  estas  consideraciones  que  sin 
duda  alguna  concuerdan  con  su  manera  de  pensar  y  que  ya  han 
debido  preocupar  su  espíritu. 

Me  expresó  con  franqueza  que  estimaba  dignas  de  ser  to- 
madas en  cuenta  las  observaciones  que  acababa  de  oírme,  me 
declaró  que  atribuía  mucha  importancia  a  los  dos  proyectos  in- 
dicados, y  llegó  a  expresarme  su  opinión  personal  favorable  a 
una  solución  como  la  que  le  había  insinuado  si,  lo  que  parece 
probable,  no  fuere  posible  llegar  a  un  acuerdo  en  lo  relativo  al 
arbitraje. 

Me  agregó  que  el  proyecto  de  Corte  de  Reclamaciones,  que 
establece  en  realidad  el  arbitraje  obligatorio  para  los  reclamos 
pecuniarios  de  particulares,  que  son  los  casos  más  frecuentes  en 
América,  significa  un  adelanto  con  relación  al  proyecto  que 
aprobó  la  Conferencia  de  La  Haya,  pudiendo  tal  vez  este  pro- 
yecto salvar  la  situación  y  satisfacer  el  anhelo  de  dar  un  paso 
más  en  este  Congreso  en  el  camino  de  las  conquistas  internacio- 
nales para  el  afianzamiento  de  la  paz  de  las  naciones. 

Terminó  por  esta  vez  el  señor  Mariscal,  expresándome  sus 
deseos  de  procurar  una  solución  como  la  que  habíamos  consi- 
derado y  su  complacencia  de  haber  cambiado  ideas  al  respecto 
con  el  infrascrito.  Anuncióme  al  mismo  tiempo  que  se  proponía 
consultar  con  el  señor  Presidente  de  la  República  y  sus  colegas 
del  Gabinete  las  ideas  que  le  había  enunciado  en  nuestra  con- 
versación, de  carácter  amistoso  y  privado. 

Posteriormente,  en  repetidas  conferencias  celebradas  con  el 

señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  he  podido  informarme 

que  el  Gobierno  de  México  inició  negociaciones  directas  con  la 
/ 
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Cancillería  de  Washington  para  tratar  de  modificar  la  actitud  dé- 
los Estados  Unidos  respecto  del  proyecto  de  arbitraje  e  inducirlo 
por  lo  menos  a  celebrar  un  acuerdo  en  esta  materia  que  asegu- 
rase el  éxito  de  la  parte  sustancial  de  dicho  proyecto. 

I  I  resultado  de  estas  negociaciones  no  ha  sido  satisfactorio 
para  México. 

De  las  informaciones  que  a  última  hora  he  tenido  del  señor 
Mariscal  aparece  que  el  Gobierno  délos  Estados  Unidos  se  niega 
redondamente  a  aceptar  fórmula  alguna  obligatoria  y  que  sos- 
tiene lisa  y  llanamente  la  adhesión  a  las  conclusiones  aprobadas 
en  la  Conferencia  de  La  Haya.  Igualmente  aparece  resistiendo 
el  proyecto  de  Corte  de  Reclamaciones  en  cuanto  en  él  se  esta- 
blece la  obligación  de  someter  a  dicha  Corte  las  reclamaciones 
pecuniarias  de  particulares,  que  no  hubieren  sido  resueltas  por 
la  vía  diplomática. 

La  situación  se  ha  modificado,  pues,  radicalmente.  El  señor 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  se  ocupa  en  estos  momentos 
de  estudiar  el  modus  operandi  para  llegar  a  la  solución  que  sea 
posible,  dadas  las  circunstancias  difíciles  en  que  queda  colocado 
el  problema  pendiente. 

No  se  ocultará  a  US.  la  excitación  que  ha  debido  producir 
en  el  Gobierno  y  en  la  opinión  de  México,  el  desacuerdo  con  los 
Estados  Unidos  en  materia  tan  fundamental  y  delicada.  Incon- 
trastable como  es  la  influencia  de  este  último  país  en  las  resolu- 
ciones del  Congreso,  se  ha  creado  para  México  una  situación 
desairada  y  molesta  al  tener  que  reconocer  que  su  acción  queda 
anulada  ante  la  resistencia  de  la  gran  República  del  Norte,  y  no 
disimulan  los  representantes  mexicanos  su  quejosa  actitud  por 
esta  inesperada  terquedad  de  sus  poderosos  y    temidos  vecinos. 

Todo  esto  hace  temer  que  no  sea  fácil  el  acuerdo  y  que,  por 
una  parte,  la  tirantez  producida  entre  México  y  los  Estados 
Unidos,  y  por  otra,  el  despecho  de  los  ardientes  partidarios  del 
arbitraje  obligatorio,  como  Argentina,  Perú  y  Bolivia,  hagan 
fracasar  todo  esfuerzo  para  llegar  a  un  arreglo  general  que  per- 
mita llevar  a  buen  término  las  funciones  del  Congreso. 

Consecuencia  de  esta  situación  ha  sido,  sin  duda,  la  acepta- 
ción por  parte  de  México  de  la  proposición  que  el  Ministro  de 
España,   persiguiendo    su    política   de    hostilidad  a  los  Estados 
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Unidos  y  cambiando  bruscamente  de  actitud  en  vista  de  ser  los 
Estados  Unidos  los  que  combaten  eficazmente  el  arbitraje  obli- 
gatorio, ha  hecho  últimamente  al  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  para  suscribir  una  Convención  de  Arbitraje  con  arre- 
glo a  los  términos  del  proyecto  mexicano  sometido  a  la  Confe- 
rencia. El  Gobierno  ha  aceptado  la  proposición,  y  está  próxima 
a  ser  firmada  una  Convención  de  Arbitraje  entre  España  y 
México  en  la  cual  se  estipula  el  arbitraje  obligatorio  en  las  con- 
diciones del  proyecto  mexicano  combatido  por  los  Estados 
Unidos. 

Debo  agregar  a  US.  una  información  que  he  recogido  del 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  y  que  es,  por  consi- 
guiente, enteramente  oficial. 

El  Delegado  argentino,  señor  García  Merou,  partió  hace 
algunos  días  para  Washington,  pretextando  motivos  de  salud. 
Antes  de  partir,  le  manifestó  al  señor  Mariscal  que  se  dirigía  a 
esa  ciudad  a  hacer  gestiones  activas  ante  la  Cancillería  ameri- 
cana con  el  objeto  de  inducirla  a  aceptar  el  arbitraje  obligatorio 
en  la  forma  más  amplia  posible.  Pidió  al  mismo  tiempo  al  señor 
Mariscal  que  lo  pusiera  en  relación  con  el  Embajador  de  México 
a  fin  de  unir  su  acción  a  la  de  él. 

El  señor  Ministro  anunció  al  señor  Embajador  de  México 
en  Washington  el  viaje  del  señor  García  Merou,  después  de  ha- 
ber prevenido  a  éste  que,  si  las  instrucciones  que  había  impar- 
tido al  Embajador,  le  permitían  ponerse  de  acuerdo  con  él,  lo 
celebraría  mucho. 

Recientemente  he  sabido  que  el  señor  García  Merou  resol- 
vió proceder  separadamente. 


Dios  guarde  a  US. 

Emilio  Bello  C. 

Al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile." 


Por  su  parte  las  Delegaciones  de  Argentina,  Perú  y  Bolivia 
hacían  activas  gestiones  para  presentar  un  proyecto  de  arbitraje 
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obligatorio  sin  restricción  alguna,  buscando  empeñosamente  el 
voto  de  otras  delegaciones  que,  aunque  por  causas  diversas,  pu- 
dieran tener  intereses  de  otro  orden  en  favor  del  arbitraje  obli- 
gatorio. 

En  vista  del  giro  peligroso  que  llevaba  la  cuestión  del  arbi- 
traje, México  gestionó  privadamente  un  plan  para  poner  término 
amigable  a  las  funciones  del  Congreso.  Este  plan  consistía  en 
que  la  Conferencia  adhiriera  a  las  conclusiones  del  Congreso 
de  La  Haya  sobre  arbitraje, limitando  a  esto  su  resolución  oficial 
al  respecto.  Separadamente,  como  acto  ajeno  a  la  Conferencia, 
suscribirían  una  Convención  sobre  arbitraje  obligatorio  las  na- 
ciones que  quieran  imponerla  como  cuestión  fundamental  y  que 
sólo  ligaría  a  los  firmantes  como  convenio  particular  entre  ellos 
o  sus  respectivos  Gobiernos. 

Este  proyecto  de  arbitraje  obligatorio,  aceptado  por  México 
como  medio  de  acallar  a  los  que  deseaban  dar  a  la  cuestión  del 
arbitraje  una  extensión  apropiada  a  sus  propósitos  de  hostilidad 
hacia  Chile,  no  tenía  para  las  naciones  que  lo  suscribirían  un 
mismo  significado  ni  puede  por  tanto  creerse  que  todas  ellas  es- 
tuvieran impulsadas  por  igual  sentimiento  ingrato  para  nuestro 
país. 

Firmaban  dicho  proyecto  las  Delegaciones  de  Argentina, 
Bolivia,  Perú,  Guatemala,  México,  Paraguay,  Uruguay,  Santo 
Domingo,  Salvador  y  Venezuela.  Es  decir,  diez  de  los  dieci- 
nueve países  concurrentes  al  Congreso,  lo  que,  aparentemente, 
daba  la  mayoría  en  favor-  del  proyecto.  Pero,  Venezuela  retiró  su 
firma  en  virtud  de  las  instrucciones  terminantes  que  impartió  el 
Gobierno  de  ese  país  a  su  representante  en  la  Conferencia  de 
México.  Además,  sería  un  error  creer  que  todas  las  Delegacio- 
nes que  aceptaban  el  arbitraje  obligatorio  lo  hacían  con  igual 
espíritu  de  hostilidad  a  Chile.  Desde  luego,  México  no  era,  como 
se  ha  manifestado,  partidario  del  arbitraje  obligatorio  y  su  inter- 
vención en  este  convenio  ajeno  al  Congreso  obedecía  al  muy 
laudable  fin  de  buscar  la  conciliación  entre  las  corrientes  que 
chocaban  en  la  cuestión  de  arbitraje  por  causas  diversas. 

En  efecto,  no  eran  solamente  los  adversarios  de  Chile,  quie- 
nes creían  ver  en  el  arbitraje  obligatorio  una  conveniencia  o  una 
garantía  para  con  los    países  limítrofes.  Pero  estas  naciones  no 
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tenían  interés  alguno  en  que  el  proyecto  de  arbitraje  que  se  adop- 
tara tuviera  una  amplitud  intencionada,  hasta  dejar  comprendi- 
das en  él  cuestiones  pasadas  o  en  actual  controversia. 

La  relación  detallada  de  todas  las  incidencias  a  que  dio  lugar 
el  arduo  problema  del  arbitraje  en  la  Conferencia  de  México, 
cuyo  interés  histórico  adquiere  mayor  valor  a  medida  que  los 
años  trascurren  sin  que  desaparezca  la  discusión  de  este  tema 
bajo  todos  sus  aspectos,  se  encuentra  en  una  extensa  comunica- 
ción del  Ministro  de  Chile  al  Departamento  de  Relaciones  Ex- 
teriores, en  la  cual  el  lector  se  impondrá  de  las  informaciones 
fidedignas  y  de  las  apreciaciones  que  la  representación  de  nues- 
tro país  en  aquel  momento  crítico  de  su  situación  internacional 
enviaba  al  Gobierno  en  cumplimiento  de  la  honrosa  misión  que 
éste  le  había  confiado. 

Nada  más  podría  exponer  ahora  que  reflejara  con  mayor  exac- 
titud el  desarrollo  tan  accidentado  de  los  acontecimientos  en  lo 
que  se  refiere  a  la  naturaleza  de  la  principal  cuestión  debatida 
en  reuniones  de  singular  importancia,  así  como  en  conciliábulos 
privados  de  los  diversos  círculos,  movidos  por  distintas  corrien- 
tes de  intereses,  que  se  agitaban  en  torno  del  intrincado  proble- 
ma del  arbitraje  en  aquella  memorable  asamblea  internacional 
americana. 

La  versión  íntima,  por  decirlo  así  de  esas  incidencias,  no 
deben  a  nuestro  juicio  quedar  en  los  recónditos  legajos  de  ar- 
chivos que  nadie  registra,  que  ningún  Ministro  tiene  tiempo  ni 
tranquilidad  para  recorrer,  ni  puede  tener  la  condición  de  los 
documentos  reservados  de  las  Cancillerías,  de  esos  que  han  so- 
lido desaparecer  de  las  cajas  de  seguridad  para  pasar  a  las  ma- 
nos de  los  adversarios  de  nuestro  país,  quienes  naturalmente  se 
complacen  con  su  más  amplia  aunque  no  muy  lícita  publicidad, 
sin  que  por  ello  se  haya  logrado  desvirtuar  ni  la  honradez  ni  la 
buena  fe  de  la  política  internacional  de  Chile. 

Con  fecha  28  de  Enero  de  1902,  la  Legación  chilena  en 
México  dirigía  al  Departamento  de  Relaciones  Exteriores,  la 
siguiente  comunicación: 

"México,  Enero  28  de  1 902 
Señor  Ministro:  En  mi  anterior  comunicación  número  42  de 
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12  de  Diciembre,  di  cuenta  detallada  a  US.  de  la  situación  en 
que  hasta  ese  momento  se  hallaban  las  gestiones  para  preparar 
la  solución  que  en  el  Congreso  habría  de  tener  el  problema  del 
arbitraje. 

Con  fecha  23  del  mismo  mes  comuniqué  a  US.  por  telégrafo 
el  plan  que  el  Gobierno  de  México  sometió  a  las  distintas  dele- 
gaciones a  fin  de  producir  un  acuerdo  general  y  previo  entre 
ellos  y  establecer  un  modus  operandi  que,  contando  con  la  apro- 
bación de  todos,  permitiese  adoptar  una  resolución  sobre  la  ma- 
teria sin  provocar  discusiones  que  pudieran  perturbar  la  armonía 
del  Congreso  o  poner  en  peligro  el  éxito  de  sus  tareas. 

Este  plan  me  fué  propuesto  en  conferencia  privada  por  el 
Ministro  de  Hacienda,  señor  Limantour,  después  de  haber  con- 
sultado las  opiniones  de  las  delegaciones  hostiles  a  Chile  y  de 
haber  obtenido  la  aceptación  de  éstas  y  de  la  Delegación  de  los 
Estados  Unidos. 

Para  que  US.  pueda  apreciar  debidamente  las  dificultades 
inesperadas  que  surgieron  poco  después  de  aceptada  esta  com- 
binación por  nuestra  parte  y  cuando  se  creía  haber  llegado  ya  a 
una  solución  satisfactoria,  estimo  necesario  reproducir  a  conti- 
nuación el  memorándum  que  presenté  a  los  demás  miembros  de 
la  Delegación  chilena  tan  pronto  como  salí  de  la  entrevista  en 
que  el  señor  Ministro  de  Hacienda  me  propuso  el  referido  plan, 
a  fin  de  someterla  a  la  consideración  de  mis'  colegas  y  acordar 
con  ellos  la  respuesta  que  debiéramos  dar.  > 

Dicho  memorándum  estaba  redactado  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

"modus  operandi  sometido  a  la  delegación  de  chile 

I.  No  se  someterá  al  voto  de  la  Conferencia  sino  un  proyec- 
to de  adhesión  a  las  conclusiones  de  La  Haya,  siempre  que  los 
Estados  Unidos  no  insistan  en  proponer  la  reserva  de  las  cues- 
tiones americanas,  o  sea,  la  confirmación  de  la  doctrina  Monroe. 

II.  La  Comisión  de  Arbitraje  se  limitará  a  dar  cuenta  a  la 
Conferencia  de  lo  que  cada  uno  de  sus  miembros  acepta  o  re- 
chaza, a  fin  de  que  las  respectivas  delegaciones  ratifiquen  su 
actitud  y  procedan  a  suscribir  en  México,  aisladamente,  las  con- 
venciones que  están  dispuestas  a  aceptar. 
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De  este  modo,  sin  que  se  provoque  un  acuerdo  de  la  Confe- 
rencia, las  naciones  que  aceptan  el  proyecto  de  Corte  de  Recla- 
maciones propuesto  por  México,  como  el  máximum  posible  en 
materia  de  arbitraje,  lo  firmarían  separadamente. 

Las  naciones  que  aceptan  un  proyecto  de  arbitraje  más  am- 
plio, como  el  mexicano  u  otro  parecido,  convenido  de  antemano 
con  México,  procederían  también  a  firmarlo  en  forma  de  tratado 
particular  con  este  país. 

Considera  México  que  con  este  procedimiento  se  evitarían 
discusiones  enojosas  y  se  llegará  a  un  acuerdo  general  inmediato, 
respetuoso  para  todos  y  que  no  signifique  hostilidad  para  nadie. 

Lo  ha  propuesto  a  argentinos  y  peruanos,  y  éstos  han  con- 
testado ya  que  lo  aceptan  en  general. 

En  consecuencia,  aceptan  que  sólo  pueda  proponerse  a  la 
Conferencia  la  adhesión  lisa  y  llana  a  La  Haya  y  estudian  en 
estos  momentos  con  México  un  proyecto  de  arbitraje  obligatorio 
para  cuestiones  determinadas,  quedando  excluidas  las  cuestio- 
nes que  afectan  el  honor  o  la  independencia. 

El  proyecto  será  el  mismo  propuesto  por  México  ampliando 
el  arbitraje  obligatorio  para  algunos  casos  más  de  los  que  en  él 
se  enumeran"'. 


Este  plan,  que  estimamos  no  solamente  conciliador  sino  del 
todo  favorable  a  los  intereses  y  principios  de  nuestra  política, 
mereció  la  aceptación  de  nuestros  Delegados,  subordinada  única- 
mente a  la  apreciación  que  de  él  hicieran  los  Delegados  de  Esta- 
dos Unidos  en  la  parte  relativa  al  proyecto  de  Corte  de  Recla- 
maciones que  ellos  resistían  porque  establecía  el  arbitraje 
obligatorio  para  los  reclamos  pecuniarios  de  particulares  que  no 
hubieren  sido  resueltos  por  la  vía  diplomáticn. 

En  una  nueva  entrevista  que  celebré  con  el  señor  Limantour 
le  expresé  la  respuesta  de  la  Delegación  chilena  y  quedó  acep- 
tado el  plan  por  nuestra  parte  con  la  declaración  del  señor  Mi- 
nistro de  que  los  Estados  Unidos  lo  aceptaban  sin  restricciones 
y  sin  la  reserva  de  las  cuestiones  americanas  que  antes  habían 
querido  hacer. 

En  la  misma  entrevista   quedó  esclarecido  que  los  pactos 
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que  se  firmasen  con  México  fuera  de  la  Conferencia  no  serían 
pactos  particulares  con  este  país,  como  yo  lo  había  entendido, 
sino  convenciones  que  obligarían  entre  sí  a  todos  los  países  sig- 
natarios. 

Tal  fué  el  acuerdo  producido  entonces  y  que  me  apresuré  a 
comunicar  a  US.  en  el  mencionado  telegrama  de  23  de  Diciem- 
bre. 

Pocos  días  después  se  produjeron  hechos  de  alguna  grave- 
dad que  importaban  no  solamente  la  infracción  de  este  convenio 
sino  manifestaciones  de  hostilidad  hacia  Chile  que  nuestros 
adversarios  se  empeñaban  en  realizar,  aprovechándose  de  las 
facilidades  que  ofrecía  a  sus  propósitos  un  acuerdo  que  no  se 
consignó  por  escrito  y  de  las  complacencias  de  los  Delegados 
mexicanos  que,  contrariados  por  el  fracaso  de  su  proyecto  sobre 
arbitraje,  se  inclinaban  a  entenderse  con  los  partidarios  del  ar- 
bitraje obligatorio  para  suscribir  un  pacto  en  el  que  se  adoptase 
la  fórmula  más  amplia  e  intencionada  exigida  por  éstos. 

Saliendo  de  la  actitud  imparcial  y  pasiva  que  les  correspon- 
día, algunos  Delegados  mexicanos  concurrieron  a  reuniones 
estrictamente  secretas  con  los  Delegados  del  Perú,  Argentina  y 
Bolivia,  a  las  cuales  se  invitaba  a  otros  Delegados  para  inducirlos 
a  firmar  el  tratado  de  arbitraje  obligatorio  que  habían  convenido 
mexicanos,  peruanos,  argentinos  y  bolivianos,  manifestándoles 
que  Chile  y  Estados  Unidos  estaban  conformes  con  que  se  fir- 
mara dicho  tratado  con  todas  las  Delegaciones  que  lo   desearen 

De  este  modo,  lograron  nuestros  adversarios  reunir  la  ma- 
yoría de  las  Delegaciones  representadas  en  el  Congreso  en  favor 
de  su  proyecto  y  'darle  la  importancia  y  significación  de  un 
acto  celebrado  por  la  mayoría  del  Congreso  de  México. 

Tan  pronto  como  estos  hechos  llegaron  a  nuestro  conoci- 
miento, me  dirigí  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  para 
denunciarlos  al  señor  Mariscal  y  expresarle  en  los  mejores  tér- 
minos la  fundada  queja  de  nuestra  Delegación  por  la  actitud 
inconveniente  que  en  este  asunto  asumían  algunos  Delegados 
mexicanos,  quienes  no  se  limitaban  a  cumplir  con  el  acuerdo 
celebrado  sino  que  hacían  campaña  activa  en  favor  del  arbitraje 
obligatorio.  Manifesté  al  señor  Mariscal  que  no  habiendo  interés 
directo  por  parte  de  México  en   celebrar  ese  tratado,  con  el  cual 
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sólo  buscaba  un  medio  de  conciliar  las  contradicciones  funda- 
mentales en  lo  relativo  al  arbitraje,  no  era  explicable  la  actitud 
parcial  de  sus  Delegados  ni  el  empeño  que  gastaban  en  buscar 
adhesiones  para  nuestros  adversarios. 

El  señor  Mariscal  me  dio  las  seguridades  de  que  las  instruc- 
ciones impartidas  a  los  miembros  de  la  delegación  mexicana 
encargados  de  intervenir  en  la  celebración  del  pacto  de  arbitraje 
obligatorio,  no  los  autorizaban  para  buscar  adhesiones  a  ese 
pacto  ni  mucho  menos  para  favorecer  los  propósitos  de  nuestros 
adversarios,  agregándome  que  los  llamaría  para  informarse  de 
lo  ocurrido  y  reiterarles  esas  instrucciones. 

Las  intrigas  no  se  detuvieron,  sin  embargo,  y  muy  pronto 
dieron  por  resultado  el  proyecto  que  comuniqué  a  US.  en  mi 
telegrama  de  fecha  31  de  Diciembre  y  que  contaba  con  la  acep- 
tación de  México,  Argentina,  Perú,  Bolivia,  Paraguay,  Uruguay, 
Venezuela,  Guatemala,  Santo  Domingo  y  El  Salvador. 

Este  resultado  demostraba  de  un  modo  evidente  el  esfuerzo 
mancomunado  de  nuestros  adversarios  y  de  algunos  Delegados 
mexicanos  para  conseguir  una  mayoría,  puesto  que  nos  constaba 
que  El  Salvador  no  obraba  en  este  asunto  sino  por  influencias 
directas  de  México,  que  no  podía  resistir. 

No  poco  contribuyó  a  crear  esta  situación  la  actitud  indife- 
rente de  los  Delegados  de  Estados  Unidos,  quienes  manifesta- 
ron a  México  que  no  les  molestaha  ni  les  afectaba  lo  que  se 
hiciera  fuera  de  la  Conferencia  en  favor  del  arbitraje  obligatorio. 

La  pretensión  de  incorporar  en  el  acta  final  de  la  Conferen- 
cia el  pacto  de  arbitraje  obligatorio,  consignado  en  la  última 
cláusula  del  mismo,  importaba  una  innovación  en  el  acuerdo  que 
nos  había  sido  propuesto  y  envolvía  una  manifiesta  hostilidad 
hacia  Chile. 

El  texto  del  proyecto  cuya  copia  obtuvimos  por  conducto 
privado,  era  el  siguiente: 

"Las  Altas  Partes  Contratantes  se  obligan  a  someter  a  la 
decisión  de  arbitros  todas  las  controversias  que  existen  o  lleguen 
a  existir  entre  ellas  y  que  no  puedan  resolverse  por  la  vía  diplo- 
mática, siempre  que  a  juicio  exclusivo  de  algunas  de  las  naciones 
interesadas,  dichas  controversias  no  afecten  ni  la  independencia 
ni  el  honor  nacional. 

10 
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"No  se  consideran  comprometidos  ni  la  independencia  ni  el 
honor  nacional  en  las  controversias  sobre  privilegios  diplomá- 
ticos, límites,  derechos  de  navegación,  validez,  inteligencia  y 
cumplimiento  de  Tratados. 

"Este  convenio  será  elevado  a  la  categoría  de  Tratado  y  fir- 
mado para  incorporarlo  al  acta  final  de  la  Conferencia". 

El  rumbo  que  este  convenio,  aceptado  por  la  mayoría  de  las 
naciones  representadas  en  el  Congreso,  imprimía  a  la  situación, 
era  grave  y  alarmante  para  la  Delegación  chilena. 

Por  una  parte,  el  compromiso  que  México,  contraía  en  favor 
de  la  política  de  nuestros  adversarios,  adoptando  la  fórmula  pe- 
ruana que  hace  extensivo  el  arbitraje  obligatorio  a  las  cuestiones 
pendientes,  pugnaba  con  las  declaraciones  hechas  por  esta  Can- 
cillería al  infrascrito  antes  de  la  reunión  del  Congreso  y  que  no 
poco  influyeron  para  que  nuestro  Gobierno  se  decidiese  a  acep- 
tar la  invitación  del  Gobierno  mexicano. 

Por  otra,  la  idea  de  incorporar  el  referido  pacto  obligatorio 
en  el  acta  final  de  la  Conferencia,  amparada  por  México,  mani- 
festaba claramente  que  se  prescindía  de  la  situación  de  Chile 
para  satisfacer  las  exigencias  de  las  Delegaciones  interesadas  en 
convertir  en  acto  de  la  Conferencia  lo  que,  según  el  acuerdo  ce- 
lebrado, debía  ser  acto  ajeno  a  ella. 

En  presencia  de  este  nuevo  e  inesperado  orden  de  cosas  y 
de  acuerdo  con  los  demás  miembros  de  la  Delegación,  celebré 
una  larga  conferencia  con  el  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  en  la  cual  le  manifesté  la  penosa  sorpresa  que  nos 
causaba  el  giro  desagradable  y  alarmante  que  llevaban  los  acon- 
tecimientos y  la  necesidad  imperiosa  que  por  nuestra  parte  ten- 
dríamos de  resistir  todo  cuanto  directa  o  indirectamente  tuviera 
la  significación  de  un  ataque  u  hostilidad  a  la  política  de  nuestro 
país. 

Le  hice  notar  que  el  proyecto  de  arbitraje  obligatorio  sigilo- 
samente preparado  fuera  de  la  Conferencia  con  el  concurso  de 
los  Delegados  de  México,  cuyo  texto  acabábamos  de  obtener,  y, 
el  propósito  de  incorporarlo  en  las  actas  de  la  Conferencia,  obe- 
decía únicamente  a  dar  satisfacción  a  exigencias  inaceptables 
de  nuestros  adversarios  y  envolvía  una  manifiesta  hostilidad 
hacia  Chile.  Agregué  que  la  actitud  de  México,  cooperando  a  la 
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acción  de  los  adversarios  de  Chile  y  buscando  la  adhesión  de 
la  mayoría  del  Congreso  para  dicho  proyecto,  era  poco  amistosa 
y  contraria  a  las  declaraciones  anteriores  de  la  Cancillería  mexi- 
cana. Declaré  que  la  Delegación  chilena  extrañaba  estos  proce- 
dimientos en  los  momentos  en  que  se  buscaba  una  solución  ami- 
gable de  las  dificultades  pendientes  y  que  no  podría  aceptar  la 
pretensión  de  convertir  indirectamente  en  acto  de  la  Conferen- 
cia lo  que  se  había  acordado  que  fuese  ajeno  a  sus  resoluciones. 
Observé,  además,  que,  siendo  innecesario  incorporaren  los  actos 
de  la  Conferencia  el  pacto  aludido,  puesto  que  no  adquiriría  mayor 
valor  por  este  medio  ni  era  un  trámite  indispensable  para  que 
tuviera  la  eficacia  de  un  pacto  internacional;  y  no  habiendo  inte- 
rés en  exigir  esta  tramitación  sino  de  parte  de  las  Delegaciones 
que  querían  llevar  al  Congreso  la  cuestión  enojosa  del  arbitraje 
obligatorio  amplio  y  retrospectivo,  todo  lo  que  en  este  sentido 
se  intentaba  tendía  a  herir  la  política  de  nuestro  país. 

Después  de  señalar  la  inconsecuencia  en  que  incurrían  los 
representantes  de  México  al  apartarse  de  la  fórmula  prudente  y 
conciliadora  que  habían  consignado  en  su  proyecto  de  arbitraje 
presentado  al  Congreso  y  al  apartarse  también  de  la  neutralidad 
que  en  esta  delicada  materia  habían  ofrecido  guardar,  manifesté 
al  señor  Mariscal  la  situación  difícil  que  se  creaba  a  la  Delega- 
ción chilena,  y  en  especial  al  Ministro  de  Chile  aquí  acreditado, 
con  las  excesivas  complacencias  de  México  en  favor  de  los  inte- 
reses de  la  política  de  la  Argentina,  Perú  y  Bolivia,. significán- 
dole la  dificultad  en  que  se  encontraría  el  infrascrito  para  expli- 
car al  Gobierno  chileno  esta  situación  inesperada  después  de  las 
amistosas  declaraciones  de  México  y  de  las  garantías  que,  al 
concurrir  Chile  a  este  Congreso,  fundaba  en  la  imparcialidad 
de  este  país. 

El  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  me  declaró  que 
el  proyecto  estaba  ya  firmado  por  los  representantes  mexicanos 
porque  a  ello  los  autorizaba  el  convenio  aceptado  por  todas  las 
Delegaciones  y  por  que  no  podían  creer  que  pudiera  ser  ofensi- 
vo para  Chile,  agregando  que  consideraba  exagerada  nuestra 
susceptibilidad. 

Repliqué  al  señor  ministro  que  el  hecho  de  haberse  ya  fir- 
mado dicho  proyecto  sin  conocimiento  de  los  Delegados  de  Chi- 
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le,  y  aún  procurando  que  no  lo  supieran,  indicaba  claramente 
que  se  prescindía  de  nuestra  representación  y  de  nuestras  decla- 
raciones, y  que  semejante  situación  no  dejaría  otro  camino  de- 
coroso a  la  Delegación  chilena  que  retirarse  de  la  Confe- 
rencia. 

Planteada  así,  enérgica  y  resueltamente,  por  mi  parte,  la  ac- 
titud que  creíamos  del  caso  asumir,  seguimos  analizando  en  de- 
talle con  el  señor  Ministro  los  diversos  incidentes  que  justifica- 
ban nuestra  protesta  y  que  no  permitían  calificar  ni  de  exagerado 
ni  de  apasionado  nuestro  juicio. 

El  señor  Ministro  se  esforzó  en  atenuar  el  procedimiento, 
reiterando  sus  expresiones  amistosas  hacia  Chile  y  terminó 
anunciándome  que  hablaría  con  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica para  procurar  un  arreglo  satisfactorio  respecto  de  la  idea 
de  incorporar  el  pacto  de  arbitraje  obligatorio  en  los  actos  de  la 
Conferencia,  que  era  la  razón  principal  de  nuestras  objeciones; 
pero  manteniendo  el  compromiso  ya  contraído  y  la  firma  ya  pues- 
ta al  pie  de  dicho  pacto. 

Dije  al  señor  Mariscal  que  la  gravedad  de  la  situación  me 
imponía  la  necesidad  de  solicitar  una  audiencia  al  señor  Presi- 
dente de  la  República  para  exponerle  la  razón  de  nuestra  con- 
ducta y  la  importancia  de  los  intereses  que  debíamos  cautelar 
en  nombre  de  nuestro  país. 

En  el  mismo  día,  el  señor  Limantour,  ministro  de  Hacienda, 
dirigió  una  esquela  al  señor  Blest  Gana  y  al  infrascrito,  rogán- 
donos que  pasáramos  a  su  despacho  para  conferenciar  con  él. 
El  objeto  de  esta  entrevista  era  vindicarse  en  presencia  del  Jefe 
de  la  Delegación  chilena  de  los  cargos  que  respecto  de  su  inter- 
vención en  el  arreglo  por  él  propuesto  y  del  procedimiento  se- 
guido en  el  asunto  bajo  su  inmediata  dirección,  creía  ver  en  las 
quejas  que  yo  había  formulado  ante  el  señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores.  Deseaba  el  señor  Limantour  sincerarse 
y  poner  en  claro  que  tanto  él  como  los  Delegados  mexicanos 
que  habían  recibido  sus  instrucciones  para  llevar  a  efecto  el  plan 
convenido,  habían  ajustado  su  conducta  a  las  bases  que  todas  las 
Delegaciones,  la  de  Chile  inclusive,  habían  aceptado  como  me- 
dio de  resolver  satisfactoriamente  las  dificultades  relativas  al 
arbitraje. 


—    149  — 

Hice  presente  al  señor  Ministro  que  había  estado  lejos  de 
mi  ánimo  suponer  la  menor  falta  de  sinceridad  ni  de  corrección 
en  su  proceder,  pero  que,  haciendo  cumplido  honor  a  los  gene- 
rosos móviles  que  inspiraban  la  intervención  del  señor  Ministro 
en  estos  asuntos  y  a  la  rectitud  de  sus  intenciones,  consideraba 
que  sólo  por  error  y  por  una  lamentable  falta  de  inteligencia, 
podía  haberse  creído  que  los  Delegados  de  Chile  aceptábamos 
que  México  hiciera  campaña  activa  en  favor  del  tratado  de  arbi- 
traje obligatorio  exigido  por  Argentina,  Perú  y  Bolivia  a  fin  de 
reu»irle  la  mayoría  de  los  países  representados  en  el  Congreso, 
ni  mucho  menos  que  este  tratado  fuese  incorporado  en  el  acta 
final  de  la  Conferencia  para  darle  toda  la  fuerza  y  significación 
de  una  resolución  oficial  de  la  mayoría  del  Congreso. 

Con  este  motivo,  recordamos  el  señor  Blest  Gana  y  yo  los 
antecedentes  del  arreglo  referido  y  los  incidentes  que  precedie- 
ron a  su  aceptación  por  parte  de  la  Delegación  de  Chile,  que  de- 
mostraban cuál  había  sido  la  inteligencia  en  que  nuestros  Dele- 
gados le  prestaron  su  aprobación.  Recordamos  además  el  hecho 
de  haber  yo  consignado  inmediatamente  por  escrito  las  bases  de 
dicho  arreglo  a  fin  de  someterlas  a  mis  colegas  en  forma  precisa 
y  concreta. 

En  esta  entrevista  quedó,  pues,  establecido  que  la  Delega- 
ción de  Chile  había  entendido  que  el  pacto  de  arbitraje  obligato- 
rio sería  un  acto  extraño  a  la  Conferencia  y  que  en  manera  al- 
guna podía  suponer  que  se  tratara  de  incorporarlo  en  el  acta 
final  por  cuanto  esto  le  daba  el  carácter  de  acuerdo  o  resolución 
oficial  de  la  Conferencia,  siendo  que  lo  único  que  ella  debía  re- 
solver, según  el  plan  convenido,  era  la  adhesión  unánime  a  las 
convenciones  aprobadas  en  el  Congreso  de  La  Haya. 

Por  su  parte  el  señor  Limantour  declaró  que  él  había  creído 
expresar  con  claridad  que  el  mencionado  pacto  obligatorio  sería 
comunicado  a  la  Conferencia  y  que  en  esta  inteligencia  habían 
procedido  los  Delegados  mexicanos  al  proponer  la  cláusula  final 
en  los  términos  en  que  está  concebida. 

Refiriéndose  al  texto  mismo  del  proyecto  de  arbitraje  obli- 
gatorio convenido  con  las  diez  Delegaciones  firmantes,  manifes- 
tó el  señor  Ministro  que  él  había  sido  el  resultado  de  larga  y 
acalorada  discusión  con  las  Delegaciones  de  la  Argentina,  Perú 
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y  Bolivia  que  pretendían  una  fórmula  aún  más  amplia  e  ilimi- 
tada. 

Extrañaba  también  al  señor  Limantour  que  la  Delegación  de 
Chile  encontrara  algo  de  ofensivo  en  lo  que  se  había  hecho, 
cuando  los  Estados  Unidos  que  resistían  como  nosotros  el  arbi- 
traje obligatorio  no  hacía  objeción  alguna  para  que  se  procedie- 
ra en  esa  forma. 

Reiteré  al  señor  Ministro  de  Hacienda  las  declaraciones  que 
acababa  de  hacer  al  señor  Mariscal  y  las  razones  por  las  cuales 
los  Delegados  de  Chile  no  podían  prestar  su  asentimiento  a  ana 
solución  que  estimaban  inaceptable  y  fuera  de  las  condiciones 
fundamentales  del  acuerdo  que  habían  aprobado. 

El  señor  Ministro  terminó  lamentando  el  estéril  resultado 
de  sus  gestiones  para  procurar  una  solución  satisfactoria  de  estas 
dificultades  y  declarando  que  desde  ese  momento  cesaría  toda 
intervención  de  su  parte  desde  que  ella  no  había  dado  los  frutos 
que  esperaba. 

Con  fecha  31  de  Diciembre,  di  cuenta  a  US.  del  nuevo  as- 
pecto que  presentaba  la  situación  en  el  siguiente  telegrama: 

"A  pesar  acuerdo  comunicado  US.  situación  toma  giro  de- 
sagradable por  intrigas  fuera  Conferencia.— Algunos  Delegados 
mexicanos  cooperan  trabajo  Argentino  Peruano  para  juntar  ma- 
yoría a  proyecto  que  se  firmará  fuera  Conferencia  después  de 
aprobada  adhesión  La  Haya. — Hoy  hemos  obtenido  texto  pro- 
yecto que  dice  sustancialmente:  (Copia  reproducida  anterior- 
mente).— Pretensión  nueva  incorporar  ese  proyecto  en  actas 
Conferencia,  importa  una  manifestación  hostilidad  que  resistire- 
mos enérgicamente. — Adversarios  cuentan  con  Argentina,  Perú, 
Bolivia,  Paraguay,  Uruguay,  Venezuela,  Guatemala. — Han  inte- 
resado Santo  Domingo  que  tenía  cuestiones  pendientes  con 
Haití. — Hacen  fuerza  sobre  Salvador. — Iniciamos  activas  gestio- 
nes cerca  gobierno  México  y  demás  Delegaciones  para  desbara- 
tar intrigas." 

Para  que  US.  pueda  penetrarse  de  la  razón  que  inducía  a  la 
Delegación  chilena  a  oponer  enérgica  resistencia  a  una  solución 
que,  aún  cuando  no  afectaba  directamente  los  intereses  de  núes- 
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tra  política  ni  comprometía  las  declaraciones  de  nuestro  Gobier- 
no en  materia  de  arbitraje,  tendía,  sin  embargo,  a  presentar  el 
proyecto  de  arbitraje  obligatorio  como  apoyado  y  aceptado  por 
la  mayoría  del  Congreso,  juzgo  oportuno  establecer,  antes  de 
seguir  adelante,  cuál  era  la  situación  que  realmente  tenía  el  pro- 
blema del  arbitraje  en  el  seno  de  la  Conferencia. 

Sabe  US.  que  el  arbitraje  obligatorio  presenta  dos  aspectos 
distintos,  según  se  le  dé  o  nó  alcance  retroactivo. 

Esta  última  fórmula  la  sostienen  únicamente  las  naciones 
que  han  buscado  en  el  arbitraje  obligatorio  y  retroactivo  un  me- 
dio de  censurar  la  política  de  Chile  en  las  cuestiones  derivadas 
de  la  guerra  del  Pacífico  y  que  han  pretendido,  como  lo  obtuvie- 
ron en  el  Congreso  de  Washington,  llegar  a  conclusiones  que 
signifiquen  que  todos  los  pueblos  de  América  se  pronuncien  en 
su  favor  y  en  contra  de  Chile,  a  quien  desearían  ver  aislado, 
señalado  como  único  país  que  proclama  el  derecho  de  conquista 
y  como  un  peligro  para  la  conservación  de  la  paz  en  América. 
Forman  el  grupo  de  las  naciones  que  han  concurrido  a  este 
Congreso  con  el  propósito  exclusivamente  político  y  con  inten- 
ciones de  hostilidad  contra  Chile,  el  Perú,  Bolivia  y  la  Repúbli- 
ca Argentina,  acompañados  del  Uruguay  y  Paraguay  que  obran 
de  acuerdo  con  la  última. 

Aparte  de  estas  cinco  naciones,  no  hay  ninguna  otra  intere- 
sada en  el  arbitraje  retroactivo,  si  bien  hay  algunas  que  tienen 
intereses  en  ligarse  con  otras  por  pactos  de  arbitraje  obligatorio 
en  razón  de  necesidades  especiales  de  sus  relaciones  políticas 
con  los  países  limítrofes.  En  este  caso  se  encuentran  México  y 
todas  las  Repúblicas  de  Centro  América  respecto  de  los  Estados 
Unidos,  Guatemala  respecto  de  México  y  Santo  Domingo  res- 
pecto de  Haití. 

La  República  de  San  Salvador,  que  también  aparece  firman- 
do el  pacto  de  arbitraje  obligatorio,  ha  hecho  la  salvedad  de  las 
cuestiones  pendientes  como  manifestación  especial  de  respeto  y 
deferencia  hacia  Chile,  siguiendo  en  lo  demás  a  México  al  cual 
está  ligado  por  el  amparo  que  le  ofrece  en  sus  dificultades  con 
Guatemala. 

En  consecuencia,  sometida  libremente  al  voto  de  este  Con- 
greso la  cuestión   del   arbitraje  obligatorio   y   retrospectivo,   no 
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habría  contado  sino  con  cinco  naciones.  Pero,  como  estas  cinco 
naciones  y  algunas  otras  que,  como  la  República  Dominicana  se 
dejó  arrastrar  por  las  intrigas  de  nuestros  adversarios,  amenaza- 
ban con  retirarse  del  Congreso  lo  que  importaba  un  ruidoso  fra- 
caso que  México  y  Estados  Unidos  querrán  a  toda  costa  evitar, 
surgieron  las  diversas  combinaciones  encaminadas  todas  ellas  a 
impedir  ese  retiro  y  al  mismo  tiempo  a  contemplar  la  exigencia 
fundamental  de  Chile  de  que  no  se  llevase  a  la  discusión  del 
Congreso  la  cuestión  enojosa  que  sus  adversarios  tenían  interés 
en  promover. 

Esto  explica  en  gran  parte  la  actitud  excesivamente  condes- 
cendiente de  México  para  con  los  partidarios  del  arbitraje  polí- 
tico, y  la  actitud  no  menos  condescendiente  de  los  Estados 
Unidos  que  buscaban  a  la  vez  que  el  éxito  del  Congreso,  la  ad- 
hesión unánime  de  las  Repúblicas  Americanas  al  arbitraje  facul- 
tativo de  La  Haya. 

Pero,  los  representantes  de  Chile  no  podían  autorizar  con 
su  aquiescencia  el  falso  prestigio  que  adquiriría  la  política  hostil 
del  Perú,  Bolivia  y  Argentina  con  el  aparente  apoyo  de  otros 
países  amigos  de  Chile  y  neutrales  en  las  cuestiones  de  nuestro 
país  con  aquéllos. 

No  podían,  por  tanto,  ligarse  a  un  compromiso  que  no  co- 
rrespondía a  la  verdad  de  la  situación  y  que  tenía  por  objeto  pre- 
sentar a  nuestros  adversarios  amparados  por  la  mayoría  del 
Congreso. 

Continuando  las  gestiones  que,  de  acuerdo  con  los  demás 
Delegados  de  Chile,  juzgamos  necesario  hacer  ante  este  Gobier- 
no, celebré  una  larga  e  interesante  conferencia  con  S-  E.  el  Pre- 
sidente de  la  República,  según  lo  comuniqué  a  US.  en  mi  tele- 
grama de  3  de  Enero. 

En  ese  día  fui  recibido  por  S.  E.  en  su  casa  particular,  ha- 
llándose también  presente  el  señor  Mariscal,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores.  Esta  entrevista  tomó  un  carácter  cordial  y 
amistoso.  Hice  al  señor  Presidente  una  exposición  detallada  de 
los  antecedentes  de  la  reunión  de  este  segundo  Congreso  Pan 
Americano  y  de  las  condiciones  especiales  en  que  nuestro  Go" 
bierno  había  concurrido  a  él.  Me  esforcé  en  explicar  a  S.  E.  la 
política  perfectamente   franca  y  definida  observada   por  Chile 
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desde  el  Congreso  anterior  y  dejé  establecido  claramente  cuáles 
fueron  las  garantías  tomadas  por  nuestro  país  al  concurrir  a 
esta  reunión  internacional  y  las  declaraciones  de  su  Cancillería 
en  lo  relativo  al  arbitraje,  para  demostrar  que  la  actitud  de  sus 
representantes  guarda  y  guardará  perfecta  armonía  con  esas 
declaraciones  y  con  la  política  que  Chile  ha  dado  a  conocer  de 
antemano. 

Recordé  al  señor  Presidente  las  amistosas  y  satisfactorias 
declaraciones  de  la  Cancillería  de  México  en  cuanto  al  alcance 
que  debiera  darse  al  arbitraje  y  a  la  necesidad  de  evitar  que  se 
llevara  a  la  discusión  del  Congreso  las  cuestiones  relacionadas 
con  ese  problema  que  pudieran  lastimar  la  soberanía  y  dignidad 
de  nuestro  país,  para  establecer  que  la  situación  en  que  se  habían 
colocado  los  representantes  mexicanos  al  contraer  el  compro- 
miso de  suscribir  el  pacto  de  arbitraje  obligatorio  exigido  por 
nuestros  adversarios  y,  además,  de  incorporarlo  en  las  actas  de 
la  Conferencia,  no  guardaba  conformidad  alguna  con  aquellas 
importantes  declaraciones. 

Chile,  dije  a  S.  E.,  fundó  principalmente  su  aceptación  para 
concurrir  a  este  Congreso  en  las  garantías  que  le  daban  la  amis- 
tad y  la  imparcialidad  de  México  y  en  sus  francas  declaraciones 
respecto  del  arbitraje. 

En  el  grave  incidente  que  se  ha  producido  por  la  celebra- 
ción del  pacto  obligatorio  que  se  pretende  insertar  en  el  acta 
final  de  la  Conferencia,  la  actitud  que  asumen  los  representantes 
chilenos  no  es  una  actitud  nueva.  Ella  se  conforma  estrictamente 
a  las  declaraciones  contenidas  en  la  respuesta  dada  por  el  Go- 
bierno de  Chile  a  la  invitación  del  Gobierno  mexicano. 

En  esa  respuesta,  Chile  declaró  que  concurriría  animado  de 
los  mejores  propósitos  a  tratar  en  la  Conferencia  Americana  de 
las  cuestiones  de  interés  general  para  la  América,  y  así  lo  ha 
demostrado  cooperando  activamente  en  todos  aquellos  asuntos 
que  tienden  a  realizar  obra  práctica  y  provechosa  entre  todas 
las  Repúblicas  Americanas;  pero,  cuidó  de  establecer  en  forma 
explícita  y  categórica  que,  si  contra  lo  que  era  de  esperar  y  de 
desear,  llegaran  a  tratarse  en  la  Conferencia  cuestiones  extrañas 
a  sus  fines  que  puedan  dividir  a  las  naciones  concurrentes  o 
que  afecten  pactos  anteriores  ya  perfeccionados  no  sujetos  a  ul- 
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tenor  revisión  o  examen,  reservaba  toda  la  libertad  necesaria 
para  resguardar  en  la  mejor  forma  sus  derechos  de  nación  so- 
berana. 

Dejó  también  constancia  en  esa  respuesta  el  Gobierno  de 
Chile,  agregué,  de  la  opinión  expresada  oficialmente  por  el  Go- 
bierno de  México  en  el  sentido  de  que  la  Conferencia  debiera 
ocuparse  exclusivamente  de  las  cuestiones  que  sea  posible  dis- 
cutir con  ánimo  sereno  y  desapasionado. 

Dados  estos  antecedentes,  ¿cómo  podría  explicarse  que 
México  no  solamente  suscriba  con  los  adversarios  de  Chile  el 
arbitraje  con  alcance  retroactivo  sino  que  todavía  ofrezca  su  res- 
petable concurso  para  llevar  a  la  Conferencia  ese  pacto  ofensivo 
para  Chile? 

Observé  a  S.  E.  que  no  era  posible  suponer  que  había  exa- 
gerada susceptibilidad  de  nuestra  parte  al  defender  como  lo 
hacíamos  una  cuestión  que  para  nuestro  país  es  de  dignidad  na- 
cional. Resistimos  el  arbitraje  que  exigen  nuestros  adversarios  y 
aún  nos  oponemos  a  que  él  se  lleve  a  los  debates  del  Congreso, 
porque  envuelve  la  discusión  de  los  derechos  de  nación  sobera- 
na e  independiente  de  que  Chile  hizo  legítimo  uso  al  celebrar 
los  pactos  que  pusieron  término  a  la  guerra  del  Pacífico. 

Entré  en  seguida,  en  largas  consideraciones  para  expresar 
a  S.  E.  la  situación  delicada  y  difícil  creada  a  los  representantes 
de  Chile  por  la  actitud  últimamente  asumida  por  los  represen- 
tantes mexicanos.  Hice  notar  la  grave  responsabilidad  que  pe- 
saba sobre  el  infrascrito  por  haber  inducido  a  su  Gobierno,  con 
las  seguridades  que  ofrecía  la  actitud  anterior  de  la  Cancillería 
de  México,  a  concurrir  a  este  Congreso,  venciendo  justificadas 
vacilaciones  y  resistencias  de  la  opinión  pública  de  Chile. 

Hice  notar  igualmente  la  responsabilidad  contraída  por  la 
Delegación  chilena  que,  fundada  en  las  mismas  seguridades,  no 
quiso  plantear  desde  el  primer  momento  la  cuestión  precisa  del 
programa  como  lo  exigía  la  situación  especial  de  nuestro  país, 
porque  confió  en  la  acción  imparcial  de  México  que  procuraba 
entonces  salvar  ese  primer  escollo  presentando  un  proyecto  de 
arbitraje  conciliador  y  respetuoso  para  todas  las  opiniones,  y 
porque  creyó  manifestar  así  su  deferencia  a  este  Gobierno  que 
tan  generosa  y  hospitalariamente  nos  hospedaba. 


—    155  — 

Refiriéndome  al  plan  que  nos  había  sido  propuesto  para  lle- 
gar a  una  solución  satisfactoria  para  todas  las  dificultades  que 
ofrecía  la  cuestión  de  arbitraje,  expuse  a  S.  E.  las  bases  funda- 
mentales en  que  descansaba  el  arreglo  aceptado  por  nosotros  y 
establecí  con  claridad  las  diferencias  que  existían  entre  esas  ba- 
ses y  el  procedimiento  que  se  trataba  de  poner  en  práctica. 

Demostré  que  la  cláusula  final  del  pacto  obligatorio  acepta- 
do por  México  que  ordena  su  incorporación  en  las  actas  de  la 
Conferencia,  además  de  ser  irregular  e  irrespetuosa  para  la 
misma  Conferencia,  tenía  por  único  objeto  herir  a  Chile  y  llevar 
al  Congreso  la  cuestión  odiosa  que  nuestro  Gobierno  no  acepta 
y  que  sus  representantes  tienen  el  deber  de  rechazar  enérgica- 
mente como  un  ataque  a  la  dignidad  del  país,  provocando  al 
mismo  tiempo  el  debate  que  se  había  convenido  en  evitar. 

En  comprobación  de  lo  anterior  manifesté  a  S.  E.  que  sólo 
tres  países,  Argentina,  Perú  y  Bolivia,  exigían  el  mantenimiento 
de  esa  cláusula  porque  eran  los  únicos  interesados  en  agredir- 
nos. A  los  demás  sólo  podía  interesarles  la  celebración  del  pacto 
porque  nada  ganaba  éste  con  su  inserción  en  las  actas  de  la  Con- 
ferencia. 

Dije,  por  último,  al  señor  Presidente,  que  la  importancia 
que  tiene  y  debe  darse  a  un  incidente  que  se  roza  con  graves 
problemas  de  la  política  internacional  de  Chile,  me  inducían  a 
darle  conocimiento  exacto  de  la  situación,  tanto  para  justificar 
ante  el  Jefe  del  Estado  la  actitud  que  nos  correspondía  asumir 
en  asuntos  tan  delicados  cuanto  para  prevenirlo  de  las  conse- 
cuencias desagradables  que  esta  situación  podría  traer,  provo- 
cando debates  enojosos  en  el  seno  del  Congreso  y  aún  el  posible 
retiro  de  la  Delegación  chilena.  No  sería  posible  reproducir  en 
esta  comunicación  todos  los  detalles  de  la  importante  entrevista 
a  que  vengo  refiriéndome.  En  ella  tuve  oportunidad  de  expresar 
al  señor  General  Díaz  los  sentimientos  amistosos  de  nuestro 
país  hacia  México  y  el  anhelo  de  estrechar  la  buena  amistad  y 
las  cordiales  relaciones  de  ambos  pueblos  que  había  inspirado  la 
resolución  de  mi  Gobierno  al  acreditar  aquí  una  Legación  per- 
manente. 

Aludí  también  a  la  situación  excepcional  que  México  tenía 
en  América,  no  solamente  por  hallarse  entre  los  países  más  im- 
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portantes  del  continente,  sino  por  estar  en  buenas  relaciones 
con  todas  las  Repúblicas  americanas,  pudiendo,  por  consiguiente, 
ejercer  una  influencia  provechosa  en  favor  de  la  armonía  entre 
todas  ellas  si  mantiene  en  este  Congreso  su  imparcialidad  e  in- 
dependencia y  se  reserva  el  papel  de  elemento  neutral  en  las 
dificultades  de  los  demás  países. 

El  señor  Presidente  me  escuchó  con  interés  y  se  manifestó 
bien  impresionado  de  la  exposición  franca  que  acababa  de  ha- 
cerle. 

Me  declaró  que  comprendía  perfectamente  las  razones  que 
justificaban  la  política  chilena  en  el  Congreso  Pan-Americano  y 
la  actitud  que  en  conformidad  a  ella  observaban  sus  represen- 
tantes, agregándome  que  agradecía  las  explicaciones  y  antece- 
dentes que  a  este  respecto  le  había  suministrado. 

Me  observó  que,  a  pesar  de  las  buenas  razones  que  acababa 
yo  de  darle  para  que  se  tomase  en  cuenta  la  situación  especial 
de  Chile,  su  aceptación  condicional  para  concurrir  al  Congreso 
y  las  instrucciones  que  debía  observar  la  Delegación  chilena,  las 
circunstancias  excepcionalmente  difíciles  en  que  se  encontraba 
México,  colocado  entre  dos  corrientes  opuestas  y  extremas,  y 
empeñado  en  buscar  una  solución  que  pueda  conciliar  los  inte- 
reses en  lucha,  no  dejaban  libertad  alguna  para  obrar  en  medio 
de  estas  dificultades,  y  por  consiguiente,  debía  tomarse  también 
muy  en  cuenta  la  situación  embarazosa  de  México  al  juzgar  sus 
procedimientos. 

Me  agregó  que  el  compromiso  contraído  ya  por  México  al 
suscribir  el  pacto  de  arbitraje  obligatorio,  no  podía  él  romperlo 
sin  desautorizar  a  los  miembros  de  la  Delegación  mexicana  que 
habían  intervenido  en  su  celebración. 

Constituyendo  este  pacto  una  exigencia  ineludible  del  grupo 
opuesto  a  Chile,  no  sería  posible  rechazarla  después  de  aceptada 
por  parte  de  México  y  en  la  inteligencia  de  que  era  ésta  una  so- 
lución aceptada  por  todos. 

En  cuanto  a  la  incorporación  del  pacto  en  el  acta  final  de  la 
Conferencia,  comprendo  los  inconvenientes  que  presenta  y  la 
razón  con  que  los  Delegados  de  Chile  se  oponen  a  este  proce- 
dimiento. 

Muy  grato  me  sería,  dijo  por   fin   S.  E.,  dar  a  Vd.  una  res- 
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puesta  satisfactoria  en  este  momento  sobre  este  punto,  pero  nada 
puedo  resolver  mientras  no  me  ponga  al  habla  con  los  miembros 
de  la  Delegación  mexicana. 

El  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  intervino  en 
nuestra  conversación  para  reforzar  las  razones  y  las  expresiones 
amistosas  del  señor  Presidente. 

Comprendiendo  la  justicia  de  mis  observaciones  referentes 
a  las  seguridades  dadas  por  la  Cancillería  de  México  en  lo  rela- 
tivo al  arbitraje  y  a  la  contradicción  manifiesta  entre  esas  decla- 
raciones y  el  pacto  de  arbitraje  obligatorio  que  posteriormente 
se  ha  visto  obligado  a  aceptar,  el  señor  Ministro  se  esforzó  en 
explicarme  esta  contradicción  por  la  necesidad  en  que  México  se 
veía  de  conciliar  las  dificultades  que  se  habían  presentado  y  que 
amenazaban  producir  el  fracaso  del  Congreso. 

Como  una  satisfacción  debida  a  la  Cancillería  de  Chile,  el 
señor  Mariscal  y  S.  E.  manifestaron  que  no  habría  inconveniente 
en  dejar  constancia  en  una  nota  de  las  razones  que  México  tenía 
para  proceder  de  este  modo  a  fin  de  expresar  al  Gobierno  de 
Chile  que  no  debía  ver  en  ello  nada  que  alterase  la  buena  amis- 
tad de  ambos  países  ni  el  deseo  de  estrechar  sus  relaciones. 

El  objeto  principal  de  la  entrevista  celebrada  con  el  señor 
Presidente  Díaz  de  penetrarlo  de  la  política  de  Chile,  del  ver- 
dadero aspecto  de  la  situación  y  de  impresionarlo  en  nuestro 
favor,  induciéndolo  a  ejercitar  su  poderosa  influencia  en  estos 
asuntos,  quedaba  en  mi  concepto  conseguido  y  los  favorables  re- 
sultados de  estas  gestiones  no  se  dejaron  esperar. 

En  efecto,  en  conferencia  celebrada  el  día  7  de  Enero  con  el 
señor  Limantour,  me  comunicó  el  señor  Ministro  la  resolución 
tomada  por  el  Gobierno  de  retirar  su  compromiso  respecto  de 
la  inserción  del  pacto  de  arbitraje  obligatorio  en  el  acta  final  de 
la  Conferencia,  y  de  desahuciar  todo  el  pacto  en  caso  de  que 
nuestros  adversarios  opusieran  dificultades  para  lo  primero. 

Al  mismo  tiempo  México  de  acuerdo  con  los  Estados  Uni- 
dos accedían  a  que  se  diera  cuenta  del  referido  pacto  a  la  Con- 
ferencia por  medio  de  una  comunicación  de  las  Delegaciones 
firmantes  dirigidas  al  Presidente  del  Congreso,  siempie  que  este 
procedimiento  no  provocase  debate  alguno. 
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De  todo  esto  informé  a  US.  por  telegrama  de  9  de  Enero 
N.°  2,  en  los  siguientes  términos: 

"Gestiones  ante  Gobierno  México  han  dado  resultado  evitar 
que  pacto  firmado  fuera  Conferencia  por  diez  naciones,  se  in- 
serte en  acta  final  que  contendrá  resumen  trabajos  Conferencia. 
México  ha  comprendido  significación  hostil  de  aquella  tentativa 
y  ha  resuelto  denunciarla,  mostrándose  dispuesto  desligarse 
compromiso  en  caso  resistencia  de  adversarios  de  Chile.  Los 
firmantes  del  proyecto  acordado  fuera  Conferencia,  insisten  en 
que  se  dé  cuenta  de  él  por  medio  de  una  comunicación  dirigida 
a  Conferencia.  México  y  Estados  Unidos  aceptan  procedimiento, 
siempre  que  importe  simple  trámite  y  no  dé  lugar  a  debate.  Pro- 
curamos dicha  comunicación  no  lleve  firma  México.  México  pro- 
cede bajo  amenaza  de  retiro  de  cinco  o  más  países  y  ofrece  a  Chile 
explicaciones  sobre  firma  proyecto  fuera  Conferencia.  Como 
Conferencia  no  aceptará  arbitraje  obligatorio  y  sólo  adhesión 
La  Haya  podrá  reunir  unanimidad,  procuraremos  no  dar  impor- 
tancia a  pacto  firmado  fuera,  para  no  desvirtuar  triunfo  que  para 
política  Chile  significa  que  Congreso  deshaga  obra  Congreso 
anterior  y  consagre  arbitraje  facultativo.  Agradeceremos  opinión 
Gobierno." 

US.  se  sirvió  expresar  esa  opinión  en  el  siguiente  satisfac- 
torio telegrama  de  1 1  de  Enero  N.°  2: 

"Actitud  Delegados  de  Chile  corresponde  conveniencias  si- 
tuación y  sus  esfuerzos  merecen  nuestras  felicitaciones." 

El  efecto  que  produjo  en  el  campo  adversario  el  resultado 
de  nuestras  gestiones  ante  el  Gobierno  de  México,  fué  de  pro- 
funda indignación.  Desde  ese  momento  las  Delegaciones  del 
Perú,  Argentina,  Bolivia,  Paraguay,  Venezuela  y  Santo  Domingo 
se  pusieron  de  acuerdo  para  hacer  presión  sobre  México,  anun- 
ciando su  retiro  de  la  Conferencia  si  no  se  mantenía  la  cláusula 
final  del  pacto. 

Por  su  parte,  la  Delegación  chilena  juzgó  necesario  no  per- 
manecer inactiva  y  se  apresuró  a  proponer  un   modus  operandi 
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al  Gobierno  de  México  para  dar  muestras  de  su  espíritu  conci- 
liador y  prudente,  a  la  vez  que  de  su  propósito  de  mantenerse  en 
el  terreno  de  la  corrección  de  procedimientos. 

Con  este  objeto,  presenté  al  señor  Limantour  en  nombre  de 
los  Delegados  de  Chile  la  proposición  siguiente: 

"I.  Dar  por  terminadas  las  funciones  del  Sub-Comité  de 
Arbitraje  y  continuar  en  la  Comisión  el  estudio  del  proyecto  de 
la  Delegación  mexicana. 

II.  Los  Delegados  que  sostienen  el  arbitraje  amplio,  exten- 
diendo su  alcance  obligatorio,  y  que  deseen  modificar  en  este 
sentido  el  proyecto  mexicano,  propondrían  y  fundarían  doctri- 
nariamente sus  indicaciones  tendientes  a  modificar  los  términos 
en  que  está  concebido  el  título  respectivo  de  dicho  proyecto. 

III.  De  igual  derecho  usarían  y  en  la  misma  forma  doctri- 
naria fundarían  sus  opiniones  los  Delegados  que  sostienen  el 
arbitraje  facultativo  y  deseen  modificaren  tal  sentido  el  proyecto 
mexicano. 

IV.  La  Delegación  de  los  Estados  Unidos,  en  vista  de  las 
diversas  tendencias  y  de  la  contradicción  de  opiniones,  y  a  fin 
de  obtener  el  asentimiento  de  todas  las  naciones  en  materia  de 
arbitraje, propondría  la  adhesión  ala  Convención  de  La  Haya. 

V.  El  dictamen  de  la  Comisión,  en  el  que  se  dejaría  cons- 
tancia de  las  distintas  opiniones  emitidas,  sería  redactado  de  co- 
mún acuerdo  y  aprobado  previamente  por  todos  los  miembros  de 
la  Comisión. 

VI.  En  la  Conferencia  no  habría  debate  y  se  aprobaría  por 
unanimidad  el  dictamen  de  la  Comisión  de  Arbitraje." 

El  señor  Limantour  manifestó  desde  luego  su  aceptación  al 
procedimiento  propuesto,  que  era  perfectamente  calculado  para 
que  la  Comisión  de  Arbitraje  llenara  su  cometido  sin  dificultad; 
pero,  observó  que  este  plan  no  resolvería  sino  una  parte  del 
conflicto,  porque  quedaba  en  pié  la  cuestión  del  pacto  de  arbi- 
traje obligatorio  respecto  del  cual  existían  compromisos  contraí- 
dos con  México  y  otras  naciones  y  la  exigencia  de  algunos  de 
los  firmantes  de  llevarlo  a  la  Conferencia. 

Sin  desconocer  la  situación  correcta  en  que  se  colocaba  la 
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Delegación  chilena,  el  señor  Limantour  observó  en  seguida  que 
la  proposición  nuestra  no  hacía  concesión  alguna  al  bando 
opuesto,  siendo  que  éste  se  allanaba  a  no  promover  el  debate  so- 
bre las  cuestiones  que  pudieran  ser  enojosas  para  Chile. 

Contesté  al  señor  Ministro  que  no  era  posible  considerar 
como  una  concesión  de  nuestros  adversarios  lo  que  no  era  más 
que  el  cumplimiento  de  un  deber  de  cortesía  y  de  respeto  para 
con  el  Congreso  y  en  especial  para  con  el  país  que  nos  hospe- 
daba, al  cual  estábamos  todos  igualmente  obligados. 

La  situación,  por  otra  parte,  dije  al  señor  Ministro,  se  ha 
modificado  considerablemente  para  los  partidarios  del  arbitraje 
obligatorio  por  la  actitud  de  los  Estados  Unidos  en  esta  materia 
y  no  se  puede  decir  que  es  concesión  a  Chile  la  de  no  plantear 
esta  cuestión  en  la  Conferencia. 

Refiriéndose  a  lo  resuelto  por  México,  el  señor  Ministro  me 
confirmó  la  declaración  de  que  retiraría  su  compromiso  de  la 
cláusula  final  del  pacto,  pero  me  agregó  que  no  podría  impedirse 
que  se  mandase  una  comunicación  a  la  Conferencia  para  que 
tomase  conocimiento  del  referido  pacto. 

Las  Delegaciones  hostiles  a  Chile  se  declararon  en  ese  mo- 
mento en  abierto  choque  con  México  por  haber  accedido  a  eli- 
minar la  cláusula  final  del  pacto  y,  dispuestas  a  imponerse  con 
la  amenaza  de  retirarse  del  Congreso,  dejaron  de  asistir  a  la 
sesión  del  día  10  de  Enero. 

Los  Delegados  peruanos  habían  enviado  a  Santo  Domingo 
al  Cónsul  General  del  Perú  en  México,  señor  Maurtua,  para 
conseguir  el  apoyo  de  ese  Gobierno  en  favor  del  arbitraje  obli- 
gatorio y  para  que  se  impartieran  instrucciones  terminantes  en 
este  sentido  al  Delegado  del  Ecuador,  señor  Carbo,  que  tenía 
también  la  representación  de  la  República  Dominicana  en  unión 
de  don  Quintín  Gutiérrez. 

Resultado  de  esas  gestiones  fué  el  arribo  a  México  del  señor 
Federico  Henríquez  y  Carvajal  en  el  carácter  de  Jefe  de  la  De- 
legación Dominicana  y  su  inmediata  incorporación  en  el  grupo 
de  los  partidarios  a  outrance  del  arbitraje  obligatorio. 

Por  telegrama  del  10  de  Enero  informé   a  US.  lo   siguiente: 

"Pendiente  proposición  México   a  firmantes  proyecto  arbi- 
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traje  fuera  Conferencia  para  eliminar  pretención  de  incorporar 
dicho  proyecto  en  actas  Conferencia,  faltaron  hoy  a  sesión  De- 
legados Argentina,  Bolivia,  Perú,  Paraguay,  Venezuela  y  el  Mi- 
nistro recientemente  llegado  de  Santo  Domingo.  Propósito  ma- 
nifiesto era  ejercer  presión  sobre  México.  Prensa  había  anun- 
ciado esa  actitud  e  incluido  entre  confabulados  a  Delegado 
Guatemala,  pero  éste  desmintió  en  sesión  lo  que  a  él  se  refería, 
declarando  no  trajo  ideas  preconcebidas  y  exclusivistas  sino 
propósito  trabajar  intereses  armónicos  América.  Después  Davis, 
Presidente  Delegación  Estados  Unidos,  leyó  discurso  despedida 
por  partir  hoy.  Rompiendo  reserva  anterior  hizo  estas  declara- 
ciones textuales: 


"En  la  obra  de  esta  Conferencia  ha  sido  sustancialmente 
acordado,  un  proyecto  de  Arbitraje,  que  será  de  gran  valor  para 
todas  las  Repúblicas;  él,  estoy  cierto,  es  un  gran  paso  hacia  la 
conservación  de  la  paz  y  el  arreglo  de  las  diferencias  entre  las 
Repúblicas  Americanas.  La  adopción  del  Tratado  de  La  Haya 
fué  un  progreso  sobre  lo  anteriormente  hecho  por  las  naciones 
del  mundo,  y  mostró  claramente  que  los  hombres  civilizados 
desean  en  todas  partes  evitar  la  guerra  en  lo  posible. 

Permítaseme  decir  a  mis  colegas  de  las  Repúblicas  del  Sur, 
donde  con  tanta  frecuencia  surgen  diferencias,  especialmente  re- 
lativas a  límites,  que  si  aceptan  la  oportunidad  de  adoptar  los  ar- 
tículos de  La  Haya,  darán  el  paso  más  grande  y  mejor  hacia 
el  arreglo  pacífico  de  todas  las  cuestiones  pendientes,  siguiendo 
así  a  las  naciones  civilizadas  e  ilustradas  del  mundo. 

El  Tribunal  establecido  por  la  Convención  de  La  Haya, 
está  demostrando  ya  su  utilidad.  Entre  las  recientes  cuestiones 
de  importancia  presentadas  a  él,  figuran  dos  sometidas  por  Fran- 
cia e  Inglaterra,  y  los  Estados  Unidos  e  Inglaterra  están  prepa- 
rándose a  someter  a  su  arbitraje,  la  cuestión  de  límites  de  Alaska 
y  varias  otras". 


Ecuador  propuso  voto  simpatía  Davis.  Apoyólo  Blest,  de- 
jando constancia  adhesión  Delegación  chilena  a  sentimientos  e 
¡deas  expresadas  por  Davis  por  cuanto  eran  las  mismas  que  había 
traído   Delegación   a   Conferencia.  Convendría  diera  US.  estos 
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datos  a  Agencia  Havas  y  prensa  chilena  que  por  diarios  que  reci- 
bimos notamos  está  muy  mal  informada. 

He  explicado  a  US.  las  razones  particulares  que  han  induci- 
do a  algunos  países  amigos  de  Chile  a  unirse  con  nuestros  adver- 
sarios en  la  campaña  en  favor  del  arbitraje  obligatorio. 

Llamaba,  sin  embargo,  nuestra  atención  la  actitud  marcada- 
mente hostil  del  Delegado  de  Venezuela  y  absolutamente  injusti- 
ficada. 

Aprovechando  las  buenas  relaciones  que  le  ligaban  a  nuestro 
Delegado,  don  Joaquín  Walker  Martínez,  con  el  General  Pachano, 
actual  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Venezuela,  que  fué 
su  colega  en  el  Brasil,  juzgó  oportuno  dirigirle  el  telegrama  que 
en  copia  acompaño  a  US.  como  anexo  N.°  1. 

El  resultado  de  esta  importante  gestión  lo  comuniqué  a  US. 
en  mi  telegrama  de  fecha  14  de  Enero,  que  dice: 

"Walker  dio  a  conocer  por  telégrafo  actitud  del  Delegado 
Venezuela  a  General  Pachano  Ministro  Relaciones  que  fué  cole- 
ga suyo  Brasil.  Pidióle  neutralidad  cuestión  arbitraje,  nombre 
amistad  liga  países.  Walker  recibió  hoy  afectuosa  contestación 
Pachano,  avisándole  retiro  Delegación  y  que  Venezuela  quiere 
paz  americana,  esquivando  todo  choque.  Agrega  votos  cariñosos 
Chile". 

El  inesperado  y  violento  retiro  de  la  Delegación  de  Venezue- 
la, comunicado  por  telégrafo  al  Delegado  chileno  señor  Walker  y 
al  mismo  tiempo  al  señor  Manuel  M.  Galavis,  Delegado  de  aque- 
lla República,  con  la  declaración  que  esa  medida  había  sido 
acordada  por  el  Gobierno  venezolano  desde  el  31  de  Diciem- 
bre, produjo,  como  era  natural,  gran  desconcierto  en  el  campo 
adversario  y  tuvo  una  influencia  considerable  en  la  solución  del 
conflicto  entre  las  Delegaciones  inasistentes  y  el  Gobierno  de 
México. 

El  Gobierno  mexicano,  sus  representantes  en  la  Conferen- 
cia y  la  opinión  en  general  de  este  país,  se  sentían  irritados  y 
ofendidos  con  el  procedimiento  descortés  y  amenazador  de  [as 
Delegaciones  que  querían  imponerse  con  su  retiro. 

Por  otra  parte,  la  Delegación  de  los  Estados  Unidos,  repre- 
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sentada  en  estos  asuntos  por  el  señor  Buchanan,  temía  que,  for- 
malizándose el  retiro  de  cinco  Delegaciones,  se  produjera  el  fra- 
caso del  Congreso. 

Empeñado  el  señor  Buchanan  en  buscar  con  los  represen- 
tantes mexicanos  una  fórmula  de  arreglo  para  evitar  el  temido 
fracaso,  se  llegó  por  fin  a  la  siguiente  proposición: 

1.°  Supresión  del  Art.  25  del  Reglamento  que  se  refiere  al 
Acta  final  de  la  Conferencia. 

2.°  Disolución  de  la  Comisión  de  Arbitraje. 

3.°  Presentación  por  todas  las  Delegaciones  de  la  adhesión 
a  las  Convenciones  de  La  Haya. 

4o  Declaración  del  Presidente  de  la  Conferencia  aprobando 
lo  consentido  por  las  Delegaciones. 

5.°  Presentación  por  las  Delegaciones  signatarias  del  pro- 
yecto de  tratado  de  Arbitraje  Obligatorio  a  la  Conferencia  para 
que,  después  de  ratificado  por  dichas  Delegaciones,  pase  a  la  Se- 
cretaría de  Relaciones  Exteriores  de  México  por  el  conducto 
Reglamentario. 

Esta  proposición  fué  rechazada  por  las  Delegaciones  ina- 
sistentes. 

También  lo  fué  por  la  de  Chile  por  cuanto  se  proponía  rati- 
ficar en  la  Conferencia  el  tratado  de  arbitraje  obligatorio,  lo  que 
era  lo  mismo  o  peor  que  insertarlo  en  el  acta  final  de  la  misma. 

Las  Delegaciones  inasistentes  dirigieron  entonces  a  México, 
con  el  carácter  de  ultimátum,  una  nueva  proposición  por  la  cual 
el  proyecto  de  arbitraje  obligatorio  y  el  de  adhesión  a  La  Haya 
debían  presentarse  a  la  Comisión  de  Arbitraje  para  que  ésta  lo 
remitiera  al  Congreso  con  un  dictamen  que  esas  mismas  Delega- 
ciones tenían  redactado.  En  seguida,  aprobado  dicho  dictamen, 
la  Comisión  remitiría  ambos  proyectos  a  la  Secretaría  de  Rela- 
ciones Exteriores  de  México. 

Previo  acuerdo  tomado  por  el    Presidente  Díaz,  en  reunión 
del  Gabinete  y  de  acuerdo   también   con  el  señor  Delegado  Bu 
chañan,  México  rechazó  perentoriomente  este  ultimatun  y  pro- 
puso a  las  dichas  Delegaciones  como  fórmula  definitiva  de  arreglo 
y  como  el  máximum  posible  de  concesiones,  lo  siguiente: 

Presentación  a  la  Conferencia  del  proyecto  de  adhesión  a 
La  Haya  suscrito  por  todas  las  Delegaciones  por  medio  de  una 
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comunicación  dirigida  al  Presidente  del  Congreso  para  que  éste 
dispusiera,  una  vez  leído  en  sesión,  su  envío  a  la  Secretaría  de 
Relaciones  Exteriores  de  México. 

Presentación  a  la  Conferencia  en  la  misma  forma  del  proyec- 
to de  arbitraje  obligatorio  para  que  se  le  enviase  igualmente  a  la 
Secretaría  de  Relaciones  Exteriores  de  México,  quedando  también 
como  el  anterior  incorporado  en  el  acta  respectiva. 

Como  complemento  de  este  acuerdóse  propuso,  según  pudo 
verse  después,  la  supresión  del  Art.  25  del  Reglamento  y  su 
reemplazo  por  otro  que  dejase  autorizado  el  envío  de  las  resolu- 
ciones y  documentos  de  la  Conferencia  al  Ministerio  de  Negocios 
Extranjeros  de  México  y  autorizada  también  la  tramitación  que, 
al  efecto,  debería  ordenar  el  Presidente  de  la  Asamblea. 

La  Delegación  chilena  fué  consultada  al  mismo  tiempo  sobre 
este  arreglo  por  el  Delegado  de  México,  señor  Emilio  Pardo,  y 
por  el  Delegado  americano  señor  Buchanan. 

Antes  de  que  nuestros  Delegados  pudieran  tomar  una  reso- 
lución definitiva  y  conocer  con  exactitud  la  determinación  de 
México,  que  se  hallaba  en  agudo  conflicto  con  las  Delegaciones 
inasistentes  a  la  sesión  del  13  de  Enero  y  en  la  misma  sesión, 
el  señor  Pardo  propuso  dos  reformas  reglamentarias:  la  primera 
para  suprimir  el  Art.  25  del  Reglamento,  que  se  aprobó  sin  difi- 
cultad, y  la  segunda,  relacionada  con  el  acuerdo  celebrado  con 
las  Delegaciones  inasistentes,  que  desde  ese  momento  se  trataba 
de  poner  en  ejecución. 

Esto  motivó  la  protesta  del  Delegado  Walker  Martínez, 
quien  reclamó  primeramente  de  la  hora  para  evitar  la  precipita- 
da aprobación  de  una  reforma  reglamentaria  cuyo  alcance  no  era 
posible  apreciar  y  abandonó  después  la  sala  en  vista  de  la  actitud 
del  Presidente. 

En  telegrama  de  14  de  Enero,  informando  a  US.  sobre  este 
hecho,  dije  lo  siguiente: 

"Gobierno  mexicano  notificó  a  Delegaciones  inasistentes 
que  estimaba  ofensiva  su  actitud  y  que  los  consideraría  como 
retirados  si  la  mantenían. — Ayer  temprano  prodújose  arreglo 
con  dichas  Delegaciones  y  éstas  se  incorporaron  sala  a  mitad 
sesión. — Como  consecuencia  de  este  arreglo  presentáronse  por 
mexicanos  dos  proposiciones  al  terminar  sesión. — La  primera 
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firmada  por  trece  Delegaciones  para  suprimir  artículo  Regla- 
mento que  se  refiere  a  acta  final  Conferencia,  fué  aprobada  sin 
inconvenientes  y  con  nuestro  voto. — La  segunda,  presentada  por 
Delegado  mexicano  Pardo,  para  sustituir  dicho  artículo  por  otro 
encaminado  a  establecer  que  resoluciones  Conferencia  y  demás 
documentos  se  enviarán  a  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores 
de  México. -Ignorando  alcance  de  esta  última  y  en  previsión  de 
sorpresas,  Walker  reclamó  de  la  hora  que  ya  había  sonado. — 
Presidente,  desconociendo  derecho,  desatendió  reclamo- — Wal- 
ker abandonó  sala  como  protesta  a  procedimiento  Mesa. — Des- 
pués de  algunas  observaciones  Delegados  Chile,  Presidente 
convino  levantar  sesión.  Dada  esta  satisfacción  Walker  volverá 
sesiones. — Arreglo  sobre  arbitraje  todavía  pendientes.— Roga- 
mos rectificar  falsas  informaciones  prensa." 

A  los  hechos  que  se  mencionan  en  el  anterior  telegrama,  se 
agregó  muy  pronto  el  convencimiento  de  que  lo  acordado  por 
México,  Estados  Unidos  y  las  Delegaciones  inasistentes  era  una 
resolución  definitiva,  que  tenía  por  objeto  asegurar  la  permanen- 
cia de  las  seis  Delegaciones  que  habían  amenazado  con  retirar- 
se aun  cuando  esa  solución  no  contase  con  el  asentimiento  de 
los  representantes  de  Chile  y  aún  cuando  éstos  acordasen  a  su 
vez  retirarse  de  la  Conferencia. 

Esta  situación  un  tanto  depresiva  para  la  Delegación  chile- 
na, la  indujo  a  conservar  su  completa  libertad  de  acción  y  a 
mantenerse  en  la  ventajosa  posición  de  hacer  uso  de  su  derecho 
en  el  seno  de  la  Asamblea,  desligándose  de  todo  compromiso  o 
componenda  de  carácter  privado  que  pudiera  coartar  esa  liber- 
tad o  autorizar  con  su  asentimiento  un  arreglo  en  el  cual  no  ha- 
bía intervenido  y  que  importaba  una  transacción  con  nuestros 
adversarios. 

Acordó,  en  consecuencia,  la  Delegación  chilena  presentar 
el  proyecto  de  adhesión  a  las  convenciones  aprobadas  en  el 
Congreso  de  La  Haya,  que  acompaño  como  anexo  N.°  2. 

Con  este  proyecto,  los  representantes  de  Chile  definían  la 
actitud  de  nuestro  país  en  materia  de  arbitraje,  exponían  los 
fundamentos  de  los  principios  que  sustentan  y  colocaban  a  la 
Conferencia  en  la  necesidad  de  pronunciarse  oficialmente  y  por 
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unanimidad  en  favor  de  la  adhesión  a  las  Convenciones  de  La 
Haya. 

De  este  modo,  se  frustraba  el  intento  de  dejar  la  adhesión 
al  arbitraje  facultativo  en  la  misma  situación  de  proyecto  ver- 
gonzante y  acordado  fuera  de  la  Conferencia  que  tenía  el  pro- 
yecto de  arbitraje  obligatorio. 

Por  este  medio,  además,  la  Delegación  de  Chile  manifesta- 
ba su  adhesión  al  arbitraje  facultativo  de  La  Haya  en  el  seno 
de  la  Conferencia  y  nó  fuera  de  ella. 

Me  apresuré  a  poner  esta  determinación  en  conocimiento 
del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  a  fin  de  expresarle 
las  razones  que  nos  aconsejaban  ejercitar  nuestra  acción  en  for- 
ma reglamentaria  y  normal,  dentro  de  la  Asamblea,  ya  que  nues- 
tros poderes  como  Delegados  no  nos  autorizaban  para  ejecutar 
acto  alguno  fuera  de  la  Conferencia. 

Haciendo  uso  legítimo  y  correcto  de  nuestro  derecho,  dije 
al  señor  Ministro,  a  nadie  ofendemos;  y  de  este  modo  no  podrá 
atribuirse  a  la  Delegación  de  Chile  la  resistencia  a  todo  arreglo 
en  materia  de  arbitraje  ni  que  es  el  obstáculo  para  toda  solución. 

El  señor  Ministro,  sin  dejar  de  comprender  el  grave  entorpe- 
cimiento que  la  presentación  de  nuestro  proyecto  pondría  a  la 
realización  del  plan  acordado,  reconoció  que  nuestra  actitud  era 
perfectamente  lógica  y  correcta. 

El  14  de  Enero  informé  a  US.  por  telégrafo  lo  siguiente: 
"Situación  desagradable  creada  por  intrigas  y  componendas 
extra-oficiales  propuestas  para  solucionar  conflicto  arbitraje,  nos 
determinan  presentar  proyecto  adhesión  La  Haya,  desligándonos 
de  todo  procedimiento  que  no  sea  regular  y  reglamentario.  -  Lo 
hemos  comunicado  así  a  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  quien 
reconoce  lógica  y  corrección  de  nuestra  actitud. — Así  también 
resistiremos  plan  que  sostiene  México  y  Delegados  Estados  Uni- 
dos de  no  sancionar  oficialmente  adhesión  La  Haya  sino  firmar- 
la fuera  Conferencia  y  enviarla  juntamente  con  proyecto  arbi- 
traje obligatorio  para  solo  efecto  remitirlo  al  Ministerio  de  Rela- 
ciones Exteriores  de  México.  Este  plan  obedece  a  presión 
adversarios  que  mantienen  amenaza  retiro,  y  tiende  a  dar  a  am- 
bos proyectos  idéntica  importancia." 

Los  telegramas  dirigidos  a  US.  por  esta  Legación  en  los  días 
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15,  16  y  17  del  presente  y  que  en  copia  acompaño  como  anexo 
N.°  3,  dan  cuenta  del  importante  debate  sostenido  en  la  Confe- 
rencia por  la  Delegación  chilena  con  motivo  de  la  presentación 
simultánea  del  protocolo  sobre  adhesión  a  las  Convenciones  de 
La  Haya  suscrito  fuera  del  Congreso  por  15  Delegaciones,  y  el 
proyecto  chileno  sobre  la  misma  materia. 

Acompaño  también  como  anexo  N°  4  las  actas  de  las  sesio- 
nes en  que  esta  cuestión  fué  debatida. 

No  fueron  estériles  los  esfuerzos  de  los  Delegados  chilenos 
para  obtener  un  pronunciamiento  oficial  y  unánime  de  la  Asam- 
blea en  favor  de  la  adhesión  a  los  principios  consagrados  por  la 
Conferencia  de  La  Haya,  estableciendo  una  marcada  separación 
entre  este  acto  aceptado  por  todas  las  Repúblicas  americanas  y 
el  convenio  de  arbitraje  obligatorio  suscrito  por  algunas  nacio- 
nes como  resultado  de  un  arreglo  privado  para  evitar  el  retiro 
de  las  Delegaciones  que  lo  imponían  como  exigencia  ineludible. 

La  adhesión  al  arbitraje  facultativo  de  La  Haya  quedó  pro- 
clamada en  el  curso  del  debate  y  confirmada  con  la  resolución 
unánimemente  adoptada  por  la  Asamblea  de  enviar  al  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores  de  México  el  protocolo  de  las  15  Dele- 
gaciones y  las  actas  de  las  sesiones  respectivas  como  la  expre- 
sión del  voto  unánime  del  Congreso  en  favor  de  esa  adhesión. 

Me  es  muy  satisfactorio  cerrar  esta  extensa  comunicación, 
en  la  que  US.  encontrará  un  memorándum  más  o  menos  detalla- 
do del  proceso  laborioso  y  difícil  que  ha  tenido  la  cuestión  más 
importante  del  Congreso,  con  la  confirmación  del  triunfo  alcan- 
zado por  la  política  de  nuestro  país  que  en  esta  jornada  ha  con- 
servado incólume  la  situación  prestigiosa  y  respetable  que  ocu- 
pa entre  las  demás  naciones  del  Continente. 

Es  esta  la  mayor  recompensa  a  que  pudiéramos  aspirar  los 

que  hemos  tenido  la  honrosa  y  delicada  misión  de  defender  y 

cautelar  su  dignidad  y  sus  más  altos  intereses. 

Dios  guarde  a  US. 

Emilio  Bello  C. 

Al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile. 
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Refiriéndose  a  la  discusión  suscitada  en  las  últimas  sesiones 
del  Congreso  de  México  sobre  la  solución  dada  a  la  cuestión  del 
arbitraje  en  virtud  de  los  arreglos  extraoficiales  de  que  da  cuen- 
ta la  comunicación  anterior,  la  Memoria  oficial  de  la  Legación 
de  Chile  en  México,  consigna  las  siguientes  informaciones  so- 
bre el  acuerdo  final  que  puso  término  a  los  debates  de  la  Confe- 
rencia sobre  dicha  cuestión: 


Por  estas  consideraciones,  los  Delegados  chilenos  procedie- 
ron a  presentar  independientemente  un  proyecto  de  adhesión  a 
las  Convenciones  de  La  Haya,  para  someterlo  a  la  consideración 
y  pronunciamiento  de  la  Conferencia. 

Este  proyecto,  precedido  de  una  Exposición  de  motivos  en 
que  los  Delegados  chilenos  consignaron  sus  doctrinas  y  opinio- 
nes sobre  el  principio  del  arbitraje,  contiene  las  siguientes 


BASES  DE  CONVENCIÓN: 


"Los  Estados  concurrentes  a  la  Segunda  Conferencia  Inter- 
nacional Americana,  resuelven: 

l.°  Adherirse  a  las  Convenciones  suscritas  en  La  Haya, 
entre  las  Potencias  que  formaron  parte  de  la  Conferencia  Inter- 
nacional de  la  Paz,  para  "el  arreglo  pacífico  de  los  conflictos 
internacionales";  para  la  "adaptación  a  la  guerra  marítima  de 
los  principios  de  la  Convención  de  Ginebra  de  22  de  Agosto  de 
1864";  y  la  "concerniente  a  las  leyes  y  usos  de  la  guerra  terres- 
tre''. 

2.°  Encomendar,  para  el  efecto,  a  los  Gobiernos  de  los  Es- 
tados Unidos  de  Norte  América  y  de  los  Estados  Unidos  Mexi- 
canos, signatarios  de  aquellas  Convenciones,  las  gestiones  esta- 
blecidas para  la  adhesión  de  "Potencias  nó  signatarias". 
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En  sesión  de  15  de  Enero,  se  presentaron  simultáneamente 
el  protocolo  sobre  adhesión  a  las  Convenciones  de  La  Haya, 
suscrito  fuera  de  la  Conferencia  por  las  Delegaciones  de  Argen- 
tina, Bolivia,  Colombia,  Costa  Rica,  República  Dominicana,  El 
Salvador,-  Estados  Unidos  de  América,  Guatemala,  Haití,  Hon- 
duras, México,  Nicaragua,  Paraguay,  Perú  y  Uruguay,  y  el  pro- 
yecto sobre  la  misma  materia,  formulado  por  la  Delegación  de 
Chile. 

Al  tratarse  de  enviar  a  la  Secretaría  de  Relaciones  Exterio- 
res de  México,  por  una  simple  disposición  del  Presidente  de  la 
Conferencia,  el  Protocolo  suscrito  por  las  15  Delegaciones  ante- 
riormente nombradas,  prescindiéndose  del  proyecto  presentado 
por  Chile,  nuestra  Delegación  promovió  el  extenso  e  interesan- 
te debate  que  ocupó  la  atención  de  la  Conferencia  durante  las 
cinco  sesiones  celebradas  en  los  días  15, 16  y  17  de  Enero. 

En  el  curso  de  la  discusión  quedó  comprobado  que  la  adhe- 
sión a  los  principios  consagrados  por  la  Conferencia  de  la  Paz 
de  La  Haya  contaba  con  el  voto  unánime  de  los  representantes 
de  las  Repúblicas  Americanas  reunidas  en  México  y  que  sólo 
existía  discrepancia  respecto  del  procedimiento  adoptado. 

La  Delegación  de  Chile  y  la  del  Ecuador  manifestaron  su 
adhesión  en  el  seno  de  la  Conferencia,  presentando  la  primera 
el  proyecto  respectivo  en  la  forma  reglamentaria  que  correspon- 
día y  sosteniendo  con  razones  incontestables  que,  existiendo 
unánime  acuerdo,  esa  adhesión  debía  ser  consagrada  oficialmente 
por  la  Conferencia,  como  un  acto  el  más  solemne  e  importante 
del  Congreso  Internacional  de  México. 

El  compromiso  privado  a  que  se  ha  hecho  referencia,  no 
dejaba  a  los  miembros  del  Congreso  la  libertad  de  acción  nece- 
saria para  proceder  en  este  asunto.  Pero,  no  era  posible  eludir 
el  pronunciamiento  solicitado  por  la  Delegación  de  Chile  y  éste 
se  produjo  al  fin,  por  la  aprobación  de  la  siguiente  indicación 
del  Delegado  de  los  Estados  Unidos,   Mr.  William  J.  Buchanan: 

"Las  actas  de  esta  Asamblea  de  los  dos  últimos  días  de- 
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muestran,  por  las  observaciones  hechas  oficialmente  en  este 
recinto  por  cada  uno  de  los  distinguidos  miembros  de  la  Delega- 
ción chilena  y  por  el  distinguido  Delegado  del  Ecuador.su  abso- 
luta y  sincera  adhesión  a  los  principios  de  la  Convención  de  La 
Haya  y  su  cordial  e  incondicional  aceptación  de  ellas.  Estos  he- 
chos quedan  comprobados  en  esta  Conferencia,  y  con  el  fin  de 
que  estas  declaraciones  de  adhesión  de  parte  de  dos  distinguidas 
Delegaciones  tengan  el  alcance  conveniente,  debido  y  correcto, 
dado  a  las  manifestaciones  iguales  hechas  por  las  demás  Dele- 
gaciones en  el  referido  protocolo,  pido  respetuosamente  a  la 
Presidencia,  en  nombre  de  las  Delegaciones  que  lo  firmaron, 
con  el  consentimiento  de  las  Delegaciones  de  Chile  y  el  Ecua- 
dor, que  unidas  a  dicho  protocolo  se  manden  las  actas  de  los 
últimos  dos  días  a  que  he  hecho  referencia,  a  fin  de  que,  tanto 
el  protocolo  como  las  actas,  sean  comunicadas  al  Secretario  de 
Relaciones  Exteriores  de  México,  en  la  forma  y  manera  que  se 
dice  en  dicho  protocolo;  suplicando  al  dicho  Secretario  que  ten- 
ga además  la  bondad  de  comunicar  esos  documentos  a  los  Go- 
biernos respectivos,  representados  en  esta  Conferencia,  como  la 
expresión  de  la  adhesión  general  a  las  Convenciones  de  La  Haya, 
y  que  estas  observaciones  explicatorias  sean  también  remitidas 
a  la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores". 

El  debate  promovido  por  la  Delegación  de  Chile  terminó 
con  la  siguiente  resolución  del  Presidente  de  la  Conferencia: 

"La  Presidencia,  en  atención  a  que  las  Delegaciones  de 
Chile  y  Ecuador  han  manifestado  su  conformidad  con  la  amplia- 
ción del  trámite  de  la  Mesa,  que  ha  estado  al  debate  en  las  cua- 
tro últimas  sesiones,  y  cuya  ampliación  ha  sido  propuesta  por 
S.  E.  el  señor  Buchanan,  Delegado  de  los  Estados  Unidos,  en 
nombre  de  las  demás  Delegaciones  que  integran  la  Conferencia, 
acuerda:  Al  enviarse  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  de 
la  República  mexicana  el  proyecto  de  Tratado  y  la  solicitud  sus- 
crita por  las  15  Delegaciones,  acompáñese  copia  certificada  de 
las  actas  de  las  últimas  sesiones  y  de  la  presente,  cuando  fueren 
aprobadas,  y  en  lo  que  fuere  conducente  de  la  última,  a  efecto 
de  que  conste  la  adhesión  unánime  a  la  Convención  de  La  Haya 
y  se  comunique  así  a  los  Gobiernos  representados  en  la  Confe- 
rencia". 
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El  proyecto  de  Tratado  de  arbitraje  obligatorio  suscrito 
fuera  de  la  Conferencia  por  los  Delegados  de  la  Argentina,  Bo- 
livia,  República  Dominicana,  Guatemala.  México,  Paraguay, 
Perú,  Uruguay  y  la  República  del  Salvador,  que  exceptuó  expre- 
samente las  cuestiones  pendientes,  fué  remitido  por  disposición 
del  Presidente  de  la  Conferencia  y  a  petición  de  los  firmantes, 
a  la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores  de  México,  sin  que  su 
lectura  diera  lugar  a  observación  ni  discusión  alguna. 
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Tal  ha  sido  la  solución  que  la  Segunda  Conferencia  Inter- 
nacional Americana  ha  dado  al  problema  del  arbitraje. 

Adhiriéndose  únicamente  a  las  conclusiones  aprobadas  en  el 
Congreso  de  La  Haya,  la  Conferencia  ha  hecho  obra  de  paz,  de 
armonía  y  de  evidente  progreso. 

El  arbitraje  obligatorio  no  reúne,  y  probablemente  no  reu- 
nirá en  el  porvenir,  el  voto  unánime  de  las  Repúblicas  Ameri- 
canas, porque  si  bien  él  puede  ser  objeto  de  Convenciones  par- 
ticulares entre  dos  o  más  Estados,  no  es  fácil  que  lleguen  a 
estipularlo  todas  las  naciones  de  un  Continente,  comprome- 
tiendo de  antemano  su  libertad  y  parte  de  su  soberanía  para  un 
futuro  impenetrable  y  desconocido. 

El  arbitraje  compulsivo  respecto  de  cuestiones  pasadas  o 
pendientes,  no  ha  sido  objeto  de  las  deliberaciones  y  resolucio- 
nes de  este  Congreso,  y  no  es  probable  que  esta  teoría  de  ca- 
rácter enojoso,  por  afectar  intereses  políticos  en  actual  contra- 
dicción, pueda  tener  cabida  en  el  programa  de  ningún  Congreso 
Internacional. 

Se  ha  estimado  erróneamente  que  el  Congreso  de  México 
habría  realizado  un  progreso  importante  con  relación  a  los  Con- 
gresos Internacionales  anteriores,  si  hubiera  consagrado  el  prin- 
cipio de  arbitraje  obligatorio.  Pero,  olvidan  los  que  así  piensan 
que  el  principal  objetivo  de  un  Congreso  Internacional  no  es  el 
de  consagrar  ideales  más  o  menos  hermosos,  sino  el  de  buscar 
la  armonía  de  relaciones  y  de  intereses  entre  las  naciones  con- 
gregadas, apartando  las  cuestiones  que  puedan  dividirlas  y  re- 
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solviendo  los  problemas  de  interés  común  que  puedan  unirlas 
en  unánimes  y  provechosas  resoluciones. 

En  este  sentido,  la  obra  del  Congreso  de  México  ha  sido  de 
transcendental  importancia  para  los  intereses  americanos.  Su 
gran  triunfo  consiste  en  haber  acercado  a  los  pueblos  del  Conti- 
nente, creando  entre  ellos  nuevos  vínculos  derivados  de  compro- 
misos que  consultan  la  armonía  de  sus  intereses  y  establecen  la 
mejor  garantía  de  la  paz. 

Sus  esfuerzos  para  alejar  los  conflictos  armados,  han  llegado 
hasta  donde  era  posible  la  unanimidad  que  requieren  las  reso- 
luciones de  un  Congreso  Internacional  para  que  tengan  la  fuerza 
y  eficacia  debidas. 

Entre  los  proyectos  llamados  a  dar  una  aplicación  práctica 
a  las  aspiraciones  pacíficas,  debe  citarse  el  relativo  al  estableci- 
miento de  una  Corte  Arbitral  Permanente  de  Reclamaciones. 

Siendo  los  casos  de  reclamaciones  pecuniarias  presentadas 
por  ciudadanos  de  un  país  contra  el  Gobierno  de  otro,  los  más 
frecuentes  en  América  y  los  que  constantemente  originan  con- 
flictos que  pueden  interrumpir  las  relaciones  pacíficas  entre  los 
pueblos  del  Continente,  puede  considerarse  un  gran  paso  dado 
en  el  camino  de  las  conquistas  del  derecho  para  solucionar  por 
medios  pacíficos  los  conflictos  internacionales,  el  proyecto  sobre 
Corte  de  Reclamaciones  aprobado  unánimemente  en  el  Con- 
greso Pan-Americano,  por  el  cual  los  países  signatarios  se  obli- 
gan a  someter  a  la  Corte  Permanente  de  La  Haya  las  reclama- 
ciones por  daños  y  perjuicios  pecuniarios  que  sean  presentadas 
por  sus  ciudadanos  respectivos  y  que  no  puedan  resolverse 
amistosamente  por  la  vía  diplomática. 

La  importante  labor  del  Congreso  de  México,  de  que  dan 
minuciosa  cuenta  las  actas  de  sus  sesiones,  se  halla  condensada 
en  las  diversas  Recomendaciones,  Resoluciones  y  Convenciones 
sobre  los  temas  siguientes:  Banco  Pan-Americano;  Ferrocarril 
ínter-Continental;  Congreso  Aduanero;  Fuentes  de  Producción 
y  Estadística;  Canje  de  Publicaciones  Oficiales,  Científicas,  Lite- 
rarias e  Industriales;  Propiedad  Literaria  y  Artística;  Código  de 
Derecho  Internacional  Público  y  Privado;  Patentes  de  Inven- 
ción, Dibujos  y  Modelos  Industriales,  y  Marcas  de  Comercio  y 
de  Fábrica;  Extradición  y  protección  contra  el  anarquismo;  Ejer- 
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cicio  de  profesiones  liberales;  Comisión  Arqueológica  Interna- 
cional; Medidas  para  facilitar  el  Comercio  Internacional;  Reor- 
ganización de  la  Oficina  Internacional  de  las  Repúblicas  Ame- 
ricanas; Policía  Sanitaria;  Museo  Comercial  de  Filadelfia; 
Derechos  de  Extranjería;  Futuras  Conferencias  Internacionales 
Americanas;  Congreso  para  estudiar  la  producción  y  consumo 
del  café;  Corte  de  Reclamaciones  y  Arbitraje. 

La  Delegación  de  Chile  prestó  activa  y  eficaz  cooperación  a 
los  trabajos  déla  Conferencia  que  tendían  a  realizar  obra  práctica 
en  beneficio  general  de  los  pueblos  americanos  y  del  desarrollo 
de  sus  relaciones  políticas  y  comerciales.  Sus  proyectos  sobre 
Ejercicio  de  Profesiones  Liberales,  Banco  Internacional,  Re- 
clamaciones y  Derechos  de  Extranjeros,  Propiedad  Literaria  y 
Artística,  y  el  relativo  a  la  adhesión  al  principio  del  Arbitraje 
Facultativo  consagrado  en  la  Conferencia  de  la  Paz  de  La  Haya, 
dejan  constancia  de  ello. 

Para  terminar,  señor  Ministro,  réstame  sólo  agregar  que  la 
representación  de  Chile  en  la  Segunda  Conferencia  Interna- 
cional Americana,  conformó  estrictamente  su  conducta  a  las  ins- 
trucciones de  ese  Departamento,  procurando  corresponder  dig- 
namente a  la  misión  de  honor  y  de  confianza  que  se  le  enco- 
mendó. 

México,  12  de  Marzo  de  1902. 

Emilio  Bello  C." 


La  exposición  descarnada  de  los  antecedentes  relativos  a  la 
2.a  Conferencia  Pan-Americana  de  México,  la  definición  previa 
de  su  programa  y  la  situación  que  se  creó  a  Chile  al  intentarse 
envolver  las  cuestiones  del  Pacífico  en  el  tema  del  arbitraje,  así 
como  la  explicación  de  la  actitud  asumida  por  nuestro  país  en 
defensa  de  sus  fueros  de  nación  soberana,  tal  como  aparece  en  la 
documentación  aquí  reproducida,  constituyen  un  antecedente  de 
indiscutible  importancia  histórica  para  juzgar  la  política  chilena 
en  el  período  más  delicado  de  sus  dificultades  internacionales 
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con  Argentina,  Perú  y  Bolivia,  y  habrán  de  servir  para  apreciar 
debidamente  el  curso  posterior  de  los  acontecimientos. 

Los  Delegados  de  Chile  tuvieron  la  satisfacción  de  ver  disi- 
pada la  nebulosa  que  cubría  las  deliberaciones  del  Congreso  al 
iniciar  éste  sus  tareas,  y  definida  en  forma  honrosa  para  la  Amé- 
rica la  acción  que  corresponde  a  los  Congresos  Pan-Americanos 
en  su  obra  de  acercamiento  entre  los  países  del  Continente,  dan- 
do cabida  en  ellos  únicamente  a  las  cuestiones  y  problemas  que 
miran  al  bienestar  común,  al  progreso  y  a  todas  las  aspiraciones 
que  pueden  realmente  conducir  a  cimentar  la  política  de  la  soli- 
daridad de  los  países  americanos. 

Cabe  ahora  preguntar  ¿pueden  justificarse  con  los  antece- 
dentes expuestos  los  ataques  de  nuestros  adversarios, — y  digo  ad- 
versarios refiriéndome  a  una  época  muy  diversa  de  la  actual  en 
que,  por  fortuna,  su  número  está  reducido  al  mínimum  en  virtud 
de  tratados  solemnes  que  son  prenda  inamovible  de  paz  y  amis- 
tad entre  antiguos  adversarios  que  hoy  son  nuestros  amigos, — y 
sus  esfuerzos  para  hacer  intervenir  a  la  América  reunida  en  un 
Congreso  Internacional  en  las  cuestiones  que  Chile  tenía  pen- 
dientes y  especialmente  en  la  llamada  cuestión  del  Pacífico?¿Fué 
o  nó  beneficiosa  para  la  tranquilidad  de  los  países  del  Continente 
la  experiencia  adquirida  en  México  y  la  enseñanza  que  ese  Con- 
greso dejó  para  el  futuro? 

Chile,  defendiendo  su  dignidad  de  nación,  colaboró  también 
activamente  en  la  obra  de  paz  que  sancionó  el  Congreso  de 
México  al  proclamar  su  adhesión  a  los  principios  adoptados  por 
el  Congreso  de  la  Haya  sobre  arbitraje,  dejando  fuera  del  recin- 
to de  sus  deliberaciones  los  acuerdos  que  se  adoptaron  para  dar 
satisfacción  a  los  que  amenazaban  frustrar  los  resultados  de  la 
Conferencia  Internacional  si  no  se  atendían  en  alguna  forma  los 
propósitos  intencionados  que  fueron  su  objetivo  antes  y  durante 
el  funcionamiento  de  esa  Asamblea  americana. 

Como  corolario  de  la  relación  que  precede  y  para  cerrar  el 
capítulo  refente  al  Congreso  de  México,  reproducimos  a  conti- 
nuación los  telegramas  que  la  Delegación  chilena  dirigió  a  las 
Cancillerías  de  La  Haya,  y  San  Petersburgo,  y  el  que  dirigió,  a 
nuestro  Gobierno  dando  noticia  de  la  respuesta  obtenida: 
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"México,  Enero  17  de  1902.— Ministre  des  Affaires  Etran- 
géres.—  La  Haye.  — Les  Delegues  du  Chili  a  la  Conference  Inter- 
national du  Mexique,  aprés  avoir  employé  leurs  plus  grands 
efforts  pour  obtenir  du  Congres  son  adhesión  aux  Conventions 
de  La  Haye,  ont  le  grand  honneur  de  porter  ala  connaissance  de 
V.  E.  qu'aujourd-hui  cette  adhesión  a  eté  accordé  a  l'unanimité 
de  toutes  les  Republiques  Americaines  et  a  l'ocassion  de  ce 
grand  évenement  ont  l'honneur  de  presenter  au  Governement 
de  Sa  Magesté  la  Reine  d'Hollande  l'expression  de  leurs  felicita- 
tions  «t  de  leurs  plus  hautes  respects. — Alberto  Blest. — Emilio 
Bello. — Augusto  Matte.— Joaquín  Walker." 

"México,  Enero  17  de  1902.— Ministre  des  Affaires  Etran- 
géres— Saint  Petersbourg.  —  Les  Envoyes  Extraordinaires  et 
Ministres  Plenipotentiaires  du  Chili  a  la  Conference  Americaine 
du  Mexique  aprés  avoir  consacré  touts  leurs  efforts  pour  obtenir 
de  la  Conference  1'  adhesión  de  toutes  les  Republiques  Ameri- 
caines aux  Conventions  de  La  Haye,  ont  l'honneur  de  porter  a 
la  connaissance  de  V.  E.  que  la  Conference  a  acordée  aujourd' 
hui  a  l'unanimité  son  adhesión  aux  dites  Conventions. — A  l'oc- 
casion  de  cette  hereux  évenement  nous  prions  V.  E.  de  vouloir 
bien  nous  faire  l'honneur  de  presenter  l'expression  de  nos  plus 
respectueux  hommages  et  de  nos  plus  humbles  felicitations  a  Sa 
Magesté  Imperial  le  Czar,  noble  et  auguste  initiateur  de  la  Con- 
ference de  la  Paix.— Les  Plenipotentiaires  du  Chili  proffitent  de 
cette  occasion  pour  offrir  a  V.  E.  les  assurances  de  leur  plus 
haute  consideration.  —  Alberto  Blest. — Emilio  Bello. — Augusto 
Matte.— Joaquín  Walker" 

VIII 

Política  de  Paz  iniciada  en  1902 

Los  Pactos  de  Mayo  y  la  cuestión  del  Pacífico.— Congresos 
de  Río-Janeiro  (1906)  y  de  Buenos  Aires  (1910) 

Hemos  visto  como  la  política  de  hostilidad  que  había  ame- 
nazado a  Chile  en  el  Congreso  de  México  con  un  proyecto  de 
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arbitraje  obligatorio  cuyos  efectos  debían  hacerse  sentir  en  for- 
ma de  una  intervención  de  otras  naciones  en  la  cuestión  del  Pa- 
cífico, tuvo  un  desenlace  diverso  del  que  imaginaron  sus  soste- 
nedores. 

Las  graves  incidencias  a  que  dio  lugar  la  conjuración  lleva- 
da a  la  Conferencia  Pan-Americana,  y  que  pusieron  en  peligro 
el  funcionamiento  regular  de  esa  importante  Asamblea  interna- 
cional, así  como  los  acuerdos  que  les  pusieron  término,  demos- 
traron a  los  países  que  tenían  cuestiones  pendientes  con  Chile, 
que  no  era  el  mejor  camino  para  buscar  la  solución  de  ellas  el 
que  habían  escogitado  en  esa  oportunidad.  Quedó,  así  mismo, 
establecido  que  la  intervención  de  otras  potencias  en  los  asuntos 
del  Pacífico,  debía  eliminarse  como  una  pretensión  llamada  a 
crear  nuevos  y  más  complicados  conflictos  en  el  Continente. 

Al  período  de  agitación  que  señala  la  reunión  de  la  2.a  Con- 
ferencia Pan-Americana,  cuya  sesión  *de  clausura  tuvo  lugar  el 
31  de  Enero  de  1902,  debía  suceder  una  época  de  calma,  de  sere- 
na reflexión  para  los  países  que  habían  sostenido  acalorada  lu- 
cha con  el  fin  de  influir  de  diverso  modo  en  las  conclusiones  del 
Congreso  de  México. 

No  era  ya  posible  pensar,  después  de  lo  ocurrido  en  aquel 
Congreso,  que  los  entonces  adversarios  de  Chile  hubieran  de 
perseverar  en  su  política  anterior.  Podía  considerarse  disuelta, 
de  hecho,  esa  unión  tripartita  para  obrar  de  consumo  en  sus  di- 
ficultades con  nuestro  país. 

Este  debía  ser  el  primer  beneficio  de  la  feliz  solución  dada 
a  las  controversias  sobre  el  arbitraje  obligatorio. 

No  podía  tardar  más  tiempo  la  era  de  paz  durante  la  cual 
se  restablecería  la  cordialidad  Chileno-Argentina,  poniendo  hon- 
roso término  a  un  litigio  de  medio  siglo  e  iniciando  la  primera 
de  las  grandes  soluciones  internacionales  que  habrían  de  enal- 
tecer la  administración  del  Presidente  don  Germán  Riesco,  mo- 
desto, pero  diligente  y  abnegado  servidor  de  su  país. 

Cupo  a  este  digno  magistrado  una  iniciativa  noble  y  afortu- 
nada en  la  terminacicn  definitiva  de  nuestras  dificultades  con  la 
República  Argentina,  primeramente,  y  dos  años  después  con 
Bolivia. 

Desde  el  primer  momento,  se  impusieron  como  bases  de  las 
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negociaciones  que  se  trataba  de  iniciar  con  la  primera,  dos  pun- 
tos fundamentales  que  debían  señalar  la  órbita  de  la  acción  y  de 
influencias  en  que  se  orientaría  la  política  futura  de  uno  y  otro 
país.  Una  de  estas  bases  correspondía  a  la  declaración  reclama- 
da por  Chile  de  que  la  Argentina  no  intervendría  en  la  llamada 
cuestión  del  Pacífico,  y  la  otra,  consecuencial  de  la  anterior,  de 
que  por  parte  de  nuestro  país,  no  existía  ningún  propósito  de 
expansión  territorial  que  diera  a  Chile  mayores  expectativas  que 
las  que  podían  derivarse  de  los  pactos  que  pusieron  término  a  la 
guerra  del  Pacífico. 

Despejábase,  así,  el  ambiente  de  recelos  y  suspicacias  en 
que  hasta  entonces  se  habían  debatido  las. antiguas  cuestiones 
con  nuestros  vecinos  de  allende  Los  Andes. 

Refiriéndose  a  estos  preliminares  de  los  pactos  de  Mayo,  el 
Ministro  del  Interior  de  la  República  Argentina,  Don  Joaquín 
V.  González,  encargado  de  la  cartera  de  Relaciones  Exteriores, 
decía  en  su  discurso  pronunciado  en  el  Senado  de  su  país  en  se- 
sión del  28  de  Junio  de  1902,  en  la  discusión  de  los  referidos 
pactos: 

"En  la  Conferencia  del  26  de  Abril,  celebrada  entre  el  doc- 
tor Terry  y  el  Presidente  Riesco,  éste  le  insinuó  desde  luego  que 
era  el  pensamiento  de  ese  Gobierno  arreglar  una  paz  definitiva 
con  la  República  Argentina;  y  entre  varias  cosas  que  podían  ser 
prenda  de  esa  paz,  la  de  que  el  Gobierno  chileno  se  comprome- 
tería a  resolver  sus  cuestiones  del  Pacífico  sin  aumentar  el  te- 
rritorio que  actualmente  ocupa". 

Más  adelante  agrega: 

"Indudablemente,  Chile  tenía  interés  primordial,  acaso  el 
más  grande  interés  en  toda  esta  cuestión,  de  liquidar  sus  asun- 
tos del  Pacífico  con  nuestra  intervención.  Empleo  estapalabranó 
en  su  sentido  jurídico.  El  interés  de  Chile,  indudablemente,  está, 
lo  han  manifestado  repetidas  veces  sus  hombres  públicos,  en 
despejar  el  horizonte  de  su  política  internacional,  ya  sea  consu- 
mando las  conquistas  que  él  se  había  propuesto  realizar  por  el 
norte,  ya  sea  resolviendo  la  situación  jurídica  creada  por  los 
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tratados;  y,  como  ya  he  anticipado,  el  pensamiento  de  los  hom- 
bres públicos  que  hoy  gobiernan  es  de  ajustarse  estrictamente 
al  cumplimiento  de  los  tratados,  ya  cediendo  Tacna  y  Arica  al 
Perú  y  lo  que  debe  ceder  a  Bolivia  por  el  Pacto  de  Tregua,  ya 
quedándose  con  aquellos  territorios,  si  el  plebiscito  le  es  favo- 
rable. 

Por  nuestra  parte,  ¿qué  interés  podríamos  llevar  en  esta 
cuestión?  Nosotros  no  buscamos  ningún  territorio  en  Bolivia  o 
en  el  Perú;  no  tenemos  sino  las  relaciones  que  se  derivan  de 
nuestra  antigua  amistad  internacional. 

En  esta  política,  entonces,  nuestra  actitud  tenía  que  limi- 
tarse a  mantener  la  .tradición  de  nuestra  política  restrictiva,  re- 
gularizándola sobre  un  pie  de  la  más  severa  imparcialidad,  y 
cuando  más,  de  una  especie  de  auxilio  moral  que  acaso  se  halla 
comprendido  en  el  espíritu  de  los  mismos  pactos  celebrados; 
pero,  de  ninguna  manera  nos  hacemos  parte  jurídica  en  ningún 
pleito  en  que  no  tenemos  interés  alguno,  sin  exponernos  a  com- 
plicaciones que  pueden  ser  perjudiciales  para  el  porvenir  de  la 
República. 

En  Chile  hacían,  como  he  dicho,  cuestión  principal  de  una 
declaración  sobre  el  Pacífico,  sin  duda,  señor  Presidente,  porque 
existía  en  el  ánimo  de  sus  hombres  públicos  la  creencia  que  por 
mucho  tiempo  los  ha  dominado,  de  que  la  República  Argentina 
tenía  un  interés  en  hacer  la  guerra  a  Chile  y  de  disputarle  algún 
día  su  influencia  sobre  el  Pacífico;  sueño  patriótico  también,  del 
lado  de  los  espíritus  exaltados  de  aquella  nación  vecina,  que,  no 
comprendiendo  su  propio  error,  tampoco  han  comprendido  el 
nuestro,  sino  cuando  han  visto  llegar  la  hora  de  la  solución  defi- 
nitiva que  estos  convenios  encierran. 

En  una  de  las  primeras  conferencias  celebradas  en  Santia- 
go por  nuestro  Ministro  con  el  de  Relaciones  Exteriores,  se 
redactó  un  anteproyecto  de  tratado  de  arbitraje,  sin  aceptación' 
definitiva  por  ninguna  de  las  dos  partes,  puesto  que  era  sólo  una 
base  para  entrar  a  tratar  en  forma  definitiva.  En  este  antepro- 
yecto se  incluía  un  artículo,  el  primero,  comprensivo  de  la  cues- 
tión del  Pacífico,  en  donde  se  establecía  obligaciones  recíprocas 
para  ambas  partes,  ciertas  reglas  que  sólo  en  lo  relativo  a  noso- 
tros voy  a  referir". 
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Allí  nosotros  admitíamos  los  derechos  plenos  de  jurisdicción 
que  a  Chile  se  atribuye  sobre  los  territorios  tomados  al  Perú  y 
Bolivia  en  virtud  del  Tratado  de  Ancón  y  Pacto  de  Tregua;  se 
reconocía  la  jurisdicción— esta  es  la  palabra— que  Chile  dice 
ejercer  sobre  esos  territorios,  y  se  agregaba  que  podrían  ser 
base  de  futuras  adquisiciones  territoriales. 

Por  otra  parte,  el  Pacto  de  Arbitraje  no  liga  a  Chile  con  el 
Perú  y  Bolivia;  liga  solamente  a  Chile  con  la  República  Argen- 
tina, y  es  un  exceso  de  previsión  y  de  hipótesis  el  interpretar 
este  Tratado  como  una  obligación  de  Chile  respecto  al  Perú  y 
Bolivia,  de  resolver  sus  cuestiones  por  medio  del  arbitraje.  No- 
sotros no  habríamos  tenido  razón  para  exigirlo,  y  sí  sólo,  repito, 
que  hemos  conseguido  una  gran  victoria,  la  victoria  del  derecho, 
de  la  civilización,  de  la  cultura  americana,  al  obtener  que  la 
República  de  Chile,  considerada  hasta  ahora  como  un  leader 
contrario  a  la  idea  general  del  arbitraje,  se  adelante  también  a 
ella,  y  la  proclame  como  principio  en  sus  relaciones  internacio- 
nales. 

Se  habla  además,  del  peligro  de  que  la  República  Argentina 
se  reserve  en  este  Tratado,  un  derecho  de  intervención  en  la 
cuestión  del  Pacífico.  No  veo  en  ninguna  de  sus  cláusulas  este 
derecho  de  intervención  de  la  República  Argentina,  derecho  de 
intervención  que  tiene  en  la  jurisprudencia  internacional  su 
sentido  tan  neto  y  positivo". 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  del  29  de  Julio  del 
mismo  año,  el  Ministro  señor  González  decía: 

"Nosotros  no  tenemos  territorio  en  el  Pacífico,  por  el  lado 
del  Perú  y  de  Bolivia;  no  pudimos  en  manera  alguna  conside- 
rarnos agredidos  por  Chile,  por  el  hecho  de  que  Chile  buscase 
en  la  práctica  la  realización  de  las  ocupaciones  de  que  por  los 
Tratados,  enteramente  ajenos  a  la  República  Argentina,  le  ha- 
bían sido  reconocidas,  como  he  dicho,  por  el  Perú  y  por  Bolivia, 
en  documentos  solemnes,  después  de  la  guerra  del  año  1879. 

¿Cuál  era  la  esfera  de  acción  máxima  que  correspondía  a  la 
política  argentina?  En  homenaje  al  derecho,  a  la  paz,  a  las  tra- 
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diciones  de  amistad  y  de  glorioso  compañerismo  histórico,  era, 
pues,  hacer  valer  su  influencia  moral,  y  felizmente,  la  República 
Argentina  tiene  adquirida  personalidad  política  y  moral  en  el 
Continente  Sud-Americano,  para  que  sus  sentimientos,  los  sen- 
timientos de  todas  sus  clases  sociales,  de  sus  hombres  públicos, 
deba  ser  tenida  en  cuenta,  como  lo  ha  sido  en  efecto;  y  así  la 
República  puede  en  este  momento  ver  con  verdadera  satisfac- 
ción que  este  alto  concepto  que  ella  ha  sabido  conquistarse  ha 
sido  fuerza  bastante,  ha  tenido  suficiente  peso,  para  imprimir  a 
la  política  del  Pacífico  un  carácter  determinado  concurriendo  en 
forma  de  declaraciones,  un  concepto  limitado  a  la  tendencia  ex- 
pansionista  que  pudiera  manifestarse  en  ella  más  allá  de  los  al- 
cances racionales  de  los  tratados  vigentes. 

En  esto,  debemos  ver  una  conquista  de  la  política  persis- 
tente de  los  hombres  públicos  de  la  República  Argentina;  ella  ha 
triunfado  en  verdad,  porque  ha  llegado  al  límite  a  que  podía  lle- 
gar, como  con  perfecta  claridad  lo  establece  el  acta  preliminar 
del  Tratado  de  Arbitraje,  y  lo  ha  explicado,  lo  ha  comentado  con 
mayor  claridad  todavía,  el  acta  aclaratoria  de  10  de  Julio. 

Luego  las  declaraciones  que  se  han  referido  de  hombres 
públicos  argentinos,  caso  de  ser  auténticamente  comprobadas, 
sobre  que  este  Gobierno  no  estaría  dispuesto  a  permitir  al  de  la 
República  de  Chile  que  avanzase  un  paso  más  en  el  territorio 
comprendido  dentro  de  los  límites  del  Tratado  de  Ancón  y  del 
Pacto  de  Tregua,  se  habrían  cumplido,  y  la  República  Argentina 
podría  celebrar  un  triunfo  de  su  influencia  moral,  pero  en  ma- 
nera alguna  jactarse  de  haber  realizado  una  "intervención",  pues 
nunca  ha  sido  esa  nuestra  política  ni  espero  que  ella  lo  sea  en  el 
porvenir. 

Se  nos  decía  que  la  "no  intervención"  no  es  una  política;  y 
aunque  es  mi  propósito  quitar  a  la  Cámara  la  menor  parte  de  su 
tiempo,  me  ha  de  permitir  que  le  recuerde,  ya  que  es  costumbre 
citar  autores  en  estos  discursos,  uno  solo,  de  los  más  conocidos, 
de  los  más  leídos  en  nuestras  escuelas  de  derecho  — Bluntschli  — 
quién  hablando  de  este  titulado  derecho,  a  propósito  de  la  cir- 
cular de  Meternich,  fechada  en  Leybach  el  12  de  Mayo  de  1821, 
sobre  intervención,  en  sostenimiento  de  los  príncipes  legítimos, 
refiere  cómo  Inglaterra  se  opuso  enérgicamente  a  las  tendencias 


181 


legit.m.stas  y  se  erigió  en  campeón  de  la  política  de  no  interven- 
ción, y  recuerda  el  caso,  cuando  las  monarquías  absolutas  de 
Europa  quisieron  extender  aquel  principio  a  la  América,  y  man- 
tener las  colonias  bajo  la  dependencia  de  sus  antiguos  soberanos 
europeos,  aquella  misma  nación  hizo  extensiva  a  ellos  su  opo- 
sición, al  mismo  tiempo  que  en  el  Norte  de  América  se  iniciaba 
la  Doctrina  Monroe,  muy  sencilla  y  limitada  en  su  principio 
pero   que  ha  adquirido  con   el  tiempo  un   desarrollo  extraordi- 


nario. 


La  no  .ntervención"  es  una  verdadera  política;  y  bastaría 
para  afirmarlo  la  serie  de  hechos  de  intervención  más  o  menos 
calificada  que  el  señor  Diputado  nos  ha  referido  y  que  marca 
una  tendencia  contraria  al  derecho;  y  desde  el  momento  que 
existen  tantos  casos  de  tentativas  de  intervención,  es  decir  de 
violación  del  derecho  internacional,  el  sostenimiento  de  ese' de- 
recho es  una  verdadera  política,  y  es  honor  de  la  República 
Argentina  el  haberse  caracterizado  por  el  sostenimiento  del  de- 
recho en  Sud-América". 

En  la  memoria  presentada  al  Congreso  en  1.°  de  Mayo  de 
1902  por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  esa  época,  don 
Eliodoro  Yáñez,  se  hace  referencia  a  la  opinión  que  nuestro  Go- 
bierno manifestó  al  Ministro  Plenipotenciario  de  Inglaterra  señor 
G.  Lowther,  con  respecto  a  la  situación  existente  entonces  entre 
Chile  y  la  República  Argentina  y  las  razones  que  entorpecían  la 
inteligencia  y  cordialidad  entre  ambas  naciones. 

Allí  se  consignan  con  perfecta  claridad  y  franqueza  las  ver- 
daderas causas  de  las  dificultades  existentes,  y  por  consiguiente 
los  medios  de  llegar  a  un  avenimiento  definitivo,  que  era  lo  que 
buscaba  el  representante  de  Inglaterra  al  ofrecer  sus  buenos  ofi- 
cios en  nombre  de  su  Gobierno. 

Dice  la  Memoria  citada: 

"La  situación  delicada  y  compleja  que  desde  hace  tantos 
anos  se  viene  manteniendo  entre  Chile  y  la  República  Argentina, 
ha  constituido  la  preocupación  más  absorbente  impuesta  al  De- 
partamento en  el  período  que  abarca  esta  Memoria. 


182 

Sometidas  al  fallo  inapelable  de  un  arbitro  las  divergencias 
ocurridas  en  la  demarcación  general  de  fronteras,  era  natural 
suponer  que  las  relaciones  de  uno  y  otro  país  se  mantuvieran  en 
el  terreno  de  una  estrecha  y  recíproca  cordialidad  y  que  ningún 
incidente  viniera  a  perturbar  la  amistad  de  las  dos  naciones. 

No  ha  sido  así  sin  embargo;  y  por  causa  que  no  sería  opor- 
tuno consignar  en  esta  Memoria  se  ha  mantenido  un  visible 
antagonismo  en  la  opinión  pública  de  uno  y  otro  país,  lo  que  ha 
contribuido  a  dar  a  los  incidentes  suscitados,  desgraciadamente 
con  cierta  frecuencia,  un  carácter  de  gravedad  que  no  es  posible 
disimularse  y  de  que  ha  sido  un  vivo  ejemplo  el  relacionado  en 
las  páginas  anteriores. 

Llegado  a  Chile  últimamente  el  señor  G.  Lowther,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  la  Gran  Bretaña, 
manifestó  en  conferencia  verbal  al  infrascrito  que  a  su  Gobierno 
le  llamaba  la  atención  la  circunstancia  de  que  no  obstante  de 
haber  Chile  y  Argentina  sometido  al  arbitraje  de  S.  M.  B.  la 
cuestión  de  límites,  continuaban  armándose  y  haciéndose  pre- 
parativos que  daban  motivo  para  creer  en  la  posibilidad  de  una 
guerra. 

Expuso  el  honorable  señor  Lowther  que  su  Gobierno  de- 
seaba informarse  de  la  verdadera  situación  de  los  dos  países  y 
de  sus  propósitos  con  relación  al  aumento  de  sus  fuerzas  na- 
vales agregando  que  ésta  era  una  información  enteramente  amis- 
tosa y  que  no  pedía  una  respuesta  sobre  ella  sino  en  caso  que  el 
infrascrito  creyera  que  podía  darla  sin  inconveniente. 

Si  esta  amistosa  gestión  encontrara  acogida,  tenía  el  señor 
Ministro  encargo  de  su  Gobierno  para  ofrecer  sus  buenos  oficios 
con  el  objeto  de  llegar  a  una  limitación  de  los  armamentos  de 
uno  y  otro  país,  indicando  que  ante  el  Gobierno  argentino  se 
practicaban  gestiones  análogas  por  el  representante  de  S.  M.  B. 
en  Buenos  Aires. 


Contesté  al  señor  Ministro  que  aprovechaba  con  gusto  la 
oportunidad  que  me  proporcionaba  para  manifestarle,  sin  re- 
serva, la  opinión  del  Gobierno  de  Chile,  autorizándolo  para 
transmitirla  a  su  Gobierno. 


183 


La  política  internacional  argentina  se  manifestaba  en  todas 
partes,  a  lo  menos  aparentemente,  como  movida  por  un  marcado 
espíritu  de  hostilidad  a  Chile;  y,  lo  que  es  todavía  más  grave, 
desde  hace  algunos  años,  es  visible  la  tendencia  de  ese  país  a 
influir  en  la  solución  de  los  problemas  que  dejó  sin  resolver  la 
guerra  del  Pacífico. 

Sin  detenernos  a  examinar  si  esta  tendencia  de  la  política 
internacional  argentina  se  ha  manifestado  en  actos  oficiales,  lo 
que  nos  llevaría  a  un  terreno  de  estériles  discusiones,  el  hecho 
visible  es  que  ella  existe,  que  contribuye  a  extraviar  el  criterio 
de  los  hombres  que  en  los  países  limítrofes  están  llamados  a  in- 
fluir en  la  solución  de  aquellos  problemas,  y  que  es  de  este  modo 
una  causa  de  perturbación  que  hay  conveniencia  en  apartar. 

Las  dificultades  con  que  se  ha  tropezado  para  arreglar  las 
cuestiones  pendientes  con  el  Perú  y  Bolivia  nacen  en  gran  parte 
de  la  influencia  argentina  y  de  la  esperanza  que  esos  países  han 
llegado  a  concebir  de  que  serán  apoyados  en  sus  pretensiones 
por  nuestros  vecinos  del  Oriente.  A  esa  causa  se  debe  que  ha- 
yan fracasado  en  más  de  una  ocasión  los  a  veces  exagerados  y 
siempre  generosos  esfuerzos  que  Chile  ha  hecho  para  solu- 
cionar esas  cuestiones. 

Esto  es  para  nosotros  enteramente  inaceptable;  y  no  vacilé 
en  declarar  al  honorable  señor  Lowther  que  todo  intento  osten- 
sible de  la  República  Argentina  a  intervenir  en  la  liquidación  de 
los  negocios  del  Pacífico  sería  estimado  por  el  Gobierno  de  Chile 
como  un  casus  belli  inmediato;  pues  en  ningún  caso  nos  dejaría- 
mos arrebatar  los  frutos  de  la  victoria  alcanzada  con  tantos  sa- 
crificios en  la  guerra  de  1879.  Tampoco  someteríamos  a  ajeno 
arbitrio  el  arreglo  de  esas  cuestiones  ni  aceptaríamos  una  ex- 
traña y  no  solicitada  fiscalización  sobre  nuestra  absoluta  libertad 
para  proceder  al  cumplimiento  de  los  pactos  vigentes. 

El  día  que  la  Argentina  desista  de  aquellos  propósitos  y  se 
penetre  de  que  ninguna  relación  tiene  con  ella  la  cuestión  del 
Pacífico,  se  habrá  dado  el  primer  paso  seguro  en  la  armonía  de 
estos  dos  pueblos". 


184 


Tales  fueron  las  bases  preliminares  de  las  negociaciones 
que  arribaron  a  los  Pactos  Chileno-Argentinos  de  28  de  Mayo 
de  1902  sobre  Arbitraje  y  Limitación  de  Armamentos. 

Ellas  quedaron  solemnemente  consagradas  en  el  Acta  Pre- 
liminar del  Tratado  de  Arbitraje,  que  dice  así: 


"Reunidos  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  de 
Chile  el  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de 
la  República  Argentina,  señor  don  José  Antonio  Terry  y  el  Mi- 
nistro del  Ramo,  señor  don  José  Francisco  Vergara  Donoso,  con 
el  objeto  de  acordar  las  reglas  a  que  deberán  someterse  las  di- 
vergencias de  cualquiera  naturaleza  que  pudieran  perturbar  las 
buenas  relaciones  existentes  entre  uno  y  otro  país,  y  de  conso- 
lidar así  la  paz,  conservada  hasta  ahora  no  obstante  las  alarmas 
periódicas  nacidas  del  largo  litigio  de  límites;  el  señor  Ministro 
Plenipotenciario  de  la  República  Argentina  manifestó:  que  los 
propósitos  de  su  Gobierno,  conformes  con  la  política  interna- 
cional que  constantemente  había  observado,  eran  procurar  en 
todo  caso  resolver  las  cuestiones  con  los  demás  Estados  de  un 
modo  amistoso;  que  el  Gobierno  de  la  República  Argentina  ha- 
bía obtenido  ese  resultado  manteniéndose  en  su  derecho  y  res- 
petando en  su  latitud  la  soberanía  de  las  demás  naciones,  sin 
inmiscuirse  en  sus  asuntos  internos  ni  en  sus  cuestiones  exter- 
nas; que,  de  consiguiente,  no  podían  tener  cabida  en  su  ánimo 
propósitos  de  expansiones  territorriales;  que  perservaría  en  esa 
política  y  que,  creyendo  interpretar  el  sentimiento  público  de  su 
país,  hacía  estas  declaraciones  ahora  que  había  llegado  el  mo- 
mento de  que  Chile  y  la  República  Argentina  removieran  toda 
causa  de  perturbación  en  sus  relaciones  internacionales. 

El  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  expuso  por  su 
parte  que  su  Gobierno  ha  tenido  y  tiene  los  mismos  elevados 
propósitos  que  el  señor  Ministro  de  la  República  Argentina 
acababa  de  expresar  en  nombre  del  suyo;  que  Chile  había  dado 
numerosas  pruebas  de  la  sinceridad  de  sus  aspiraciones,  incor- 
porando en  sus  pactos  internacionales  el  principio  del  arbitraje 
para  solucionar  las  dificultades  con  las  naciones  amigas;  que, 
respetando  la  independencia  e  integridad  de  los  demás  Estados, 
no  abriga  tampoco  propósitos  de  expansiones  territoriales,  salvas 
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las  que  resultaren  del  cumplimiento  de  los  Tratados  vigentes  o 
que  más  tarde  se  celebraren;  que  perseverará  en  esa  política; 
que  felizmente  la  cuestión  de  límites  entre  Chile  y  la  República 
Argentina  había  dejado  de  ser  un  peligro  para  la  paz,  desde  que 
ambos  aguardan  el  próximo  fallo  arbitral  de  S.  M.  Británica; 
que,  por  consiguiente,  creyendo  interpretar  el  sentimiento  pú- 
blico de  Chile,  hacía  estas  declaraciones,  pensando  como  el 
señor  Ministro  argentino,  que  había  llegado  el  momento  de  re- 
mover toda  causa  de  perturbación  en  las  relaciones  entre  uno  y 
otro  país. 

En  vista  de  esta  uniformidad  de  aspiraciones  quedó  acor- 
dado: 

1.°  Celebrar  un  Tratado  General  de  Arbitraje  que  garantiera 
la  realización  de  los  propósitos  referidos; 

2.°  Protocolizar  la  presente  Conferencia,  cuya  acta  se  con- 
sideraría parte  integrante  del  mismo  Tratado  de  Arbitraje. 

Para  constancia  firmaron  dos  ejemplares  de  la  presente  acta 
a  los  28  días  del  mes  de  Mayo  de  1902.  —  J.  A.  Terry.  —  J.  Feo. 
Vergara  Donoso". 

.IX 
Congresos  de  Río  Janeiro  (1906)  y  de,  Buenos  Aires  (191C) 

En  1906  se  reunió  la  3.a  Conferencia  Pan-Americana  en  Río 
Janeiro. 

Es  grato  dejar  constancia  de  que  ya  en  esa  fecha  Chile  ha- 
bía terminado  en  dos  tratados  solemnes  sus  cuestiones  con  la 
República  Argentina  y  con  Bolivia. 

En  el  programa  de  dicho  Congreso  quedó  excluido  el  tema 
del  arbitraje  obligatorio  que  ninguna  nación  del  Continente  tenía 
interés  en  promover  después  de  las  dificultades  producidas  en 
la  Conferencia  anterior. 

El  Programa  proponía  sobre  arbitraje,  únicamente: 

"Un  acuerdo  afirmando  la  adhesión  de  las  Repúblicas  Ame- 
ricanas al  principio  del  arbitraje  para  el  arreglo  de  las  cuestiones 
que  entre  ellas  puedan  suscitarse,  expresando  la  esperanza,  que 
abrigan   las   Repúblicas  que    toman  parte  en  la  Conferencia,  de 
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que  la  próxima  Conferencia,  que  se  ha  de  reunir  en  La  Haya, 
celebrará  una  Convención  General  de  Arbitraje  que  pueda  ser 
aprobada  y  puesta  en  vigor  por  todos  los  países". 

Y  la  resolución  que  el  Congreso  aprobó  sobre  este  tema  fué 
la  siguiente: 

"Arbitraje.  —  La  Tercera  Conferencia  Americana,  reunida 
en  Río  Janeiro,  resuelve: 

Ratificar  la  adhesión  al  principio  del  arbitraje;  y  a  fin  de 
hacer  práctico  tan  elevado  propósito,  recomienda  a  las  naciones 
representadas  en  ella,  que  den  instrucciones  a  sus  Delegados  a 
la  Segunda  Conferencia  de  La  Haya  para  que  procuren  que  en 
esa  Asamblea  de  carácter  mundial,  se  celebre  una  Convención 
General  de  Arbitraje,  tan  eficaz  y  definida,  que,  por  merecer  la 
aprobación  del  mundo  civilizado,  sea  aceptada  y  puesta  en  vigor 
por  todas  las  naciones". 

La  Cuarta  Conferencia  Pan-Americana  se  reunió  en  Bue- 
nos Aires  en  1910.  En  su  Programa  no  se  dio  cabida  al  tema  del 
Arbitraje,  que,  en  realidad,  podía  considerarse  entonces  agotado. 

La  cuestión  de  Tacna  y  Arica.no  se  llevó  ni  había  posibili- 
dad de  llevarla  en  forma  alguna  a  las  Conferencias  Pan-Ameri- 
canas celebradas  en  Río  Janeiro  y  Buenos  Aires.  Ella  ha  quedado 
en  el  terreno  en  que  debe  ser  ventilada  por  las  partes  interesa- 
das y  no  habrán  de  sacarla  de  allí  los  acontecimientos  de  la  gran 
guerra  que  ha  preocupado  al  mundo  en  los  últimos  cuatro  años, 
ni  habrá  de  figurar  tampoco  en  el  Programa  de  las  Conferencias 
de  la  Paz  e-n  donde,  seguramente,  prevalecerán  los  principios 
de  respeto  a  la  soberanía  de  las  naciones  y  la  política  de  la  "no 
intervención"  respecto  de  los  países  neutrales. 

Si  la  Liga  de  las  Naciones  llega  a  ser  una  hermosa  realidad 
y  se  logra  por  este  medio  garantir  la  paz  universal,  impidiendo 
que  el  azote  de  la  guerra  vuelva  a  ser  una  dolencia  incurable  de 
la  humanidad,  seguramente  que  esta  grandiosa  conquista  des- 
cansará en  el  respeto  a  los  principios  inmutables  que  reglan 
las  relaciones  internacionales  y  a  los  sagrados  derechos  de  la 
soberanía  de  los  pueblos  libres  que  son  inseparables  de  su  digni- 
dad y  de  su  honor. 
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X 
Negociaciones  con  Bolivia 

El  Tratado  de  Paz  de  20  de  Octubre  de  1904  y  la  cuestión 
de  Tacna  y  Arica 

Sabido  es  que  las  negociaciones  para  llegar  a  un  tratado  de- 
finitivo de  paz  con  Bolivia,  desde  la  celebración  del  Pacto  de 
Tregua  de  Abril  de  1884,  presentan  dos  fases  diversas,  que  co- 
rreponden  a  dos  distintas  orientaciones  en  el  estudio  de  las 
bases  fundamentales  del  Tratado. 

La  aspiración  de  obtener  una  salida  propia  al  Pacífico,  indi- 
cada por  Bolivia  como  exigencia  ineludible  en  las  primeras  ges- 
tiones de  arreglo  con  Chile  fué  contemplada  por  los  negociado- 
res de  1884  como  base  necesaria  para  llegar  a  una  solución 
definitiva;  pero,  esta  condición,  de  que  no  era  dable  prescindir, 
envolvía  un  grave  problema  territorial,  al  cual  los  resultados  de 
la  guerra  daban  un  carácter  excepcionalmente  delicado. 

No  podía  Chile  en  caso  alguno  aceptar  que  se  interrumpie- 
ra la  continuidad  de  su  territorio,  extendido  con  las  incorpora- 
ciones de  los  departamentos  peruanos  de  Tarapacá,  Tacna  y 
Arica,  más  allá  de  los  límites  septentrionales  del  antiguo  litoral 
boliviano,  y  esto  explica  que  en  los  preliminares  de  las  confe- 
rencias celebradas  en  Santiago  con  los  Plenipotenciarios  de  Bo- 
livia, señores  Salinas  y  Boeto  en  Febrero  de  1884,  se  indicara  la 
idea  de  ajustar  una  tregua  indefinida  durante  la  cual  pudieran  pre- 
pararse nuevas  inteligencias  para  soluciones  más  estables,  de 
recíproca  conveniencia. 

Es  indudable  que  esta  solución  de  carácter  transitorio  pro- 
puesta por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile  en  ■ 
aquella  época,  don  Aniceto  Vergara  Albano,  tenía  muy  estrecha 
relación  con  la  idea  de  satisfacer  las  aspiraciones  de  Bolivia  una 
vez  que  se  definiera  con  arreglo  al  Tratado  de  Ancón  la  nacio- 
nalidad definitiva  de  los  territorios  de  Tacna  y  Arica,  sometidos 
a  un  régimen  especial  hasta  que  se  llenara  la  condición  del  ple- 
biscito en  él  estipulado. 
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De  aquí  su  infiere  que,  desde  que  se  ajustó  con  Bolivia  el 
Pacto  de  Tregua,  quedó  ligado  su  más  primordial  anhelo  de  ob- 
tener una  salida  al  Pacífico,  a  la  expectativa  de  que  Chile  obtu- 
viera un  título  definitivo  de  soberanía  sobre  Tacna  y  Arica,  cir- 
cunstancia que  conviene  anotar  desde  luego  para  apreciar  el 
futuro  aspecto  de  este  problema  internacional. 

Las  negociaciones  seguidas  con  posterioridad  sobre  la  mis- 
ma base  de  satisfacer  las  exigencias  de  Bolivia  de  puerto  en  el 
Pacífico,  llegaron  en  1895  a  consagrarse  en  la  fórmula  que  más 
se  ha  acercado  al  desiderátum  anhelado  por  ese  país. 

Los  Tratados  de  Paz  y  Amistad,  de  Transferencia  de  Terri- 
torio y  de  Comercio  firmados  en  Santiago  el  18  de  Mayo  de 
aquel  año,  parecían  convertir  en  una  realidad  la  solución  com- 
pleta de  las  cuestiones  debatidas  por  los  Gobiernos  de  Bolivia  y 
Chile  hasta  esa  fecha. 

Pero,  en  esta  solución  quedaba  indeterminado  el  puerto  o 
sección  de  territorio  que  adquiriría  Bolivia,  desde  que  se  inter- 
ponía una  circunstancia  incierta,  cual  era  la  de  conocer  de  ante- 
mano el  resultado  del  plebiscito  en  Tacna  y  Arica  para  averi- 
guar si  Chile  podría  transferir  esos  territorios  a  Bolivia,  o  si,  en 
el  caso  de  no  poder  nuestro  país  obtener  el  dominio  definitivo 
de  esa  zona,  entregaría  la  caleta  Vítor  u  otra  análoga. 

Los  protocolos  complementarios  que  tendían  a  precisar  las 
obligaciones  contraídas  por  Chile  en  orden  a  satisfacer  la  trans- 
ferencia de  territorio  exigida  por  Bolivia,  en  las  diversas  even- 
tualidades contempladas  en  el  respectivo  Tratado,  dejaron  de 
manifiesto  que  no  existía  acuerdo  sobre  la  base  fundamental  de 
los  pactos  celebrados,  y  su  no  aprobación  por  los  respectivos 
Congresos,,  hizo  ineficaces  estos  pactos  en  su  totalidad,  como 
expresamente  lo  establecieron  ambos  gobiernos  en  notas  aclara- 
torias cambiadas  al  efecto. 

Aquí  podemos  decir  que  terminó  la  primera  faz  de  las  ne- 
gociaciones con  Bolivia  sobre  la  base  de  procurar  a  este  país 
una  salida  propia  al  Pacífico. 

Sucedió  a  este  período  de  actividad,  la  consiguiente  parali- 
zación en  las  gestiones  diplomáticas  para  preparar  nuevas  y  más 
viables  soluciones. 

En  realidad,  sobre  la  acción  de  los  Gobiernos,  inspirada  en 
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un  sincero  propósito  de  armonía  y  de  paz,  habíanse  impuesto 
factores  que  eran  parte  de  otro  conflicto  internacional,  el  de 
Tacna  y  Arica,  cuyas  dificultades  no  permitían  anticipar  reso- 
luciones sobre  cesiones  de  territorio  que  tropezarían  siempre 
con  lo  incierto  y  lo  desconocido. 

Este  estado  de  cosas  se  mantuvo  durante  varios  años.  En  el 
interregno  fué  abriéndose  camino  una  nueva  base  para  un  trata- 
do de  paz  con  Bolivia,  quedando  eliminada  por  impracticable  la 
idea  de  ofrecer  a  este  país  una  zona  de  acceso  al  mar,  lo  que, 
aunque  fuera  una  lógica  y  muy  legítima  aspiración,  dada  su  con- 
dición de  pueblo  mediterráneo,  no  estaba  en  manos  de  Chile 
otorgar.  Las  negociaciones  de  1895,  así  lo  habían  demostrado. 

En  el  año  1900  se  concretaron  por  parte  de  Chile  las  bases 
para  la  celebración  de  un  Tratado  definitivo  de  paz  con  Bolivia, 
de  acuerdo  con  la  nueva  faz  que  presentaba  el  problema  para 
ambas  Cancillerías  después  de  los  obstáculos  surgidos  para  las 
anteriores  soluciones. 

Estas  Bases,  propuestas  por  nuestro  Gobierno,  eran  las  si- 
guientes: 

"El  Gobierno  de  Chile  está  dispuesto  a  hacerse  cargo  y 
comprometerse  al  pago  efe  las  obligaciones  contraídas  por  el  Go- 
bierno de  Bolivia,  a  favor  de  las  empresas  mineras  de  Huan- 
chaca,  Corocoro  y  Oruro  y  del  saldo  del  empréstito  boliviano 
levantado  en  Chile  en  1867,  una  vez  deducidas  las  cantidades 
que  hubieren  sido  de  abono  a  esa  cuenta  según  el  artículo  6  del 
Pacto  de  Tregua. 

El  Gobierno  de  Chile  podría?  así  mismo,  satisfacer  los 
siguientes  créditos  que  pesaban  sobre  el  litoral  boliviano:  el  que 
corresponde  a  los  bonos  emitidos  para  la  construcción  del  ferro- 
carril de  Mejillones  a  Caracoles;  el  crédito  a  favor  de  don  Pedro 
López  Gama,  representado  hoy  por  la  casa  Alsop  y  Cía.;  y  el 
de  don  Enrique  Meiggs,  representado  por  don  Eduardo  Squire 
procedente  del  contrato  celebrado  por  el  primero  con  el  Gobier- 
no de  Bolivia  en  20  de  Marzo  de  1876,  sobre  arrendamiento  de 
las  salitreras  fiscales  del  Toco;  el  reconocido  a  favor  de  la  fami- 
lia de  don  Juan  Garday. 
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Estos  créditos  serán  objeto  de  particular  liquidación  y  de 
una  especificación  detallada  en  un  protocolo  suplementario. 

El  Gobierno  de  Chile  abonará,  además,  una  suma  de  dinero 
que  será  fijada  de  común  acuerdo  por  ambos  Gobiernos  y  que 
deberá  invertirse  en  la  construcción  de  un  ferrocarril  que  una 
algún  puerta  de  Chile  con  el  interior  de  Bolivia,  o  que  continúe 
el  ferrocarril  actual  de  Oruro. 

Tanto  la  suma  como  la  determinación  de  los  puntos  de 
partida  y  de  término,  se  fijarán  de  común  acuerdo;  pero  puede 
avanzarse  que  el  Gobierno  de  Chile  está  dispuesto  a  abonar 
hasta  la  cantidad  de  seis  millones  de  pesos. 

El  punto  elegido  como  inicial  del  ferrocarril  será  declarado 
franco  para  los  productos  y.  mercaderías  que  por  él  se  internen 
en  tránsito  para  Bolivia  y  para  los  productos  y  mercaderías  bo- 
livianas que  por  él  mismo  se  exporten. 

En  cambio  de  estas  concesiones,  el  Gobierno  de  Bolivia 
estará  dispuesto  a  celebrar  el  tratado  de  paz  que  asegure  la 
cesión  definitiva  del  litoral  boliviano  ocupado  por  Chile,  en  vir- 
tud del  Pacto  de  Tregua". 

En  la  memoria  de  relaciones  correspondiente  al  año  de 
1902,  se  dejaba  constancia  en  los  siguientes  términos  del  resul- 
tado de  la  misión  confidencial  del  distinguido  hombre  público  de 
Bolivia,  don  Félix  Avelino  Aramayo,  encargado  de  avanzar  el 
estudio  de  bases  de  arreglo  con  nuestro  país: 

"Si  bien  es  sensible  para  el  infrascrito  no  haber  arribado 
aún  al  arreglo  amistoso  y  equitativo  de  las  cuestiones  pendientes 
con  el  Perú,  es  satisfactorio  en  cambio  dejar  testimonio  de  la 
buena  inteligencia  que  desde  hace  algún  tiempo  se  viene  acen- 
tuando con  la  República  de  Bolivia. 

La  discreta  y  atinada  gestión  que  con  arreglo  a  las  instruc- 
ciones del  Departamento  ha  tenido  a  su  cargo  el  representante 
de  Chile  en  ese  país,  ha  encontrado  de  parte  del  actual  Gobier- 
no de  Bolivia  la  más  favorable  acogida,  y  ha  venido  ella  a  tradu- 
cirse en  hechos  concretos  con  la  llegada  a  Chile  del  señor  don 
Félix  Avelino  Aramayo,  Ministro  de  Bolivia  en  la  Gran  Bretaña. 

El  señor  Aramayo,  sin  venir  investido  de  una  misión  espe- 
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cial,  trajo  bases  de  arreglo  aceptadas  por  el  Gobierno  de  Bolivia 
y  se  esforzó  porque  fueran  estudiadas  para  llegar  a  un  acuerdo 
que  pudiera  ser  solemnizado  en  seguida  por  la  vía  diplomática. 

Constatada  suficientemente  la  efectividad  de  este  hecho,  se 
entró  a  la  discusión  de  las  bases  de  un  Tratado,  con  asistencia 
del  Encargado  de  Negocios  de  ese  país,  señor  don  Julio  César 
Valdés. 

En  las  conferencias  celebradas  sobre  este  particular  se  trató 
especialmente  de  los  puntos  que  siguen: 

1.°  Abandono  por  parte  de  Bolivia  de  toda  pretensión  a  un 
puerto  en  el  Pacífico; 

2.°  Independencia  comercial  de  este  país,  quedando  Chile 
sometido  a  la  condición  de  la  nación  más  favorecida; 

3.°  Abono  por  parte  de  Chile  de  una  suma  de  dinero,  entre- 
gada por  anualidades,  que  se  destinaría  a  la  construcción  de  fe- 
rrocarriles que  den  fácil  salida  al  Pacífico  a  los  productos  de 
Bolivia. 

Sobre  estos  particulares  se  llegó  a  una  inteligencia  casi 
completa,  quedando  la  negociación  suficientemente  avanzada 
para  darle  término  una  vez  que  se  constituyera  la  representación 
diplomática  de  uno  y  otro  país,  por  medio  del  nombramiento  de 
Ministros  Plenipotenciarios". 

La  Memoria  presentada  al  Congreso  de  Bolivia  en  Agosto 
de  1003  por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  don  Eliodoro 
Villazón,  refiriéndose  al  estado  de  las  negociaciones  con  Chile  y 
su  nueva  orientación,  decía: 

"En  el  año  que  ha  pasado  no  se  ha  producido  ningún  cam- 
bio en  las  relaciones  amistosas  que  hemos  continuado  cultivando 
con  esta  República.  El  actual  mandatario,  animado  de  sentimien- 
tos elevados  y  del  deseo  de  poner  término  a  la  situación  creada 
por  el  Pacto  de  Tregua,  manifestó,  desde  los  principios  de  su 
administración,  las  más  benévolas  disposiciones  para  seguir  con 
las  negociaciones  que  pudieran  llevarnos  a  un  tratado  definitivo 
de  paz.  Con  este  laudable  designio  constituyó  una  nueva  Lega- 
ción, encomendada  al  Excmo  señor  Beltrán  Mathieu.  De  nues- 
tra parte  también  acreditamos  un  nuevo  Representante  diplomá- 
tico, enviando  como    Ministro  Plenipotenciario,  a  don   Alberto 
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Gutiérrez.  Regularizadas  así  las  relaciones  diplomáticas,  las 
negociaciones  fueron  reanudadas  y  en  el  curso  de  ellas  se  ha 
procurado  buscar  soluciones  para  las  diversas  cuestiones  que 
interesan  a  uno  y  otro  país,  tales  como  las  siguientes:  cesiones 
territoriales  y  las  compensaciones  consiguientes— nueva  delimi- 
tación de  fronteras— relaciones  comerciales  y  aduaneras  y  en 
fin,  pago  de  las  indemnizaciones  de  guerra  y  demás  obligaciones 
contraídas  en  diferentes  épocas,  por  contratos  garantizados  con 
rentas  del  litoral. 

En  puntos  sustanciales  hubo  acuerdo  y  quedaban  pendien- 
tes la  liquidación  de  los  créditos  y  la  forma  de  pago  y  la  fijación 
de  la  frontera,  especialmente  desde  el  lago  Ascotán  hasta  el  de 
Chungara". 


"Dada  la  importancia  de  nuestras  múltiples  cuestiones  con 
la  República  de  Chile  y  la  prepotencia  militar  y  financiera  de 
esta  Nación  con  relación  a  nosotros  nunca  he  participado  de  la 
conducta  que  en  estos  negocios  han  observado  algunos  grupos 
políticos  de  Bolivia,  trazándose  programas  a  beneplácito  y  ali- 
mentándose con  esperanzas  ilusorias.  Un  hombre  de  estado  no 
tiene  el  derecho  de  vivir  fuera  de  la  realidad;  tiene  que  anunciar 
a  los  pueblos  la  verdad,  por  dolorosa  y  triste  que  ella  sea,  pre- 
sentando soluciones  que  les  permitan  pasar  adelante  el  camino 
del  progreso. 

Con  mayor  convencimiento  que  otros,  he  anhelado  y  ges- 
tionado con  vivo  interés  la  adjudicación  de  un  puerto  sobre  el 
Pacífico  para  asegurar  nuestra  independencia  comercial  y  polí- 
tica, aspiración  legítima  y  cuya  justicia  sería  incontestable. 
Cuando  he  visto  que  esta  aspiración  era  irrealizable,  no  he  vaci- 
lado en  tentar  otros  arreglos,  que  siendo  igualmente  equitativos 
contribuyan  a  la  prosperidad  de  Bolivia,  previniendo  de  esta 
manera  otras  complicaciones  y  peligros  que  podrían  presentarse. 
Sin  ideas  preconcebidas,  tenía  la  firme  resolución  de  concluir 
y  suscribir  un  Tratado  de  Paz  en  estas  condiciones,  asumiendo 
toda  la  responsabilidad  consiguiente  aun  acto  tan  transcendental. 
Hemos  escollado  en  los  últimos  detalles,  y  por  lo  mismo  que 
han  sido  los  últimos,  han  llevado  a  mi  ánimo  el  convencimiento 
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de   que   las   negociaciones   quedarán   en   ese  estado  por  largo 
tiempo. 

Lo  que  puedo  anunciar  con  satisfacción  es  que  se  ha  hecho 
cuanto  humanamente  era  posible  para  un  arreglo  final.  Nadie 
puede  atribuirnos  intransigencia  ni  falta  de  decisión;  al  contrario, 
nuestra  acción  ha  sido  positiva  y  resuelta  y  cumpliendo  con 
nuestros  deberes,  hemos  estado  dispuestos  a  llegar  hasta  el  fin 
sin  arredrarnos  ante  ninguna  responsabilidad". 

Estas  negociaciones  se  prosiguieron  con  el  mejor  éxito  y 
ya  en  Diciembre  de  1903  se  dejaron  convenidos  los  términos  de 
casi  todas  las  cláusulas  del  Tratado  de  Paz,  de  una  Convención 
sobre  Ferrocarriles  y  de  un  Tratado  de  reciprocidad    comercial. 

En  el  Acta  suscrita  en  Santiago  el  24  de  dicho  mes  y  año 
por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  don  Agustín  Edwards 
y  los  señores  Claudio  Pinilla,  Ministro  de  Relaciones  de  Bolivia 
que  se  hallaba  de  paso  en  nuestro  país,  y  don  Alberto  Gutiérrez 
que  desempeñaba  la  Plenipotencia  de  Bolivia  en  Chile,  se  dejó 
constancia  de  los  acuerdos  producidos  entre  ambas  Cancillerías 
para  finalizar  los  arreglos  pendientes  y  convenida  la  redacción 
de  la  mayor  parte  de  las  cláusulas  del  Tratado  de  Paz,  cuyas 
bases  principales  se  consideraban  aceptadas  plenamente  por 
ambas  partes. 

La  cláusula  principal  del  Proyecto  del  Tratado  quedó  redac- 
tada en  el  acta  referida  en  la  forma  siguiente: 

"Con  el  fin  de  estrechar  las  relaciones  comerciales  entre 
ambas  Repúblicas,  el  Gobierno  de  Chile  contribuirá  en  la  forma 
más  abajo  determinada  y  dentro  de  la  suma  de  un  millón  ocho- 
cientas mil  libras  esterlinas  como  máximum  a  la  construcción  de 
ferrocarriles  que  concurran  a  este  propósito. 

La  República  de  Chile  se  compromete  a  contratar  libre- 
mente la  construcción  en  el  tiempo  indispensable,  y  en  cinco 
años  si  fuere  materialmente  posible,  de  un  ferrocarril  que  par- 
tiendo del  puerto  de  Arica  termine  en  el  Alto  de  La  Paz  y  a 
traspasar  a  Bolivia  la  propiedad  de  la  sección  de  dicho  ferroca- 
rril construido  en  territorio  boliviano,  en  el  plazo  de  quince  años 
contados  desde  el  día  en  que  esté  totalmente  terminado". 
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Se  vé  que  lo  esencial  de  la  negociación  consistía  en  susti- 
tuir la  antigua  exigencia  de  un  puerto  en  el  Pacífico,  por  parte 
de  Bolivia,  por  la  construcción  del  Ferrocarril  de  Arica  a  La  Paz, 
y  el  reconocimiento  a  perpetuidad,  por  parte  de  Chile,  del  más 
amplio  y  libre  derecho  de  tránsito  por  su  territorio  y  puertos  del 
Pacífico  en  favor  de  Bolivia. 

Tal  era  la  situación  de  las  negociaciones  con  Bolivia,  cuan- 
do, con  motivo  de  la  organización  del  Gabinete  que  presidió  el 
esclarecido  ex-magistrado  y  hombre  público  don  Manuel  F.gidio 
Ballesteros,  en  Abril  de  1904,  cúpome  entrar  a  desempeñar  la 
cartera  de  Relaciones  Exteriores. 

Nuestra  Legación  en  La  Paz,  en  donde  hasta  ese  momento 
estaban  radicadas  las, negociaciones,  había  enviado  al  Departa- 
mento un  Proyecto  de  Tratado  definitivo  convenido  sobre  las 
bases  del  Acta  Edwards-Pinilla,  y  faltaba  solamente  la  revisión 
de  lo  hecho  y  el  acuerdo  sobre  algunos  puntos  referentes  a  la 
demarcación  de  fronteras. 

Al  iniciar  mis  conferencias  con  el  distinguido  representante 
de  Bolivia  en  Santiago,  señor  Gutiérrez,  tuve  la  impresión  de 
encontrar  en  él  a  un  convencido  partidario  de  la  solución  con- 
templada en  las  negociaciones  que  estaban  por  finalizarse,  y  fué 
para  mí  especialmente  grato  advertir  que  mi  honorable  interlo- 
cutor se  hallaba  penetrado  de  la  estrecha  unión  política  y  co- 
mercial que  creaba  a  nuestros  respectivos  países  la  circunstancia 
de  confundirse  sus  intereses  recíprocos  en  un  pacto  cuya  base 
fundamental  está  ligada  a  la  expectativa  de  que  Chile  sea  el  so- 
berano definitivo  y  perpetuo  de  la  zona  que  ofrece  a  Bolivia  to- 
das las  seguridades  y  ventajas  para  su  comercio  por  el  lado  del 
Pacífico. 

De  esta  significación  importantísima  del  Tratado  de  1904,  se 
derivaban  lógicamente  dos  hechos  transcendentales:  que  Bolivia 
pasaba  a  ser  aliada  de  Chile  en  la  solución  del  problema  con  el 
Perú  y  que  los  grandes  intereses  que  se  radicaban  para  uno  y 
otro  país  en  Tacna  y  Arica,  vinculaban  ese  territorio  indiscuti- 
blemente y  para  siempre  al  dominio  de  Chile. 

Así  lo  comprendían  en  ese  momento  los  negociadores,  y  el 
alcance  de  unión  de  intereses  políticos  que  establecía  el  Tratado 
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fué  materia  de  un  acuerdo  previo  del  cual  debía  después  dejarse 
constancia  escrita. 

A  esta  misma  apreciación  correspondió  un  cambio  de  re- 
dacción en  la  cláusula  III,  en  donde  se  amplió  el  significado  de 
la  frase:  "Con  el  fin  de  estrechar  las  relaciones  comerciales  en- 
tre ambas  Repúblicas,  etc.",  diciendo:  "Con  el  fin  de  estrechar 
las  relaciones  políticas  y  comerciales  de  ambas  Repúblicas,  las 
Altas  Partes  contratantes  convienen  en  unir  el  puerto  de  Arica 
con  el  Alto  de  La  Paz  por  un  ferrocarril  cuya  construcción  con- 
tratará a  su  costa  el  Gobierno  de  Chile  dentro  del  plazo  de  un 
año  contado  desde  la  ratificación  de  este  Tratado". 

Las  negociaciones  se  prosiguieron  activamente,  en  la  mayor 
cordialidad,  con  la  cooperación  constante,  inteligente  y  discreta 
de  nuestro  representante  en  La  Paz  señor  Mathieu. 

Prescindo  de  analizar  en  detalle  otros  puntos  del  Tratado 
que  fueron  materia  de  discusión  entre  ambas  Cancillerías,  para 
concretarme  a  las  consideraciones  generales  que  esclarecen  el 
espíritu  dominante  en  estas  negociaciones  y  la  influencia  que 
ellas  debían  tener  en  el  problema  pendiente  con  el  Perú. 

Me  bastará  dejar  constancia  de  que  las  cuestiones  sobre  de- 
marcación de  fronteras  y  las  relacionadas  con  las  responsabili- 
dades que  tomaba  Chile  a  su  cargo  para  libertar  a  Bolivia  de  las 
obligaciones  contraídas  en  conformidad  a  las  estipulaciones  del 
Pacto  de  Tregua  de  1884,  y  las  que  afectaban  al  litoral  de  Anto- 
fagasta,  fueron  allanadas  en  forma  equitativa  y  dentro  de  la  cor- 
dialidad y  buen  espíritu  que  de  una  y  otra  parte  prevaleció  en  el 
curso  de  las  negociaciones. 

La  cuestión  relacionada  con  la  fijación  del  límite  chileno- 
boliviano  en  la  parte  correspondiente  a  los  departamentos  de 
Tacna  y  Arica,  respecto  de  los  cuales  Chile  no  tiene  título  defi- 
nitivo de  dominio,  quedó  fácilmente  resuelta,  adoptándose  la 
fórmula  propuesta  por  Chile  para  evitar  toda  dificultad  por  la 
eventualidad  del  plebiscito  a  que  esos  territorios  están  sujetos, 
sin  entrar  a  definir  o  calificar  los  derechos  del  actual  soberano. 
Así,  al  enumerar  los  puntos  que  fijan  la  línea  fronteriza  al  Norte 
del  cerro  Puquintica,  en  donde  comienza  el  límite  entre  Bolivia 
y  Tacna  y  Arica,  se  consignó  la  siguiente  declaración:  "Al  Norte 
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de  este  último  punto  (Puquintica)  Chile  y  Bolivla  convienen  en 
lijar  entre  sí  la  siguiente  línea  fronteriza". 

Es  innegable  la  importancia  de  esta  declaración  que  confir- 
ma lo  que  hemos  dicho  respecto  del  alcance  y  significación  del 
Tratado  de  Paz  de  1904  celebrado  con  Bolivia. 

En  efecto,  en  él  se  reconoce  ampliamente  la  soberanía  ili- 
mitada que  Chile  ejerce  en  Tacna  y  Arica  conforme  al  Tratado 
de  Ancón,  dándose  a  este  tan  discutido  Pacto  la  interpretación 
innamovible  que  resulta  de  un  acuerdo  internacional  en  que  una 
de  las  partes  es  la  nación  aliada  del  Perú  en  la  guerra  del  Pa- 
cífico. 

Dos  actos  fundamentales,  constitutivos  de  la  soberanía,  ha 
ejecutado  Chile  en  Tacna  y  Arica  al  firmar  con  Bolivia  el  Tra- 
tado de  1904.  La  construcción  de  un  ferrocarril  internacional, 
que  es  base  esencial  de  ese  Tratado,  que  corresponde  a  una  ne- 
cesidad primordial  para  la  vida  e  independencia  comerciales  de 
una  nación  vecina,  que  tiene  la  importancia  de  sustituir  la  ad- 
quisición de  una  zona  de  costa  que  proporcione  a  esa  misma 
nación  una  salida  propia  al  mar — lo  que  había  sido  objeto  de  to- 
das las  anteriores  negociaciones  para  un  Tratado  definitivo  de 
Paz  entre  Chile  y  Bolivia — es  un  acto  de  la  mayor  transcenden- 
cia que  modifica  en  absoluto  la  anterior  situación  de  los  terri- 
torios de  Tacna  y  Arica,  dejándolos  vinculados  al  dominio  de 
Chile  y  produciendo  para  el  Perú  no  solamente  el  debilitamiento 
de  sus  remotas  expectativas  sino  la  imposibilidad  de  luchar  contra 
intereses  de  un  orden  superior  que  elevarían  el  rescate  de  esas 
provincias  a  términos  que  no  pudieron  ser  previstos  en  el  Tra- 
tado de  Ancón. 

La  delimitación  de  fronteras,  si  bien  no  afecta  a  los  dere- 
chos o  expectativas  del  Perú,  es  también  una  manifestación  de 
la  soberanía  actual  de  Chile  en  esos  territorios,  reconocida  ex- 
presamente por  Bolivia,  que  pone  término  prácticamente  a  toda 
discusión  sobre  el  conjunto  de  facultades  que  el  Tratado  de  An- 
cón otorgó  a  Chile  y  que  desvirtúa  por  completo  los  cargos  que 
el  Perú  formula  por  los  actos  de  soberanía  ejecutados  por  Chile 
en  uso  legítimo  de  esas  facultades. 

La  gravedad  de  esta  situación,  derivada  de  la  prolongación 
indefinida  del   conflicto  con   Chile,  la  comprendió  el  Gobierno 


-    197 

del  Perú  en  toda  su  magnitud,  como  era  de  suponerlo.  Su  acción 
para  entorpecer  o  desviar  de  su  rumbo  las  negociaciones  con 
Bolivia  en  1904,  debía  manifestarse  en  alguna  forma,  y  así  ocu- 
rrió efectivamente. 


La  misión  Prado  Ugarteche.— A  mediados  del  mismo  año 
1904,  en  que  tan  avanzadas  se  hallaban  las  negociaciones  con 
Bolivia,  el  Gobierno  del  Perú,  a  cargo  transitoriamente  del  2.° 
Vicepresidente  don  Serapio  Calderón  por  fallecimiento  del  Pre- 
sidente Candamo,  y  siendo  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
el  distinguido  estadista  peruano  don  Alberto  Elmore,  nombraba 
al  señor  Javier  Prado  Ugarteche  Ministro  Plenipotenciario  en  la 
República  Argentina. 

El  señor  Prado  Ugarteche,  cuya  prestigiosa  situación  so- 
cial y  política  es  bien  conocida,  debía  detenerse  en  Chile  antes 
de  hacerse  cargo  de  la  representación  diplomática  de  su  país  en 
la  Argentina,  y  en  realidad,  llevaba  una  misión  principal,  aun- 
que reservada,  que  podía  constituirlo,  en  un  momento  dado, 
como  se  verá  más  adelante,  Ministro  del  Perú  entre  noso- 
tros. 

No  pasó  desapercibido  para  nuestro  Gobierno  este  paso 
dado  por  la  Cancillería  de  Lima  ni  dejó  de  comprender  cual  po- 
dría ser  el  objetivo  de  la  misión  del  señor  Prado  Ugarteche  a  su 
paso  por  Santiago. 

Tenía  ya  conocimiento  nuestra  Cancillería  de  las  activas  in- 
fluencias que  el  Perú  trataba  de  ejercer  ante  el  Gobierno  de  Bo- 
livia a  fin  de  evitar  que  los  arreglos  con  Chile,  en  los  cuales 
veía  un  peligro  para  sus  expectativas  sobre  Tacna  y  Arica,  se 
finiquitasen  antes  de  que  pudiera  reanudar  sus  relaciones  con 
nuestro  país  e  interponer  su  acción  diplomática  en  la  forma  más 
propicia  al  resguardo  de  sus  intereses. 

Era,  pues,  necesario  prevenir  la  gestión  del  Perú  que  en 
esos  momentos  habría  de  perturbar  la  terminación  del  Tratado  de 
Paz  con  Bolivia,  con  grave  daño  para  la  solución  convenida. 

Esta  circunstancia,  nos  colocó  en  la  dura  obligación  de  no 
dar  facilidades  al  señor  Prado  Ugarteche  para  iniciar  conferen- 
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cias  confidenciales  que  pudieran  comprometer  la  actitud  de  la 
Cancillería  respecto  de  Bolivia,  o  despertar  suspicacias  inevita- 
bles en  momentos  delicados  de  nuestra  política  internacional. 

Pero,  el  señor  Prado,  que  no  podía  resignarse  a  tener  que 
dejar  de  mano  la  misión  que,  seguramente,  había  constituido  el 
principal  objetivo  de  su  investidura  diplomática,  solicitó  y  obtu- 
vo, como  es  natural,  una  entrevista  absolutamente  privada  con 
el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  la  que  tuvo  lugar  en  el 
domicilio  particular  de  este  último,  a  fin  de  quitarle  todo  carác- 
ter oficial. 

El  distinguido  y  caballeroso  diplomático  abordó  con  fran- 
queza el  objeto  de  la  entrevista.  El  Gobierno  del  Perú  deseaba 
iniciar  negociaciones  con  Chile  con  el  propósito  sincero  de  lle- 
gar a  una  solución  pronta  y  conciliadora.  Creía  el  señor  Prado 
que  la  política  de  su  país  se  orientaba  en  esos  momentos  hacia 
un  rumbo  más  práctico  y  él  mismo  estaba  dispuesto  a  servir  de- 
cididamente ese  propósito,  aún  cuando  fuera  necesario  hacer  sa- 
crificios y  arrostrar  las  responsabilidades  de  un  arreglo  que  no 
contemplara  las  naturales  intransigencias  y  prevenciones  del 
sentimiento  nacional  del  Perú  en  lo  relativo  al  problema  de  Tac- 
na y  Arica.  Insistió  mucho  en  la  conveniencia  de  entrar  desde 
luego  en  un  cambio  de  ideas  que  permitiera  formalizar  el  estu- 
dio de  bases  concretas  entre  ambas  Cancillerías. 

Con  igual  franqueza,  expresé  al  señor  Prado  que,  estiman- 
do de  mucho  interés  sus  declaraciones  y  coincidiendo  en  abso- 
luto en  el  deseo  sincero  de  procurar  una  solución  pronta  y  con- 
ciliadora con  su  país,  lamentaba  que  el  momento  escogido  para 
insinuar  arreglos  inspirados  en  una  política  menos  sentimental 
y  más  encuadrada  en  el  propósito  de  buscar  nna  fórmula  dentro 
de  la  situación  real  del  problema  pendiente,  era  el  menos  apro- 
piado para  llegar  a  ese  laudable  fin;  que  él  no  ignoraba  que  en 
esos  momentos  se  finalizaban  las  gestiones  para  la  celebración 
de  un  Tratado  definitivo  de  paz  con  Bolivia  y  que  la  interposi- 
ción de  nuevas  negociaciones  con  el  Perú  produciría  segura- 
mente un  efecto  perturbador  para  la  celebración  del  Tratado,  lo 
que  era  deber  del  Gobierno  evitar  a  toda  costa.  Agregué  que 
tan  pronto  quedara  concluida  la  importante  negociación  con  Bo- 
livia naia  sería  más  grato  a  nuestro  Gobierno  que  aceptar  la  in- 
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vitación  de  que  se  hacía  portador  el  señor  Prado  y  concurrir 
con  sus  mejores  deseos  a  una  solución  análoga  con  el  Perú,  so- 
bre bases  de  mutua  consideración  y  de  franco  y  cordial  aveni- 
miento. 

En  vista  de  esta  actitud,  el  señor  Prado  entró  de  lleno  a  ma- 
nifestar las  razones  que  aconsejaban  tratar  primeramente  con  el 
Perú  y  no  avanzar  más  en  las  negociaciones  con  Bolivia. 

Claramente  surgía  de  las  argumentaciones  del  señor  Pra- 
do, su  vivo  empeño  en  paralizar  esas  negociaciones,  en  evitar 
que  pudieran  llevarse  a  término  sin  la  intervención  oportuna  del 
Gobierno  del  Perú. 

Obligado  a  precisar  el  objetivo  a  que  conducía  su  dialéctica, 
teniendo  en  cuenta  el  firme  propósito  de  nuestro  Gobierno  de 
no  perturbar  ni  retardar  el  Tratado  con  Bolivia,  ni  dejarse  hala- 
gar con  ofrecimientos  que  pudieran  tener  en  esos  instantes  la 
apariencia  de  cantos  de  sirena,  el  señor  Prado  propuso  concre- 
tamente la  idea  de  modificar  una  de  las  bases  fundamentales  del 
Tratado,  que  era,  sin  duda,  la  preocupación  dominante  entonces 
de  la  Cancillería  Peruana.  Refirióse  a  la  obligación  que  se  im- 
pondría Chile  de  construir  un  ferrocarril  para  poner  en  comu- 
nicación el  puerto  de  Arica  con  la  capital  de  la  República  Boli- 
viana, e  indicó  la  conveniencia,  para  los  fines  de  un  arreglo  con 
el  Perú,  de  no  establecer  en  el  Tratado  que  el  ferrocarril  arran- 
caría precisamente  del  puerto  de  Arica,  sino  de  un  punto  inde- 
terminado de  la  costa. 

Comprendí  que  a  este  importante  objetivo  dirigía  el  señor 
Prado  Ugarteche  todos  los  esfuerzos  de  su  acción  diplomática  y 
que  era  éste,  como  se  había  creído  fundadamente,  el  propósito 
verdadero  de  su  misión. 

Hube  de  significar  al  señor  Prado  que  no  cabía  ya  pensar 
en  modificar  las  bases  convenidas  con  Bolivia  y  que,  aún  cuan- 
do deseáramos  tomar  en  cuenta  los  anhelos  del  Perú,  no  estaba 
en  manos  de  Chile  alterar  lo  que  constituía  una  exigencia  pri- 
mordial de  Bolivia,  desde  que  la  construcción  del  ferrocarril  de 
Arica  a  la  Paz  reemplazaba  su  antigua  exigencia  de  un  puerto 
en  el  Pacífico. 

No  obstante  la  evidencia  de  los  obstáculos  que  se  presenta- 
ban para  que  la  Cancillería  Chilena  acogiera  las  insinuaciones 
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traídas  por  tan  distinguido  representante  del  Perú,  éste  no  quiso 
abandonar  el  intento  de  abrir  la  puerta  a  la  acción  de  su  país 
ante  el  Gobierno  y  la  opinión  de  Chile  en  un  momento  en  que 
el  problema  de  Tacna  y  Arica  iba  a  modificarse  en  sentido  ad- 
verso a  los  intereses  y  expectativas  del  Perú. 

Sin  disimular  ya  el  verdadero  significado  de  su  misión,  el 
señor  Prado  Ugarteche  terminó  declarando  que  si  el  Gobierno 
de  Chile  le  daba  alguna  posibilidad  de  expresar  en  forma  oficial 
los  bien  inspirados  propósitos  del  Gobierno  del  Perú,  de  los 
cuales  se  consideraba  fiel  intérprete,  él,  en  el  acto,  presentaría 
sus  credenciales  de  Ministro  en  Chile. 

Una  vez  mas  hube  de  significar  al  señor  Prado  Ugarteche 
cuánto  lamentaba  no  poder  hacerle  en  esa  oportunidad  ninguna 
promesa  o  declaración  como  la  que  deseaba,  que  muy  pronto  po- 
dría realizarse  el  objeto  de  sumisión — lo  quesería  especialmente 
grato  si  él  tuviera  la  representación  de  su  país  entre  nosotros 
para  lo  cual  solamente  debía  aguardarse  la  terminación  del  Tra- 
tado con  Bolivia. 

El  señor  Prado  se  dirigió  en  seguida  a  la  República  Argen- 
tina, llevando  la  expectativa  de  continuar  tratando  de  estos  asun- 
tos con  nuestro  representante  en  Buenos  Aires  don  José  Fran- 
cisco Vergara  Donoso. 

Los  acontecimientos  posteriores  no  permitieron  mayor  de- 
sarrollo a  estas  gestiones. 

Es  obra  de  justicia  recordar  aquí  que,  habiendo  sido  llamado 
en  el  mismo  año  1904  a  desempeñar  el  Ministerio  de  Relaciones 
de  su  país,  al  inaugurarse  la  administración  de  don  José  Pardo, 
el  señor  Prado  Ugarteche  perseveró  en  su  política  de  no  diferir 
la  solución  del  grave  problema  de  Tacna  y  Arica  encaminándola 
resueltamente  en  rumbo  práctico  y  sacándola  del  terreno  exclu- 
sivamente idealista  en  que  siempre  se  había  planteado  por  sus 
antecesores. 

Creía,  así,  servir  eficazmente  los  intereses  del  Perú  y  se 
manifestó  dispuesto  a  afrontar  las  responsabilidades  consiguien- 
tes y  las  críticas  de  los  patrioteros. 

En  una  sesión  del  Senado  Peruano,  el  señor  Prado  hizo  de- 
claraciones que  impresionaron  vivamente  la  opinión  dentro  y 
fuera  de  ese  país. 
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"Sería  cómodo  para  la  Cancillería  huir  de  los  calores  sofo- 
cantes que  evitan  espíritus  apocados  o  egoístas  y  buscar  refugio 
bajo  el  ropaje  de  una  convencional  situación.  Pero,  por  mi  parte, 
con  presunción  profunda  de  mi  deber,  considero  que  estoy  obli- 
gado a  afrontar  este  problema,  sin  dilaciones  ni  debilidades.  La 
austeridad  de  mis  convicciones  me  señala  ese  camino.  Si  se  al- 
canza buen  resultado,  ello  será  para  beneficio  de  mi  país;  su  fra- 
caso, en  ningún  caso  perjudicaría  ni  empeoraría  la  situación  ac- 
tual. 


Que  la  línea  de  conducta  de  la  Cancillería  era,  como  ya  lo 
había  manifestado,  el  cumplimiento  absoluto  del  Tratado  de  An- 
cón, y  que  en  ese  sentido  agotaría  todos  sus  esfuerzos;  pero  que 
si  en  situación  extrema  fuese  necesario  optar  entre  perder  defi- 
nitivamente la  reincorporación  de  las  poblaciones  peruanas  de 
Tacna  y  Arica  o  sacrificar  kilómetros  cuadrados  de  despoblados, 
de  rocas  o  de  sustancias  minerales,  sus  deberes  más  imperiosos 
no  podían  vacilar  en  obtener  así  la  reincorporación  de  ambas 
poblaciones." 

EL  PROTOCOLO  CONFIDENCIAL 

Esta  incidencia  diplomática  que  acabamos  de  relatar,  es 
bastante  reveladora  y  no  se  requieren  mayores  consideraciones 
para  apreciar  la  influencia  que  las  negociaciones  de  paz  con  Bo- 
livia  debían  necesariamente  ejercer  en  la  cuestión  de  Tacna  y 
Arica. 

Llegó  el  momento  de  suscribir  el  pacto  solemne  que  pon- 
dría término  definitivo  a  esas  negociaciones.  Al  mismo  tiempo, 
correspondía  dar  forma  al  compromiso  previo  a  que  hemos  alu- 
dido, en  virtud  del  cual  quedaría  expresado  confidencialmente 
el  acuerdo  de  unir  la  acción  de  ambos  Gobiernos  en  orden  a 
asegurar  por  todos  los  medios  de  que  uno  y  otro  país  pudieran 
disponer  el  dominio  de  Chile  sobre  los  territorios  de  Tacna  y 
Arica. 

Este  acuerdo  complementario  del  Tratado  de  Paz,  precisaba 
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su  alcance  y  significación  en  lo  relativo  a  la  votación  plebiscita- 
ria que  debe  decidir  la  nacionalidad  definitiva  de  esos  territorios. 

El  Perú  agotó  en  esos  momentos  todos  sus  esfuerzos  ante 
el  Gobierno  de  Bolivia  para  hacerlo  desistir  de  suscribir  ese 
compromiso,  cuya  existencia  debía  conocer  o  sospechar.  Alguna 
vacilación  se  produjo  a  última  hora  en  la  Cancillería  Boliviana, 
pues  su  representante  en  Santiago  manifestó  haber  recibido 
instrucciones  de  no  suscribir  el  Protocolo  Confidencial  en  cues- 
tión. Pero,  ante  las  observaciones  de  nuestra  Cancillería,  signi- 
ficando la  extrañeza  por  este  cambio  de  política  que  modificaba 
el  espíritu  que  había  dominado  en  el  curso  de  las  negociaciones, 
lo  que  se  prestaba  a  interpretaciones  perjudiciales  al  éxito  de 
éstas,  el  honorable  señor  Gutiérrez  convino,  finalmente,  en  sus- 
cribir una  fórmula,  atenuada  en  sus  términos,  pero  que  mantenía 
en  el  fondo  el  compromiso  de  Bolivia  de  cooperar  con  todos  sus 
elementos  al  triunfo  de  Chile  en  el  plebiscito. 

El  día  20  de  Octubre  se  procedió  a  firmar  en  Santiago  en  la 
sala  de  despacho  del  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  el  Tra- 
tado de  Paz  y  Amistad,  cuyos  antecedentes  principales  dejamos 
expuestos,  y  al  mismo  tiempo,  y  con  iguales  solemnidades  ex- 
ternas, el  Protocolo  Confidencial  Complementario  de  dicho 
Tratado,  extendiéndose  ejemplares  por  duplicado  en  la  forma 
acostumbrada  para  esta  clase  de  convenios  internacionales. 

Parecerá  extraño  que  dé  cabida  en  esta  publicación  a  un 
incidente  diplomático  de  carácter  reservado,  aunque  de  indiscu- 
tible importancia  para  apreciar  los  antecedentes  de  aquel  Trata- 
do y  su  influencia  en  la  solución  del  problema  pendiente  con  el 
Perú.  Pero  es  el  caso  que  el  Protocolo  Confidencial  a  que  vengo 
refiriéndome  ha  dejado  de  ser  un  documento  reservado,  porque 
el  ejemplar  original  que  se  conservaba  en  el  archivo  reservado 
de  nuestra  Cancillería,  desapareció  hace  tiempo  juntamente  con 
otros  documentos  de  igual  carácter  que  fueron  sustraídos  a  causa 
de  inconcebibles  descuidos  y  que,  habiendo  llegado  a  manos  del 
Gobierno  del  Perú,  por  medios  que  no  hay  para  qué  calificar,  se 
publicaron  en  su  mayor  parte  en  1909  o  1910  en  la  prensa  de 
Lima. 

Es  de  suponer,  pues,  que  el  Protocolo  Complementario  del 
Tratado  de  Paz  con  Bolivia  se  encuentre  actualmente  en  algún 
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archivo  especial  de  la  Cancillería  Peruana,  lo  que  no  es  bastante 
para  hacer  desaparecer  el  convenio  mismo,  ya  que  se  trata  de 
un  acto  histórico  del  cual  tiene  constancia  la  otra  parte  contra- 
tante y  que  puede  fácilmente  reconstituirse.  Nuestra  Legación 
en  La  Paz  tiene  también  constancia  de  su  texto.  Además,  pode- 
mos estar  ciertos  de  que  ese  Protocolo  no  ha  corrido  igual  suerte 
en  la  Cancillería  de  Bolivia. 

Es  de  advertir,  todavía,  que  el  libro  de  telegramas,  en  donde 
se  encuentra  la  historia  de  la  negociaciones  con  Bolivia  en  su 
última  etapa,  ha  desaparecido  también  de  nuestros  archivos  si 
bien  no  es  imposible  reconstituir  igualmente  esa  documentación 
por  medio  de  nuestra  Legación  en  ese  país. 

Mucho  se  ha  hablado  de  la  sustracción  de  documentos  veri- 
ficado en  1909,  pero  nadie  ha  sabido  antes  de  ahora  que  entre 
esos  documentos  se  encontrase  un  Protocolo  Complementario 
del  Tratado  de  Paz  con  Bolivia,  documento  de  cuya  existencia 
no  han  tenido  noticia  muchos  de  los  Ministros  de  Relaciones 
Exteriores  de  Chile  posteriores  a  1904. 

No  cabe,  pues,  mayor  reserva  sobre  este  punto,  y  por  penoso 
que  sea  exhibir  los  defectos  del  régimen  administrativo  que 
impera  en  oficinas  públicas  en  donde  se  ventilan  las  más  delicadas 
cuestiones  de  nuestra  política  internacional,  no  es  posible  que 
se  ignoren  por  más  tiempo  hechos  que  la  opinión  del  país  tiene 
derecho  a  conocer  y  juzgar,  dada  la  importancia  histórica  que 
ellos  revisten.  Puede  que  la  gravedad  de  estas  revelaciones  con- 
tribuyan a  que  se  dé  alguna  vez  satisfacción  a  la  necesidad  de 
reorganizar  convenientemente  los  servicios  que  corren  a  cargo 
del  Departamento  de  Relaciones  Exteriores,  estableciendo  en 
sus  oficinas  y  dependencias  el  régimen  que  corresponde  a  este 
ramo  de  suyo  delicado,  y  de  naturaleza  diversa  de  la  de  los  otros 
Departamentos  de  Estado. 

Analizadas  ya  las  bases  fundamentales  del  Tratado  de  20 
de  Octubre  de  1904,  a  la  luz  de  los  antecedentes  fidedignos  aquí 
consignados,  surje  por  sí  sola  esta  pregunta:  ¿se  han  recogido 
de  esta  importante  negociación  todos  los  frutos  que  había  el 
derecho  de  esperar  de  ella? 

Sin  pretender  juzgar  los  actos  posteriores  a  aquellos  en  que 
me  cupo  intervenir,  y  aunque  no  puedo  estar  interiorizado   en 
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las  intimidades  de  nuestra  política  exterior  de  los  últimos  tiem- 
pos, debo  anotar  el  hecho  bien  lamentable  de  que  en  el  trascurso 
Je  catorce  años  nada  se  ha  avanzado  en  la  solución  de  la  única 
de  las  cuestiones  derivadas  de  la  guerra  del  Pacífico  que  aún 
permanece  como  elemento  de  perturbación  y  de  inquietud  en  el 
horizonte  de  nuestras  relaciones  internacionales.  El  problema, 
no  obstante  haber  quedado  desligado  de  otras  complicaciones, 
permanece  en  un  statu  quo  desesperante. 

Durante  este  largo  espacio  de  tiempo  se  ha  terminado  la 
obra  del  ferrocarril  de  Arica  a  la  Paz.  Los  trabajos  se  iniciaron 
el  5  de  Septiembre  de  1906.  Después  de  diversos  entorpecimientos 
motivados  por  dificultades  de  las  empresas  que  sucesivamente 
tomaron  a  su  cargo  la  ejecución  de  los  trabajos  contratados  en 
propuestas  públicas,  y  por  el  cambio  del  trazado  primitivo  para 
adoptar  la  variante  de  Molle-Pampa  indicada  por  el  Administra- 
dor, don  Manuel  Ossa,  con  una  economía  que  se  estimó  en 
$  16.000,000  oro  de  18  d.,  se  aceptó  en  definitiva  la  propuesta  de 
la  Sociedad  Sir  Joh  Jackson  por  la  suma  alzada  de  2.750,000  li- 
bras esterlinas  sin  incluir  ramales  y  material  rodante. 

En  Julio  de  1909  la  casa  constructora  dio  toda  actividad  a 
los  trabajos,  y  por  fin,  el  13  de  Mayo  de  1913  se  verificó  la  inau- 
guración oficial  del  ferrocarril,  solemnizada  con  la  presencia  de 
Ministros  de  Estado  de  Bolivia  y  Chile7  sus  respectivos  repre- 
sentantes diplomáticos  y  otros  funcionarios  de  ambos  países. 

Quedó  así  cumplida  la  obligación  principal  contraída  por 
Chile  respecto  de  Bolivia.  Pero  ¿no  era  la  construcción  de  este 
ferrocarril,  en  el  cual  se  ha  invertido  la  suma  de  tres  millones 
de  libras  esterlinas,  el  medio  más  eficaz  para  resolver  con  el 
concurso  y  la  influencia  de  Bolivia  el  problema  del  plebiscito 
en  Tacna  y  Arica?  ¿Pudo  creerse  en  1914  que  nuestro  Gobierno 
no  realizaría  en  alguna  forma  esta  consulta  a  los  habitantes  de 
esos  territorios  antes  de  que  se  terminara  la  obra  del  ferrocarril, 
es  decir,  cuando  podía  tener  en  su  favor  todos  los  elementos  y 
todas  las  voluntades  interesadas  en  esta  obra  de  civilización  y 
de  progreso,  que  la  dominación  chilena  realizaba  en  beneficio  no 
solamente  de  los  intereses  comerciales  de  Bolivia,  sino  del  de- 
sarrollo y  bienestar  de  esos  territorios  que  han  podido  prospe- 
rar tan  sólo  al  amparo  de  los  esfuerzos  y  los  dineros  de   Chile? 
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Entre  tanto,  en  lugar  de  acercarnos  a  la  realización  de  las 
expectativas  fundadas  en  el  Tratado  de  1904,  vemos  hoy  debili- 
tada la  situación  creada  con  dicho  Pacto.  Ya  no  satisface  las  as- 
piraciones de  Bolivia  su  comunicación  directa  al  Pacífico  por 
un  ferrocarril  que  le  da  una  salida  que  puede  considerar  como 
propia.  De  nuevo  renace  la  antigua  exigencia  de  adquirir  la  zona 
de  costa  que  le  otorgaban  los  Pactos  de  1895.  ¿Se  puede  destruir 
así  el  edificio  en  que  descansa  la  paz  y  amistad  pactadas  defini- 
tiva y  solemnemente  en  1904? 

No  es  la  peligrosa  doctrina  de  que  los  tratados  son  simple 
chiffons  de  papier  la  que  hoy  prevalece  en  el  mundo. 

No  creemos,  pues,  que  pueda  tomar  cuerpo  una  complicación 
que  desapareció  de  nuestras  dificultades  con  los  países  vecinos 
hace  ya  14  años.  Por  el  contrario,  hay  conveniencia  en  hacer 
historia,  en  recordar  antecedentes,  en  esclarecer  dudas,  a  fin  de 
reaccionar  contra  la  calma  musulmana  que  ha  sido  la  nota  ca- 
racterística de  nuestra  política  internacional  y  contribuir  de  este 
modo  a  que  salgamos  de  la  inacción  en  que  se  adormece  el 
país  en  estas  cuestiones  de  vital  importancia  para  sus  futuros 
destinos. 

No  podemos  ni  debemos  poner  en  duda  la  amistad  de  Boli- 
via, su  lealtad  y  consecuencia  con  los  compromisos  que  la  ligan 
a  nuestro  país.  Su  aspiración  de  puerto  propio  la  hemos  consi- 
derado siempre  legítima  y  respetable.  Independientemente  de  la 
situación  creada  por  el  Tratado  de  Paz  con  Chile  ¿porqué  no 
podría  esa  aspiración  traducirse  en  futuros  acuerdos  basados  en 
compensaciones  suficientes  y  equitativas? 

Entre  tanto,  cumple  a  nuestro  juicio,  realizar  en  toda  su  ex- 
tensión los  propósitos  comunes  que  se  tuvieron  en  vista  en 
1904. 

Hacer  del  ferrocarril  y  del  puerto  de  Arica  el  verdadero 
vínculo  comercial  y  político  entre  Chile  y  Bolivia,  adoptar  todas 
las  medidas  para  que  allí  encuentre  Bolivia  todas  las  ventajas 
para  su  comercio  y  sus  comunicaciones  con  el  Pacífico,  en  for- 
ma de  satisfacer  sus  necesidades  presentes  y  futuras,  tal  fué  el 
espíritu  de  las  estipulaciones  del  Tratado  de  1904  y  la  obligación 
que  aceptó  nuestro  país,  por  que  así  lo  requerían  el   interés  co- 
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mún  y  las  primordiales  aspiraciones  de  ambas  partes  contra- 
tantes. 

Desde  entonces  se  impuso  lógicamente  la  conveniencia  de 
concentrar  nuestra  atención  y  nuestros  esfuerzos  en  mejorar  la 
condición  de  Arica,  en  constituir  allí  un  puerto  de  primer  orden 
en  relación  con  la  importancia  excepcional  de  los  intereses  que 
está  llamado  a  servir. 

No  es  concebible  que  voluntariamente  abandonemos  nues- 
tra propia  obra  y  descuidemos  los  grandes  intereses  que  debe- 
mos cautelar  en  esa  región.  ¿Cómo  podemos  aceptar  resignada- 
mente  que  el  ferrocarril  de  Arica  a  La  Paz,  que  es  la  vía  mas 
corta  y  económica  de  comunicación  con  Bolivia,  soporte  la  com- 
petencia del  ferrocarril  de  Moliendo?  ¿No  es  ésta  la  mejor  prue- 
ba del  abandono  culpable  de  aquellos  intereses? 

La  política  que  se  inspirase  en  los  propósitos  que  deter- 
minaron al  país  a  asumir  las  obligaciones  estipuladas  en  el 
Tratado  de  1904,  podría  hoy  imprimir  un  rumbo  mas  definido 
a  la  acción  de  nuestro  Gobierno  en  los  territorios  de  Tacna 
y  Arica,  y  caracterizarse  desde  luego  con  dos  medidas  que, 
en  nuestra  humilde  opinión,  consultan  los  propósitos  enuncia- 
dos. Tales  serían  la  de  ir  derechamente  a  declarar  libre  el 
puerto  de  Arica  y  la  de  elevar  el  rango  de  esta  ciudad  a  la 
categoría  de  capital  de  la  provincia  de  Tacna. 

OEbUCCIONES: 

Aspecto  actual  del  problema  de  Tacna  y  Arica. 

bisQusión  sin  resultado 

¿LA  VICTORIA  NO  DA  DKRECHOS? 

De  las  anotaciones  consignadas  en  este  libro,  que  compren- 
den un  período  muy  interesante  de  las  negociaciones  diplomáti- 
cas con  el  Perú  y  Bolivia,  surgen  algunas  deducciones  útiles 
para  apreciar  el  estado  actual  del  conflicto  pendiente  con  el 
Perú. 

La  esterilidad  de  la  discusión  sostenida  durante  una  larga 
serie  de  años  sobre  la  manera  de  dar  cumplimiento  a  la  cláusula 
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III  del  Tratado  de  Ancón,  ha  quedado  en  evidencia  en  las  distin- 
tas y  periódicas  gestiones  que  se  han  hecho  para  buscar  el 
acuerdo  respecto  de  las  bases  del  plebiscito. 

En  cada  caso  se  ha  renovado  el  debate  por  parte  del  Perú 
en  el  mismo  terreno  de  la  intransigencia  para  reconocer  los  he- 
chos que  han  venido  vinculando  los  territorios  de  Tacna  y  Arica 
al  dominio  y  soberanía  de  Chile,  fundando  quiméricas  expectati- 
vas en  la  resistencia  a  outrance  y  en  la  intervención  de  influen- 
cias extrañas  para  imponer  a  su  vencedor  en  la  Guerra  del  Pa- 
cífico una  situación  que  significaría  una  modificación  de  los  re- 
sultados de  esa  contienda  en  beneficio  exclusivo  del  vencido. 
Las  relaciones  diplomáticas  de  ambos  países  se  han  restablecido 
intermitentemente  con  esperanzas  de  llegar  a  un  arreglo,  y  cada 
vez  las  gestiones  terminan  con  una  nueva  interrupción  que  aleja 
la  posibilidad  de  un  avenimiento. 

Es  cierto  que  algunas  veces  es  la  misma  inestabilidad  de  la 
política  chilena,  la  que  estimula  al  Perú  a  aguardar  una  oportu- 
nidad propicia  y  a  hacer,  entre  tanto,  una  propaganda  incansable 
en  Europa  y  América  a  fin  de  presentarnos  como  los  victimarios 
de  una  nación  débil. 

Este  estado  de  cosas  es  absurdo  A  nadie  puede  convenirle 
esta  política  poco  franca  y  que  a  nada  práctico  conduce. 

Preferible  es  abordar  de  una  vez  el  problema  con  absoluta 
sinceridad  y  franqueza.  Es  inútil  seguir  discutiendo  quiénes 
pueden  votar  en  el  plebiscito,  si  el  voto  debe  ser  público  o  se- 
creto, si  la  operación  debe  presidirla  el  país  que  ejerce  la  sobe- 
ranía actual  o  nó,  etc. — ¿Qué  esperanzas  hay  de  llegar  a  un 
acuerdo  en  esta  materia,  siendo  que  ello  importa  determinar  de 
antemano  quién  va  a  ser  el  favorecido  en  la  votación  plebisci- 
taria? 

Parece  más  racional  llevar  la  discusión  al  estudio  de  los 
hechos  reales  e  incontrovertibles.  ¿La  dominación  Chilena  en 
Tacna  y  Arica  favorece  o  nó  los  destinos  de  estos  territorios,  su 
desarrollo  comercial  y  su  progreso,  el  bienestar  y  felicidad  de  sus 
habitantes? 

Después  de  los  cambios,  producidos  en  esa  región  a  virtud 
de  una  ocupación  de  treinta  y  cinco  años,  de  las  obras  realizadas 
y  de  los  valiosos  intereses  que  se  han  creados  a  la  sombra  del  do- 
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minio  de  Chile  ¿puede  dudarse  de  lo  que  sería  la  expresión  de 
la  voluntad  de  esos  pueblos  si  les  consultaran  lo  que  desean,  o 
más  bien,  lo  que  garantiza  su  situación  actual  y  las  expectativas 
de  una  situación  mejor?  El  plebiscito  es  una  simple  fórmula  que 
no  puede  ponerse  en  contradicción  con  la  realidad  y  con  los 
hechos  consumados. 

Al  pactar  el  plebiscito  en  1883  y  otorgar  a  Chile  el  ejercicio 
de  la  soberanía  en  Tacna  y  Arica,  el  Perú  debió  suponer  que  no 
le  sería  posible  recuperar  esa  soberanía  en  una  votación  plebis- 
citaria, aún  en  el  caso  de  durar  solamente  diez  años  la  ocupación 
chilena,  porque  bien  sabía  que  la  acción  de  Chile  favorecería 
más  los  intereses  de  esos  antiguos  departamentos  rivales  de  Are- 
quipa, que  nada  pueden  esperar  de  la  dominación  peruana. 

La  prolongación  de  esta  ocupación  en  ningún  caso  podrá 
aumentar  sino  disminuir  sus  expectativas.  El  trascurso  del  tiem- 
po debía  radicar  allí  nuevos  y  mayores  intereses  en  favor  del 
país  ocupante,  como  lo  ha  establecido  inequívocamente  el  Trata- 
do con  Bolivia  de  1904,  y  los  hechos  materiales  de  tan  gran  sig- 
nificación como  la  construcción  de  un  ferrocarril  internacional 
que  es  base  esencial  de  aquel  Tratado,  modificando  profunda- 
mente las  condiciones  en  que  esos  territorios  fueron  entregados 
a  Chile,  hacen  ya  imposible  el  cambio  de  soberano. 

Diferir  la  solución  no  mejora  la  causa  del  Perú.  Este  sólo 
podría  ser  favorecido  por  un  acto  de  complacencia  que  nada  jus- 
tificaría en  el  concepto  de  la  opinión  nacional  chilena,  nunca 
por  un  verdadero  plebiscito. 

Lógico  y  cuerdo  sería  entonces  buscar  las  compensaciones 
legítimas  en  un  arreglo  directo  que  estableciera  en  otra  forma  el 
medio  de  armonizar  los  intereses  de  dos  pueblos  hermanos. 


Pero,  queda  todavía  un  supremo  argumento,  un  llamado  a 
la  Liga  de  las  Naciones  invocando  el  pretendido  principio  de 
que  "La  Victoria  no  da  derechos." 

Esto  permitiría  llegar  a  la  anulación  del  Tratado  de  Ancón 
y  a  la  reconquista  de  Tarapacá. 

Parece  en  realidad  un  contrasentido  exhumar  de  entre  las 
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máximas  fósiles  de  añeja  diplomacia  una  doctrina  contradicha 
constantemente  por  la  realidad  y  por  la  historia  de  todos  los 
tiempos,  en  los  momentos  en  que  la  victoria  alcanzada  por  las 
potencias  de  la  Entente  les  otorga  los  más  amplios  derechos  para 
imponer  a  las  naciones  vencidas  las  condiciones  de  paz  que  son 
su  consecuencia  inevitable. 

Derivar  de  las  declaraciones  del  Presidente  Wilson  en  am- 
paro del  derecho  y  la  justicia,  atropellados  brutalmente  por  el 
imperialismo  Alemán,  la  esperanza  de  llevar  la  cuestión  de  Tac- 
na y  Arica  a  las  Conferencias  de  la  Paz,  repitiendo  la  fracasada 
empresa  del  arbitraje  obligatorio  de  México,  es  sencillamente 
un  sueño,  es  ir  a  buscar  en  las  inmensidades  del  espacio  lo  que 
tiene  sus  verdaderos  términos  de  solución  aquí,  abajo,  en  las  rea- 
lidades de  la  vida  humana. 

Ya  en  época  pasada  esta  cuestión  fué  discutida  suficiente- 
mente y  sobre  ella  han  recaído  opiniones  respetables  y  muy 
autorizadas,  que  equivalen  a  un  fallo  inapelable,  que  le  dan  la 
inamovilidad  de  la  cosa  juzgada. 

Conocidas  son  las  declaraciones  que  el  General  Mitre  hizo 
en  La  Nación  de  Buenos  Aires  el  5  de  Diciembre  de  1880,  de- 
sautorizando el  que  se  pretendiera  dar  a  esa  "frase  vacía  de 
sentido"  el  carácter  de  una  doctrina  internacional  Argentina. 

Consideramos  oportuno  reproducir  las  apreciaciones  del 
ilustre  estadista  que  en  forma  tan  concluyeme  y  magistral  des- 
hizo y  condenó  aquella  absurda  lucubración  del  ministro  Várela, 
que  hoy  se  intenta  esgrimir  nuevamente  como  arma  de  ataque  a 
los  inconmovibles  derechos  del  país  vencedor  en  la  guerra  del 
Pacífico. 

He  aquí  lo  que  entonces  decía  Mitre: 

LOS  DERECHOS  DE  LA  VICTORIA 

Los  derechos  de  la  victoria,  tienen  por  razón  de  ser  la  últi- 
ma de  las  razones,  que  es  el  fallo  de  la  guerra  cuando  a  él  se 
apela. 

La  victoria  obtenida  por  las  armas  da  derechos,  y  derechos 
más  legítimos  y  sagrados  que  los  que  se  obtienen  por  la  debi- 
lidad o  la  corrupción,  porque  se  afirman  a  costa  de  los  sacrificios 
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de  los  pueblos,  conquistándolos  a  hierro  y  fuego,  derramando  en 
su  honor  su  sangre  y  sus  tesoros. 

Cuando  las  naciones  soberanas  no  pueden  dirimir  pacífica- 
mente sus  cuestiones,  apelan  al  tribunal  supremo  de  la  fuerza,  y 
la  fuerza  es  la  que  decide. 

Para  evitar  esta  extremidad  dolorosa,  el  mundo  moderno 
tiende  a  hacer  prevalecer  el  principio  del  arbitraje,  en  que  las 
cuestiones  internacionales  se  reducen  a  un  pleito,  que  dirime 
pacíficamente  la  sentencia  de  un  juez  imparcial,  ante  la  cual  se 
inclinan  ambas  partes. 

Pero  las  sentencias  arbitrales  entre  naciones  soberanas  no 
pueden  versar  sino  sobre  cuestiones  que  no  afecten  su  honor  y 
su  soberanía,  porque  lo  contrario  sería  lo  mismo  que  poner  en 
cuestión  su  propia  existencia. 

Así,  cuando  dos  naciones  para  dirimir  una  cuestión  apelan 
al  recurso  extremo  de  la  fuerza,  sea  en  materias  que  un  arbitro 
pudiera  zanjar,  sea  en  puntos  que  no  admiten  otro  tribunal  so- 
bre la  tierra,  libran  a  ella  su  decisión  conformándose  de  ante- 
mano con  la  sentencia  del  destino. 

Tal  fué  nuestra  cuestión  con  el  Paraguay,  con  el  cual  nos 
vimos  envueltos  en  guerra,  no  obstante  todo  lo  que  hicimos  por 
evitarla,  no  teniendo  al  fin  ni  aún  la  libertad  de  defender  la  paz 
que  lealmente  queríamos  conservar. 

Después  de  obtenido  el  triunfo  al  cabo  de  cinco  años  de 
guerra  y  de  los  más  grandes  y  supremos  esfuerzos,  se  pronun- 
ciaron por  la  primera  vez  en  el  mundo  estas  palabras  que  des- 
pués nadie  ha  repetido:  "La  victoria  no  da -derechos". 

Esta  máxima  vacía  de  sentido,  sin  aplicación  al  caso,  con- 
traria a  los  intereses  permanentes  de  la  nacionalidad  argentina, 
dio  por  inmediato  resultado  romper  de  hecho  nuestra  sólida 
alianza  con  el  Brasil, — que  después  no  ha  podido  soldarse  bien 
— y  malograr  en  gran  parte  los  frutos  legítimos  de  la  victoria. 

Valiera  más,  por  lo  tanto,  que  se  hubiese  dejado  en  el  cajón 
de  clavos  viejos,  sin  punta  y  sin  cabeza,  donde  estaba  bien,  y 
donde  a  nadie  podía  clavar,  como  nos  clavó  en  otro  tiempo  ante 
el  mundo,  cuando  manos  inexpertas  manejaban  el  martillo  que 
la  inutilizó. 

Hoy  se  exhuma  esa  reliquia  abandonada  y  se  levanta  en  alto 
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como  un  símbolo  de  la  buena  doctrina  internacional  en  las  cues- 
tiones que  se  resuelven  por  el  choque  de  las  fuerzas  de  las  na- 
ciones que  la  sostienen. 

Se  dice  más:  que  esta  es  "la  doctrina  argentina",  y  nosotros, 
en  nombre  del  pueblo  argentino,  la  negamos  y  la  renegamos,  hoy 
como  siempre,  en  cuanto  ella  importe  menoscabar  nuestros 
derechos  de  nación  soberana,  que  sabe  hacerlos  prevalecer, 
muriendo  por  ellos  y  legando  a  los  sobrevivientes  la  herencia  de 
sus  generosos  sacrificios. 

Y  se  llega  hasta  decir,  "que  esta  doctrina  fuertemente  im- 
pugnada por  escritores  argentinos,  la  proclaman  hoy  los  mismos 
que  la  combatieron  para  combatir  las  pretensiones  conquista- 
doras de  Chile". 

Negamos  el  hecho,  y  esto  nos  obliga  a  entrar  en  la  discusión 
de  un  punto  que  habíamos  dejado  de  lado,  y  que  no  queríamos 
resucitar  por  inútil  o  perjudicial. 

Pero,  puesto  que  se  trae  al  debate  contra  nuestra  voluntad, 
pretendiendo  desautorizar  la  doctrina  contraria  que  a  propósito 
de  la  guerra  del  Paraguay  La  Nación  sostuvo  siempre,  antes 
como  ahora,  entramos  de  lleno  en  ella,  empezando  por  establecer 
los  antecedentes  gubernativos  que  desautorizan  la  proposición 
como  "doctrina  argentina". 

Lanzadas  al  viento  estas  palabras  inconsideradas  a  que  se 
da  el  nombre  de  doctrina,  no  tardaron  en  sentirse  sus  funestos 
efectos,  dividiendo  los  intereses  de  los  aliados,  y  haciendo  al 
gobierno  provisorio  del  Paraguay  arbitro  de  los  arreglos  preli- 
minares de  paz. 

La  disidencia  se  manifestó  en  el  seno  del  mismo  Gabinete 
nacional. 

El  doctor  don  Mariano  Várela,  Ministro  entonces  de  Rela- 
ciones Exteriores,  invitó  al  general  Mitre  a  una  conferencia  ofi- 
cial con  el  Presidente  de  la  República. 

Esta  conferencia  tuvo  lugar  en  el  Salón  de  Gobierno,  ha- 
llándose presente  el  señor  Presidente  Sarmiento  y  todos  sus 
Ministros,  los  señores  Vélez,  Sársfield,  Avellaneda,  Gorostiaga, 
Gainza  y  Várela,  siendo  interrogado  el  general  respecto  del  es- 
tado de  las  negociaciones  con  el  Paraguay. 

El  general  Mitre  manifestó:  Que  el  Gobierno   argentino  no 


-  212   - 

podía  sostener  que  la  victoria  no  daba  derechos,  cuando  preci- 
samente había  comprometido  al  país  en  una  guerra  para  afir- 
marlos por  las  armas.  Que  si  la  victoria  no  daba  derechos,  la 
guerra  no  había  tenido  razón  de  ser,  puesto  que  en  definitiva 
ellos  no  habían  resuelto  nada,  y  todo  venía  a  quedar  en  el  statu 
qno  unte  bellum.  Que  sostener  tal  doctrina,  era  asumir  ante  el 
país  una  tremenda  responsabilidad,  declarándole  que  su  sangre 
derramada,  sus  tesoros  gastados,  todos  sus  sacrificios  hechos,  no 
habían  tenido  más  objeto  que  volver  a  poner  todo  en  cuestión. 
Que  en  tal  caso,  el  Tratado  de  Alianza  no  tendría  razón  de  ser 
y  se  rompía  la  solidaridad  ante  los  aliados  que  la  habían  llevado 
a  cabo  hasta  triunfar  unidos.  Que  conforme  en  que  deberíamos 
ser  generosos  con  el  vencido,  no  debíamos  llevar  esta  genero- 
sidad a  la  categoría  de  principio  absoluto  declarando  que  la  vic- 
toria no  da  en  ningún  caso  derechos,  por  cuanto  ésto  no  sólo 
nos  hacía  perder  las  ventajas  adquiridas  a  costa  de  grandes  es- 
fuerzos, sino  que  también  condenábamos  la  guerra  misma  por  el 
hecho  de  declarar  que  se  habían  derramado  los  tesoros  y  la  san- 
gre del  pueblo  argentino  para  restablecer  las  cosas  al  estado  an- 
terior, quitándonos  así  hasta  el  mérito  de  la  generosidad. 

Estas  ideas,  no  contradichas  por  nadie,  fueron  aceptadas 
por  el  Gobierno  nacional,  y  en  consecuencia  de  ellas,  se  dictaron 
nuevas  instrucciones  al  comisionado  argentino  en  la  Asunción, 
que  lo  era  el  general  don  Julio  de  Vedia,  modificando  las  que 
anteriormente  se  le  habían  expedido.  Pero  ya  era  tarde.  El  Go- 
bierno Provisional  del  Paraguay,  fuerte  con  la  declaración  y  la 
promesa  del  Gobierno  argentino,  sostuvo  el  derecho  de  discutir 
sus  títulos  territoriales,  haciendo  modificaciones  al  Tr.atado  de 
Alianza  que  de  antemano  había  impuesto  las  condiciones  de  paz. 

El  resultado  de  estos  errores  políticos  es  bien  conocido.  El 
Paraguay  se  negó  a  todo  arreglo  que  no  le  reconociese  dominio 
en  el  Chaco  y  especialmente  en  Villa  Occidental;  la  Alianza 
quedó  rota,  y  el  casus  belli  para  sostenerse  recíprocamente  los 
aliados  se  desvirtuó,  y  por  último  sometimos  a  arbitraje  lo  que 
pudimos  obtener  por  el  legítimo  derecho  de  la  victoria,  per- 
diendo ridiculamente  el  pleito  y  perdiendo  hasta  el  mérito  de  la 
generosidad  espontánea. 

El  representante  del  Brasil  en  el  Río  de  la  Plata,  el  Ministro 
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Silva  Paranhos,  tomando  la  defensa  de  nuestra  propia  causa 
contra  nuestros  propios  errores,  sostuvo  la  doctrina,  solicitando 
ante  nuestro  Gobierno  que  no  malograse  así  ligeramente  los 
frutos  de  la  victoria,  haciendo  ilusorios  los  propósitos  y  las  ulte- 
rioridades  del  Tratado  de  Alianza.  Como  lo  dije  en  un  memo- 
rándum, contestando  a  los  argumentos  del  Plenipotenciario  ar- 
gentino, que  sostenía  la  doctrina  de  no  imponer  las  condiciones 
de  paz  estipuladas  en  el  Tratado  de  Alianza:  "La  benevolencia 
de  los  aliados  ultrapasaría  los  límites  de  la  razón  y  la  prudencia, 
si  se  llevase  hasta  el  punto  de  sacrificar  a  ella  los  mismos  fines 
de  la  Alianza". 

Así  se  hizo,  sin  embargo,  y  la  política,  lo  mismo  que  la  pre- 
tendida doctrina,  queda  condenada  por  los  hechos  y  ante  el  cri- 
terio de  la  opinión  y  del  Gobierno,  reaccionando  éste  último 
decididamente  contra  ella. 

Así,  pues,  esta  política  tan  candorosamente  infantil,  ni  es 
doctrina  argentina,  ni  doctrina  de  ninguna  parte. 

Cuando  la  guerra  se  hace  con  un  propósito  y  la  victoria  de- 
cide, el  derecho  es  de  quien  la  obtiene. 

El  vencedor,  puede  ser  justo  o  injusto,  puede  ser  más  o 
menos  generoso,  exigir  como  condiciones  de  paz  grandes  sacrifi- 
cios al  vencido  o  imponerlos  por  la  fuerza  de  las  armas:  contra 
esto  no  hay  más  derecho  que  otra  fuerza  mayor. 

Así,  pues,  si  Chile  impone  condiciones  duras  al  Perú  y  Bo- 
livia,  abusando  de  la  victoria,  abusa  de  los  derechos  del  belige- 
rante, pero  ese  derecho  existe,  mientras  no  sea  contrarrestado 
por  otra  fuerza  superior  que  la  contenga  o  la  venza. 

Si  el  Perú  y  Boüvia  no  pueden  contrarrestar  el  poder  mi- 
litar de  Chile,  les  queda  el  recurso  de  no  aceptarlas  condiciones. 

Alemania  impuso  a  Francia  vencida  durísimas  condiciones 
de  paz,  y  ésta  las  aceptó.  Nadie  dijo  nada  respecto  a  la  anexión 
de  Alsacia  y  Lorena. 

No  sucedió  lo  mismo  en  la  guerra  entre  rusos  y  turcos. 
Rusia  impuso  sus  condiciones  de  paz  al  vencido,  que  las  poten- 
cias europeas  modificaron  en  el  Congreso  de  Berlín,  con  el 
acuerdo  de  los  beligerantes,  bien  que  en  lo  fundamental  las  con- 
diciones quedaron  subsistentes. 

Si  en  América  no  pueden  entenderse  entre  sí  las  naciones 
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neutrales  para  poner  coto  a  las  pretensiones  territoriales  de 
Chile,  no  quedaría  más  remedio  para  hacerla  entrar  en  razón 
que  el  que  alguna  nación  tomase  la  cuestión  por  suya  y  la  librase 
al  fallo  de  las  armas. 

Y  aquí  tendríamos  otra  vez  la  guerra  como  medio  de  dirimir 
las  cuestiones  internacionales  que  no  pueden  ser  amigablemente 
arregladas  o  resueltas  por  un  fallo  arbitral. 

Y  después  que  las  armas  decidiesen  ¿cuáles  serían  los  de- 
rechos del  vencedor?  ¿Daría  o  nó  derechos  la  victoria  para  im- 
poner por  condición  de  paz  a  Chile  renunciar  toda  pretensión  a 
los  territorios  vecinos? 

Y  si  Chile  triunfaba  ¿no  tendría  el  mismo  derecho  para  im- 
poner como  condición  de  paz  el  reconocimiento  de  sus  preten- 
siones? 

Vése,  pues,  cómo  al  mantenerse  como  doctrina  nacional  un 
error  que  tan  caro  nos  cuesta,  se  incurre  en  errores  de  hecho  y 
de  derecho,  de  que  hemos  estado  muy  lejos  de  participar,  al 
condenar  las  tendencias  conquistadoras  de  Chile  y  sostener  a  la 
vez  que  la  República  Argentina  no  debía  sola  y  sin  aliados,  to- 
mar la  cuestión  por  suya,  provocándola  una  guerra  por  cuenta 
ajena,  cuando  su  propia  cuestión  no  ha  dado  ni  puede  dar  lugar 
a  una  guerra  por  cuenta  propia. 

Sostener  como  doctrina  que  la  victoria  no  da  los  derechos 
de  la  victoria,  es  lo  mismo  que  sostener  que  la  derrota  es  la  que 
da  derechos  preferentes". 


En  época  más  reciente  uno  de  los  más  notables  políticos  de 
Francia  que  hoy  ha  alcanzado  celebridad  mundial,  el  gran  Cle- 
menceau,  ha  expresado  también  sus  juicios  sobre  la  consabida 
frase  "la  victoria  no  da  derechos". 

En  una  brillante  conferencia  dada  por  Mr.  Clemenceau  en 
Buenos  Aires,  en  1910,  sobre  el  tema  "La  Guerra  y  La  Paz", 
hizo  estas  magníficas  apreciaciones  que  tomo  de  la  relación  que 
La  Nación  publicó  en  su  número  del  13  de  Agosto  de  aquel  año 
y  que  hoy  tienen  una  indiscutible   actualidad   por  venir   de  una 
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personalidad  que  tan  sobresaliente  y  predominante  actuación  le 
cabe  en  los  acontecimientos  de  la  gran  guerra  europea. 

Refiriéndose  a  la  eficacia  del  arbitraje  internacional  como 
medio  de  prevenir  los  males  de  la  guerra,  dijo: 

"¿Qué  puede  hacer  la  democracia  delante  de  la  guerra?  — 
¿El  arbitraje?— No  olvidemos  que  vivimos  en  tiempos  en  que  el 
trabajo  mismo  coloca  al  hombre  frente  al  hombre.  Vivimos  en 
guerra  en  tiempo  de  paz,  que  no  otra  cosa  viene  a  ser  la  guerra 
económica.  La  democracia — y  el  conferencista  insiste  con  fuerza 
sobre  este  punto, — no  vale  sino  lo  que  valen  los  hombres  que  la 
componen.  Que  éstos  se  perfeccionen  y  se  suavizará  esa  guerra 
en  tiempo  de  paz,  como  ha  llamado  a  la  guerra  económica,  que 
han  creado  las  condiciones  de  la  vida  moderna. 

Por  lo  demás,  para  evitar  la  guerra  en  sí,  se  habla  hoy  mu- 
cho del  arbitraje  como  punto  de  apoyo.  El  arbitraje  no  es  un 
principio  nuevo  en  la  historia  de  las  sociedades,  y  los  hombres 
han  hecho  ya  de  él  una  larga  experiencia  El  tribunal  llamado 
de  los  Anfitriones  en  Grecia  era  más  completo  y  superior  por 
muchos  conceptos  en  su  organización  a  nuestro  moderno  tribu- 
nal de  La  Haya.  Pues  bien,  aquel  viejo  tribunal  griego,  que  se 
remonta  a  quinientos  o  seiscientos  años  antes  de  Jesucristo,  tra- 
jo precisamente  el  mal  que  buscaba  conjurar,  es  decir,  la  guerra, 
porque  la  guerra  era  la  sanción  de  sus  fallos."  Y  después  de  se- 
guir la  idea  del  arbitraje  a  través  de  la  época  romana  y  de  la 
Edad  Media,  en  sus  múltiples  esfuerzos  por  eliminar  la  guerra 
de  los  conflictos  de  los  hombres,  el  orador  llega  a  la  siguiente 
conclusión:  "el  arbitraje,  como  medio  de  dirimir  las  contiendas 
humanas,  es  insuficiente,  porque,  o  nó  tiene  sanción,  o  su  san- 
ción única  es  la  fuerza." 

Entra  luego  a  examinar  las  causas  de  la  guerra:  guerra  de 
religión,  guerra  de  raza,  guerra  de  nacionalidad,  guerra  econó- 
mica, guerra  colonial,  y  depués  de  demostrar  con  copiosos  ejem- 
plos históricos  la  enorme  dificultad  de  llegar  a  evitar  ninguna  de 
esas  guerras  por  el  arbitraje,  pasa  a  ocuparse  de  la  figuración  de 
la  América  dentro  de  estas  cuestiones.  Tiene  desde  luego  pala- 
bras de  elogios  y  de  esperanza  para  ella.  Si  estos  pueblos  se 
agrupan,  dice,  si  desarrollan  el  sentimiento  del  derecho,  si  se 
aferran  a  los  ideales   de    bien   humano,   que  fueran  siempre  los 
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de  la  raza  latina,  pueden  prestar  grandes  servicios  al  mundo. 
Hablando  sobre  la  idea  de  patria,  refutó  luego  ciertas  afirmacio- 
nes de  Tolstoi.  La  idea  de  patria  no  comporta  necesariamente 
la  de  odio  al  extranjero.  El  sentimiento  patriótico,  dijo,  que  sue- 
le ser  también  factor  determinante  de  la  guerra,  hay  que  culti- 
varlo. Aunque  la  Argentina  sea  todavía  un  pueblo  que  se  halla 
en  la  mañana  de  su  historia  y  carezca  de  tradiciones  arraigadas 
en  el  tiempo,  tiene  vivamente  desenvuelto  ese  sentimiento  Por 
él  quiere  vivir  y  por  él  querrá  morir  un  día.  En  cuanto  al  inter- 
nacionalismo, se  parece  al  amor:  es  de  esas  cosas  que  conviene 
hacer,  pero  no  hablar  de  ellas. 

Los  únicos  seres  eficaces  en  la  vida,  continúa,  son  los  opti- 
mistas. Pero  no  por  eso  se  debe  renunciar  a  toda  crítica.  Hay 
un  libro  del  eminente  estadista  francés  M.  León  Bourgeois,  don- 
de su  autor  trata  de  estas  cuestiones  de  guerra  y  de  paz,  y  que 
podría  resumirse  en  esta  fórmula:  "La  paz  universal  será  una 
lenta  evolución  de  la  idea  de  paz.  Enhorabuena;  mientras  esa 
lenta  evolución  se  efectúa,  conviene  que  estemos  listos  para  de- 
fendernos en  la  guerra.  Por  eso  no  es  partidario  del  desarme, 
creyendo  que  desarmarse  es  la  mejor  manera  de  provocar  la 
guerra.  La  debilidad  tienta  las  ambiciones  de  los  otros.  Luego 
hay  que  ser  fuerte!! 

Refiriéndose  a  la  frase  "la  victoria  no  da  derechos",  afirmó 
que  era  bella  y  noble.  Acaso  ella  marque  una  etapa  en  la  mar- 
cha de  lá  humanidad  hacia  la  confraternidad  futura,  pero  por 
ahora  es  de  un  platonismo  exajerado.  Si  antes  de  ir  a  la  guerra 
los  adversarios  convienen  en  que  el  que  triunfe  no  ganará  nada 
¿para  qué  combatir? 


Por  último,  para  no  citar  sino  la  primera  declaración  que  ha 
llegado  hasta  nosotros  de  los  vencedores  de  la  Alemania  en  el 
momento  actual  sobre  esta  misma  materia,  me  bastará  referirme 
a  lo  que  expresó  ante  la  Camarade  Diputados  de  Francia  el  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores,  Mr.  Pichón,  el  31  de  Diciembre 
último,  y  de  que  da  cuenta  un  telegrama  de  Buenos  Aires  en  los 
siguientes  términos: 
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"Buenos  Aires,  31.  — Mucho  se  ha  escrito  sobre  la  doctrina 
Argentina  de  que  "la  victoria  no  da  derechos."  Los  hombres  del 
Perú  han  hecho  suya  esa  expresión  que  mereció  entre  nosotros 
más  de  una  severa  condenación  de  parte  de  Mitre  y  de  Pelle- 
grini.'' 

"Hoy,  un  telegrama  de  París,  viene  a  desvanecer  las  últimas 
ilusiones  peruanas.  Mr.  Pichón,  Ministro  de  Relaciones,  decla- 
ró ante  la  Cámara  de  Diputados  de  Francia  lo  siguiente:  "Aus- 
tria merece  su  destino.  Limitaremos  las  fronteras  alemanas  a  lo 
que  deben  ser.  Será  necesario  que  nuestra  victoria  se  traduzca 
en  justas  consecuencias,  para  impedir  a  los  vencidos  poner  nue- 
vamente la  paz  en  peligro.  La  victoria  da  derechos  sóbrelos  ven- 
cidos" 
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